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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Agricultura subrogante, señor Álvaro Cruzat Ochagavía. Asimismo, estuvo presente el Director Nacional de CONAF, señor Eduardo Vial.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:14, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 27ª y 28, ordinarias, en 4 y 5 de junio del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Uno de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Informa que, en su oportunidad, retiró la urgencia para el proyecto que modifica los artículos 88 y 89 de la ley Nº 20.255, en relación con el régimen del seguro social contra riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (boletín Nº 8.936-13).



--Se tiene presente el retiro de la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Cinco de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29).



2.- Proyecto de ley que regula la actualización de los padrones electorales (boletín Nº 8.972-06).



Con el segundo hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto que modifica los artículos 88 y 89 de la ley Nº 20.255, en relación con el régimen del seguro social contra riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (boletín Nº 8.936-13).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (boletín Nº 8.034-15).



2.- El que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para ampliar el giro de la empresa (boletín Nº 8.273-15).



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas legales:



1.- La que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (boletín Nº 8.767-06).



2.- La que dicta normas sobre compensaciones a usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (boletín Nº 2.357-09).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Excelentísima Corte Suprema:



Expresa su parecer, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que establece un régimen de penalidad accesoria aplicable a personas condenadas por delitos sexuales en contra de menores de edad y prohíbe conceder beneficios penitenciarios a los autores del delito de violación (boletín Nº 8.849-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Contralor General de la República:



Emite dictamen, ante solicitud formulada en nombre del Senador señor Escalona, relativo a la no procedencia del pago de quinquenios penitenciarios al personal de Gendarmería de Chile, por encontrarse derogada la legislación que establecía tal beneficio.



De la señora Ministra Secretaria General de Gobierno:



Remite, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Contesta acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro, Gómez y Quintana, relativo al establecimiento de una política pública de interconexión de sistemas y plataformas diversos, que considere servicios de “computación en la nube” (cloud computing), en modalidades de arrendamiento o suscripción de equipamiento computacional, con el fin de favorecer la reducción de costos, el aumento de eficiencia y el acceso a tecnologías para los usuarios de esos servicios (boletín Nº S 1.540-12). 



Da respuesta a solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Acciones y actividades desarrolladas desde el año 2011 a la fecha por Chile California Council. 



2.- Características del software y del soporte computacional utilizado en proceso de certificación de la firma electrónica avanzada.



Del señor Subsecretario de Relaciones Exteriores:



Envía ejemplar del Balance de Gestión Integral 2012 de dicha Subsecretaría de Estado, en cumplimiento a lo establecido por el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



Del señor Subsecretario de Deportes:



Contesta solicitud, formulada en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre posibilidad de mejorar la infraestructura del Estadio fiscal Manuel Moya Medel, en comuna de Cauquenes.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras:



Responde petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Tuma, relativa al grado de cumplimiento por BancoEstado de los preceptos constitucionales y legales y de las normas particulares emanadas de esa Superintendencia, en materia de remisión de información a las personas que han contratado créditos con aval del Estado.



Del señor Director Nacional (s) del Territorio Marítimo y de Marina Mercante:



Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre captura y destino de los crustáceos hallados en ductos de las centrales termoeléctricas de comuna de Coronel.



De la señora Directora Nacional (s) del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura:



Responde petición de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de captura y destino de los crustáceos hallados en ductos de las centrales termoeléctricas de comuna de Coronel.



Del señor Presidente del Consejo del Sistema de Empresas:



Informa, con arreglo a lo prescrito por el artículo 2º de la ley Nº 19.847, sobre los convenios de programación 2012 correspondientes a Empresa de los Ferrocarriles del Estado, Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A. y Empresa Nacional de Aeronáutica, y al desempeño financiero del ejercicio 2012 respecto de las demás empresas a las que esa entidad presta asesoría técnica.



Del señor Presidente de la Asociación Gremial de Cajas de Compensación, Cajas de Chile A.G.:



Da respuesta a conceptos vertidos por el Honorable señor Navarro durante una intervención en la hora de Incidentes, respecto de los créditos sociales que otorgan aquellas instituciones, transcripción que fue remitida en nombre y a petición del mencionado señor Senador. 



--Quedan a disposición de Sus Señorías. 

Informes



Dos de la Comisión de Economía: 



El primero, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre interés máximo convencional (boletines Nos 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


El segundo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a existencia legal de Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) (boletín Nº 8.786-27) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín Nº 8.493-14) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que permite ampliar el plazo para que concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley Nº 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (boletín Nº 8.817-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Autorización para que los Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Consulares realicen Actividades Remuneradas, suscrito en Puerto España, Trinidad y Tobago, el 29 de marzo de 2012 (boletín Nº 8.843-10) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que otorga nacionalidad chilena a los hijos, nacidos fuera de Chile, de refugiados que hayan obtenido carta de nacionalización (boletín Nº 8.985-17) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



De los Senadores señor Larraín Fernández, señora Von Baer y señores Chahuán, García-Huidobro y Uriarte, con la que inician un proyecto de ley que deroga el artículo 394 del Código Penal, que tipifica el delito de infanticidio (boletín Nº 8.987-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



Del Senador señor Chahuán, con el que pide a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que reconozca a los oficiales policiales, acogidos a retiro durante el período que indica, su derecho al sobresueldo de 35 por ciento por desempeño en las unidades policiales especializadas que estableció la ley Nº 17.700, haciéndolo extensivo al beneficio de montepío (boletín Nº S 1.584-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, pido recabar el asentimiento de la Sala para ampliar el plazo de indicaciones, hasta las 19 de hoy, al proyecto que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, y modifica normas legales para garantizar la calidad de la construcción y agilizar las solicitudes ante las direcciones de obras municipales, radicado en la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Muchas gracias.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Requiero la autorización para que ingrese a la Sala el señor Director Nacional de CONAF, don Eduardo Vial.



--Se autoriza.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de iniciar el tratamiento del primer proyecto en tabla, que se refiere al fomento forestal, quiero agradecer la presencia en las tribunas de un grupo importante de machis y loncos de la Novena Región, quienes vienen precisamente a escuchar el debate sobre dicha materia.



¡Bienvenidos!

V. ORDEN DEL DÍA

EXTENSIÓN Y MODIFICACIÓN DE INCENTIVOS A FORESTACIÓN ESTABLECIDOS EN DECRETO LEY Nº 701

El señor PIZARRO (Presidente).- Como se anunció, corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8603-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 3 de abril de 2013.


Informe de Comisión:


Agricultura: sesión 26ª, en 22 de mayo de 2013.


Discusión:



Sesiones 28ª, en 5 de junio de 2013 (se aprueba en general); 28ª, en 5 de junio de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera discusión de la iniciativa se efectuó en sesión del miércoles 5 de junio.



Cabe tener presente que los números 15 y 16 del artículo 1º del proyecto tienen carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren 21 votos favorables para su aprobación.



Asimismo, hay que recordar que en sesión de 9 de abril del año en curso la Sala acordó que el proyecto fuera conocido en el segundo informe por las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas pertinentes del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estimados colegas, el proyecto en análisis dice relación con lo que ha ocurrido en nuestros campos y en partes importantes de los territorios de la Novena, de la Octava y de la Décima Región, especialmente. 



Se han convertido en bosques no solo grandes extensiones de terrenos con aptitud forestal, sino también sectores eminentemente agrícolas. Y ello origina un despoblamiento en los territorios agrícolas, afectándose a los campesinos y, muy en particular, a las comunidades indígenas.



El cambio climático ha afectado al mundo agrícola debido al calentamiento global, pero también lo ha hecho el exceso de consumo de agua que requieren las plantaciones de pino y eucalipto. Por esta razón, hoy día la gran mayoría de las poblaciones rurales, especialmente en comunidades mapuches, están siendo servidas por camiones aljibe municipales, ante la incapacidad en las regiones de satisfacer las necesidades con proyectos de agua potable rural. Ello sucede fundamentalmente porque se han secado las vertientes, los pozos y los llamados “menokos”, que son para las machis -presentes acá- espacios muy significativos en materia de sobrevivencia y para sus prácticas medicinales y culturales.



Pido a la bancada socialista que realice su “asamblea” en otro momento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estimados Senadores, guarden silencio. Está interviniendo el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Muchas gracias.



En definitiva, señor Presidente, este proyecto no es inocuo; no es neutro.



En algún momento hemos celebrado habernos convertido en una potencia exportadora forestal. Ello es un mérito. Pero refleja una mirada bastante sesgada de lo que es Chile y de lo que debe ser nuestro proyecto de sociedad.



No se trata de devaluar lo que significan la exportación y el fortalecimiento de la industria forestal. Este sector se posiciona quizás en el segundo lugar después del minero, con cerca de seis millones de exportaciones en 2012.



Sin embargo, no podemos valorizar la construcción de la sociedad solo en función del monto exportable. También debemos atender a cómo hacemos feliz a la gente. Y yo he detectado una enorme infelicidad en el mundo rural, producto precisamente de que se han rodeado de bosques, de plantaciones que los han dejado sin población y, más todavía, sin agua ni vegetación. Hemos cambiado el paisaje de nuestros territorios.



Por lo tanto, siento que esta necesidad de los grandes productores forestales de seguir percibiendo subsidios del Estado para continuar ganando una alta rentabilidad a costa de la degradación de la vida rural debe ser motivo de revisión.



Este proyecto no hace otra cosa que renovar lo mismo que había antes. Alguien dirá: “Es que ahora beneficiará a los más pequeños”. Esto también se señaló en la ocasión anterior, por lo que nada me hace pensar que eso será garantizado. La ley Nº 19.561, de 1998 hasta 2010, estuvo orientada a pequeños propietarios y, sin embargo, solo el 39 por ciento de la superficie bonificada correspondió a dicho segmento. En consecuencia, el contenido de la iniciativa que nos ocupa no es distinto del que dispone el actual decreto ley Nº 701 -o a la parte ya caducada-, que quiere modificarse y extenderse por veinte largos años sin considerar los intereses de las poblaciones que van a ser afectadas.



El proyecto, además, considera una barrera de entrada a los pequeños productores forestales, porque los subsidios siguen siendo concursables. Y ya sabemos qué ocurre con los concursos: siempre los ganan los más grandes, y los más pequeños no tienen opción.



Además, se argumenta que los más pequeños serán los más beneficiados, en circunstancias de que estos no poseen ni capacidad ni capital para resistir durante quince años en espera de la rentabilidad.



Ante ello, quiero expresar mi rechazo a la iniciativa, sin perjuicio de debatir alguna medida que pueda ser contextualizada en favor de los pequeños agricultores o propietarios de terrenos forestales.



Debo señalar que este Congreso vulnerará derechos si aprueba en general el proyecto en debate. Me refiero a los derechos del mundo indígena. Nosotros, en 2008, aprobamos el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, vigente en Chile desde 2009, que establece que cualquier iniciativa que pueda afectar a los pueblos originarios ha de ser sujeta a consulta. Y he escuchado en los territorios que represento que ello no se ha realizado.



En algunas comunidades recibieron cierta información, pero eso no corresponde a una consulta. El Convenio 169 establece una consulta de buena fe. En este caso, eso no ha ocurrido. 



Las comunidades indígenas no se han expresado acerca de este proyecto. No ha habido un conocimiento de ello. Porque, cuando en algún momento se produjo la llamada “consulta”, el Senado aún no había rechazado la iniciativa sobre institucionalidad forestal. Por tanto, el contexto es absolutamente diferente y no se ha cumplido con una condición sine qua non: haber consultado primero a los pueblos originarios. 



Por eso, pido a los colegas que, dado que siempre somos respetuosos de los derechos de los pueblos indígenas -así lo decimos por lo menos; pero una cosa es lo que afirmamos con las palabras y otra diferente, lo que ponemos en el tablero de votaciones-, rechacemos este proyecto mientras no se lleve a efecto la consulta referida ni se efectúen los procedimientos que garanticen que estamos cumpliendo con los derechos que establecen los convenios internacionales que Chile ha firmado.




Yo soy miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores, donde expresamos por unanimidad nuestro apego al Derecho Internacional. En reiteradas ocasiones, hemos conseguido que esta Sala se pronuncie en la misma forma. Y ello tiene que ver también con el cumplimiento de los compromisos internacionales. 



Por consiguiente, votaré en contra de esta iniciativa en tanto no se haga la consulta mencionada. Y espero escuchar, valorar y sentir la solidaridad no con el Senador que habla, sino con los pobladores del mundo rural y particularmente con los pueblos originarios, que tantas veces se mencionan aquí, pero a los que no siempre se favorece en las votaciones.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Quiero aprovechar de saludar también a un grupo de dirigentes de los pequeños agricultores de la provincia de Cardenal Caro, de la Región del Libertador Bernardo O´Higgins, que nos acompañan en las tribunas. Y, asimismo, a mi amigo Aldo Alfaro, quien representa a los de la provincia de Limarí, de la Cuarta Región.

)----------)

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CRUZAT (Ministro de Agricultura subrogante).- Señor Presidente, en la continuación del debate sobre este proyecto, iniciado la semana pasada, quiero aclarar algunas aseveraciones del Senador señor Tuma.



Ante todo, debo precisar que la iniciativa del Ejecutivo no tiene como finalidad prorrogar la vigencia del decreto ley N° 701, sino modificar profundamente el espíritu de dicha legislación.



En primer lugar, se focaliza la ayuda exclusivamente en los pequeños y medianos propietarios forestales. La antigua ley incorporaba en el beneficio a las grandes empresas. 



O sea, el principio orientador fundamental del texto propuesto es apoyar a las comunidades y sectores más vulnerables.



En segundo término, con relación al objeto del proyecto, se incorpora, tal como señalamos en anteriores intervenciones, un nuevo fondo, destinado a generar cobertura vegetal. La ley antigua tenía un objetivo esencialmente maderero. Y así se consagró. A lo mejor en su origen contenía otras intenciones, pero no se tuvo la capacidad para abordar de manera separada los propósitos forestales madereros de los objetivos forestales de protección de cobertura vegetal. 



Como eso no se consiguió bien, en esta nueva propuesta legislativa que se somete a consideración del Senado se separa en forma expresa el objetivo de forestación maderero del de forestación de protección vegetal. Y esto va en beneficio directo de muchas comunidades indígenas que no buscan en esta legislación un objetivo maderero, sino uno de protección ambiental, de generación de servicios ambientales. 



Es indudable que eso va a ampliar la cobertura territorial de la ley, y es nuestra aspiración que así sea. De hecho, desde esa perspectiva el proyecto incorpora una ventanilla territorial de postulación, para que esta se focalice hacia las zonas que sea factible priorizar. Porque hoy en día es una ventanilla abierta y los beneficios se concentran principalmente en la zona centro-sur.



En cuanto a lo planteado por el Senador señor Tuma -considerando que en el país todavía se discute la forma de participación indígena a que se refiere el Convenio N° 169 de la OIT-, cabe manifestar que la Corporación Nacional Forestal desplegó en el país, durante más de 10 meses, a cientos de funcionarios. Y fueron consultados 1.400 comunidades y líderes de las distintas etnias.



Es evidente que dicho mecanismo no es perfecto. Y no puede serlo, porque no está definido en nuestro ordenamiento jurídico. Pero es indudable que se ha procedido de buena fe; ha habido transparencia de parte de la Corporación Nacional Forestal y del Gobierno para recibir opiniones e informar a los pueblos originarios respecto del sentido de la ley en proyecto.



Tan así es que en el articulado se consignan diversos beneficios para las comunidades indígenas. Por ejemplo, se les otorga, como una excepción, el beneficio de reforestar en el mismo lugar; y, también, el de desafectar terrenos, que originalmente se les pueden haber entregado con la bonificación para fomento forestal, si quieren destinarlos a otras actividades.



Al mismo tiempo, se dispone el financiamiento pertinente para apoyarlas en la elaboración de los planes de manejo forestal. 



En consecuencia, no solamente hubo un proceso de consulta profundo, largo, detenido, sino que también se acogieron muchas observaciones y propuestas para mejorar la normativa.



Desde ese punto de vista, deseo enfatizar dónde estamos parados hoy.



Esta iniciativa fue aprobada por la Cámara Baja con apoyo y aportes de parlamentarios de distintas tendencias. Esta tarde se está sometiendo a consideración del Senado para su discusión y votación en general, con el propósito de que sea estudiada en particular en las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, donde hay la posibilidad de seguir contribuyendo a perfeccionarla, de modo de contar con esta ley que Chile necesita para el futuro.



Por lo tanto y con ese mismo espíritu, solicito a la Sala que apruebe la idea de legislar y, de esa manera, construir, mediante el debate legítimo y con las diferencias y los aportes que pueda hacer cada uno de los señores Senadores, una mejor legislación forestal para los próximos 20 años.



Actualmente no se encuentra vigente el beneficio de la Ley de Fomento Forestal, lo que genera incertidumbre en muchos grupos de viveristas, propietarios, consultores y en la propia Corporación Nacional Forestal. 



Por las razones expuestas, esperamos que esta Alta Cámara apruebe en general el proyecto, a fin de que podamos mejorarlo en las Comisiones unidas. Para ello, hemos consensuado una serie de puntos con un grupo de Senadores, coordinado por el Honorable señor Horvath, porque estamos conscientes de que el texto puede y necesita ser perfeccionado, pero, a la vez, se requiere comenzar a aplicar la ley cuanto antes, en beneficio de los pequeños propietarios forestales del país.



Quiero terminar aclarando lo siguiente: la iniciativa de ley que creaba la CONAF pública fue rechazada por el Senado en mayo de 2012. Y el proceso de consulta sobre la normativa en debate concluyó en diciembre de ese mismo año. 



Ambos proyectos son relevantes para nuestro sector, pero creo que deben tratarse de manera separada, en aras de la urgencia que el ahora en discusión reviste no solo para los pequeños propietarios forestales, sino también para quienes pretenden forestar acogiéndose a esta ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, soy partidario de que este Senado apruebe la idea de legislar de este proyecto de ley, ya que uno de sus principales objetivos es forestar suelos de aptitud preferentemente boscosos; es decir, aquellos terrenos que por las condiciones de clima y suelo no pueden ararse en forma permanente, desprovistos de bosques y no aptos para la agricultura.



Esos suelos, sin una cubierta vegetal arbórea o arbustiva, estarán sometidos a escurrimientos en época de lluvias, provocando erosión y embancamientos de cursos de aguas. Si son terrenos con pendientes -que es lo más frecuente en suelos forestales-, este fenómeno se agravará, causando cárcavas y derrumbes, sobretodo en regiones dónde los suelos son más frágiles. Ello ocurre de manera más visible en Regiones como la de La Araucanía, donde los ríos ya se encuentran embancados, fruto de años de arrastre de sus suelos deforestados.



Esos suelos descubiertos, al recibir las precipitaciones, no retienen ni infiltran el agua, y ante una condición de pendiente, escurren arrastrando la tierra, y según nuestra geografía, en pocas horas llegan al mar debido a que somos un país demasiado angosto.



El objetivo de forestar para que tengan una cubierta vegetal boscosa o arbustiva, ofrece, además, una gran ventaja respecto al comportamiento de las lluvias. En efecto, al llover, parte importante del agua es retenida por el follaje, y gracias al goteo de las hojas y al escurrimiento por el tronco del árbol, llega lentamente al suelo, infiltrándose y evitando las escorrentías.



Es preciso hacer presente que para este efecto no existen árboles de primera o de segunda categoría. Un terreno con bosques, ya sean exóticos o nativos, cumple una mejor función de infiltración que otro descubierto o desnudo.



Cabe advertir que no se debe confundir que el objetivo del proyecto de ley consiste en forestar terrenos descubiertos, y que en ningún caso pretende sustituir el bosque nativo por plantaciones, lo que, por lo demás, ya está regulado y se evita mediante la ley N° 20.283, que protege y recupera al bosque nativo.



Por lo tanto, siempre debemos hacer la comparación entre un terreno descubierto y otro forestado. La pregunta correcta -y lo que nos debe preocupar- es cómo se comporta la napa freática de un terreno descubierto versus otro con bosque plantado.



En un terreno con bosque plantado existe una recarga de la napa freática superior a la de un terreno desnudo por efecto de la infiltración y amortiguación que producen los árboles. Pero -como es lógico- los árboles, como todo ser vivo, también absorben agua, y la tasa de absorción depende de su crecimiento.



A mi juicio, debemos definir si queremos un terreno descubierto que se erosiona y pierde capacidad productiva, seguramente sometido a una ganadería de subsistencia; o un suelo protegido con bosque que infiltra agua y que genera un patrimonio al pequeño o mediano propietario.

El proyecto permite la infiltración de napas de agua cuando se hace la plantación mediante la construcción de obras de conservación de suelos y aguas.



Por lo anterior, se le incorporaron modificaciones a la iniciativa legal enviada por el Ejecutivo, en el primer trámite constitucional, a fin de establecer algunas medidas reglamentarias que garanticen la protección del agua, enfatizando esta materia en los estudios técnicos, tanto para forestar, como para talar los bosques plantados.



Esto implica dejar cubiertas vegetales de protección en bordes de cursos de agua y hacer obras de infiltración con fajas en el suelo o empalizadas para evitar escorrentías en pendientes en tiempos de plantación o cosechas. Todas esas son actividades que deben ser consideradas y evaluadas en los estudios técnicos mencionados.



Por todo lo anterior, señor Presidente, Honorable Sala, teniendo en consideración que en la Región de La Araucanía -que represento aquí en el Senado- más de 170 mil hectáreas son de aptitud forestal, que se encuentran sin cubierta vegetal boscosa producto de la erosión, soy partidario de que aprobemos la idea de legislar del proyecto de ley para forestar los terrenos degradados y contribuir a la extensión de la superficie verde en todo el país.



Se ha señalado que debemos rechazar la iniciativa legal, porque no se ha dado cumplimiento al trámite de la consulta indígena. En ese sentido, la intervención del señor Ministro de Agricultura subrogante me ahorra entrar en detalles.



En la Comisión de Agricultura, fuimos informados de que la Corporación Nacional Forestal realizó sus mejores esfuerzos, de acuerdo con la reglamentación vigente, para llevar a cabo una consulta con respeto a la letra y el espíritu del Convenio N° 169 de la OIT.



Todos sabemos que esta es una materia controvertida y hemos sido informados a través de los medios de comunicación de que el Gobierno se ha esmerado para llegar a acuerdos con los dirigentes y líderes de las comunidades mapuches de la Región de La Araucanía, a fin de contar con una nueva reglamentación que permita consensuar la “consulta de la consulta”. Yo espero que pronto tengamos acuerdos y seamos capaces de que las reglas del juego para llevar a cabo la consulta establecida en el Convenio N° 169 se consideren instrumentos jurídicos acordados y respetados por todos.



Mientras ello no ocurra, señor Presidente, no podemos detener la legislación, ni parar el desarrollo del país. Por lo tanto, dado que este año ya no habrá bonificación forestal -tenemos Ley Forestal, pero no rige el instrumento sobre la bonificación-, esta se repone mediante el proyecto en debate, cuya idea de legislar vamos a votar hoy día.



Entonces, actuando responsablemente, me parece que no podemos impedir el desarrollo de las actividades productivas del país, ni detener la lucha contra la erosión. De modo que necesitamos un país con más capa forestal; necesitamos detener la desertificación; necesitamos que Chile sea mucho más verde de lo que es en la actualidad.



Finalmente, señor Presidente, el proyecto propone crear un incentivo a la plantación de bosques con objetivos productivos madereros, tal como ha sido hasta ahora. Pero, además, se incluye un nuevo beneficio: bonificar la plantación que tenga como propósito exclusivo el proporcionar servicios ambientales, detener la desertificación, controlar la erosión, proteger el suelo, mejorar la disponibilidad y calidad de los recursos hídricos y reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, principalmente mediante la captura de dióxido de carbono.



Tengo la convicción de que aquí hay un objetivo país, al igual que en la Región de La Araucanía, que nos permitirá continuar avanzando y desarrollando actividades, creando fuentes de trabajo y respetando el medio ambiente y a nuestros pueblos originarios.



Las normas contenidas en la iniciativa legal sobre fomento forestal son una herramienta que ha regido por años y que ha permitido el desarrollo del sector, por lo que debemos reponerla.



Por eso, señor Presidente, anuncio mi voto favorable.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el decreto ley N° 701 y sus modificaciones contienen disposiciones que regulan y fomentan la actividad forestal, especialmente las plantaciones de bosques. Como la generalidad de las leyes, aquel no tiene fecha de expiración, de modo que es permanente. Lo que tenía plazo finito era la bonificación que entregaba. Algunos proponen plazos cortos. La pregunta es por qué debe tener plazo de término una herramienta que proporciona el Estado para fomentar las plantaciones en tierras degradadas.



La mayoría de los incentivos que entrega el Estado al mundo agrícola no lo tienen. La Ley de Riego ofrece incentivos y no tiene plazo de expiración, como tampoco los que conceden el INDAP y el SAG para las mejoras de suelos, conocidos como “programas SIRS”.



Me imagino que la razón que se consideró para poner un plazo fue que las tierras degradadas necesarias de forestar eran finitas, pero, sin duda, la estimación fue errada.



En la actualidad, hay 2,6 millones de hectáreas plantadas de suelos forestales y quedan más de 2 millones aún por forestar, después de 80 años desde que el Estado se propuso fomentar las plantaciones como una acción destinada a salvar las tierras deforestadas. Y hace recién cuarenta años, mediante el decreto ley conocido como “ley 701”, se logró el impulso necesario para avanzar a una tasa razonable en esta gran tarea del Estado. 



La tasa de plantaciones en los últimos años bordea las 20 mil hectáreas, y las estimaciones del proyecto, según el informe financiero entregado por el Ejecutivo, indican que se espera plantar cerca de 23 mil hectáreas anuales. Es decir, si quedan 2 millones de hectáreas de terrenos sin bosques y con riesgo de seguir degradándose, hay por lo menos cien años más para continuar con esta importante misión.



Este tema no es menor para la Región de Magallanes, que represento en esta Corporación, cuyos suelos se encuentran absolutamente degradados y donde resulta del todo necesario el incentivo para los pequeños agricultores. Ahí tenemos un problema complejo y serio con nuestros suelos, donde la plantación de un árbol requiere a lo menos veinte años, tal como se planteó con anterioridad.



En esa línea, señor Presidente, el Senador Horvath me invitó a participar de un acuerdo para dar origen a un proyecto de ley que modifica el régimen de forestación -entiendo que varios colegas lo han suscrito-, cuya relevancia apunta a lo que todos perseguimos con la iniciativa que hoy nos hallamos discutiendo.



Dicho acuerdo consigna los siguientes puntos:



1.- Reconocemos que la forestación es necesaria y urgente.



2.- Los subsidios para la forestación deben contribuir tanto al desarrollo de bosques productivos en suelos forestales sin cubierta boscosa como a la restitución de ecosistemas naturales con bosques nativos.



3.- La forestación podrá realizarse por etapas sucesivas y en segundas fases.



4.- La forestación deberá hacerse con todo tipo de especies vegetales, forestales, arbustivas o arbóreas.



5.- La aplicación de los subsidios de forestación estará focalizada preferentemente en los más pequeños propietarios.



6.- La bonificación a la forestación incluirá actividades necesarias para proteger cursos de aguas y torrentes en cabeceras de cuencas.



7.- El subsidio incluirá labores de poda y raleo en el período que corresponda.



8.- La bonificación de forestación será compatible con otros subsidios.



9.- El subsidio será entregado sobre la base de un concurso simple.



10.- Se establecerá, antes de fines de junio del presente año, una instancia de trabajo -y esto es tremendamente relevante- entre los Senadores de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y el Ministerio de Agricultura, con miembros definidos de común acuerdo, para trabajar en un proyecto de ley que impulse una CONAF pública. Y aquí quiero hacer un alto. Este proyecto no puede ser llevado adelante de espaldas a los trabajadores, sino con ellos, para contar con una Corporación Nacional Forestal robusta y pública el día de mañana.



11.- Por último, el Gobierno deberá presentar una evaluación económica, social y ambiental acerca de la aplicación del decreto ley Nº 701 en sus años de vigencia.



En consecuencia, hemos firmado este acuerdo -invitados por el Senador Horvath, contando con toda la experiencia que él tiene- para, entre otras cosas, fortalecer y robustecer una CONAF pública que responda a lo que hoy día se nos exige como país.



¡Eso es vital, urgente y preponderante, señor Presidente!



Además de ello, no puedo negarme a votar favorablemente el proyecto que hoy día se somete a la consideración de la Sala. La razón es una y muy simple: hay regiones -como la que represento en este Hemiciclo- que sufren graves problemas en sus suelos, donde el crecimiento de un arbusto o un árbol demora a lo menos veinte años.



Entonces, ¿por qué negarnos a este subsidio? ¿Por qué negarnos a esta posibilidad, que se entrega no a los más grandes, sino a los más pequeños, quienes ven en esta iniciativa legal una oportunidad?



Sin embargo, debo dejar de manifiesto que tenemos importantes desafíos por delante, uno de los cuales es, a mi parecer, la creación de  una gran CONAF pública para el día de mañana.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, este es un proyecto de ley que a muchos de nosotros nos motiva aun sin pertenecer a la Comisión que ha dado cuenta de él a la Sala.



Se trata de una iniciativa que tiene muchos atractivos, principalmente para quienes somos de regiones con una alta tasa de ruralidad y hemos podido ver cómo la desertificación se ha ido extendiendo a lo largo de nuestro país.



Actualmente no contamos con un instrumento legal que nos permita cumplir el objetivo que propone este proyecto de ley: el fomento forestal. 



Por lo anterior, soy una convencida, sobre todo después de escuchar las intervenciones de quienes me precedieron en el uso de la palabra, de la importancia de contar con una herramienta legal de esta naturaleza.



Entiendo que en la década de los 70 se dictó un decreto ley que durante el transcurso de los años entregó incentivos para que las grandes empresas pudieran incorporar, a través de subsidios, la posibilidad de plantar y, posteriormente, de sacar, derechamente, las plantaciones de árboles.



Para mí, lo más positivo de la presente iniciativa es que beneficia a los pequeños y medianos propietarios a través de la implementación de subsidios establecidos en su favor, cuestión que me parece muy importante y que debe ser resaltada de todas maneras.



Otro elemento muy relevante de este proyecto es que se preocupa responsablemente del medio ambiente -por eso me sumo al acuerdo que está impulsando el Senador Antonio Horvath, tal como mencionó el colega Bianchi-, porque no solamente toca aspectos relacionados con la CONAF, que nos parecen muy trascendentales, sino que también apunta, responsablemente, a objetivos ambientales, mediante la protección del medioambiente y el compromiso con el desarrollo sustentable.



Lo anterior se traduce en un financiamiento de un cien por ciento a la forestación con cubierta vegetal y de un 90 por ciento para las plantaciones con especies de finalidad productiva.



Este proyecto persigue una finalidad muy social, por sobre una finalidad económica, que tiene que ver con el combate a la pobreza rural. Esto lo prueba un estudio que demuestra que, comparando las cifras arrojadas por la encuesta CASEN con mediciones realizadas en los años 2006 y 2011, las comunas forestales han experimentado una disminución del índice de pobreza porcentual de 8,24 puntos, mientras que las comunas agrícolas han tenido un incremento de 4,97 puntos.



En muchas de nuestras regiones este problema es una realidad y por ello creemos que este proyecto será, sin duda, un aporte.



Por otra parte, la FAO, prestigiosa organización internacional, afirma que “tierras pobres generan agricultores pobres, y tierras fértiles, agricultores con mayor riqueza”. Y esta iniciativa apunta, justamente, a recuperar tierras que hoy, por diversos motivos, se han transformado en suelos de muy baja calidad.



En Chile contamos con alrededor de 2,5 millones de hectáreas de bosques introducidos y más de 13 millones de hectáreas de bosque nativo. Los mismos estudios indican que aún tenemos más de 2,3 millones de hectáreas de suelo sin cubierta vegetal que se encuentran en proceso de erosión y la forestación es, prácticamente, la única forma que tenemos de abordarlas.



Es importante, en consecuencia, recuperar esos terrenos, y tener presente que los pequeños agricultores no pueden esperar veinte años para cosechar los beneficios de la venta de sus árboles. Con esta iniciativa, el Estado les pagará un bono anual por hectárea durante dos décadas para mantener su cubierta vegetal.



No olvidemos, además, que la tasa mundial de pérdida de suelos fértiles es de 8,5 hectáreas por minuto. 



¡Tratemos de no sumarnos, como país, a esta cifra, que es realmente catastrófica!



Asimismo, quiero recordar que el próximo lunes 17 de junio es el Día Mundial contra la Desertificación, y creo que una buena forma de conmemorarlo -es una fecha que se celebra en muchos lugares del planeta- es dando el puntapié inicial en el combate contra la pobreza rural de nuestro país, incentivando, entre otras ventajas, las oportunidades de empleo que abre este proyecto de ley.



Por las consideraciones expuestas, señor Presidente, mi voto es favorable a la idea de legislar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, estamos ante un proyecto muy importante, después de haber sido testigos del decreto ley N° 701, que dio la posibilidad de desarrollo a todo el sector forestal del país.



Pero hoy día ha llegado el momento de los pequeños propietarios, de que accedan al beneficio quienes no han podido hacerlo. Vemos que se puede cambiar absolutamente la fisonomía del mundo rural, sobre todo en las tierras con aptitud forestal.



Y lo digo así porque, en la Región que represento junto con el Senador Letelier, los pequeños agricultores han tenido muy pocas opciones de acceder al desarrollo del mundo rural.



Quiero aprovechar esta oportunidad para saludar también -como lo hizo usted, señor Presidente- a cuatro o cinco dirigentes que se encuentran en las tribunas y que vienen de las comunas de Marchigüe, Pumanque, Pichilemu y Paredones: don Carlos del Pino, doña Sonia Díaz, don Ramón Pérez, don Alejandro Huerta y don José Castro.



Ellos han llegado a este Senado a pedirnos, justamente, que apoyemos este proyecto, porque son pequeños minifundistas de la zona del secano costero de la provincia de Cardenal Caro y no tienen otra posibilidad de desarrollarse. Porque, o crían ovejas, lo que les da muy pocas alternativas de sustento para sus familias, o van de a poco aumentando las plantaciones y mejorando su calidad de vida.



Esa es la verdad, y por eso creo que este proyecto va en el camino correcto.



Por mi parte, he firmado con mucho gusto la propuesta del Senador Horvath que se ha concordado con el Director de la Corporación Nacional Forestal, ya que es muy importante tener claro que necesitamos una CONAF pública robusta. Como ustedes saben bien, lamentablemente no se aprobó, en este mismo Senado, aquel proyecto, por lo que la iniciativa en debate nos brinda ahora una oportunidad importante de avanzar con fuerza en esta materia.



En segundo lugar, señor Presidente, hay que entender que este tipo de apoyo al mundo rural es fundamental. Si no lo brindamos, estaremos perdiendo opciones de progreso y posibilitando que sigan la desertificación y la erosión. En ese escenario, las personas que viven en zonas campestres -sobre todo las que tienen aptitud forestal- y que no pueden acceder a beneficios como estos, terminarán emigrando o vendiendo a los grandes propietarios. De esa manera, estaremos eliminando del mundo rural la posibilidad de que exista esa vida tan valiosa en muchas de las regiones de nuestro territorio.



Por otro lado, señor Presidente, conviene aclarar ciertos temas que son importantes. Quedan todavía casi 2 millones y medio de hectáreas por forestar en el país. Y tenemos que hacerlo, pues, a la larga, lo que se invirtió -alrededor de 500 millones de dólares- ha sido fundamental para Chile por sus resultados en impuestos, en trabajo, en desarrollo económico. Y eso no podemos pararlo.



Los grandes propietarios ya han hecho sus inversiones. Este es el momento de los pequeños. Y por eso queremos apoyarlos con este proyecto.



Sin duda, tenemos que mejorarlo, introduciéndole indicaciones en la discusión particular. Pero debemos aprobar la idea de legislar. Votar en contra es no apoyar a los pequeños, a los que más requieren hoy día medidas de este tipo.



Además, es preciso entender que hay situaciones ambientales que tenemos que abordar, como la regulación hídrica, la captura del carbono y el combate a la desertificación que ya mencioné.



Necesitamos continuar con una política de fomento a las plantaciones en tierras que no están forestadas. Debemos contribuir a la lucha contra la desertificación y proteger nuestros suelos. ¡Hay que protegerlos! Es muy fácil dejarlos botados, como ocurre en muchas partes. 



Y en esto nuevamente quiero hacer un llamado respecto a las propiedades del Estado. El mayor propietario forestal del país es el Estado. Y debemos preocuparnos de lo que significan esas propiedades, ver de qué manera pequeños y medianos pueden insertarse, quizá por la vía del arriendo. Pero hay lugares que el Estado tiene absolutamente desiertos, que se están deforestando, que se encuentran abandonados. Y por eso necesitamos una CONAF pública e incentivos para que esos terrenos, que son la mayoría, puedan incorporarse definitivamente al desarrollo, sea forestal o ambiental, cuestión que me parece fundamental.



Por las razones indicadas, señor Presidente, anuncio el voto favorable de la bancada de la UDI, esperando que tengamos una ley lo antes posible.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, probablemente estamos frente a uno de los proyectos más importantes que se han debatido en el Parlamento en los últimos años para incentivar y fomentar como corresponde la forestación en nuestro país.



En primer término, quiero señalar cuál es el desafío inicial que enfrentamos.



Conforme a los antecedentes que se entregaron a la Comisión, en Chile se requiere forestar 2 millones 289 mil hectáreas. 



Se lo digo muy especialmente a quienes tienen una profunda preocupación por el ámbito ambiental, porque es evidente que la forestación trae innegables beneficios para la protección y desarrollo del medio ambiente.



De esas 2 millones 289 mil hectáreas, por primera vez 700 mil se van a forestar, no para el uso maderero, sino para la protección de la cobertura vegetal con fines ambientales. ¡Nunca antes había existido una bonificación con fines ambientales para una superficie de tal tamaño no destinada a la producción! Ello permitirá cubrir parte importante de las hectáreas de forestación que nuestro país requiere.



En segundo lugar, señor Presidente, el objetivo de esta iniciativa de ley es que en el plazo de 20 años se puedan forestar 470 mil hectáreas, lo que significa 23 mil hectáreas al año, con una inversión de 37 millones de dólares.



En seguida, me voy a referir a una de las críticas que se le han hecho a este proyecto de ley en cuanto a que beneficiaría a las grandes empresas. 



Quiero contarles que es la primera vez, desde que rigen las disposiciones legales pertinentes -el decreto con fuerza de ley N° 701, sobre fomento forestal-, que las grandes empresas no reciben ni un apoyo en forestación. Hasta el año 2010 recibían el 75 por ciento de bonificación.

El señor PROKURICA.- ¡Como máximo!

El señor ESPINA.- Así es. Tiene toda la razón el Senador Prokurica.



Y en los años 2011 y 2012 recibieron hasta el 50 por ciento. 



Pues bien, ahora el actual Gobierno dice que no recibirán más. Y señala que los pequeños propietarios percibirán un 90 por ciento de bonificación; los medianos, un 75 por ciento, y excepcionalmente, aquellos que tengan ventas anuales inferiores a 50 mil UF, hasta el 50 por ciento.



Por lo tanto, señor Presidente, estamos frente a un proyecto que reviste una consecuencia beneficiosa gigantesca para Chile, que necesita forestar de manera urgente. 



Por esas razones, es evidente que esta iniciativa legal, más allá de las perfecciones que se le puedan hacer, trae innegables beneficios.



Y en los pocos minutos que me restan voy a aprovechar de referirme a la situación indígena.



Quiero señalarle con todo el afecto, el cariño y el aprecio que de verdad siento por mi estimado amigo Eugenio Tuma, que la forma como pretendemos aplicar el Convenio 169 de la OIT perjudica al mundo mapuche. ¿Sabe lo que ocurre? Y lo digo como Senador de la Región de La Araucanía: se están paralizando los proyectos de ley y todas las inversiones. Y eso a los ricos no les importa porque siempre van a tener posibilidades de invertir en otras regiones. A quienes se está perjudicando es a las propias comunidades mapuches. 



¿Saben ustedes a cuántas comunidades indígenas se consultó para dar forma a esta iniciativa legal? A 1.419, durante un período de 9 meses, contando con la participación de más de 200 funcionarios.



--(Manifestaciones en tribunas).



Y quiero agregar que la consulta indígena, que duró exactamente once meses, consideraba catorce etapas: validación del proceso de consulta ante dirigentes mapuches; adecuación de un plan de consulta, con la incorporación de sugerencias y observaciones de la etapa de validación; formalización del proceso de consulta ante el Ministerio de Desarrollo Social; conformación de equipos de terreno de la CONAF; difusión del proceso de consulta; inicio formal de la consulta; reuniones aclaratorias sobre lo consultado; período de deliberaciones; recepción de respuestas; consenso de las propuestas; elaboración de informe final, etcétera.



--(Manifestaciones en tribunas).



Sin embargo, señor Presidente, deseo añadir una cuestión mucho más delicada…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡Ruego al público que se halla en las tribunas no hacer manifestaciones!

El señor ESPINA.- Me da lo mismo que me griten, señor Presidente.



No tengo ningún problema.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede continuar, señor Senador.

El señor ESPINA.- ¡Me han gritado los narcos! 



Me da exactamente igual.



Quiero plantear lo siguiente.



Si se detiene la tramitación de este proyecto, las comunidades mapuches van a perder dos grandes ventajas de las cuales gozan hoy día. En efecto, por primera vez sus tierras van a recibir una segunda bonificación. Sus Señorías saben que en la actualidad si el predio agrícola ya obtuvo dicho beneficio no puede percibirlo nuevamente.



En este caso, aun cuando antes las comunidades indígenas hayan sido objeto de una bonificación forestal, podrán recibirla nuevamente. Además, si las propias comunidades deciden cambiar el uso del suelo y destinarlo al desarrollo agrícola, esta iniciativa también se los permite. He tenido la oportunidad de dialogar y conversar con las comunidades de Malleco al respecto. 



El proyecto puede perfeccionarse y mejorarse, como toda iniciativa legal, pero continuar retrasando su trámite va en directo perjuicio, en primer lugar, de las propias comunidades mapuches, que no van a acceder a esta bonificación: ¡van a seguir sin tenerla! No van a contar con la oportunidad de que las tierras que ya recibieron el beneficio lo puedan alcanzar por segunda vez, con hasta un 90 por ciento de bonificación de los costos de forestación. Adicionalmente, vamos a seguir dilatando una situación que está generando un enorme perjuicio a muchas comunidades mapuches y a agricultores, particularmente pequeños y medianos, que hoy día no perciben esta bonificación y que la necesitan con mucha urgencia.



Por esas razones, voto a favor del proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, uno ve la vida desde donde está parado…

El señor TUMA.- ¡O sentado…!

El señor LETELIER.- “O sentado”, como dice el Senador Tuma.



La zona norte, que es desértica, de secano, no tiene nada que ver con aquellas regiones que han tenido una historia de forestación en ocasiones positiva y a veces de saqueo por parte de las grandes transnacionales, que han despojado a pequeños propietarios de su forma de vida. 



Por cierto, la realidad de la Región que represento no evidencia los conflictos que se presentan en aquellos lugares donde los pueblos originarios (en particular el mapuche) mantienen una relación muy distinta con la tierra y con el acceso al agua.



Señalo lo anterior porque el proyecto de ley que nos ocupa es muy complejo por la diversidad geográfica del país. No es lo mismo la realidad y la importancia que reviste la iniciativa para una parte del territorio nacional versus la que pueda significar para otra.



De otro lado, cuando originalmente el Ejecutivo envió este texto legal al Parlamento no tenía ninguna intención ni interés en cuanto a hacer consultas, de acuerdo al espíritu del Convenio 169.



Quiero admitir que se ha llevado a cabo un esfuerzo. No voy a calificar si ha sido bueno, mediano o muy pobre. Pero reconozco que, según los datos que se han hecho llegar al Senado de la República, se ha realizado un esfuerzo. No sé si este es suficiente, pero lo conoceremos durante el transcurso del debate: ¡lo debemos conocer! 



Es probable que parte de las inquietudes que uno escuchó aquí tengan que ver con la desconfianza legítima de los pueblos originarios con el Estado de Chile, que ha exhibido una pésima relación histórica con ellos, independiente del gobierno de turno.



Sin perjuicio de aquello, señor Presidente, quiero formular algunas apreciaciones.



A mi juicio, es necesaria una ley de fomento forestal. ¿Ha sido un buen instrumento? Sí, sin duda. Creo que hay que focalizarlo más en los pequeños y medianos. ¿El proyecto avanza en tal dirección? Sí, pero de manera insuficiente. No se tiende a focalizar más aumentando solo el monto del subsidio para los pequeños y medianos propietarios forestales. Esto último se logra cuando se restringe a los grandes la posibilidad de acceder a él, cuestión que no se halla perfectamente garantizada en esta iniciativa. 



Por otra parte, el criterio con que se establecen los concursos públicos en el proyecto puede tener dos lecturas. 



De un lado, se trata de un concurso que no existe durante los tres primeros años, a fin de incentivar que se fomente y se plante más ahora. Pero el mismo proyecto demuestra que ese no es el sentido. Porque INDAP, que tiene la posibilidad del crédito de enlace, establece el verbo rector “podrá”, esto es, podrá conceder dicho empréstito a los pequeños propietarios forestales. Ese ha sido el cuello de botella que ha impedido que estos últimos logren obtenerlo muchas veces.



Los concursos podrían ser un incentivo para avanzar más en cubrir los lugares más desertificados. No obstante, la iniciativa también señala que ello dependerá de la predisposición presupuestaria de la CONAF.



Señor Presidente, me parece bueno contar con un instrumento de fomento, creo que es conveniente renovar la normativa. Podremos discutir si el plazo de veinte años es mucho o poco tiempo. Yo creo que eso no es lo fundamental. Algunos piensan que sin una institucionalidad forestal clara, aquella no tendría que renovarse por más de dos años. Institucionalidad que el Ejecutivo no ha querido concordar, pactar ni acordar con los trabajadores de la CONAF. Esa es la razón por la cual se rechazó la iniciativa la vez anterior. Y todavía no se ha avanzado ni un milímetro en un año.



No cabe duda, señor Presidente, de que este proyecto, más allá de los plazos, incorpora innovaciones importantes en términos medioambientales, en lo que representa un cierto incentivo para la regulación hídrica, para el control de emisiones, lo cual constituye un avance. Establece dobles bonificaciones cuando se hagan ciertos esfuerzos especiales que la normativa recoge.



Yo entiendo que en el mundo científico se debate bastante acerca de si es bueno o no forestar con cualquier tipo de árbol. Tengo claro que muchos opinan que la plantación de pino radiata es fantástica para algunas industrias, pero no necesariamente muy conveniente para el suelo, porque lo acidifica y lo perjudica. Y, asimismo, otros dicen que algunas especies arbóreas extraen recursos hídricos en determinados territorios y secan las cuencas.



Sé que hay discusión científica para ambos lados; es un tema que tendremos que despejar.



Sin embargo, volviendo al punto de origen, quiero señalar que cada uno ve esta iniciativa según dónde se encuentra parado o -como dijo el Senador Tuma- sentado. Para la Región que yo represento el que se prorrogue la vigencia del decreto ley N° 701 es urgente -¡es urgente!-. Las familias del secano costero: de Paredones, de Marchihue, de Pumanque, de La Estrella, de Litueche, y muchas otras que no son grandes, ven en este proyecto una posibilidad de sobrevivencia y de desarrollo económico relevante.



Es más, existe la inquietud de si esta normativa va a estar lista este año, pues aquellas familias que con mucho esfuerzo han instalado un vivero desean saber si tienen o no perdido el trabajo realizado en el presente año. Y -por su intermedio, señor Presidente- quiero que el señor Director Ejecutivo de la CONAF nos indique cómo va a operar la retroactividad de la ley en proyecto, es decir, cómo va a dar garantías, porque se supone que antes de forestar se deben obtener certificados que no necesariamente se entregan hoy en Regiones, aunque así lo crean en Santiago.



En efecto, ello sucede con la calificación de terrenos de aptitud preferentemente forestal, que es un requisito para que algunos puedan emprender ciertas actividades. Y no voy a entrar al debate de la tabla de costos. Eso se podrá ver en la discusión en particular.



Yo, señor Presidente, considero que esta iniciativa es necesaria. No obstante, pienso que es perfectible, que hay que focalizar mejor el uso de los recursos y que debe haber un capítulo especial para la relación de la actividad forestal con los pueblos originarios, y no tratar de establecer una ley general común para todo el país. Es preciso que haya un capítulo que trate específicamente esta materia.



No entiendo por qué hay tanta resistencia para ello. No sé a qué obedece la lógica de algunos abogados que creen que la ley tiene que ser única en todo el país, toda vez que las condiciones no son iguales en todo el territorio.



Soy partidario de que este proyecto se apruebe en general, con la reserva que mencioné en cuanto a una mejor focalización; a eliminar lo relativo a los concursos, porque creo que estos solo perjudican a los pequeños y a los medianos propietarios, salvo que haya una razón de fondo para mantenerlos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



Como decía, habría que eliminar los concursos, salvo que sean para los grandes productores. Pero eso no figura en el texto.



Y me pregunto para qué necesitan los grandes propietarios una ley de fomento forestal hoy en día, si a los que operan en nuestra Región les sobran espaldas para todo. No tiene por qué el Estado seguir ayudándolos. Estos beneficios deberían apuntar a los pequeños y a los medianos propietarios, y sin restricción de financiamiento de ningún tipo.



Reitero, señor Presidente, mi inquietud en cuanto a que la autoridad presente nos pueda garantizar y explicar cómo va a funcionar en forma retroactiva esta iniciativa legal, para que quienes son de la zona del secano costero de las Regiones de O’Higgins, del Maule o de Valparaíso tengan la certeza de que el esfuerzo realizado durante este año no será en vano.



Voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, la Décima Región de Los Lagos es la que tiene la mayor masa de bosque nativo en el país; la mayor proporción de habitantes en el campo, la mayor ruralidad, y también es una de las que poseen la mayor superficie susceptible de ser forestada y reforestada mediante una iniciativa como la que debatimos.



Este proyecto, en lo fundamental, modifica y extiende los incentivos para la forestación establecidos en el decreto ley N° 701, que no ha expirado. Solamente se halla pendiente lo contemplado en su Título V, en cuanto a la entrega de una bonificación a los propietarios que planten por primera vez en un predio de aptitud preferentemente forestal.



De eso se trata esta iniciativa.



Ahora, cuáles son los cambios (porque aquí he escuchado muchas opiniones que a veces se alejan del texto que tenemos en nuestro escritorio), las mayores innovaciones que se incorporan.



Primero, la iniciativa señala los suelos de aptitud preferentemente forestal y que va a “incentivar la forestación de suelos degradados o sin bosques, y está orientada a la pequeña y mediana propiedad forestal, con el fin de prevenir la degradación de los suelos, contribuir al ciclo hidrológico, al desarrollo sustentable y a la superación de la pobreza rural”.



A su vez, se definen mucho mejor, a mi juicio, las expresiones “forestación”, “Corporación Nacional Forestal”, “pequeño propietario forestal”, “mediano propietario forestal”, “suelos degradados”, etcétera, y ello se hace en detalle.



En seguida, se agregan nuevas definiciones en la actual normativa, lo cual es conveniente, a mi juicio, en especial a la luz de lo que se discute aquí.



Así, se especifica qué son “otros propietarios forestales”; “productos forestales no madereros” (porque en torno al bosque se obtienen productos y se prestan servicios no solo madereros; la ley vigente se refiere a aspectos principalmente madereros);  “servicios ambientales”, “bosques plantados o plantación forestal”.



Después se establece que “En el proceso de calificación deberán considerarse los catastros vegetacionales oficiales, determinándose en conformidad a ellos los territorios que presentan las características para ser declarados como tales”.



Eso no existía.



Y más adelante -perdonen que no lo mencione exhaustivamente-, como ya se ha señalado, en el Título III “De los incentivos a la actividad forestal” se dispone que “El Estado, en el periodo de veinte años contado desde el 1 de enero de 2013, bonificará por una sola vez por cada superficie, las forestaciones que se ejecuten con posterioridad a la aprobación de la calificación de terrenos a que se refiere el artículo 4° y que se realicen a su amparo.”.



Se preceptúa que las bonificaciones contempladas en esta ley tendrán los siguientes objetivos: incentivar plantaciones forestales con propósitos productivos, ya sean madereros, etcétera; el abastecimiento de agua para localidades urbanas y rurales; la protección de suelo, con erosión moderada y severa -tenemos zonas con erosión de este tipo-; la producción de leña -hay importantes programas tendientes a fomentar la producción de leña seca- para autosustento, provisión y mantención de servicios ambientales y ecosistémicos, tales como captura y almacenamiento de carbono, mantención de la biodiversidad, valor estético y cultural del paisaje, recreación y prevención y mitigación de la desertificación.

 


Después se plantea la forma en que se recuperarán los suelos y cómo se conservarán los suelos y aguas y las obras de estabilización de dunas, materia que la ley en proyecto también incorporará.


Se establecen nuevos conceptos a fin de mejorar la forestación cuando el propósito sea solo el de recuperar la cobertura forestal que han perdido muchos sectores de nuestro país, y especialmente en mi Región, la que, según expresé, aún sigue teniendo la mayor proporción de bosque nativo.



Se dispone que los pequeños propietarios forestales podrán optar a una bonificación del 100 por ciento de los costos de forestación y a pagos anuales; los medianos propietarios, a una de 90 por ciento, y otros propietarios, mayores, a una de 75 por ciento.



Se preceptúa que el Presidente de la República establecerá el reglamento para el pago de las bonificaciones, aspecto que seguramente se analizará con más detalle durante el debate particular en la Comisión.



Señor Presidente, me quiero saltar al artículo 15, donde se incorporan otras novedades -no se han visto-, referidas a los incentivos para el establecimiento de plantaciones forestales: habilitación, preparación de terreno y cierre perimetral; forestación; manejo silvícola;…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero terminó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor KUSCHEL.-… fertilización y control de malezas (no existía); protección y riego de sobrevivencia; obras de recuperación de suelos y de conservación de suelos y aguas; obras de estabilización de dunas; contratación de seguro forestal; gastos generales, y cortinas cortavientos destinadas a proteger suelos degradados.



Como vemos, existe una gran cantidad de innovaciones, las cuales se orientan preferentemente a ayudar al pequeño y al mediano propietarios forestales.



He dicho.

)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Antes de que los miembros de la Fundación Caritas de Santiago se retiren de las tribunas, quiero entregarles el saludo de la Sala del Senado.



--(Aplausos en el Hemiciclo y en las tribunas).

)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Excúseme por la demora, Su Señoría, pero el Presidente de mi Partido me está dando instrucciones acerca de lo que debo hacer.



Entonces, voy a hablar en un sentido que contradice su mando, ¡dentro de la disciplina de consenso que mantenemos...!



Señor Presidente -algo señalé ya en la sesión anterior en que vimos esta materia-, voy a votar en contra de este proyecto.



--(Manifestaciones en tribunas).



Y, al igual que un Senador que me antecedió en el uso de la palabra, valoro los chiflidos provenientes de las tribunas, pues ¡recibirlos es también parte de nuestra tarea...!



Voy a votar en contra por varias razones.



Primero, porque creo que no es posible aprobar un proyecto sin tener una institucionalidad pública como la derivada de la CONAF.



--(Aplausos en tribunas).



Queremos hacer de este proyecto un instrumento para el desarrollo forestal. Dadas las cantidades de dinero que se entregarán, necesariamente debe existir una institucionalidad pública. Pero no la hay.



Le planteamos al Gobierno algo bastante lógico: aprobar la prórroga de los incentivos previstos en el decreto ley N° 701 y darnos el tiempo razonable para presentar un proyecto que permita enfrentar, entre otras situaciones, la creación de la CONAF pública. Nos dijo que no. Y no hay ninguna razón lógica para su negativa.



Le ofrecimos incluso el compromiso de la Oposición de despachar esta iniciativa antes de que el Presidente de la República termine su mandato. Porque eso es lo que ellos quieren. Y es legítimo. Me parece bastante pequeña su obsesión. Pero, en fin, la aceptamos como modalidad de vida.



Segunda razón por la que voy a votar en contra: en cuanto a la consulta a los pueblos originarios, el hecho concreto es que la mayoría de las organizaciones indígenas manifiestan no haber sido consultadas conforme al espíritu del Convenio N° 169 de la OIT.



Y como me van a decir que eso no es efectivo, quiero contarles que hace veinticuatro horas conversé con la gente de Arauco. Me expresaron que llevaron los antecedentes; que se les explicó la situación; que la CONAF entendió que la medida planteada significaba un apoyo, y que, en consecuencia, dan por sentado que discutiremos el asunto el próximo martes.



Tercera razón: la ley en proyecto asigna potestades públicas por 20 años (casi una generación completa de chilenos) para darle una cantidad enorme de dinero a una institución privada.



¡Eso es absolutamente contrario a cualquier norma de trabajo vinculada con el sistema público!



Cuarta razón: el Ejecutivo está dispuesto a entregar -es lo que contiene esta iniciativa- 18 mil millones de pesos anuales por 20 años, pero no ha aceptado -ni antes ni ahora- que se gasten 8 mil millones para constituir una CONAF adecuada (fue una de las razones por las cuales el Senado rechazó el proyecto que creaba la nueva Corporación).



Quinta razón: en la formulación de la iniciativa en debate no hay un análisis de las causas por las que la actividad forestal no se ha levantado más allá del inmenso crecimiento de las dos grandes empresas del sector existentes en nuestro país.



Pedimos la información disponible sobre la materia y el resultado de los proyectos anteriores al decreto ley N° 701. No existe. Recién ahora la Subsecretaría de Agricultura encargó la recopilación de los antecedentes respectivos.



Sexta razón: durante todo este período las bonificaciones se adjudicaron en forma directa, esto es, sin concurso; la ley en proyecto establece el concurso.



La experiencia recogida de proyectos anteriores -lo que ha pasado con el bosque nativo y también con el decreto ley N° 701- indica que cuando media concurso la concentración se registra con mayor facilidad, situación que no se aviene con el objetivo perseguido.



La ley en proyecto -reitero- carece de evaluación. La DIPRES, en una decisión paradójica, apoya esta iniciativa, con la que espera traspasar 35 millones de dólares al sector privado. Y solo en el año 2013 (repito lo anterior para volver a insistir en el punto) inicia un proceso de licitación para evaluar dicho instrumento, lo que se encargó recién a una entidad externa.



Sin CONAF pública; sin evaluación; contrariando el interés de la mayoría de las personas comprometidas en esta materia, quienes señalan que los concursos propician la concentración y no favorecen a los más chicos, no me parece factible aprobar este proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias.



Señor Presidente, hemos discutido acerca de cómo enmendar este proyecto de ley, y le formulamos al Gobierno toda clase de propuestas sobre el particular. Pero, en las condiciones actuales, yo no puedo votar favorablemente, porque ello contraría mi visión acerca de la manera en que deben hacerse las cosas.



Por lo expuesto, me pronunciaré en contra, ya que en esta materia no ha habido voluntad para escuchar opiniones ajenas.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, estamos ante un proyecto respecto del cual, como se ha señalado aquí, es factible tener visiones diferentes.



Nadie puede negar que durante la aplicación del famoso decreto ley 701, en un período de casi 20 años, a partir del comienzo de los años 70, la bonificación que se entregó para forestación fue aprovechada -por decirlo en el buen sentido de la palabra; no quiero calificar de otra forma- para las plantaciones que hicieron propietarios de grandes extensiones de terrenos forestales y empresas del rubro de mayor tamaño.



Sin embargo, durante nuestros gobiernos se prorrogó la bonificación y se focalizó en pequeños y medianos productores, eliminándose para los grandes propietarios o las empresas de mayor tamaño. Y, en mi concepto, eso fue lógico y conveniente. 



Ahora, ¿qué ha sucedido?



El decreto ley 701 prorrogado dejó de regir el 31 de diciembre último. Por lo tanto, hoy no tenemos ni siquiera un sistema de bonificación dirigido a los pequeños y medianos propietarios de terrenos susceptibles de ser forestados.



Se trae entonces este proyecto, que, como muy bien han dicho algunos Senadores, especialmente el colega Letelier, hemos de mirarlo de acuerdo a la región que representa cada cual. 



Yo he escuchado con bastante atención opiniones divergentes expresadas por los Senadores de la Novena Región. Pero al menos en lo que respecta a mi circunscripción senatorial, la visión sobre esta iniciativa es diferente. ¿Por qué? Porque en la Séptima Región no existen grandes extensiones de terrenos pertenecientes a empresas de elevado tamaño; por lo general, se trata de pequeños o medianos propietarios de, principalmente, terrenos de secano o de terrenos degradados a los que debe darse un uso al objeto de forestarlos para de alguna manera generar la obtención de recursos.



Esos pequeños y medianos propietarios me han hecho presente la necesidad de aprobar este proyecto de ley. ¿Por qué? Porque, con respecto a la legislación anterior, contiene una enmienda muy importante (y estoy hablando de mi Región, no de la Novena): establece la llamada “bonificación de subsistencia”. 



Uno de los defectos del decreto ley 701 prorrogado radicaba en que permitía darle una bonificación al pequeño propietario; pero el que forestaba quedaba sin la factibilidad de sobrevivir, porque no podía tener cabras, cabros u ovejas que le permitieran un reducido ingreso de sustentación.



En cambio, la iniciativa en estudio le entrega a ese pequeño propietario -lo considero muy positivo- un subsidio de subsistencia durante todo el período de madurez de la inversión -alrededor de 60 mil pesos por hectárea al año-, lo cual le posibilita efectuar la forestación y lograr de su tierra algún beneficio necesario para sobrevivir aunque sea mínimamente. 



Es factible decir que aquello puede o no acarrear problemas hídricos. Pero el punto, a mi entender, es discutible. No hay demostraciones en ningún sentido, al menos en mi Región. Se sostiene que en la Novena se ha producido ese efecto. En la nuestra, no; y así me lo señalan los expertos locales.



Por eso, estimo que se debe respaldar la iniciativa en debate. Y voy a aprobarla en general, sin perjuicio de que en la discusión particular hay que introducirle perfeccionamientos al objeto de la que la bonificación de subsistencia llegue realmente al pequeño propietario, especialmente, y también al mediano.



Yo soy contrario al sistema de concurso, señor Presidente. Creo que todo pequeño propietario que desee efectuar en sus tierras el proceso de forestación y reúna los requisitos debe recibir los beneficios que prevé la ley en proyecto. 



Por lo tanto, en su momento presentaremos las indicaciones respectivas. Y si no tenemos facultades constitucionales para tal efecto, le pediremos al Ejecutivo modificar el texto en el sentido expuesto. 



De otro lado, la información que se nos entrega en cuanto a la consulta a los pueblos originarios de la Novena Región es contradictoria. Y no puedo convertirme en juez para determinar si se efectuó bien o mal. Pero se deben considerar los argumentos en un sentido y otro.



Ahora, si el problema está en la Novena Región, suspendamos la aplicación del proyecto en ella, hagámoslo regir para las Regiones que realmente lo necesitan; aprobemos un subsidio cuya entrega es requerida tanto en el norte como en el centro-sur de nuestro país, y solucionemos los inconvenientes que afectan a La Araucanía. 



En cuanto a la CONAF, es efectivo que el Gobierno está en deuda, incluso con la determinación del propio Tribunal Constitucional en el sentido de que debe dictarse una legislación que la convierta en una entidad pública con una institucionalidad que le permita llevar adelante todas las políticas forestales de nuestro país.



Sin embargo, yo no soy partidario de condicionar este proyecto a la existencia de la nueva Corporación. De lo contrario, pasará otro año sin que los pequeños propietarios puedan acceder a la citada bonificación, que les resulta necesaria.



Ahora, algunos dicen: “Si les damos bonificación a los pequeños propietarios para que planten bosques, después se los venderán a los grandes empresas forestales”.



¡Pero por supuesto que debe existir un poder comprador para ellos! De lo contrario, ¿qué van a hacer con los bosques? Es preciso, pues, que puedan transar sus productos en el mercado. 



Creo, entonces, que aquella objeción no corresponde.



En consecuencia, opino que debemos aprobar la idea de legislar. Y, de ser necesario suspender la aplicación de la ley en proyecto en ciertos sectores por estimarse que ello puede serles perjudicial, presentemos una indicación con tal finalidad. 



En seguida, hemos de pedirle al Gobierno que ingrese la normativa relacionada con la CONAF, para permitir la existencia de un órgano público encargado de las políticas forestales. Y, además, hagamos cuanto sea necesario para cumplir los tratados internacionales, como el Convenio 169 de la OIT, que dispone la consulta a los pueblos originarios. 



Eso es lo que corresponde. Y si hay que perfeccionar el articulado, hagámoslo.



Por todas las razones que expuse, voy a aprobar en general el proyecto, sin perjuicio de que formularé las indicaciones correspondientes para tratar de solucionar los problemas y las objeciones que se han planteado.



He dicho. 

)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa diversos documentos. 



Dos mensajes de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho de las siguientes iniciativas: 



1.- La que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines N°s 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).



2.- La que aumenta sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15). 



--Se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Dos oficios de la Honorable Cámara de Diputados: 



Con el primero comunica que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República sobre la forma y el modo de resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales al objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines N°s 5.917-18 y 7.007-18, refundidos) (con urgencia califica de “suma”). 



--Queda para tabla. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con el segundo informa que aprobó el proyecto de ley que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales, en los términos que indica (boletín N° 8.895-06) (Véase en los Anexos, documento 9). 



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, a los efectos de establecer para las mujeres en estado de embarazo o de puerperio la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa (boletín N° 8.644-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Queda para tabla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en cuanto a la última iniciativa, mediante la cual se aborda una materia que reviste gran trascendencia, pues estamos muy próximos a las elecciones primarias, pido que, si es posible, se trate en tabla de Fácil Despacho en la sesión ordinaria de mañana.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Conforme.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la solicitud.



--Acordado.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Prosigue la discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable al proyecto que nos ocupa, porque en verdad estoy convencido de que se trata de una buena iniciativa legal, al menos por dos razones.



En primer lugar, contrariamente a lo que se ha dicho, sí focaliza -y muy bien-, pensando ahora en pequeños y medianos propietarios forestales, no en grandes. No por casualidad ha llegado a la propia Comisión un conjunto de peticiones de comunidades agrícolas -muchas de ellas, de la Región de Coquimbo-, pidiendo que sea aprobado. Y no por casualidad, también, se establece un límite máximo de 50 mil unidades de fomento, a fin de que se entienda que el sistema está pensado para chicos, medianos y pymes.



Pero, además, la normativa considera, con especial interés, un territorio distinto: suelos degradados y zonas desérticas o semidesérticas, donde se necesita el apoyo del Estado para poder detener tal proceso. Y eso lo vemos en las especies que se empiezan a contemplar para el efecto de los incentivos, las cuales dicen relación con cubiertas vegetales permanentes, a diferencia de aquello en lo que siempre se utilizó el decreto ley, que ha correspondido a especies productivas: pino, eucalipto, pino oregón. Ahora se amplía el abanico a otras de gran valor agregado a la hora de impedir la desertificación, pero que asimismo sirven para forraje, lo que al menos en regiones como la de Coquimbo es sumamente importante.



Un señor Senador que me precedió en el uso de la palabra ya recordaba que también la iniciativa en examen, de acuerdo con la vocación de apoyar a pequeños propietarios, crea un bono de 50 mil pesos por hectárea y por veinte años, lo que en verdad ayudará mucho en zonas que necesitan este tipo de incentivos.



Mas igualmente manifestaba que aprobaba el proyecto por otra razón: constituye una muy buena noticia para la Región de Coquimbo. En diez años, el decreto ley N° 701 ni siquiera se tradujo en la forestación de cien hectáreas. Hace mucho tiempo que ello no se hace en virtud de tal instrumento. Ahora, con el proyecto que estamos a punto de aprobar, se podrán forestar al menos 300 mil hectáreas, lo que resulta muy relevante para dicha zona, que además sufre los efectos de la sequía.



Por eso -y no por casualidad-, quiero dejar constancia de algunas cartas que me ha hecho llegar mi Honorable colega Prokurica, provenientes de comunidades agrícolas de Choapa, Peña Blanca, Ovalle, El Pangue, Canela, Tunga Sur, a las que agrego, para hacer justicia -porque nobleza obliga-, la de dirigentes de Copiapó, que también han hecho valer su opinión.



Se trata de una muy buena iniciativa, muy necesaria y oportuna, razón por la cual vamos a acogerla.



Finalmente, como si lo anterior no fuera suficiente y solo para dejarlo consignado en la historia de la ley, haré una referencia a la CONAF “pública”. El Gobierno cumplió su compromiso de fortalecer una institución tan importante enviando un proyecto en enero del año 2011. Y no es que se desistiera: el Congreso lo rechazó. En tal caso, como bien sabemos, la Constitución impide renovarlo antes de un año. El plazo se cumplió recién el mes pasado, y ciertamente nos hallamos muy dispuestos todos, parlamentarios y miembros del Ejecutivo, a perseverar en una nueva institucionalidad.



Por todo lo dicho, señor Presidente, espero que la iniciativa en debate sea acogida, ojalá con la más amplia mayoría posible.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica para una cuestión de Reglamento.

El señor PROKURICA.- Pido que se abra la votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No es posible, Su Señoría, porque los Comités Partido por la Democracia y Demócrata Cristiano han pedido aplazarla. Por lo tanto, ella se verificará mañana. Hoy día termina la discusión.



Puede intervenir el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tengo que comenzar expresando que no hay una razón válida ni lógica para no pronunciarse en esta oportunidad, mas respeto el ejercicio por dichos Comités de un derecho establecido en el Reglamento. Sin embargo, también me asiste la convicción de que se trata solo de una maniobra para obstaculizar el trámite completamente fluido que debiera tener un proyecto sobre el cual uno puede manifestar opiniones, contradicciones, reproches, pero no dificultar que sea aprobado. La semana anterior se pidió segunda discusión, a lo que ahora se suma el aplazamiento de la votación.



La que nos ocupa es una buena iniciativa, que perfecciona de una manera adecuada las disposiciones que rigen todo lo relativo al fomento forestal. Represento a una zona en cuyo progreso ese sector ha significado un impacto decisivo. ¡Y también en cuanto a problemas...! Siempre se da cara y sello. Pero no hay duda de que a una comuna como Los Ángeles el mundo forestal le cambió su destino, su capacidad, su futuro, su desarrollo y la ha trasformado en extraordinariamente pujante. Basta visitarla para darse cuenta de ello. Y muchas otras de la Región del Biobío aspiran a un resultado similar producto del mismo factor. El articulado, habida consideración de la experiencia registrada durante todo este tiempo, mejora de manera notable -repito- la normativa.



Ya mi Honorable colega Uriarte se ha referido con toda claridad a la focalización, una cuestión que nos preocupa extraordinariamente, porque ha sido una de las dificultades experimentadas en la provincia de Biobío, en la medida en que a muchas pequeñas y medianas empresas forestales a veces les falta madera para poder llevar adelante sus tareas, sus emprendimientos productivos. La legislación en estudio va a permitirles ser actores en el mercado, sin tener que estar negociando con las grandes empresas. Por eso, a mi juicio, se genera un efecto sumamente positivo.



En seguida, por la experiencia en la aplicación del decreto ley N° 701 y otros programas de fomento forestal, ámbito en el que siempre se ha encontrado presente, como elemento prioritario, el factor maderero, cabe considerar que se habían ido planteando cuestiones no resueltas y que, muchas veces, se iban generando en el entorno de las comunidades. La iniciativa avanza de manera importante en aspectos ambientales. Respecto del fomento, no se trata de considerar la inversión solo desde el punto de vista maderero, sino también ambiental, productivo, lo que creo que hará la diferencia y permitirá ciertos equilibrios que en algún momento pueden hallarse menoscabados conforme a la actual legislación.



Por ende, señor Presidente, aquí se asume la experiencia de los últimos veinte o treinta años en materia forestal, a los efectos de perfeccionar las normas y llevar adelante políticas públicas que verdaderamente incorporen al pequeño y al mediano productor, los aspectos ambientales, la realidad hídrica y, en fin, elementos nuevos de todo lo referente al desarrollo del sector. Repito que en las zonas que represento este último ha contribuido en forma extraordinariamente positiva y consistente en el avance y, en definitiva, las expectativas y la calidad de vida de personas y comunidades.



Todo ello, además, hace patente que durante los últimos veintitantos años no han existido políticas agrícolas en nuestro país. Y, por lo tanto, con una política clara, efectiva, en el mundo forestal, sin esa otra contraparte, de repente se puede generar un desbalance. Por eso, desde el momento en que la normativa de fomento forestal contemplará, no solo las materias madereras, sino también las ambientales, creo que viene a significar otra mirada, que resulta extraordinariamente necesaria. Pero dejo planteada la conveniencia de establecer políticas agrícolas.



Deseo hacerme cargo, en el poco tiempo que me queda, de ciertas críticas formuladas respecto a la ausencia de institucionalidad.



¿Nos hemos dado cuenta ahora de que la CONAF no es una entidad pública, sino privada? ¡Pero si lleva cuarenta años actuando en el manejo forestal! Fíjense Sus Señorías en que fue creada en abril de 1973. ¿Y para qué? Para contribuir a la conservación, incremento, manejo y aprovechamiento de los recursos del sector. ¿Y ahora venimos a constatar que no es capaz de llevar adelante una política forestal?



Me parece que ese argumento no resiste análisis.



Sin duda, coincidimos en la conveniencia de un perfeccionamiento -y, por eso, el Gobierno del Presidente Piñera presentó la iniciativa respecto de una CONAF pública, rechazada en la Sala, de modo que no puede renovarse hasta un año después-, pero, si hemos vivido y experimentado un auge con la institucionalidad creada hace cuarenta años, no usemos el argumento de que la ausencia de un organismo como el que se plantea hace inviable toda política sobre fomento forestal.



Por lo tanto, me parece que se trata solo de una excusa para intentar obstaculizar el avance de un proyecto verdaderamente positivo. ¿Y para quién lo es? Básicamente, en la perspectiva de la Región del Biobío, para los miles de pequeños y medianos productores forestales que lo ven como una gran oportunidad de aportar adecuadamente al desarrollo forestal, sin que sean solo las grandes empresas las que exhiban un dominio absoluto en este ámbito. Mediante el articulado en análisis incorporaremos ese elemento y también los aspectos ambientales.



Por lo expuesto, considero que nos encontramos ante una muy buena iniciativa, en la cual tenemos que avanzar. Y lamento que no podamos votar hoy.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo complementar con imágenes mi primera intervención, en el sentido de que la erosión y desertificación son, lejos, el problema que más afecta en Chile.



Es un detalle que le entregaremos, por cierto, a cada señor Senador.
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El fenómeno mencionado compromete a 48 millones de hectáreas. Más del 60 por ciento del territorio sufre de erosión y desertificación. Y ninguna Región escapa a este problema ambiental.
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Esta imagen da cuenta de la distribución de la sequía y la desertificación.



También hice presente la vez pasada que la forestación y la reforestación constituyen un proceso profundamente acendrado en el quehacer nacional.



Fue don Federico Albert, quien llegó a nuestro país junto a otros científicos y destacados investigadores, el que ya en 1898, entre otras actividades, partió forestando el sector de las dunas de Chanco, de Concón y otras áreas. Las actividades en procesos de madereo, los incendios tendientes a despejar áreas para la agricultura, e incluso, las denuncias de pesca con dinamita lo enfrentaron a poderosos intereses económicos en esa época. Y, de alguna manera, lo anterior se mantiene, con otros actores, hasta el día de hoy. Podemos apreciar tales forestaciones hasta en la actualidad.



Deseo mencionar, asimismo, el acuerdo que un grupo mayoritario de parlamentarios de todos los sectores suscribimos con el Gobierno. Ello dice relación con que el proyecto, en su trámite en particular -hoy estamos analizando solo la idea de legislar-, tenga una orientación clara hacia la forestación, para enfrentar el proceso de erosión y desertificación, generar nuevas áreas de actividad forestal y proteger cursos de agua y torrentes asociados a cabeceras de cuencas.



Los subsidios para la forestación, en seguida, deben ser tanto para el sector de suelos sin cubierta boscosa como para restituir ecosistemas naturales con bosque nativo.



También se plantea que la forestación se pueda realizar por etapas sucesivas y en segundas fases de forestación. Es algo muy relevante. Existen áreas en las cuales eso se lleva a cabo, particularmente con bosque nativo, y no se logran condiciones de protección ante los embates climáticos, el exceso de suelo, la depredación de animales como la liebre, para que las especies puedan prender. Lo anterior se supera si se actúa en dos etapas, se consolida una fase de protección en los primeros años y se enriquece después con nuevas plantas. Pero para ello hay que bonificar dos veces, no la misma especie, sino lo que se agrega. El punto se encuentra establecido en el acuerdo.



El manejo tiene que verificarse no solo con un criterio central y representar también las realidades regionales.



De igual modo, la focalización preferentemente debe centrarse en propietarios forestales pequeños y medianos. Incluso, el Gobierno ha bajado de cien mil unidades de fomento anuales a 50 mil el umbral de ingreso por la actividad en un predio.



A la vez, la bonificación incluirá la necesidad de proteger -repito- cursos de agua y torrentes en cabeceras de cuencas, así como la reconstitución de suelos y cobertura vegetacional.



Se comprenderán, asimismo, las labores de poda y raleo, según el tipo de bosque y región. Nos parece que ello resulta fundamental.



Existirá compatibilidad con otros subsidios. Cabe recordar, tratándose de las zonas extremas, que si en una actividad particular de otra naturaleza, en un mismo predio, se bonifica la mano de obra, por ejemplo, mediante el decreto ley Nº 889, surge una incompatibilidad en caso de haberse forestado en otro lugar. Desde luego, ello nos parece algo equívoco.



El subsidio se entregará sobre la base de un concurso simple, con los mismos trámites actuales de calificación de terreno de aptitud forestal y en la medida en que se privilegie a pequeños y medianos propietarios. Es decir, no por esa vía se entrabará el proyecto y finalmente sean consultores externos quienes se lleven los beneficios.



Antes de fines del mes en curso se establecerá una instancia de trabajo entre los Senadores de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y el Ministerio de Agricultura, con miembros definidos de común acuerdo, para avanzar en una iniciativa legal respecto de la CONAF pública que se analice en el Congreso Nacional.



Lo que igualmente resulta muy relevante es que el Gobierno presentará una evaluación económica, social y ambiental de la aplicación del decreto ley Nº 701 en todos sus años de vigencia.



Sabemos que el proyecto partió en los años setenta, con una CONAF que se dedicó a reforestar. Se necesita un crédito de enlace, y también establecer los procedimientos, dentro del Ejecutivo y del Legislativo, para las consultas a los pueblos originarios, y, mientras tanto, mejorar…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más, para que pueda terminar.

El señor HORVATH.- Gracias, señor Presidente.



Deseo mostrar que la sequía, la desertificación y la erosión constituyen un problema mundial.
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La imagen exhibe las áreas donde está aumentando la primera de ellas, que compromete a todo nuestro país.
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Las imágenes dan cuenta de los efectos en el tranque Lautaro, en la Tercera Región.



Si se suma el cambio climático, ello está contribuyendo a la erosión y desertificación, por la deforestación que sufre nuestro país.
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En la imagen apreciamos ejemplos claros en las Regiones de Atacama y de Coquimbo, donde, por la vía de la forestación y reforestación, se están reconstituyendo los ecosistemas.



Entrego formalmente a la Mesa el acuerdo que hemos firmado con el Gobierno, para poder avanzar en particular y sacar el mejor proyecto posible.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma, por un minuto.

El señor TUMA.- Señor Presidente, intervengo motivado por las intervenciones del señor Ministro y de algunos colegas con relación a la consulta que se habría realizado a las comunidades indígenas.





Si esta se efectuó, cabe preguntar: ¿tenemos la respuesta?; ¿la conoce el Senado?; ¿está a disposición del Ejecutivo?; ¿los Senadores podemos acceder a tal información?; ¿quiénes fueron consultados?; ¿cuál fue el pronunciamiento de cada una de las comunidades consultadas?





Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en verdad, me sorprende que el debate sobre un proyecto de esta naturaleza -de fomento al mundo forestal, al igual que el que se refería a la CONAF pública- sea como esos cuentos de nunca acabar. 



En efecto, con respecto a la iniciativa que creaba la CONAF pública, que tanto se reclama -y con razón-, una mayoría de la Concertación rechazó la idea de legislar en el Senado. O sea, dicho sector no quiso aprobar tal institucionalidad pese a disponer de todos los espacios para mejorar el articulado.



Fue una decisión política. Yo la respeto. Pero sorprende que, adicionalmente, en este segundo proyecto en materia forestal de nuevo nos encontremos con todo tipo de inconvenientes: la semana pasada se pidió segunda discusión (los parlamentarios están en todo su derecho al solicitarla, pero no reclamen cuando uno haga lo mismo), y ahora, el aplazamiento de la votación. 



Es decir, se pretende chutear al máximo el despacho de un proyecto que, a mi juicio, es muy importante, al menos para la Región del Maule, que represento, y me atrevería a decir para las Regiones Cuarta a Décima. 

El señor PROKURICA.- Y para la Tercera.

El señor COLOMA.- También para la Tercera Región, como, asimismo, para la Undécima, que representa el Senador Horvath.



¿Y por qué digo que es muy importante la iniciativa que nos ocupa? Porque perfecciona una de las políticas públicas que ha demostrado ser eficiente y andar bien. Y las cifras son concluyentes desde el punto de vista económico: ha generado exportaciones por 5.900 millones de dólares. 



Además, Chile es uno de los pocos países que han logrado desarrollar el área maderera sin afectar la superficie boscosa. Hoy en día existen más bosques que antes. Ello, gracias a un sistema virtuoso asociado a un subsidio a la plantación de árboles. De esa manera se generan riquezas y oportunidades donde no las había, especialmente en sectores tradicionalmente muy despojados.



Como dije en la sesión anterior, en mi Región este beneficio ha sido clave, pues en la zona costera del Maule existían vastos espacios que estaban absolutamente desertificados. Además, en la población había un grado de pobreza muy profundo, muy potente.



Entonces, me extraña que hoy no se quiera aprobar este proyecto, que contiene un conjunto de principios que ha funcionado, sobre todo, cuando el Gobierno propone introducir mejoras a la ley. Porque la iniciativa no expresa meramente: “Postérgase el plazo”. Introduce todo un nuevo concepto ambiental: cómo generar más superficie plantada sin dañar el medio ambiente. Y se crean subsidios especiales en tal dirección. 



Por eso se puede hablar de “forestación sustentable”, que es un concepto moderno, un concepto nuevo, un concepto decisivo. 



Yo esperaba del Senado la misma aprobación entusiasta que han logrado otros proyectos mucho menos relevantes.



Adicionalmente, aquí se avanza en hacer un país más justo. Esto se consigue cuando se entregan oportunidades a quienes las necesitan. 



Al cambiar las definiciones de lo que debe entenderse por “pequeño propietario forestal” y “mediano propietario forestal”; al hacer extensivas las bonificaciones a esos sectores, y al incorporar el aspecto ambiental, se conforma un círculo aún más virtuoso, ya no solo en la perspectiva económica, que es de gran relevancia, en particular, en lugares que carecen de oportunidades, sino también en la lógica del desarrollo del país, donde necesitamos -y aquí se reclaman permanentemente- políticas públicas medioambientales de largo plazo que ayuden a enfrentar el calentamiento global y la desertificación, cuyas consecuencias deben pagar los ciudadanos tanto de ahora como los del futuro.



Algunos levantan la voz para reclamar que nada se hace en materia ambiental; pero, cuando se envían proyectos que son claramente de esa naturaleza, se mira para el lado, se tira al córner, se chutea, se posterga. No reclamo: están en su derecho. Sin embargo, perdemos quienes estamos pensando a nivel de país.



Expreso lo anterior con la debida información, por cuanto he conversado sobre el tema, en especial, con los pequeños productores forestales. 



La lógica moderna tiende a disgregar el poder en esa materia y no a condenar a los pequeños propietarios a que, por problemas de capacidad económica, tengan que vender sus bienes. La idea es que vayan siendo parte de una cadena productiva, la cual es importante para el país, no solo para generar divisas, sino también para fortalecer zonas que, de otra manera, irían quedando muy desequilibradas.



Por eso, señor Presidente, cuando entró este proyecto a la Comisión de Agricultura hace algún tiempo, pensé que era de aquellos que a uno le dan ánimo y fuerza por propiciar grandes consensos. Pero, con un dejo de asombro, me he dado cuenta de que en este caso se buscan fórmulas para dilatar su despacho o se plantean situaciones para, eventualmente, corregir su texto sobre la base de argumentos que nada tienen que ver con su contenido.



Espero que al final -cuando sea, porque no sé cuántos recursos quedarán para ir demorando un pronunciamiento- la iniciativa se apruebe. De ese modo, les daremos a Chile y, en particular, a las zonas agroforestales el espacio y la oportunidad que merecen y necesitan.





Aquí no estamos hablando de 2 o 3 personas. Se trata de una de las industrias más importantes del país. Y se diferencia de las relativas a recursos naturales que se van agotando -entiendo el problema que se plantea a este respecto-, cuya explotación genera la pérdida de determinadas características. Aquí es al revés: la explotación, con un subsidio bien formado, produce un aumento de la masa forestal, con los consiguientes beneficios ambientales, de producción y de crecimiento del país.



Por lo expuesto, señor Presidente, reitero mi esperanza de que al final, más allá de las vicisitudes descritas, se apruebe el proyecto, porque este es bueno para las regiones de Chile.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, solicité intervenir para pedir formalmente, como ya se anunció, aplazamiento de la votación en nombre del Comité Demócrata Cristiano. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, yo siento que la discusión de este proyecto guarda mucha relación con el debate que en el país se está desarrollando actualmente, en el cual usted, por cierto, como precandidato presidencial, ha tenido participación.



Me refiero a si las reglas del juego que se definieron en la Constitución hace 32 o 40 años sobre la materia que nos ocupa -no digo “institucionalidad” porque, como ya dije, hoy día no existe una que pueda sostener el instrumento que se nos propone seguir aplicando por veinte años- son las mismas que debiésemos prorrogar hoy.



A mi juicio, la iniciativa implica no mirar el Chile de hoy. Esto no guarda relación con la Asamblea Constituyente ni con muchas otras cosas que se puedan decir, sino con un asunto de índole económica. ¿Vamos a mantener el modelo económico tal cual rige hasta ahora? Tenemos una economía que crece, sin duda; pero se basa en los commodities, en la explotación de los recursos naturales, y no en el capital humano, no en el conocimiento, no en la inteligencia, no en otras áreas. 



Resulta penoso constatar acá que se nos pide, como si nada, aprobar esta iniciativa como si se tratara de cualquier política pública, en circunstancias de que este mismo Senado, en forma mayoritaria, meses atrás rechazó el proyecto sobre institucionalidad forestal precisamente porque no se hacía cargo de los problemas de fondo: establecía un sistema de privatización encubierta de concesiones en diversas áreas y no contenía ninguna medida de preservación ni de protección.



Entonces, hoy se busca prorrogar por 20 años un instrumento que, como se sabe, va a significar algo así como 350 mil millones de pesos, de los cuales el 71 por ciento se lo llevan los proyectos destinados a la forestación con fines productivos.



¡Entonces, por favor! 



Yo he escuchado a algunos Senadores decir: “Es que en mi región hay pequeños productores que están pidiendo esta normativa”. Sin embargo, en la Región de La Araucanía, una zona pobre, no he oído a ningún pequeño propietario de bosque o agricultor señalar: “Senador Quintana, necesito esto porque ¡pucha que me va a ser útil!”. 



Todo lo contrario. Hoy día en La Araucanía, según los datos del censo del 2002 -me cuesta utilizar la información recogida por el último censo porque, como todos sabemos, es materia de una auditoría internacional-, disminuyó la población en las comunas de mayor actividad forestal. Por ejemplo, la de Lumaco en 10 años bajó un 11,4 por ciento -creo que los datos del último censo son más lapidarios todavía-; la de Traiguén, un 8,8 por ciento; la de Los Sauces, un 19,2 por ciento; la de Purén, un 11,9 por ciento; la de Galvarino, un 14 por ciento.



Entonces, estamos hablando de una relación inversamente proporcional: a mayor plantación de bosques, menor cantidad de población. La gente termina abandonando esas localidades y poblados.



Esta actividad no genera empleo, señor Presidente. Algunos colegas mueven la cabeza en signo de reprobación. Me refiero a la explotación de los bosques. Seguramente, las empresas forestales mayores son las que terminan beneficiándose: los tres grandes grupos económicos que hoy día tienen sus plantas fuera del país. ¡Ellos son los que ganan con esto!



La actividad económica forestal, después de la minería, es la que mayores exportaciones produce. Y se ha construido gracias al decreto ley Nº 701.



Por ello, no entiendo por qué el Ministerio de Agricultura se cerró a la propuesta que formuló el Senador señor Ruiz-Esquide de prorrogar la vigencia de dicho cuerpo legal, como se hizo el 2010, por uno o dos años, hasta concordar un mecanismo del que no tengamos que arrepentirnos a la vuelta de la esquina.



Por su parte, el Honorable señor Tuma recién se refirió al problema relacionado con la consulta a los pueblos indígenas. Si esta se efectuó, claramente no fue de buena fe. El Ejecutivo no ha demostrado que se haya realizado conforme a las normas internacionales. Además, todas las comunidades que participaron en tal procedimiento sostienen -no tengo por qué no creerles; nadie ha dicho lo contrario- que el instrumento que se les entregó como consulta es distinto del proyecto que el Gobierno ha traído acá.



Uno podrá decir que ello se vincula con el rechazo a la institucionalidad forestal. No sé. Puede buscarse cualquier razón. Pero lo concreto es que la consulta no se hizo de buena fe.



Hoy día leí en la prensa algo relacionado con el encargado del Ministerio de Desarrollo Social en estas materias. Porque el Ministro Lavín, quien estaba liderando el proceso de consulta, entre otras personas, siguió otro camino. Se fue a apoyar una candidatura y nos dejó sin consulta.



Como señaló el Senador señor Tuma, se llevó a cabo una consulta no de buena fe -no quiero decir “mala fe”, pero claramente no fue de buena fe- y sin las instituciones que correspondía. Porque la CONAF, que es una corporación de derecho privado, no puede efectuar -esto no lo sostengo yo, sino el Tribunal Constitucional- una consulta de esta naturaleza. La debió hacer la CONADI. Pero, al final, el Gobierno tomó otra opción.



Simplemente quiero dejar constancia de que eso fue rechazado por todas las comunidades que estuvieron en las audiencias, especialmente en la Cámara de Diputados, donde hubo mayor participación en el debate.



Está pendiente lo relativo a la institucionalidad forestal.



El proyecto de ley contiene una barrera de entrada, que es la concursabilidad. Resulta muy difícil que un pequeño productor se beneficie, porque tendría que contratar servicios. Algunos señalan: “Es que ahora viene una política de subsistencia”. ¿En qué consiste eso?



¿Por qué digo que esto no es para los pequeños propietarios? Porque hay que esperar 15 a 20 años, hasta que los árboles crezcan, para recién recibir los frutos económicos. Hoy día se van a anticipar los beneficios, pero ello será para el raleo, el manejo, la conservación, a fin de que las plantaciones puedan ser vendidas.



Entonces, a mi juicio, estamos cometiendo un grave error al prorrogar por 20 años algo que hoy día es parte de un debate como país: ¿queremos o no seguir utilizando la extracción de recursos naturales como la base de nuestro crecimiento económico, con el consiguiente daño que eso ocasiona?



Aquí no estamos hablando de cualquier especie. Se trata, básicamente, de las de crecimiento rápido (pino radiata y eucalipto). El 90 por ciento de las especies que forman parte de la actividad forestal corresponde a ese tipo de árboles, los cuales consumen en verano hasta 200 litros de agua por día.



Esta actividad actualmente tiene arrinconadas a diversas comunidades mapuches y también a sectores pobres de la población en zonas donde no hay una política de buena vecindad. He visto que muchas de las empresas forestales entregan a las comunidades aledañas algunos corralones y cosas menores. Para ellas no existe una política de compensación.



Sin embargo, para las forestales se ha establecido todo tipo de garantías y prerrogativas. De hecho, no pagan impuesto territorial. La ley les asegura un subsidio con fondos fiscales; o sea, les garantiza el negocio por 20 años más.



Esta situación guarda mucha similitud con lo ocurrido en la reforma a la Ley de Pesca, que también regula recursos naturales, por lo que esta materia debería haber generado un mayor debate en el Senado.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en la primera discusión informé el proyecto en mi calidad de Presidente de la Comisión de Agricultura, y aproveché también de dar a conocer mi opinión favorable.



Ahora deseo referirme muy brevemente -no quiero abusar del tiempo de esta Sala- a algunos comentarios que se han hecho, no sin antes lamentar que se haya pedido aplazar la votación.



Por cierto, dicha solicitud es un derecho estrictamente reglamentario y nadie objeta su uso. Pero la verdad es que lo único que se logra es perder tiempo, porque el debate sobre la iniciativa ya se hizo. De hecho, estamos en la segunda discusión. ¡Y hay que tomar una decisión! Cualquiera que esta sea será muy respetable. Creo que postergar una vez más la resolución de esta materia para mañana no es razonable, respetando, como dije, a quien ha ejercido ese derecho reglamentario.



Respecto de los temas centrales de la iniciativa, quiero hacer cinco afirmaciones.



Primero, lo más relevante del proyecto es que, a diferencia de lo que dispone el decreto ley Nº 701, concentra el beneficio en las pymes agrícolas. Es decir, en lo sucesivo, no habrá subsidios para los grandes propietarios forestales. Y eso me parece correcto. Se focaliza el recurso fiscal en la dirección de quienes deseamos apoyar, particularmente de las pequeñas y medianas empresas o propietarios forestales que, dadas las características de sus suelos, están en condiciones de invertir en una plantación de esta naturaleza.



Segundo, se aplica solo a los suelos degradados. No es posible forestar en terrenos de uso agrícola o que posean otras alternativas económicas. Por lo tanto, los subsidios no se autorizarán en tales condiciones. Si alguien quiere, puede hacerlo, pero a su costa, sin recursos fiscales. De este modo se cautela de modo importante el destino de dichos dineros.



Tercero, no solo se puede subsidiar la plantación de bosques exóticos (pinos o eucaliptos). Por primera vez se abre un  fondo de subsidio para apoyar la plantación de bosques nativos.



Me parece que eso abre una oportunidad que no hemos tenido antes en nuestra legislación -espero que pueda ser mejorada en esta discusión o con posterioridad-, lo cual contribuye a que esta iniciativa sea indudablemente mejor que la normativa vigente.



Cuarto, algunos han mencionado que la aplicación de este beneficio perjudica a las comunidades agrícolas más pobres. Pero la verdad es que, de acuerdo a los antecedentes que se han podido verificar sobre el impacto que ha provocado esta política, que ha regido en los últimos 25 a 30 años, se ha demostrado que, en comunas con mayor actividad forestal de las Regiones del Libertador Bernardo O`Higgins, del Maule, del Biobío, de La Araucanía y de Los Lagos, efectivamente la pobreza ha disminuido en una proporción mayor que en aquellas donde existe menor aptitud forestal. Aquí hay antecedentes concretos y, si a alguien le interesan, podemos discutirlos. Están los datos y también la corroboración de que no se produce daño para las comunas más pobres en el ámbito forestal.



Y, finalmente, está la preocupación -que también entendemos- por las comunidades indígenas,  sobre todo en lo que dice relación con la consulta. Al respecto, oímos a distintos grupos originarios en la Comisión de Agricultura.



Nosotros tenemos un problema sobre el particular.



Hoy día rige un decreto del año 2009 para verificar el procedimiento de consulta a las comunidades indígenas, el cual es, ciertamente, muy malo -es rechazado en el ámbito internacional- y estamos todos contestes en que no sirve para recoger la opinión de las etnias originarias acerca de una iniciativa determinada cuando ella las afecta tanto en forma general como parcial.



Sin embargo, no hemos avanzado todavía lo suficiente ni con la rapidez requerida para adoptar un nuevo procedimiento de consulta; está en camino. Esperamos hacerlo pronto; para eso estamos trabajando en una comisión bicameral constituida por iniciativa del Senado, especialmente de la Comisión de Derechos Humanos que me tocó integrar cuando se tomó esa decisión. Su finalidad es consagrar un procedimiento que permita, cada vez que sea necesario, hacer la consulta más completa posible a las comunidades indígenas que se vean afectadas por una iniciativa en trámite legislativo y que no ha sido sometida previamente a dicha consulta.



Por eso sostengo que esta consulta, según los antecedentes que se expusieron en la Comisión, es la más completa de todas las hechas a las comunidades indígenas en distintas materias. Uno podrá decir que todavía falta y que es insuficiente. Es posible. Sin embargo, ella va, con creces, más allá de la reglamentación vigente y es la más completa realizada en todo este período, con el objeto de conocer la opinión de las comunidades afectadas o eventualmente afectadas.



Es decir, siempre habrá inquietudes. Es más, de aprobarse esta iniciativa legal, la ley no será un dogma de fe inmutable en el tiempo. Si la experiencia demuestra que es necesario corregirla, se perfeccionará.



Adicionalmente, como ya se ha mencionado, el acuerdo que ha promovido el Senador señor Horvath, el cual compartimos, permitirá satisfacer y atender muchas de las inquietudes expuestas en este debate y que serán incorporadas como indicaciones durante la discusión particular.



Por lo tanto, la prórroga del cuerpo legal vigente constituye una mala opción porque, sin lugar a dudas, el proyecto, incluso con todas las deficiencias que puede evidenciar su actual redacción, es infinitamente mejor a la mera prórroga del decreto ley N° 701 en su versión actual.



En consecuencia, no tengo la menor duda de que, por las razones que he esgrimido, todo aconseja aprobar en general la iniciativa; corregirla en la discusión particular por los antecedentes que he señalado y recoger las inquietudes que aún están pendientes, máxime si con la experiencia de los próximos dos o tres años, se le podrán introducir las correcciones del caso, si fuese necesario.



Pero postergar otra vez el despacho de este proyecto lo único que hace es perjudicar la forestación en Chile.



--(Aplausos en tribunas).  

El señor PIZARRO (Presidente).- Advierto a las tribunas que están prohibidas las manifestaciones.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CRUZAT (Ministro de Agricultura subrogante).- Señor Presidente, frente a la consulta de algunos Senadores con relación al informe del proceso de consulta llevado a cabo por la Corporación Nacional Forestal, debo aclarar que ese documento completo fue entregado a la Secretaría de la Comisión de Agricultura, se encuentra disponible para su revisión y un resumen de él se halla en la página web de la Corporación Nacional Forestal.



Por lo tanto, ese informe está a disposición de los señores Senadores. En él es posible verificar, para interés de los parlamentarios que así lo plantearon -como el Senador señor Tuma-, lo relativo a cada una de las comunidades que fueron convocadas, las opiniones que emitieron y, de alguna manera, cómo ellas fueron consideradas en el texto.



Eso es cuanto puedo comentar frente a esa consulta.



Llama la atención que, dentro de los argumentos dados para no extender este beneficio forestal, se encuentre el que la CONAF no se halla preparada para desarrollar o implementar una política forestal desde el punto de vista institucional.



La CONAF tiene 41 años de historia. Actualmente está sometida a la Contraloría General de la República y a la Ley de Transparencia; funciona con recursos que se entregan mediante la Ley de Presupuestos que se aprueba todos los años; cuenta con 1.900 funcionarios; tiene cobertura nacional y ha sido responsable, por más de 40 años, no solo de sacar adelante la política de fomento forestal, sino también de combatir los incendios y cuidar las áreas silvestres protegidas.



Por lo tanto, esgrimir que es una institución que no opera dentro del sistema jurídico público no se condice con la realidad.



Eso no significa que el Ejecutivo no esté disponible para transformar a la CONAF en un servicio público. Esa fue la razón por la cual presentamos un proyecto de ley que, lamentablemente, no pudimos discutir dado que fue esta Corporación, hace un año, la que rechazó la idea de legislar sobre el particular.



Quiero agregar algo más:


Primero, se dice que no hay un compromiso con los pequeños propietarios, en circunstancias de que la intención del Ejecutivo es adecuar la legislación para focalizarla en ellos.



En segundo lugar, se pretende dar un componente ambiental y moderno a la nueva ley.



Tercero, dotar a esta legislación del financiamiento necesario al disponer un informe financiero por 37 millones de dólares anuales, mientras que en la actualidad se invierten alrededor de 16 millones de dólares.



En cuarto término, adecuar la ley para que sea un instrumento eficaz que nos permita combatir la desertificación.



Quinto, regionalizar esta legislación y no transformarla en una normativa de carácter general con el objeto de que pueda recoger las particularidades de las distintas macrozonas del país.



Por lo tanto, como se ha dicho, este cuerpo legal es mucho mejor que el que nos rige, razón por la cual vemos con urgencia -no es un empecinamiento del Ejecutivo- la necesidad de generar esta discusión.



El error más grave no sería dejar de aprobar en general el proyecto, sino negarse a discutirlo. Por eso invitamos al Senado a que acoja cuanto antes la idea de legislar, lo cual nos permitirá mejorar su contenido a través del debate.



Negarse a esa discusión sería el más grave error que el país podría cometer.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, esta es una cuestión muy importante para el país desde el momento en que todos conocemos -yo fui durante doce años Diputado por la Cuarta Región- las consecuencias de la desertificación, la degradación de los suelos, la erosión -el señor Presidente, en su calidad de Senador por la Región de Coquimbo, lo sabe- para el norte chico, para el norte grande y, por supuesto, para el sur del país, donde efectivamente se desarrolla una actividad forestal relevante -la que queremos promover en Aysén-, por parte de pequeños y medianos propietarios.



Me alegro mucho de que el proyecto de ley establezca subsidios e incentivos para los pequeños y medianos, no para los grandes.



Igualmente, me parece adecuado que no solo se otorguen estímulos, beneficios y subsidios para las especies exóticas, sino también para los ejemplares nativos, como durante muchos años lo han pedido las comunidades de pequeños agricultores de nuestra Región.



Y, por supuesto, resulta fundamental establecer algunos compromisos sobre la materia.



El Senador señor Horvath lideró un acuerdo -yo personalmente lo suscribí, pues me pareció muy relevante-, con el propósito de que el Gobierno acoja estas propuestas para presentar las indicaciones correspondientes en la discusión particular, fundamentalmente en lo referente a bonificar la forestación, que incluya las actividades necesarias para proteger los cursos de agua y torrentes en cabeceras de cuencas y, de esa manera, prevenir la erosión y la desertificación.



Asimismo, resulta imprescindible establecer un subsidio que incorpore labores de poda y raleo en el período que corresponda, según el tipo de bosque y la región del país, lo que debe quedar explicitado en el reglamento.



También, la bonificación de forestación será compatible con subsidios destinados a otras actividades que se realicen en el mismo predio, pero en partes distintas, siempre que no se trate de la misma realizada, para evitar un doble beneficio.



Finalmente, el subsidio debe entregarse sobre la base de un concurso simple con los mismos trámites actuales de calificación de terreno de aptitud forestal y privilegiando a los pequeños y medianos propietarios forestales.



Cuando hablé con el Director de la CONAF, le pregunté por qué no eran automáticos estos beneficios para los pequeños propietarios. En la Región de Aysén, tenemos el ex 889, texto legal que establece un subsidio a la contratación de mano de obra, el cual va, sí o sí, al empleador. 



¿Por qué no opera de manera automática esta iniciativa? Los concursos siempre son complicados; muchos quedan fuera; hay una gran burocracia. Y están los asesores externos, que numerosas veces impiden que efectivamente haya una relación fluida entre el postulante y, en este caso, la CONAF.



Por eso, constituye un avance que efectivamente se establezcan estos compromisos, pero creo que tiene que haber, ojalá, una disposición del Gobierno para que los beneficios sean automáticos, especialmente para los pequeños propietarios.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay más inscritos para intervenir.



Como se ha pedido aplazamiento de la votación, esta se va a desarrollar mañana, al inicio de la sesión de la tarde.



--Queda aplazada la votación.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de pasar al segundo punto del Orden del Día, solicito el acuerdo de la Sala para tratar sobre tabla el informe de la Comisión Mixta relativo al proyecto de tuición compartida, despachado por unanimidad.

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- Hay acuerdo.



--Así se acuerda.

PROTECCIÓN DE INTEGRIDAD DE HIJOS MENORES DE PADRES SEPARADOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Véase en los Anexos, documento 11).

--Los antecedentes sobre el proyecto (5917-18 y 7007-18, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 5ª, en 21 de marzo de 2012.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 14ª, en 16 de abril de 2013.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 93ª, en 9 de enero de 2013.


Mixta: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.


Discusión:


Sesiones 32ª, en 4 de julio de 2012 (se aprueba en general); 1ª, en 12 de marzo de 2013 (se aprueba en particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tal vez convendría que el Presidente de la Comisión de Constitución nos entregue una breve reseña del informe, para luego proceder a votarlo.



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, como se recordará, esta iniciativa tuvo su origen en dos mociones presentadas en la Cámara por varios señores Diputados, las cuales reflejaban diversas inquietudes en relación con la situación en que quedan los hijos cuando los padres se separan.



Durante el primer trámite, dichas mociones se refundieron y, con el aporte del Senado en el trámite siguiente, se llegó a un texto enriquecido y complementado que tuvo por objetivo consagrar, en el caso de separación de los padres, el principio de la corresponsabilidad parental en el cuidado de los hijos, distribuyendo entre ambos progenitores, en forma equitativa, los derechos y deberes que tienen respecto de los menores,  considerando en todo el interés superior de estos últimos. Sobre la base de estas ideas centrales, se introdujeron modificaciones a las reglas del Código Civil en materia de cuidado personal de los hijos y de patria potestad y también a las leyes de  Menores y de Matrimonio Civil.



En el tercer trámite en la Cámara de Diputados, se rechazó el inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil propuesto por el Senado, que decía lo siguiente:



“Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio de lo anterior y mientras no exista acuerdo, el juez deberá resolver dentro de sesenta días quién tendrá a cargo el cuidado del hijo. En el intertanto, éste continuará bajo el cuidado de la persona con quien esté residiendo, sea ésta el padre, la madre o un tercero.”.



Esta norma, pese a su brevedad, desarrolla los principios medulares del proyecto, pues se relaciona con las responsabilidades y derechos de los padres que se separan respecto de los hijos comunes; determina la persona que, al no haber acuerdo entre los padres, ejercerá el cuidado personal de aquellos hasta que el asunto se resuelva judicialmente, y fija un plazo para que el tribunal adopte su decisión.



Dada la relevancia de estas materias y de las inquietudes a que dieron lugar durante el debate, la Comisión Mixta entendió que no debía necesariamente circunscribir su trabajo solo a enmendar el inciso que se había rechazado, sino que podía también, si resultaba necesario, proponer modificaciones a otros preceptos del proyecto, de modo de estructurar, en definitiva, una normativa orgánica y coherente.



El trabajo de la Comisión Mixta se desarrolló de manera muy minuciosa y se dispuso, al igual que en los trámites anteriores, la asesoría de un conjunto de especialistas que venían prestando su colaboración y también, por supuesto, del Ejecutivo.



En definitiva, como forma y modo de resolver las divergencias producidas durante la tramitación del proyecto, la Comisión Mixta consensuó de manera unánime una fórmula cuyas líneas centrales son las siguientes:



1) Modificar el artículo 225 del Código Civil de la siguiente manera:



a) Priorizar, en el inciso primero, el acuerdo entre los progenitores en materia de cuidado personal cuando se produce la separación. Dicho acuerdo deberá establecer, además, la frecuencia y libertad con que el padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos.



b) Se establece en el inciso tercero que, en caso de que los padres no alcancen acuerdo respecto al cuidado personal de los hijos, estos continuarán bajo el cuidado personal del progenitor con quien estén conviviendo. Todo ello, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 226, norma que permite que, en ciertos casos, se confíe dicho cuidado personal a otras personas, como son los ascendientes, y particularmente los abuelos.



c) Si el caso ya está en manos del juez, este fijará, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, tanto el régimen de cuidado personal como la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, siempre considerando -reitero- el interés superior de estos últimos.



2) En el artículo 225-2, se agrega, como criterio para el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, la contribución que el padre o madre hizo a la mantención del hijo mientras este estuvo bajo el cuidado personal del otro progenitor, pudiendo hacerlo.



3) En el artículo 226, se faculta al juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, para confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o a personas competentes. Se dispone que lo anterior se hará velando primordialmente por el interés superior del niño y considerando además los criterios establecidos en el ya mencionado artículo 225-2.



4) En el artículo 229-2, se consagra el derecho del hijo a mantener una relación directa y regular con sus abuelos. 



Esto es muy importante. Muchas veces se producen reclamos cuando el hijo se queda con la madre y esta no deja al abuelo paterno visitarlo. Naturalmente, se produce una situación odiosa, muy dolorosa, que este proyecto de ley se propone resolver.



5) Complementariamente, se estimó oportuno invertir los dos incisos que integran el artículo 222 para reafirmar que el criterio central del Título IX del Código Civil, referido a los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos, lo constituye el principio según el cual la preocupación fundamental de los padres es el interés superior de estos últimos.



Cabe destacar que la totalidad de los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta se alcanzaron de manera unánime. De este modo, creemos que ella ha dado cumplimiento a su tarea y está en condiciones de presentar a esta Sala una legislación que desarrolla armónicamente los importantes propósitos buscados por la iniciativa en estudio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo deseo complementar la exposición muy completa del Presidente de nuestra Comisión y reafirmar la importancia de esta iniciativa, producto de una moción de distintos Diputados; que fue impulsada e inspirada en la acción de organizaciones de padres separados, y que ha contado con el respaldo bastante activo del Gobierno, a través del SERNAM, para poder mejorar el Código Civil en lo que dice relación con el título De los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos, particularmente tratándose de hijos de padres separados.



Creemos que este extenso trabajo, que hemos hecho en la Comisión, ha fructificado sobre la base de dos principios centrales. Uno reafirma el criterio de que el interés superior del niño es, sin lugar a dudas, el eje inspirador de las decisiones que deben tomarse en materia de relaciones de familia.



Cuando se produce la separación de los padres -situación que, lamentablemente, ocurre con frecuencia-, los hechos que se desencadenan deben priorizar siempre, en las decisiones de cuidado, de carácter patrimonial u otro, el interés del niño: lo que al niño más le acomoda, no el interés de los padres. Ese es el eje ordenador. 



En ese sentido, una modificación muy menor, pero significativa, dice relación con el cambio del artículo 222, que encabeza el Título, el cual en su actual inciso primero señala que “Los hijos deben respeto y obediencia a sus padres”, y en el segundo, que “La preocupación fundamental de los padres es el interés superior del hijo, para lo cual procurarán su mayor realización espiritual y material posible, y lo guiarán en el ejercicio de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana de modo conforme a la evolución de sus facultades”.



En la Comisión Mixta acordamos invertir el orden de estos incisos, de manera que el texto con que se inicie el artículo 222 tenga como sello inspirador de todo el Título el principio del interés superior del niño, con todos sus antecedentes y conceptos, precisados en el inciso segundo, que ahora pasará a ser primero.



El segundo postulado que se incorpora y del cual se desprende el cuidado conjunto, no necesariamente simultáneo -ya que los padres, aunque estén separados, tienen no solo el derecho, sino también la responsabilidad de atender el cuidado personal de su hijo-, está fundado en el principio de la corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, tienen que participar en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de sus hijos. 



Este y el anterior criterio constituyen una innovación a la legislación del Código Civil, que es antigua e inspirada en una mirada distinta de la familia, estructurada conforme a los principios que regían en la época de su dictación.



Hoy, la situación cambia y por eso es importante preservar lo esencial de los principios. Así como la clave es el interés superior del niño, por el otro lado lo es que los padres, vivan juntos o separados, mantengan ambos las responsabilidades que tienen respecto de sus hijos. Quizás por eso muchos padres separados, ante la cierta preferencia que la legislación le daba a los derechos de la madre, se sentían marginados de la posibilidad de participar activamente en la educación de sus hijos.



Con la innovación introducida en el articulado que hoy día se somete a nuestra consideración luego del acuerdo unánime obtenido en la Comisión Mixta, se subsana el problema y las cosas quedan en su debido lugar. 



Por cierto, los padres deben cumplir sus obligaciones, pero se reafirman los derechos que tienen en cuanto a participar activa y directamente, de manera de entender que, más allá de con quién permanezca el hijo, el padre que no conviva con él conserva la posibilidad de estar en un contacto directo, regular y permanente.



Quiero señalar que para poder llegar a acuerdo no solamente contamos siempre con la buena disposición de nuestra Comisión y de su personal de Secretaría, sino también con el apoyo de muchos profesores, de distinta perspectiva y formación, quienes, inspirados en los dos principios mencionados, lograron ayudarnos a alcanzar consenso, primero los integrantes de dicho órgano de trabajo, y luego, los miembros de la Comisión Mixta y el Gobierno, respecto de una legislación que, sin lugar a dudas, modernizará, de modo serio y efectivo, una situación compleja, reparando las dificultades y muchas veces los daños que se causan, probablemente en forma involuntaria, en la evolución y educación de los niños.



Ojalá nunca hubiera separaciones, pero, ya que las hay, es necesario encontrar una fórmula que logre resolver las consecuencias negativas que ellas traen a los hijos, pensando también, por cierto, en una armoniosa convivencia de los padres, que jamás deben dejar de tener la preocupación y la responsabilidad por el cuidado personal de sus hijos, en un esfuerzo de corresponsabilidad parental impreso en la normativa que hoy día se somete a nuestro conocimiento y que en lo personal voy a apoyar con mucho entusiasmo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación.

El señor WALKER (don Patricio).- Muy bien.

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordado entonces.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, estamos llegando a la culminación de la tramitación de una iniciativa legal de gran importancia.



Tal como expresó el Presidente de la Comisión, Senador señor Hernán Larraín, ha habido un largo recorrido que recuerdo muy bien. Partió hace cinco años, cuando un día domingo, almorzando en mi casa con mi familia, tocó el timbre un grupo de personas. Eran todos varones, los cuales me explicaron su angustia de ser padres separados y no poder ver a sus hijos. Pedían el apoyo para una iniciativa legal cuyo objetivo era otorgarles la posibilidad de estar con sus hijos, dado que eso les era negado.



Sus testimonios desgarradores me parecieron justos y, por cierto, me comprometí, al igual que los demás miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, a colaborar en el avance de dicha iniciativa.



En mi opinión, señor Presidente, hoy estamos dando un paso muy sustantivo y diría que hasta estamos experimentando un cambio cultural en esta materia. 



En efecto, cuando don Andrés Bello redactó nuestro Código Civil, en 1855, concibió una familia donde el papá era el proveedor y la mamá, la persona que cuidaba a los hijos. Han pasado muchos años desde entonces y hoy la situación de nuestra sociedad ha cambiado. Felizmente, en la actualidad tenemos papás que no solo son proveedores y mamás que no solo son dueñas de casa, sino que además trabajan fuera del hogar. Y sabemos que la presencia del padre y de la madre es fundamental para el bienestar y desarrollo de los hijos.



Por ello, es importante que, cuando se produce la separación de una pareja o de un matrimonio, subsista la relación, tan relevante, entre ambos padres y sus hijos. Porque la pareja o el matrimonio se puede romper, pero la relación del padre y de la madre con sus hijos no se rompe jamás. Por ende, después del duelo que significa la separación de los padres, los niños no pueden transformarse en el botín de los alimentos o de las visitas, para los efectos de efectuar un intercambio que les provoque un nuevo dolor o trauma.



Por lo anterior, resulta importante que en la nueva legislación que estamos aprobando el día de hoy cambie el principio fundamental. Lo que aquí se busca es el interés superior del niño -esto es lo primordial-, no el interés de la madre o del padre: el interés superior del niño, con quién va a estar mejor. Y eso se resolverá de común acuerdo entre los padres, cuando estén separados, y, si no hay consenso entre ellos, por el juez, con un conjunto de criterios.



Sin embargo, señor Presidente, hay un segundo principio, clave en el proyecto, cual es el de la corresponsabilidad de los padres. 



La corresponsabilidad de los padres significa que ambos tienen derechos y obligaciones respecto de sus hijos, los cuales persisten durante toda la vida.



Un padre no se puede conformar con proveer recursos económicos para la mantención de la familia, y una mamá no puede tener por sí sola la responsabilidad completa, las 24 horas del día, los siete días de la semana, del cuidado de los hijos, porque es una tarea agotadora que necesariamente requiere la presencia de ambos progenitores.



Eso es lo que busca esta nueva legislación: cambiar los paradigmas establecidos en el año 1855, que no corresponden a lo que es la familia actual.



Por ello, señor Presidente, luego de un largo camino de cinco años, estamos llegando a la culminación del tratamiento de este proyecto.



Y esto se produce en una semana muy especial, porque el próximo domingo se celebra el Día del Padre. Yo no creo en regalos materiales, pero sí en regalos como este. Será maravilloso decirles a los padres que hemos cambiado una legislación para, estableciendo como piedra angular el interés superior del niño, consagrar la corresponsabilidad de ambos padres sobre el cuidado personal de los hijos, de modo que no siga rigiendo la norma supletoria contemplada actualmente en el Código Civil, según la cual la madre debe quedarse con los hijos en caso de separación. ¡No! Los padres deberán ponerse de acuerdo al respecto y, en caso de que no lo hagan, deberá resolverlo el juez, teniendo presente siempre el interés superior del niño.



¡Qué mejor regalo que ese, señor Presidente, para el Día del Padre!



Termino diciendo que en la discusión de la iniciativa tuvimos la valiosa colaboración de profesores y profesoras de distintas posiciones. Contamos con la asistencia de la magistrada Gloria Negroni, presente durante todo el debate, y además -la menciono especialmente- con la de la académica Fabiola Lathrop, quien nos acompañó en todas las sesiones y que, sin duda, ayudó a encontrar los consensos necesarios para lograr la aprobación del proyecto.



Asimismo, aquí hay detrás varias organizaciones de padres. Me refiero especialmente a la agrupación Amor de Papá, cuyos representantes fueron a verme hace cinco años a mi casa un día domingo a la hora de almuerzo y han seguido constantemente el curso de esta iniciativa legal, con múltiples acciones para conseguir que ella sea una realidad.



Señor Presidente, si votamos favorablemente el día de hoy, estaremos dando un tremendo paso hacia delante, porque se legislará teniendo en consideración el interés superior del niño y permitiendo brindar este domingo el mejor regalo que se les puede dar a los papás de nuestro país.



Apoyo entusiastamente el proyecto.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, trataré de ser breve, porque ya tuvimos oportunidad de intervenir cuando discutimos este proyecto antes de que llegara a Comisión Mixta.



Solo quiero señalar que, obviamente, coincido con lo señalado aquí en el sentido de que significa un tremendo cambio el hablar de interés superior del niño y de corresponsabilidad en el caso de separación de los padres.



Creo que esos dos pilares son fundamentales para velar por que efectivamente guardemos todos los derechos del hijo de padres separados. Evidentemente, los niños no tienen ninguna responsabilidad por la conducta de sus padres, los que, como bien ha dicho aquí la Senadora Alvear, sí son eternamente responsables de los hijos, hasta su muerte. Y es impensable que tal responsabilidad no se haga efectiva.



Yo celebro que hayamos ido cambiando. El texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional señalaba: “Mientras no haya acuerdo entre los padres o decisión judicial, a la madre toca el cuidado personal de los hijos menores, sin perjuicio de la relación directa, regular y personal que deberán mantener con el padre”. Esto, en mi opinión, constituía una injusticia. 
Es probable que fuera razonable hace bastantes años, cuando por lo general la madre, que con frecuencia no ingresaba al mundo laboral, se hacía cargo de la crianza del niño, y cuando, además, había una tradición cultural conforme a la cual el cuidado y la educación de los hijos se consideraban como una responsabilidad exclusiva de la madre.



Hoy día, afortunadamente, eso ha cambiado. Y velamos por la corresponsabilidad, tan necesaria y tan fundamental para la sanidad de los hijos y de los propios padres.



Pienso que este es el tema más trascendente. Tengo la enorme satisfacción de ver que se escuchó lo que señalamos tiempo atrás cuando se discutió este proyecto en la Sala, en cuanto a que, obviamente, lo óptimo es que haya acuerdo entre los padres -ojalá estos siempre tuvieran la capacidad y la madurez de entender que, más allá de los problemas personales que llevaron al fin de su relación, los hijos deben estar por encima de todo-; pero, cuando no se logra acuerdo entre ellos, resulta importante que por lo menos se diga que los hijos continuarán bajo el cuidado personal del padre o la madre con quien estén conviviendo.



En tal sentido, es muy relevante que se establezca que, “cuando las circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga conveniente, el juez podrá atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido”.


Otro punto que me interesa destacar es que “En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres”.



Este es un tema muy importante, sobre todo para las mujeres, que en general ganan menos y tienen una menor incorporación laboral. En definitiva, la decisión de con quién viva el hijo no puede basarse en un criterio netamente económico.



Señor Presidente, junto con reiterar mi satisfacción por haberse llegado, a mi juicio, a la mejor solución para uno de los problemas más complejos que existen en caso de separación, y más allá del trabajo llevado a cabo por la Comisión de Constitución y la Comisión Mixta, que contaron con el apoyo permanente de consultores que trabajaron arduamente y que acompañaron su resultado, también quiero destacar la labor de la agrupación Amor de Papá.



Vimos a sus integrantes en innumerables ocasiones en los pasillos del Congreso, día tras día, sesión tras sesión, porque con bastante frecuencia se postergaba la votación de este proyecto, y cada uno de nosotros recibió en algún momento la petición de que por favor leyéramos sus textos, sus mensajes, o conversó brevemente con ellos, quienes en algunos casos incluso pidieron fotos como testimonio.



Debo reconocer que pocas veces he visto un compromiso,  una preocupación y un interés tan importante, tan legítimo, tan superior, para defender un derecho, en este caso el del padre a vivir con su hijo, o a que se garantice su opción de poder vivir con él, o al menos a tener claro que le asiste el derecho a mantener una relación más directa, personal y permanente con su hijo.



Creo que Amor de Papá es una de las agrupaciones más comprometidas que hemos visto, y reconocemos su trabajo y los felicitamos.



Lo importante es que nunca se pierdan de vista estos dos principios:



Primero, frente a la tremenda y compleja dificultad que implica la separación de los padres, siempre dolorosa, el del interés superior del menor.



Y segundo, el de la corresponsabilidad. Pienso que la educación de un niño cambia sicológica y culturalmente cuando ella es compartida, cuando es responsabilidad de ambos padres, cuando no es atribuida a uno solo de ellos, que normalmente era la madre. Nosotros no podemos seguir haciendo pagar a la madre por su maternidad.



Lo hemos dicho muchas veces. Lo dijimos cuando discutimos la Ley de Divorcio, y lo volvemos a decir ahora, cuando estamos analizando el proyecto sobre protección al menor en caso de separación de los padres: siempre hay que velar por el bien del niño.



Por lo tanto, señor Presidente, junto con felicitar a la agrupación Amor de Papá y a la Comisión Mixta por su trabajo, quiero destacar lo crucial que resulta para nosotros dar este paso decisivo.



Mi voto es positivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, como han dicho otros señores Senadores, este proyecto tiene una importancia vital para la familia.



¿Qué garantías existen para una familia? Cuando una pareja se separa, cuando no puede seguir conviviendo por distintas razones, los hijos son los que pagan el mayor costo.



Este proyecto viene a corregir una deficiencia en la óptica de nuestra legislación (Código Civil) cuando regula la tuición de los hijos en caso de separación de los padres. Porque de no producirse acuerdo entre las partes -casi nunca lo hay-, la ley actualmente favorece a uno de los cónyuges.



Entonces, con razón el movimiento Amor de Papá se organizó en todo el país a fin de buscar justicia -yo diría-, más que en favor de los padres, para que sean los hijos los principales beneficiados. De modo que, en función del interés superior del niño, se hizo una corrección muy importante, que ha costado no pocas sesiones, no pocas presiones, no pocas intervenciones de distintos expertos y de movimientos, que han persuadido a los parlamentarios tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado para modificar una legislación que viene de antaño. Porque cuesta mucho efectuar cambios en un Código Civil tan instalado en los tribunales, en la sociedad.



Creo que la fuerza de la percepción, la fuerza de los movimientos ciudadanos, la fuerza para instalar como objetivo en la legislación el interés superior del niño lograron que Senadores y Diputados realizáramos bastantes cambios, que se han traducido en el texto que tenemos hoy día, que le entrega al juez la facultad de resolver, cuando no haya acuerdo de las partes, sobre la tuición de los hijos de modo objetivo, en función de los antecedentes que tenga a la vista.



Señor Presidente, yo les aseguro que las estadísticas que tendremos en dos a tres años más sobre el historial de resolución de estos casos indicarán que en la mayoría hubo acuerdos que hoy no se producen porque de antemano la legislación favorece a uno de los cónyuges.



Entonces, en función del interés superior del niño, quiero felicitar a los parlamentarios que acogieron las peticiones de tantos movimientos, como Amor de Papá, que han sensibilizado a los legisladores en favor de un justo cambio.



Considero plenamente satisfactorio el acuerdo a que ha llegado la Comisión Mixta en esta materia.



A propósito del Día del Padre, muchas felicidades a los padres y sus hijos por esta solución legislativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, yo también deseo sumarme al voto favorable a esta iniciativa. Es una significativa manera de modificar el enfoque tanto jurídico como cultural prevaleciente en nuestro país, haciendo a los padres corresponsables, en caso de término del matrimonio o pareja, de la situación que afectará a los hijos surgidos de dicha relación, que concluye en circunstancias no deseables.



Digo que es un cambio cultural y jurídico porque prevalecía hasta ahora la manera de pensar del siglo XIX, cuando se estableció en nuestro país el Código Civil, impulsado por ese gran pensador Andrés Bello (cuando yo cursé la enseñanza media mi liceo llevaba su nombre: Liceo N° 6 de San Miguel, Andrés Bello).



Pero independientemente de su mérito histórico y de lo avanzado e ilustrado que él fuera para su época, no cabe ninguna duda de que es indispensable avanzar de acuerdo con la evolución habida en la humanidad a lo largo de los últimos años, que en muchos aspectos resultan cambios vertiginosos. En este ámbito, el que a la mujer le tocara el rol subalterno de atender el hogar, y al padre, el rol dominante y de proveedor de la familia se ha visto trascendentalmente modificado. Porque ahora, en muchísimos casos, la situación es exactamente al revés: no son pocos los hogares en que el principal proveedor es la mujer; y desde el punto de vista del rol en el hogar, ha cambiado completamente la relación.



Yo felicito esta iniciativa; a los Diputados que la impulsaron; a la organización Amor de Papá y a otras que participaron en su elaboración, debate y aprobación. Y quiero destacar un aspecto que ha sido al menos de mi preocupación, que yo he mantenido a lo largo de mi trabajo legislativo en estos años de permanencia en el Senado: la violencia intrafamiliar.



Considero que la ley en proyecto colabora a la armonía, pues busca soluciones civilizadas, acuerdos. Cuando ello no es factible de alcanzar se recurre al juez para que asuma la responsabilidad de generar dichos acuerdos, a fin de que tanto el padre como la madre puedan superar la relación de altísima conflictividad que se produce cuando termina el matrimonio o la pareja, y que eso sea remplazado por medios civilizados de entendimiento.



En Chile existe demasiada violencia intrafamiliar. Hemos legislado en el Congreso Nacional acerca de este tema; se ha incluido la figura del femicidio.



Pero esas alteraciones de nuestra convivencia no se solucionan exclusivamente por la vía legal. Es propio de nuestra tradición chilena que cada dificultad que tenemos, cada desafío que surge queramos resolverlo con una ley. Y es habitual que, después de algún hecho grave o significativo, más de algún actor importante de la vida nacional anuncie un proyecto de ley.



Sin embargo, hay cambios culturales que requieren más tiempo, que son mucho más profundos y que trascienden con creces el ámbito legal y de la aprobación de una iniciativa de ley. Y uno de ellos, arraigado profundamente en la convivencia de chilenos y chilenas, es el de la violencia intrafamiliar.



Yo espero que este proyecto, que coloca el interés primordial del niño como lo fundamental, junto con ayudarlo contribuya también a mitigar, disminuir, y ojalá decisivamente, los grados y niveles de conflictividad que hay en las parejas, y, en consecuencia, pueda reducir efectivamente la violencia intrafamiliar en nuestro país, colaborando así, de manera indirecta en mi opinión, con uno de los más grandes desafíos de nuestra cultura nacional: ser capaces de convivir en armonía, superando ese cáncer que afecta a muchas parejas.



Por el bien del niño, voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, para mí es un tremendo orgullo estar en esta instancia, debido a que yo fui autor de una de las iniciativas (fueron fusionadas) que dieron origen al proyecto que ahora nos ocupa y que presentamos en su oportunidad en la Cámara de Diputados hace ya casi 7 años.



La iniciativa permitirá establecer un régimen de tuición compartida, en virtud del cual regirá el principio de la corresponsabilidad de ambos padres en relación con el cuidado de los hijos, teniendo siempre en consideración el interés superior del niño.



Ello sin lugar a dudas estará en concordancia con los principios internacionales recogidos en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, que obligan a las legislaciones a establecer la consideración del interés superior del niño para su cuidado personal. 



Creemos que es muy importante tal corresponsabilidad, que queda determinada de manera expresa. 



Además, se deja claramente estipulado -y los avances logrados en la Comisión Mixta posibilitarán generar acuerdos al respecto- que en los procedimientos relativos a menores, de familia, que hoy día se hallan sometidos a una mediación obligatoria, si se llega finalmente a los tribunales por no lograr acuerdo entre las partes, el juez podrá entregar la tuición del menor a uno de los padres, o bien disponerla en forma compartida. 



Sin embargo, estimamos que aún quedan cuestiones pendientes y nos habría gustado que hubiesen sido consideradas. 



Por otro lado, nosotros nos basamos para la elaboración de este proyecto de ley en las legislaciones de otros países, que llevan la avanzada en estas materias. Al respecto, quiero mencionar tan solo el ejemplo de España, que ha hecho un esfuerzo sustantivo en cuanto a permitir la tuición compartida. 



En ese sentido, debo felicitar el arduo trabajo realizado por los miembros de la Comisión de Constitución en términos de facilitar un acuerdo. Yo asistí a algunas de sus sesiones, donde no solamente se contó con la asesoría de una magistrada, que permanentemente estuvo acompañando el proceso, y la de académicos, sino también con la posibilidad de escuchar a expertos en el tema, que hicieron posible la introducción de modificaciones a esta normativa, que, sin lugar a dudas, representa un cambio de paradigma. 



¿Qué asuntos están pendientes, basándome principalmente en la normativa española? El concepto de patria potestad, que debe ser corregido en nuestra legislación. Para ello se requiere un trabajo más arduo, más profundo, que ha de ir en esa dirección. 



Otra materia que tampoco quedó reflejada en la iniciativa -que también puede constituir un avance en los futuros proyectos que se presenten- se refiere a la asociación que hoy día existe entre la tuición compartida y la residencia del menor, que no necesariamente deben ir aparejadas. 



En ese sentido, hago un llamado a mis colegas para que seamos capaces de perfeccionar las normativas pertinentes, en especial la que dice relación con el derecho de familia, teniendo siempre en cuenta el interés superior del niño. 



Me siento particularmente orgulloso de haber sido uno de los autores de esta iniciativa. Quiero felicitar a la agrupación Amor de Papá, que se movilizó tras el objetivo que se buscaba. Encuentro muy merecido que el proyecto sea comúnmente conocido como “Amor de Papá”. Estoy al tanto de los esfuerzos desplegados por esos padres, que han luchado para poder tener un régimen de visitas y que después de una larga disputa, en algunos casos, han logrado obtener la tuición de sus hijos. 



Quiero también felicitar especialmente a David Abuhadba, que ha liderado la agrupación Amor de Papá, y a quien conocí en la calle haciendo campaña por esta causa, en las afueras de la Quinta Vergara. Me comprometí con él. Fuimos al Congreso Nacional y conseguimos a los patrocinadores del proyecto, que se presentó en la Cámara de Diputados. Este permaneció durante mucho tiempo en statu quo y finalmente llegó al Senado. 



Asimismo, debo agradecer al Senador señor Hernán Larraín, porque cuando asumió la presidencia de la Comisión de Constitución puso la iniciativa en tabla; a todos y a cada uno de sus miembros, entre ellos la Honorable señora Soledad Alvear -que hoy día nos acompaña-, cuyo rol también fue clave a efectos de lograr un acuerdo; a los Senadores señores Alberto Espina, por su laborioso trabajo en esta materia, y Carlos Larraín; y a otros parlamentarios que se la han jugado por la causa, como el entonces Diputado y actual Senador señor Eugenio Tuma, que le tocó participar en la tramitación del proyecto en ambas Cámaras, al igual que quien habla. 



Y además me siento particularmente orgulloso, porque la aprobación de la iniciativa será un muy buen regalo para el Día del Padre. Así que esperamos un reconocimiento en la persona de David Abuhadba y la agrupación Amor de Papá. 



Por último, confío en que la legislación que estamos construyendo, teniendo en cuenta el interés superior del niño, nos sirva de impulso para ir modificando otras materias o instituciones que son de larga data, como la patria potestad, que merece una revisión por parte del Congreso Nacional. 



He dicho. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (30 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto positivo del Senador señor Gómez.



En consecuencia, queda despachado el proyecto.



Señores Senadores, en esta sesión se dio cuenta del proyecto que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir la franja electoral para las elecciones primarias presidenciales, que pasó a la Comisión de Gobierno, la cual debe funcionar mañana en la mañana.

El señor NOVOA.- ¡Por qué!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿No está citada?

El señor COLOMA.- No. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En ese caso, le vamos a pedir a dicho órgano técnico que efectúe la citación correspondiente, para poder estudiar la iniciativa en la sesión de mañana en la tarde.

El señor NOVOA.- No, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Si hay informe, es facultad de la Mesa confeccionar la tabla, señor Senador. Usted también tiene sus derechos. 



Puede intervenir, Su Señoría. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, para poder hacer el debate, los informes respectivos tienen que estar 24 horas antes en poder de los Senadores. 



Así que…

El señor PIZARRO (Presidente).- Por eso estoy solicitando el acuerdo de la Sala.

El señor NOVOA.- No. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no da el acuerdo, señor Senador, entonces mañana lo decidiremos. 

El señor NOVOA.- Lo digo para que se tenga claro de una vez por todas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay acuerdo no vale la pena seguir discutiendo. 



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, es voluntad e iniciativa de la Mesa del Senado poner los proyectos en tabla. 



Pero yo quiero impulsar el proyecto en referencia. Creemos que se trata de una legislación absolutamente necesaria. Estimamos que sería oportuno contar con una franja electoral. Oponerse a ello significa negar a los chilenos la posibilidad de conocer las propuestas de los candidatos. Y por lo menos quienes suscribimos la iniciativa consideramos ineludible difundir y promover las elecciones primarias.



Quiero pedirles a los Senadores de la UDI que recapaciten sobre esta situación. 



Me parece que el tema es complejo, grave,…

El señor COLOMA.- ¿Vamos a hacer el debate ahora, señor Presidente?

El señor NOVOA.- ¿La discusión la realizaremos ya?

El señor CHAHUÁN.-… y dice relación con la necesidad de generar apertura y oportunidad para que los chilenos conozcan las proposiciones de los candidatos presidenciales. 

El señor TUMA.- ¡Es lo que ha hecho la Nueva Mayoría!

El señor PIZARRO (Presidente).- No vamos a hacer un debate ahora. 



No nos adelantemos a los hechos, señores Senadores.

Perdón, ¿qué pide el Honorable señor Zaldívar?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Qué se ponga de acuerdo la Alianza!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Nadie está obligado a lo imposible, Su Señoría! ¡Para qué pide cosas irrealizables…! 



Eso sería todo. 



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, solicitándole INFORME SOBRE IRREGULARIDADES EN OTORGAMIENTO DE PENSIONES A EXONERADOS POLÍTICOS, CON DETALLE DE PRESUNTOS FALSOS CERTIFICADOS EMITIDOS POR PARLAMENTARIOS Y, EN ESPECIAL, POR ESTA SENADORA, y al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, a fin de que informe sobre CAUSAS DE SUSPENSIÓN DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN REGIÓN DE ATACAMA (comunas de Copiapó y Tierra Amarilla) Y EVENTUALES RESPONSABILIDADES Y COMPENSACIONES A USUARIOS. 



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, para que informe acerca de RESULTADOS DE EVALUACIÓN REALIZADA POR FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA A PLAN CUADRANTE.



Del señor GARCÍA:



Al señor Intendente de la Novena Región, a fin de que comunique ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO FNDR PARA DISEÑO DE EDIFICIO ADMINISTRACIÓN Y NUEVOS DEPÓSITOS EN ARCHIVO REGIONAL DE LA ARAUCANÍA.



Del señor SABAG:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para exponerle sobre ESCASA COBERTURA DE TELEFONÍA MÓVIL EN SECTORES DE TRONGOL BAJO Y LOS ÁLAMOS (comunas de Curanilahue y Los Álamos); al señor General Director de Carabineros, solicitándole IMPLEMENTACIÓN DE PLAN CUADRANTE EN COMUNA DE COIHUECO, PROVINCIA DE ÑUBLE, y al señor Director Nacional de Vialidad, planteándole DEMANDAS VIALES DE DIRIGENTES VECINALES DE TRONGOL BAJO Y LOS ÁLAMOS (comunas de Curanilahue y de Los Álamos).



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Salud, para que informe respecto de TRATAMIENTO DE SEÑORA GLADYS HERRERA DÍAZ, COMUNA DE PELLUHUE, y a la señora Superintendenta de Seguridad Social, a fin de que proporcione antecedentes acerca de NO PAGO DE LICENCIAS MÉDICAS DE SEÑOR JAIME ANTONIO RAMÍREZ VERDUGO, COMUNA DE LINARES

)----------(



--Se levantó la sesión a las 18:28. 








Manuel Ocaña Vergara, 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL 

(7786-03, 7932-03 Y 7890-03)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Economía, en cumplimiento de lo acordado por la Sala, en sesión de 2 de abril de 2013, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia.

___________


Cabe hacer presente que Su Excelencia el señor Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho de la iniciativa, en el carácter de “suma”.


Asimismo, corresponde indicar que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, el artículo 34, nuevo, de la Ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, que introdujo la Cámara de Diputados, es una norma de carácter orgánico constitucional.

___________


A una o más sesiones asistieron especialmente invitadas, las siguientes personas:


Del Ministerio de Hacienda: el Subsecretario, señor Julio Dittborn Cordúa; el Coordinador de Políticas Microeconómicas, señor Salvador Valdés Prieto; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno Guzmán; la Coordinadora de Mercado de Capitales, señora Rosario Celedón, y el Asesor Legislativo, señor Gonzalo Carreño.


De la Superintendencia de Seguridad Social: la Superintendenta, señora María José Zaldívar Larraín; el Jefe del Subdepartamento Actuarial, señor Emilio Torres, y la Fiscal, señora Lucy Marabolí Vergara. 


De la Asociación de Cajas de Compensación de Cajas de Chile A.G: el Vicepresidente de la Asociación y Gerente General de la Caja de Compensación y Asignación Familiar La Araucana, señor Mauricio Orleans Cuadra; el Gerente General de la Caja de Compensación y Asignación Familiar Los Andes, señor Nelson Rojas Mena; el Director Laboral de la Caja de Compensación y Asignación Familiar, La Araucana, señor Pedro Gutiérrez; el Director Laboral de la Caja de Compensación y Asignación Familiar, Los Andes, señor José Luis Ortega, y las señoras Gloria Stanley, Patricia Silva y Macarena Carvallo. 


De la Asociación de Cooperativas de Ahorro y Crédito (ACAYC): la Presidenta y  Gerenta General de Coopeuch, señora Siria Jeldes Chang; el Fiscal de Coopeuch, señor Juan Pablo Rivadeneira; el Gerente de Control de Gestión de Coopeuch, señor Jaime Walls; el Asesor de la Asociación de Cooperativa de Crédito de Coopeuch, señor Alejandro Alarcón, y la Asesora, señora Marcela Alt.


De la Federación Chilena de Cooperativas de Ahorro y Créditos, FECRECOOP: el Presidente, señor Guillermo Aqueveque Lagos; la Gerente, señora María Angélica Muñoz Carranza, y los Asesores, señora Ximena Castillo y señor Mauricio Harire.


De la Confederación de Sindicatos de Trabajadores de Empresas Bancarias y Afines de Chile, CSTEBA: el Secretario General, señor Luis Mesina, y el Director de Economía de la Confederación Bancaria, señor Patricio Guzmán. 


Asistieron también:


De la Secretaría General de la Presidencia: los Analistas, señores Marcelo Núñez y Omar Pinto. 


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Juan José Bouchon.


De la Biblioteca Nacional del Congreso Nacional: la Investigadora, señora Fernanda Maldonado.


Del Instituto Libertad y Desarrollo: el Abogado del Programa Legislativo, señor Daniel Montalva. 


De la Fundación Jaime Guzmán: los Asesores, señores Gustavo Rosende y Jorge Barrera.


De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras: la Asesora, señora Debbie Postel.


Del Comité DC: el Asesor, señor Sebastián Millán Santelices.


De Gestión Comunicaciones: las señoras Constanza Sapag y Carolina Tirado, y el señor Juan José Matus.


El abogado del Sistema de Empresas "SEP", señor Gustavo Alessandri.


Los asesores señoras Bernardita Del Río (Honorable. Senador señor Novoa) y Laura Quintana (Honorable Senador señor Tuma), y señores Christian Valenzuela (Jefe de Gabinete, Honorable Senador señor Zaldívar); Rodrigo Fuentes (Honorable Senador señor García) e Ignacio Imas (Honorable Senador señor Zaldívar).

_________





A continuación se efectúa una relación de las modificaciones que introdujo la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Senado, en primer trámite.

Artículo 1º


El artículo 1° introduce diversas modificaciones en la ley Nº 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica.

N° 1)


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“1) Modifícase el artículo 2° de la siguiente manera:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Se entiende por tasa de interés de una operación de crédito de dinero no reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “Se entiende por tasa de interés de un crédito reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional introdujo la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Un decreto supremo del Ministerio de Hacienda, que deberá llevar además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, establecerá los requisitos mínimos especiales para que aquellas comisiones que una entidad crediticia dedicada principalmente al apoyo de las microempresas, cobre por los servicios de evaluación, asesoramiento, capacitación y,o seguimiento del deudor en materias de gestión, conexos al otorgamiento del crédito, no sean consideradas, en caso alguno, como parte del interés definido por este artículo. Dichos requisitos deberán incluir al menos condiciones para la prestación de los referidos servicios, tales como que ellos sean prestados en el lugar donde la microempresa deudora desarrolla su actividad productiva; que el monto de la operación crediticia no exceda del equivalente a 50 unidades de fomento, y que la misma esté destinada al financiamiento de microempresas; y deberá incluir, asimismo, condiciones que rijan a las comisiones correspondientes a dichos servicios, en particular que ellas sean informadas y definidas en pesos por período o por prestación u otras de análoga naturaleza, las cuales no podrán consistir en ningún caso en topes máximos, absolutos o porcentuales, aplicables al valor de las señaladas comisiones. Los servicios a que se refiera el decreto de que trata el presente inciso no serán considerados como venta atada respecto de su operación crediticia principal, según lo dispuesto en el artículo 17 H de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.”.

La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, la señora Rosario Calderón, precisó que, en lo sustantivo, la modificación incorpora reglas para que las entidades dedicadas al microcrédito productivo puedan desarrollar su actividad mediante el cobro de comisiones por la prestación de determinados servicios enumerados en la ley (evaluación, asesoramiento, capacitación y/o seguimiento del deudor en materias de gestión).


Agregó que se busca contemplar una regulación acorde a la forma en que operan las entidades dedicadas al microcrédito productivo, como por ejemplo el Fondo Esperanza, que supone un producto financiero complejo, ya que requieren acompañar sus créditos con prestaciones diferentes del crédito de dinero, como son los servicios de asesoramiento, capacitación y seguimiento del deudor.


Finalmente, en relación al servicio de evaluación del deudor, se busca otorgar certeza jurídica al establecer que los cobros por este concepto no se calificarán como interés, por ende sujeto a TMC, con el fin de fomentar la oferta de microcrédito productivo en operaciones por hasta 50 UF. Asimismo, establece expresamente que el otorgamiento de los servicios conexos no constituirán venta atada con el crédito de dinero.


Por su parte, el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, recordó que el proyecto en estudio distingue los créditos según su tamaño, y que durante su discusión en la Cámara de Diputados se analizó la situación de determinadas empresas cuyo giro principal es otorgar microcrédito en terreno a microempresas, como es el caso de Fondo Esperanza, Fondo Banigualdad y otros de esa naturaleza, entidades que manifestaron que la tasa máxima convencional que establece esta iniciativa, para operaciones de 0 a 50 unidades de fomento, es insuficiente para solventar los gastos de la operación. En consideración a lo expuesto, el Ejecutivo, estuvo de acuerdo en incorporar este inciso.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó que, en el primer trámite constitucional en el Senado, se intentó abordar la situación de estos microcréditos que se otorgan a microempresas, pero no se llegó a un acuerdo, y el proyecto en definitiva dio el mismo tratamiento a los créditos, distinguiendo sólo en cuanto a su monto, sin considerar otras circunstancias especiales. En su parecer ciertos microcréditos que se entregan a microempresas deben tener una tasa de interés distinta. La propuesta de la Cámara de Diputados a este respecto le parece adecuada.


El Honorable Senador señor García consideró necesario clarificar el concepto de microempresa y si ese concepto no resulta limitativo, por ejemplo excluyendo a personas naturales y micro emprendimientos de carácter personal, que deben en su opinión comprenderse en esta norma.


El Honorable Senador señor Novoa efectuó dos observaciones. En primer término, el inciso se refiere a entidades crediticias dedicadas principalmente al apoyo de las microempresas, con lo que se excluye a todo el sector financiero que realiza también otras operaciones, como sería por ejemplo el BancoEstado y su banca destinada al microcrédito. En segundo lugar, la norma habla de “comisiones por capacitación”, en circunstancias que la capacitación es un servicio que se presta, no hay comisiones por ese servicio. Le preocupa la proyección de esta norma que preserva sólo a ciertas entidades.


Informó que, de acuerdo al Estatuto Pyme, microempresa es aquella cuyos ingresos anuales por ventas y servicios y otras actividades del giro, no hayan superado las 2.400 UF en el último año calendario. Puede tratarse de empresas, personas, estar o no organizados, pero deben tener una actividad que registre ingresos por ventas y servicios hasta por ese monto.


En relación con la modificación propuesta, consideró que, conforme a la definición de interés que contiene el artículo 2°, efectivamente queda un espacio abierto en que algunos ítems pueden considerarse interés y otros no. Se trata de una materia compleja que hay que analizar con detención. El inciso propuesto confunde el cobro de una capacitación con la comisión, por lo que, a contrario sensu, si una entidad que no está comprendida en la norma cobra por un curso de capacitación relacionado con el otorgamiento de un crédito, sí sería considerado interés.


Por otra parte, desde la perspectiva de la técnica legislativa, no parece óptimo incorporar en un artículo bastante breve, claro y preciso, un nuevo inciso largo y detallista, donde se aborda incluso el tema de los cursos de capacitación que se puedan hacer a microempresarios.


El Honorable Senador señor Tuma afirmó que, precisamente, se busca proteger a estas empresas que se dedican a apoyar a las mipymes, con microcréditos, permitir la supervivencia de estas pequeñas entidades, no es una norma para la banca, donde opera la economía de escala. Estas entidades con la nueva ley y la tasa que ella establece, quedarían fuera del mercado.


El Honorable Senador señor García manifestó su acuerdo con establecer una excepción como la que se discute. Sin embargo, en su parecer es necesario mejorar el texto, pues la empresa que hace evaluación, asesoramiento, capacitación, puede cobrar por estos servicios, y eso claramente no son comisiones, la redacción es confusa.


El señor Subsecretario coincidió con lo expresado en orden a que resulta extraño denominar “comisión” al valor de ciertos servicios. Reiteró que la opinión del Ejecutivo es que este inciso permite que se mantengan activas entidades que tienen altos costos en evaluar, asesorar y capacitar a sus clientes. Agregó que, eventualmente según lo que disponga el decreto, podría comprender en la norma a BancoEstado microempresas.


El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó tener dudas respecto de esta modificación de la Cámara que crea “comisiones por asesoramiento”, porque, entre otras consideraciones, es un tema nuevo que no fue tratado en el Senado. Señaló que la experiencia con este tema de las comisiones y la capacitación no ha sido buena, como es lo que ha ocurrido con las EGIS e INDAP. El texto propuesto no clarifica la forma de funcionamiento de esto, quien va a determinar de qué comisiones se trata, quien lo va a regular, donde se van a registrar, si el Estado va a pagar un subsidio por este servicio, etcétera. Por lo señalado, no está en condiciones de aprobar una modificación de esta naturaleza.


El Honorable Senador señor Espina, por su parte, consideró necesario detenerse en el respaldo de la afirmación de que la tasa máxima convencional para este tipo de créditos no sería suficiente para cubrir los costos de estas microempresas. Recordó que la tasa para este segmento de 0 a 50 UF es altísima en relación a un país que tiene una inflación muy baja. Agregó que no tiene convicción respecto de la necesidad de incorporar esta excepción.


La Comisión estuvo de acuerdo en que se trata de una materia delicada que requiere ser estudiada con más profundidad. Además la redacción de la norma no resulta clara. En razón de lo anterior y a fin de perfeccionarla, resolvió rechazarla y que sea la Comisión Mixta la que sancione este punto.


--Puesta en votación, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los  miembros de la Comisión, Honorable Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Rechazada: unanimidad; 5x0).

N° 3)


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma para introducir modificaciones en el artículo 6° de la ley N° 18.010.

Letra a)


“a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Interés corriente es el interés promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile”, por la siguiente: “Tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile”, e incorpórase, a continuación del punto final, el siguiente texto: “Cada vez que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en virtud de lo señalado en este inciso, establezca límites nuevos o modifique los existentes deberá, mediante resolución fundada, caracterizar los segmentos de crédito considerados, especificando el volumen, tasas de interés corrientes y tasas de interés habituales de operaciones efectivas y sustitutas, entre otros aspectos relevantes. Al crear o modificar un límite, la Superintendencia podrá usar como referencia para establecer la tasa de interés corriente de cada segmento nuevo o modificado, la tasa de una o un conjunto de operaciones financieras representativas que, combinadas, logren un perfil de pagos similar al que tendrían las operaciones del segmento nuevo o modificado. En caso de usar tal referencia, deberá hacerlo por un plazo máximo de 12 meses.”.


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó las siguientes modificaciones a la letra a):


“1.- Ha reemplazado la frase “por los bancos establecidos en Chile” por la frase “en Chile por las entidades a que se refiere el inciso final del presente artículo,”.


2.- Ha eliminado la palabra “representativas”.


3.- Ha reemplazado al final, la frase “por un plazo máximo de 12 meses.”, por la siguiente: “por un plazo máximo de 12 meses prorrogable por una sola vez.”.”.


En discusión, los representantes del Ministerio de Hacienda señalaron, en relación a las señaladas modificaciones, lo siguiente:


La N° 1 adecúa la frase inicial del artículo 6° en consideración a la ampliación de cobertura y representatividad del cálculo de la TIC incorporando a oferentes de crédito distinto de bancos. El inciso final del artículo 6° exige que sean computadas también las operaciones de las entidades otorgantes de crédito de manera masiva distintas de los bancos.


Por su parte, la modificación N° 2.- elimina la palabra “representativas” por ser redundante en el contexto del nuevo inciso primero del artículo 6° incorporado en el Senado, y por ser inductiva a error.


Finalmente, la N° 3.- hace prorrogable hasta en 12 meses adicionales el plazo para que puedan tener éxito comercial los nuevos segmentos que establezca la SBIF, como, por ejemplo, en crédito en dólares norteamericanos, US$.


Hubo consenso en lo relativo a la ampliación de cobertura y representatividad del cálculo de la tasa de interés corriente (TIC) incorporando a oferentes de crédito distinto de bancos. 


No obstante lo anteriormente señalado, la Comisión consideró que el inciso final del artículo 6° incorporado por la Cámara de Diputados, y a la cual se remite la modificación en debate,, es una norma de carácter esencialmente transitoria, por lo que hubo acuerdo en que la modificación signada con el número 1.- a la letra a) del número 3 del proyecto aprobado por el Senado, relativo al inciso primero del artículo 6º de la ley Nº 18.010 debería ser considerada por una Comisión Mixta para realizar los cambios que corresponda, dejando expresa constancia que existe acuerdo en la ampliación de la cobertura en el cálculo de la tasa de interés corriente, haciéndola más realista y más representativa, dado que también serán computadas las operaciones de las entidades otorgantes de crédito de manera masiva distintas de los bancos.


--Puesta en votación, la modificación signada con el número 1.-, a la letra a), del Nº 3, fue rechazada por la unanimidad de los  miembros de la Comisión, Honorable Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Rechazada: unanimidad; 5x0).


En relación a las modificaciones signadas con los números 2.- y 3.-, a la letra a, del Nº 3, la Comisión estuvo de acuerdo respecto de ambas. 


En efecto,  luego de un detallado análisis, hubo consenso que no es necesario conservar la palabra “representativa”, toda vez que si está bien elegido el conjunto de operaciones financieras que, combinadas, logran un perfil de pagos similar al que tendrían las operaciones de un segmento nuevo o uno modificado, quiere decir que, en consecuencia, estas operaciones financieras son efectivamente representativas. 


Asimismo, parece del todo razonable permitir que el uso de tal referencia sea prorrogable por una sola vez, en el entendido que el plazo máximo inicial para su utilización es de hasta 12 meses, pudiendo ser menor.


En relación a esta materia, el Honorable Senador señor Novoa hizo especial énfasis en que el sentido de esta disposición es facultar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras de crear segmentos nuevos para la determinación de la tasa de interés corrientes, como por ejemplo, uno referido a operaciones financieras de hasta US$ 10.000, que en la actualidad no existe, o modificar uno existente. Así, la SBIF podrá tomar en consideración para hacer tal determinación un determinado grupo de operaciones símiles o equivalentes a aquéllas que formarán un nuevo segmento. El mismo criterio se aplicará respecto de la modificación de un segmento existente. 


--Puestas en votación, las modificaciones signadas con los números 2.- y 3.- , a la letra a), del Nº 3, fueron aprobadas por la unanimidad de los  miembros de la Comisión, Honorable Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Aprobadas: unanimidad; 5x0).

____________

Letra b)


El Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas. Las tasas de interés corriente que resulten se publicarán en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras  y en el Diario Oficial durante la semana siguiente a las utilizadas para su establecimiento, y tendrán vigencia desde el día siguiente al de su publicación y hasta el día de la próxima publicación inclusive.”.”.


Respecto de esta letra, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones:


“1.- Ha reemplazado la frase “Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas.”, por la siguiente: “Las tasas de interés corrientes se establecerán cada cuatro semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas cuatro semanas consecutivas.”.


2.- Ha eliminado la expresión “y en el Diario Oficial”.”.

________


Representantes del Ministerio de Hacienda explicaron que para evitar un incremento en los costos administrativos para la SBIF producto de aumento de oferentes y operaciones a considerar, la modificación signada con el N° 1 establece que el cálculo de las TIC se realizará cada 4 semanas. Paralelamente, se ajusta en forma consistente el artículo 4° transitorio, sobre rebaja de la TMC, pero manteniendo el plazo de transición.


Por su parte, y con el fin de reducir costos operativos, la modificación N° 2 elimina la publicación en Diario Oficial, manteniendo sólo la publicación en sitio web de SBIF.


En discusión, el Honorable Senador señor Novoa señaló que la ley vigente hace presente que los promedios se establecen en relación con las operaciones efectuadas durante un mes calendario y una vez fijados rigen también para un mes calendario.

El señor Gonzalo Carreño hizo notar que una de las finalidades de la modificación de la Cámara de Diputados en esta materia fue precisamente volver a un período más parecido al mensual, y que se optó por 4 semanas y no de un mes, porque un mes es bastante móvil.


Respecto a  lo anteriormente señalado, el Honorable Senador señor García recordó que en primer trámite constitucional el Senado aprobó hacer el cálculo cada 2 semanas, pero toda vez que este criterio fue cambiado por la Cámara de Diputados, estima que sería más conveniente mantener como período un mes calendario, sin innovar en la materia respecto a la ley vigente y en consideración al público en general, al cual le resulta más fácil saber cuál es la tasa del mes correspondiente. Un período de 4 semanas podría llevar a tener dos tasas dentro de un mismo mes calendario. En la misma línea, se manifestaron los Honorables Senadores señores Tuma  y Zaldívar, añadiendo que si la Cámara no acogió el criterio de hacer el cálculo cada 2 semanas sería más apropiado no innovar en la materia.


En cuanto a la modificación consistente en eliminar la obligación de publicar en el Diario Oficial la tasas de interés corriente, el Honorable Senador señor Novoa señaló que dado que tales tasas de interés rigen para todas las operaciones, tanto las realizadas por las instituciones bancarias y financieras, así como las realizadas entre particulares, es importante que tengan la mayor publicidad y difusión posibles. En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que el establecimiento de las tasas de interés corrientes es un hecho de la mayor relevancia y que requiere de máxima publicidad y certeza. Por lo anterior, hizo un llamado a mantener la forma tradicional de publicidad. En todos los países los diarios oficiales tienen precisamente la finalidad de dar publicidad a todas aquellas materias que son de transcendencia.


--Puestas en votación las modificaciones signadas con los número 1.- y 2.-, de la letra b), del N° 3, del artículo 1° del Senado, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Rechazadas: unanimidad; 5x0)

Letra c)


El Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado.”, por las siguientes: “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias. La Superintendencia deberá siempre publicar dicha decisión en su página web.”.


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la sustituyó por la siguiente:


“c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Para determinar el promedio que corresponda, la Superintendencia podrá omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias, o también las operaciones de una parte de los oferentes de una categoría de operaciones, cuando los datos disponibles del resto de los oferentes representaren adecuadamente la información requerida para determinar el promedio correspondiente para toda la categoría de operaciones. La Superintendencia deberá publicar en su página web los criterios generales que utilizará como base para tomar esta decisión.”.”.
______


La Coordinadora de Mercado de Capitales, señora Rosario Calderón, recordó que el texto aprobado por el Senado ya le permitía a la Superintendencia omitir algunas operaciones que no fueran representativas de las condiciones del mercado, y agregó que, considerando el aumento de oferentes de crédito y operaciones a incluir en el cómputo respectivo, la modificación en debate de la Cámara autoriza a SBIF a calcular la TIC sobre la base de los datos de una muestra representativa de entidades financieras. Es decir, la norma le permite operar sobre la base de muestras y no sobre el total de las operaciones. Tal circunstancia ocurriría bajo la condición que los datos disponibles del resto de los oferentes representaren adecuadamente la información requerida para determinar el promedio correspondiente para toda la categoría de operaciones. Agregó, asimismo, que esta norma también existe en legislaciones de otros países. 


En cuanto a la otra modificación contenida en este nuevo inciso tercero, la señora Celedón señaló que cuando la SBIF excluya determinado tipo de operaciones deberá publicar en su página web los criterios generales que utilizó para tomar su decisión.


El Honorable Senador señor Novoa hizo notar que la redacción es difícil y que sería oportuno separar mejor las hipótesis y plantear las circunstancias en un modo positivo, porque la norma contiene razones de exclusión distintas: las primeras son operaciones que se desalinean, de un modo u otro, de las condiciones normales; y las segundas, contenidas en la modificación de la Cámara, responde a la magnitud de operaciones diferentes, que justificaría operar sobre la base de muestras. Luego, al referirse la norma a “los datos disponibles del resto” está aludiendo a lo que efectivamente se considera, es decir, a la muestra representativa. Alude a los que se consideren representen adecuadamente la información requerida para determinar el promedio correspondiente para toda a categoría de operaciones.


En base a lo anteriormente planteado, el Honorable Senador señor Novoa consulta a los miembros de la Comisión si estiman necesario hacer modificaciones en la redacción de la norma, porque para poder hacerlo sería necesario rechazarla y que, de este modo, pueda ser considerada en la Comisión Mixta. 


Respondiendo a lo consultado, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que considera que la redacción de la norma está bien, pero entiende que pueda generar dudas para algunos, pero no se opone a que la Comisión Mixta analice sólo lo relativo a su redacción.


Luego, el Honorable Senador señor Novoa, recogiendo lo manifestado por los miembros de la Comisión, señaló que hay acuerdo en cuanto al fondo, y que si la norma va a Comisión Mixta es solamente para mejorar su redacción. Solicitó dejar especial constancia en el informe que no hay discrepancia en cuanto al fondo de la norma.





--Puesta en votación la modificación de la letra c) del N° 3 del artículo 1° del Senado, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Rechazada: unanimidad; 5x0)

Letra e)


El Senado aprobó una norma para suprimir el inciso final del artículo 6° de la ley N° 18.010.


Por su parte, la Cámara de Diputados reemplazó la letra e) por la siguiente:


“e) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“El conjunto de entidades que la Superintendencia deberá considerar para el cómputo de la tasa de interés corriente será el siguiente, en su caso:


1) Los bancos establecidos en Chile, para aquellos períodos en que la Superintendencia no cuente con el promedio de 52 semanas de diferencias de tasas de interés, a que se refiere el literal b) del numeral 2) que sigue a continuación.


2) Las entidades a que se refiere el inciso primero del artículo 31 de esta ley, para aquellos períodos en que la Superintendencia cuente con el promedio de 52 semanas de diferencias, obtenido a partir del siguiente procedimiento:


a) Se han completado las primeras 84 semanas de entrega periódica de los datos que la Superintendencia debe solicitar a las instituciones identificadas en el artículo 31 de la presente ley, distintas de los bancos en cumplimiento del citado artículo.


b) Se ha computado, para las operaciones en moneda nacional no reajustable a plazos iguales o superiores a noventa días y por montos entre 200 y 5.000 unidades de fomento, para cada una de las últimas 52 semanas de aquellas identificadas en el literal anterior, la diferencia entre la tasa de interés corriente que rigió en cada una de ellas y la tasa de interés corriente hipotética que habría regido en cada una de esas semanas, de haberse incluido en el cómputo aquellas operaciones informadas por las instituciones identificadas en el artículo 31 de esta ley. También se han promediado las diferencias para esas 52 semanas y dicho promedio se ha expresado con un solo decimal, aproximándola al decimal más cercano. 


c) En aquellos períodos en que se verifique que el promedio de 52 semanas de diferencias es positivo, la tasa de interés corriente para operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, exclusivamente en lo que respecta a su utilización para los dos segmentos a que se refiere el artículo 6° bis, será reducida en la magnitud de dicho promedio de 52 semanas de diferencias. En aquellos períodos en que se verifique que el promedio de 52 semanas de diferencias es negativo, la señalada tasa de interés corriente será incrementada en la magnitud del promedio de 52 semanas de diferencias.


La Superintendencia deberá realizar los cómputos a que se refiere el literal b) precedente por una sola vez, y aplicará el incremento o rebaja correspondiente con carácter permanente y en cada oportunidad, a partir de la siguiente determinación de las tasas de interés corriente, posterior a la publicación de los señalados cómputos y su resultado en el Diario Oficial.”.

______


La Coordinadora de Mercado de Capitales, señora Rosario Calderón, explicó que el nuevo inciso final del artículo 6° regula la forma en que se incorporará al cómputo de las TIC, las operaciones de oferentes de créditos distintos de los bancos. Para tal efecto, establece un período de 84 semanas en que estas entidades deberán reportar a la SBIF sus operaciones sujetas a TMC, para luego incorporarlas al cómputo. 


Agregó que, debido a que es esperable que la incorporación de las nuevas entidades produzca una variación en la TIC en el tramo 200-5.000 UF, este inciso contempla un procedimiento para neutralizar ese impacto.


Precisó que la tasa de interés corriente nueva que se producirá al aumentar la cobertura de transacciones, será corregida en la magnitud de la diferencia promedio que exista entre la tasa corriente de las últimas 52 semanas efectivamente presentada y aquella tasa de interés corriente hipotética que habría regido en el mismo período, incluyendo las nuevas entidades en el cálculo.


Finalmente, destacó que la SBIF deberá realizar estos cálculos por una sola vez y deberá ajustar la tasa de interés máxima convencional en lo sucesivo conforme a ese resultado.


En discusión, el Honorable Senador señor Novoa pidió al Ejecutivo explicar con mayor profundidad el sentido y alcance del nuevo inciso final.


En respuesta a su requerimiento, la señora Celedón hizo presente que una de las modificaciones de la Cámara fue cambiar el cómputo para que incluyera a todos los oferentes de crédito, para lo cual modificó el inciso primero del artículo 6°, ya aprobado por la Comisión. Señaló que este inciso final nuevo regula el procedimiento por medio del cual se van a ir incorporando las mencionadas entidades, es decir, el modo cómo van a reportar a la Superintendencia y el momento en el cual van a ser consideradas para el cómputo de la tasa de interés corriente. La norma, quizás de un modo demasiado detallado, considera concluir en el plazo de dos años el proceso para considerar a todos los oferentes de crédito. Así, contempla un período de 84 semanas dentro de las cuales las referidas entidades reportarán a la Superintendencia, desarrollando la disciplina de reporte. Este lapso se considera suficiente para contar con una visión más completa acerca del modo cómo evolucionan las tasas de interés corriente con todos los oferentes de crédito. Transcurrida esta etapa, la Superintendencia contará con un nivel de información que le permitirá hacer diversos análisis, permitiéndole, entre otras proyecciones, medir la diferencia de tasas que puede existir si considera sólo los bancos o si considera a los demás oferentes de crédito. 


En síntesis, el nuevo inciso sexto distingue las fases que tendrá el proceso en el cual la Superintendencia irá considerando las tasas de interés, que serán las siguientes: 


El número 1) refleja la primera fase. Corresponde a la situación que existe actualmente y que continuará sin variación al inicio de la vigencia de la ley, es decir, el cómputo de la tasa de interés corriente se hará sólo con los bancos establecidos en Chile, mientras la Superintendencia no cuente con el promedio de 52 semanas de diferencias de tasa a que se refiere el número 2). 


El número 2) regula la segunda fase del proceso. En ésta, las demás instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva comienzan a reportar sus tasas de interés a la Superintendencia.


Al respecto, el Honorable Senador señor Novoa hizo presente el carácter de norma transitoria de la referida disposición, observación que fue compartida tanto por los miembros de la Comisión como por los representantes del Ejecutivo.


Asimismo, señaló que el número 1) no se entiende. De acuerdo a lo planteado, la norma debería indicar con mayor precisión que en esta fase se considerará únicamente la tasa de interés de los bancos establecidos en Chile. Es decir, la disposición tiene problemas de redacción y es de difícil comprensión.


En el mismo sentido se manifestó el Honorable Senador señor Tuma que precisó que el referido numeral 1) de este inciso final nuevo del artículo 6° debería considerar una frase como la siguiente: “Con la información sólo de los bancos establecidos en Chile,”, mientras la Superintendencia no cuente con la información de las demás entidades oferentes de crédito a que hace mención la disposición.


Los miembros de la Comisión concordaron en que esta es una norma esencialmente transitoria, dado que lo importante del artículo 6° está en lo establecido en su inciso primero en cuanto a que la tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas en todas las operaciones. El cómo se va a llegar a computar a todas las operaciones y cuánto va a demorar es propio de una norma transitoria.


Representantes del Ejecutivo hicieron presente a la Comisión que propusieron a la Cámara que esta norma tuviera el carácter transitoria, pero no fue aprobado. Incluso estimaron que su regulación era excesiva porque determinados puntos podrían ser abordados por el reglamento de la ley.





--Puesta en votación la modificación de la letra e), del N° 3, del artículo 1° del Senado, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Rechazada: unanimidad; 5x0)

___________

N° 4)


El Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“4) Agréganse los siguientes artículos 6° bis y 6° ter:


“Artículo 6° bis.- Para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, por plazos mayores o iguales a noventa días, y que no correspondan a aquéllas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


i) catorce puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones superiores a cincuenta unidades de fomento.


ii) veintiún puntos porcentuales sobre base anual, en aquellas operaciones por montos iguales o inferiores a cincuenta unidades de fomento.


Se denomina segmento a cada agrupación de operaciones originada en la distinción por monto establecida en el inciso anterior. La Superintendencia deberá determinar y publicar la tasa de interés corriente de cada uno de los segmentos señalados y del conjunto de ellos. 


La Superintendencia deberá, además, publicar la tasa de interés promedio ponderado por montos, de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor, en virtud del cual ésta se obligue a deducir al deudor aquellas sumas o porcentajes determinados en conformidad a la legislación vigente, destinados a efectuar pagos al acreedor bajo dichas operaciones. Se presumirá la existencia del convenio cuando el acreedor y la entidad mencionada sea la misma institución. La Superintendencia podrá establecer mediante normativa la información periódica que deberán entregarle los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según son definidas en el artículo 31 de esta ley, con el fin de cumplir la tarea encomendada por este inciso.


Artículo 6° ter.- La tasa máxima convencional a aplicar a los créditos que se originen en la utilización de tarjetas de crédito mediante una línea de crédito previamente pactada se establecerá en función del monto máximo autorizado para dichas operaciones en la convención que les dio origen y del tiempo que se hubiere pactado en ella para hacer uso de la línea rotativa o refundida, según sea el caso, y corresponderá a aquella vigente al momento a partir del cual se devengan los respectivos intereses.


Para efectos de determinar la tasa máxima convencional a aplicar en los créditos a que se refiere el inciso precedente, se entenderá que las modificaciones en el tiempo pactado o en el cupo autorizado para la respectiva línea de crédito que se realicen a la convención que da origen al crédito, o las  renovaciones que se hicieren a ésta, constituyen una nueva convención.


Para las operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, la tasa máxima convencional a aplicar se establecerá en función al monto y plazo de la operación respectiva, y corresponderá a aquella vigente al momento de efectuarse la misma.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó las siguientes modificaciones:

EN RELACIÓN AL ARTÍCULO 6° BIS


1.- Ha incorporado los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual tercero a ser quinto:


“Para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor o que correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto de este artículo y que se efectúen al amparo de la ley N°18.833, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


a. 10 puntos en las operaciones otorgadas a trabajadores y 


b. 5 puntos en las operaciones otorgadas a pensionados, montepiados o personas del sector pasivo en general.


Estos límites se mantendrán sólo en la medida que dicho mecanismo de pago se encuentre en aplicación.”.


2.- Ha agregado en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la frase “de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor” la expresión “o que correspondan a descuento legal”.

_______


En discusión, la Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señora Celedón, explicó que, acogiendo una indicación parlamentaria, la Cámara de Diputados incorporó una materia nueva, la inclusión de términos aditivos especiales para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre acreedor y empleador o pagador de pensión del deudor o bajo descuento legal, esto es, créditos que se descuentan por planilla. Estos términos aditivos especiales son de 10 puntos en operaciones con trabajadores y 5 puntos en operaciones con pensionados, montepiados o personas del sector pasivo en general. Agregó que el artículo 8° transitorio regula entrada en vigencia de estos nuevos términos aditivos.


Mostró el siguiente gráfico en que se representa el efecto que tendría en la tasa la incorporación de estos términos aditivos especiales, considerando la TMC del mes de abril:

[image: image8.png]Con descuento x planilla,
segun indicacion






En su parecer, esta propuesta discrepa con la lógica del proyecto aprobado por el Senado, no distingue según tramos de operación por monto, sino que establece una TMC especial según la condición del deudor, si es sea trabajador o pensionado. En esta lógica, se podrían introducir tasas máximas convencionales especiales por múltiples criterios, como solidez de la garantía, tipo de acreedor, u otros, que consideran las instituciones financieras al momento de evaluar el riesgo de crédito, pero que no necesariamente justifican la fijación de una TMC especial.


Conforme a lo expresado, la posición del Ejecutivo es de rechazo a estas modificaciones y solicitan mantener el texto aprobado por el Senado, pues este proyecto plantea un paraguas transversal en materia de tasas, sólo considerando el monto de la operación y el plazo. Agregó que lo relativo al descuento por planilla requiere de un debate más amplio, pero en parecer del Ejecutivo esta materia debe tratarse en el contexto de la discusión de las mociones parlamentarias actualmente en trámite referidas a descuento por planilla, como los proyectos signados con los  boletines N° 6991-13 y 7092-13.


También informó que el Ministerio tiene algunas observaciones técnico legislativas respecto de la modificación, y anunció la entrega de una minuta con el detalle de las mismas. Asimismo, cuenta con estimaciones de las Cajas de Compensación e informaciones de la SUSESO que evidencian que el impacto más relevante de aprobarse esta enmienda sería para los pensionados, que es el sector en el cual el volumen de crédito que entregan las Cajas de Compensación es más relevante. Además, de acuerdo al texto que se propone, se afectarían también descuentos por planilla convencionales con otras entidades financieras.


Finalmente indicó que, por otra parte, resulta confusa la situación de las Compañías de Seguros, que también son pagadoras de pensión pues pagan rentas vitalicias, pero son las mismas que otorgan el crédito, por lo que no existe un “convenio con el acreedor”. Luego, no es claro si quedan cubiertas o no por la norma. 


El Subsecretario de Hacienda, señor Dittborn, reforzó lo expresado. Estos incisos están fuera de la lógica del proyecto, que se enfoca en los créditos chicos, estableciendo tasas especiales para el segmento de los créditos de 0 a 200 UF, subdividido en dos tramos. En estos incisos nuevos la excepción no se establece en consideración al monto del crédito sino a la calidad del deudor.


Es importante considerar la relevancia que esta enmienda puede tener en los “créditos chicos” de 0 a 50 UF, que pueden quedar con una tasa muy baja que se traduzca en la desbancarización de un segmento importante, en particular los pensionados. Finalizó señalando que el Ejecutivo solicita mantener lo aprobado en su oportunidad por el Senado.


El Honorable Senador señor Zaldívar se refirió a este punto. Entiende el sentido de incorporar esta disposición, contemplando una norma especial en la fijación de la Tasa Máxima Convencional. Recordó que, durante la tramitación de esta iniciativa, se ha intentado mantener el equilibrio entre la baja de la TMC y evitar la desbancarización de un sector importante de la población, personas que hoy tienen acceso al crédito aun cuando sea un poco más caro.


Es de la opinión de mantener el texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, y este tema abordarlo en la tramitación de las mociones ya citadas, relativas a descuentos por planillas. Reiteró que su principal preocupación es que el establecer una TMC más baja en este caso tenga como consecuencia dejar sin acceso al crédito a un sector de la población.


El Honorable Senador señor Tuma dio a conocer su posición respecto a este tema. Señaló que, efectivamente, este punto no se trató en el Senado, pues en conversaciones que se tuvo con el Ministerio de Hacienda durante el primer trámite constitucional, se optó  por que este tema fuera analizado en la Cámara de Diputados, esa es la razón que no se contemplara en el texto despachado en el primer trámite. Precisó que el Ejecutivo no estaba de acuerdo con la norma, pero que, con la finalidad de no demorar su despacho, solicitó que el debate se hiciera en la Cámara Revisora. Recordó que, en el primer trámite constitucional, se establecieron términos aditivos especiales para créditos chicos, en los que el costo es distinto, un costo de riesgo mayor, y para fijarles la tasa se consideró la tasa de competencia que es aquella que se otorga a créditos que tienen un riesgo menor, el segmento de 200 a 5000 UF. Esa tasa de competencia sin duda es viable y constituye un buen negocio para los bancos.


Añadió que los créditos amparados por descuento por planilla tienen cero riesgo, entonces parece razonable que su TMC sea similar a la de aquellos créditos competitivos y que pueden negociar sus tasas, segmento de 200 a 5000 UF. Aun así, y atendido que se trata de créditos chicos, se les asignó un margen mayor, de 5 y 10 puntos, respectivamente, para financiar otros costos que pudieren tener las Cajas.


Respecto al temor de desbancarización manifestado por el Honorable Senador señor Zaldívar, sostuvo que si existe competencia efectiva entre las Cajas de Compensación, no se produce restricción del crédito. Si hay competencia efectiva entre las Cajas de Compensación no se presentará problema alguno, pues su costo de fondo es el general de las instituciones financieras, se le agrega una serie de costos aditivos para llegar a la tasa de mercado, y adicionalmente se les otorga un margen de resguardo.


La disposición vela porque no se abuse en los créditos amparados por el descuento por planilla, donde no hay costos administrativos, tienen un pago automático, y no tienen riesgo (en el caso de los pensionados el crédito en definitiva se le otorga al Estado, y tratándose de los trabajadores, es al empleador). Tiene la absoluta convicción que las Cajas de Compensación comenten abusos con su cartera de clientes cautiva, cobran tasas altísimas, en circunstancias que su riesgo es muy inferior al del resto de los oferentes del mercado, ya que descuentan por planilla. Este problema es indispensable corregirlo, y la instancia adecuada es precisamente esta iniciativa de ley.


Reiteró que ahora es el momento de regular esta materia, en un proyecto que trata de los topes de tasa que se pueden cobrar. Los proyectos a que ha hecho alusión el Ejecutivo tienen un enfoque y objetivo distinto, se refieren a los descuentos por planilla, su porcentaje, cual puede ser su destino. Existe un abuso de las Cajas de Compensación, especialmente con los pensionados, y este es el momento de poner coto a esa situación. 


El Honorable Senador señor Kuschel coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Zaldívar, en cuanto a no ir más allá de las ideas matrices de este proyecto, por las complicaciones que se han indicado. Comparte las aprensiones del Honorable Senador señor Tuma, y sin duda habrá que abordarlas en alguna oportunidad. Pero le preocupa que esta modificación se traduzca en que personas queden marginadas del acceso al crédito. Agregó que incorporar una serie de casos particulares dificulta la administración por parte de los oferentes de crédito, y lo va a encarecer.


El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que, sin duda, los argumentos hechos valer por el Honorable Senador señor Tuma llevan a reflexionar sobre este punto, efectivamente en el caso de los pensionados puede existir un abuso. Está dispuesto a analizar la conveniencia de esta disposición, e incluso a mantenerla, si se forma convicción de que no se está produciendo un daño a ese sector.


En consideración a lo anterior, pidió dejar pendiente la votación de esta disposición hasta una próxima sesión. En caso de ponerse en votación de inmediato, anunció su voto de rechazo a la enmienda, dejando constancia que la negativa es con la finalidad que estos incisos se analicen con más detención y antecedentes en la Comisión Mixta.


La señora Celedón concluyó que, de lo expresado por los Honorables Parlamentarios, la principal preocupación se centra en los créditos pequeños y particularmente en el caso de los pensionados. Llamó a tener presente que la Superintendencia de Seguridad Social el año pasado sancionó una normativa relativa a créditos para pensionados, como respuesta a los abusos que se detectaron, normas que van en una línea de protección a los pensionados, limitando el plazo por el que se le pueden entregar créditos a 5 años, hasta por un monto máximo de la pensión, obligación de las Cajas de propiciar la educación financiera, entre otros. Sería interesante ver si existe alguna evaluación del impacto de esta normativa.


El Honorable Senador señor García, en primer término, señaló que la enmienda en estudio está dentro de las ideas matrices del proyecto. Las Cajas de Compensación abrieron el crédito a los pensionados, pero han abusado mucho en los créditos que otorgan a sus afiliados. En su parecer, este proyecto es la instancia adecuada para sancionar una legislación que ponga fin a esos abusos.


Ahora bien, es necesario estudiar si el término aditivo que se establece es el correcto, eso le merece ciertas dudas. En ese mismo sentido, analizar si existe riesgo de desbancarización y más aún, evaluar la posibilidad de que sea conveniente que ciertas personas queden ajenas del acceso al crédito en estos casos.


Agregó que sería relevante conocer los efectos de la normativa que el año recién pasado publicó la Superintendencia de Seguridad Social en esta materia. Existiendo varios aspectos que estudiar, propuso dejar la votación de esta modificación pendiente para una próxima sesión, o bien llevar esta modificación a la Comisión Mixta para ahí discutirla.


El Honorable Senador señor Tuma reafirmó su certeza de que el abuso de las Cajas de Compensación debe terminar, y es esta la oportunidad adecuada para legislar sobre la materia.  Hizo presente que las Cajas de Compensación fueron concebidas, en su origen, como entidades sin fines de lucro, y en este proyecto, sin la modificación de la Cámara, se les permitiría obtener utilidades superiores a las de entidades financieras con fines de lucro, tratándose de créditos de 200 a 5 mil UF, que representan la tasa de competencia; en circunstancias que se debe tratar de créditos sociales. No es un argumento válido el afirmar que van a bajar las utilidades. Recalcó que no existe motivo alguno para afirmar que las tasas a las que se llega con los términos aditivos que esta norma establece no son de mercado o no son razonables. Dado lo expuesto, estima que los incisos tercero y cuarto, nuevos, que la Cámara incorporó en este artículo 6° bis, están bien logrados, porque la finalidad de las Cajas de Compensación es netamente de ayuda social. 


El Honorable Senador señor Novoa fue de la opinión que la votación de esta enmienda quede pendiente para una próxima sesión. Agregó que los incisos en comento presentan, en su opinión, varios problemas. Uno de ellos es la amplitud porque se abre a otras entidades que pueden dar crédito, donde podría caber, por ejemplo, el departamento de bienestar de una empresa o una pyme que le presta dinero a sus empleados, que descuenten por planilla a sus trabajadores.


Por otra parte, recordó que las Cajas de Compensación son entidades reguladas, y, al respecto, cabe preguntarse si no existe una falla en su diseño o en su regulación, más que lo referente a la tasa máxima convencional. Son entidades sin fines de lucro en cuanto no reportan utilidades, pero existen gastos de administración, y algunos beneficios, como es, por ejemplo, la posibilidad de disfrutar de centros para vacacionar. En su parecer, este punto debería estudiarse con mayor profundidad porque podría ser que las Cajas estén abusando de su posición monopólica, otorgada por la ley, respecto de sus afiliados.


Se mostró partidario de establecer la posibilidad de que todas las entidades que otorgan créditos a los pensionados puedan efectuar descuento por planilla, lo que aumentaría la competencia. En definitiva resolver este problema dentro del diseño del sistema. 


Se mostró contrario a la idea de que el sistema financiero excluya, por esta vía, a ciertos actores. Pero su principal objeción en relación a los incisos que la Cámara de Diputados incorporó en el segundo trámite constitucional, es la idea de establecer nuevos criterios para la fijación de una tasa máxima convencional. Señaló que, aunque resulte paradojal, el sistema financiero es solidario, en el sentido que hay un porcentaje de personas que no pagan y esa pérdida se cubre subiendo la tasa de interés respecto de todos. Si algunos tipos de crédito se sacan del sistema, como, por ejemplo, los que tienen descuento por planilla; o porque el titular tiene mucho o pocos ingresos; o en razón de la garantía que otorga el deudor para el cumplimiento de su obligación, etcétera, finalmente se va a traducir en que a la gente que no tiene esas condiciones, u otras, no le van a otorgar un crédito o la tasa va a ser mucho más alta, pues las entidades crediticias deberán recalcular sus costos en relación al universo de clientes.


La Comisión acordó invitar para la próxima sesión a diversos actores relacionados con este tema, como la Superintendencia de Seguridad Social y a representantes de las Cajas de Compensación y de las Cooperativas de Ahorro y Crédito, a fin que den a conocer su posición respecto del texto de los incisos tercero y cuarto, nuevos, incorporados por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.

En una nueva sesión celebrada al efecto, la Comisión recibió a distintos invitados, quienes dieron a conocer su opinión en relación a esta materia.


SUPERINTENDENTA DE SEGURIDAD SOCIAL


La Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar señaló que las Cajas de Compensación Familiar son entidades de previsión social y se constituyen como corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro, cuyos estatutos se encuentran establecidos en la ley N° 18.833. Puntualizó que no son instituciones financieras. Las Cajas, como entidades de previsión social, deben cumplir una serie de funciones que la ley establece, como ser las pagadoras de algunas  prestaciones legales, como  prestaciones familiares, subsidios de cesantía, y  subsidio de incapacidad laboral. Además otorgan prestaciones de Bienestar Social, entre las que se cuenta el crédito social, que tiene características bastante especiales y no constituye la función principal de las Cajas, sino es un medio para poder cumplir con las otras funciones que ellas tienen; además otorgan prestaciones adicionales y prestaciones complementarias, como los centros de salud, leasing habitacional, o centros vacacionales a menores costos.


En este momento las CCAF están beneficiando a 6 millones de personas, que son sus afiliados, lo que se extrapola a su grupo familiar:
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Hay Cajas, como la Los Andes, que concentran la mayor cantidad de afiliados trabajadores, y otras, como La Araucana, que más bien cuentan con afiliados que son pensionados. Las CCAF centran sus prestaciones en determinados segmentos: educación, vacacional, entre otros, y uno de ellos sin duda es el crédito social.


Las Cajas como instituciones de previsión social, no reciben aportes del Estado, de los trabajadores ni de los empleadores. Su principal fuente de financiamiento son los préstamos bancarios (69,2%):

PASIVOS FINANCIEROS DEL SISTEMA CCAF

Pasivo Financiero Sistema CCAF 
Monto en MM$  
%

Préstamos 


845.939

69,2%

Hipotecario 


9.239


0,8%

Bonos Comunes  


182.635

14,9%

Bonos Securitizados  


124.459

10,2%

Efectos de Comercio  


19.777

1,6%

Otros 


40.684

3,3%

	Total 
	1.222.733
	 



Las Cajas de Compensación, con los excedentes que generan, otorgan nuevos créditos, financian sus gastos operacionales, y una parte importante de estos excedentes se invierten en beneficios para los trabajadores, es decir, se destinan a financiar los bonos como los que se entregan por natalidad y nupcialidad, bonos por becas escolares, prestaciones de salud, entre otros beneficios; cerca de un 40% de los excedentes de las Cajas se gastan en estos beneficios. 


La señora Superintendenta explicó el régimen de crédito social en las CCAF. El crédito social es un beneficio de bienestar social consistente en préstamos en dinero que podrán ser otorgados para las finalidades relacionadas con las necesidades del trabajador y del pensionado, afiliados, y de sus causantes de asignación familiar. La tasa de interés es igual para todos los solicitantes, no discrimina por riesgo (sólo se puede diferenciar por plazo, monto y si es trabajador o pensionado), por lo que la misma tasa se cobra al Gerente de una empresa que a quien tiene un puesto de inferior jerarquía; lógicamente que a quienes más conviene estas tasas son a quienes están en rangos inferiores, cuyas posibilidades de crédito están casi exclusivamente en el retail y en la banca de consumo, entidades que cobran con tasas mucho más altas.


Agregó que los créditos sociales no pueden destinarse a cualquier finalidad, sino aquellas relativas a:


-Bienes de consumo.


-Préstamos destinados a financiar estudios superiores.


-Préstamos destinados a la adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas, y al refinanciamiento de mutuos hipotecarios.


Llamó la atención respecto a las características de los créditos sociales. La primera de ellas es el descuento por planilla de las cuotas de los créditos sociales, lo que según afirmó, no asegura totalmente el riesgo de estos créditos. En el caso de los trabajadores activos, especialmente debido a tres razones: licencias médicas, pues cuando un trabajador está con licencia médica no se le descuenta la cuota del crédito social; una posible cesantía, y un eventual cambio de trabajo, pues no necesariamente la Caja va a poder recuperar este crédito social. Por tanto, no es efectivo decir  que las Cajas no tienen riesgo respecto del dinero que le prestan a trabajadores.


Tratándose de los pensionados, se dice que existe un riesgo igual a cero, pero ello no es así, por dos razones: pueden producirse errores en el sistema, que no se les descuente la cuota correspondiente, lo que obviamente no es imputable al afiliado; además existe la posibilidad que se acabe el saldo disponible para descontar, tratándose de retiros programados, o hay una disminución en el monto de la pensión que hace imposible que, de acuerdo a las instrucciones de la Superintendencia de Seguridad Social, se siga descontando la cuota del crédito.


Como segunda característica de estos créditos reiteró que las Cajas de Compensación no pueden discriminar por riesgo, sólo se puede diferenciar por plazo, monto y entre trabajadores y pensionados, porque obviamente el riesgo de estos últimos es inferior.


Tiene asociado un seguro desgravamen con cobro mensual y adicionalmente sólo se puede agregar un seguro de cesantía voluntario junto con el crédito en el caso de los trabajadores.


La señora Zaldívar informó que, dadas las regulaciones de la Superintendencia que encabeza, los créditos sociales que otorgan las Cajas tienen las siguientes limitaciones, que no tienen otras instituciones financieras:

	Remuneración, renta o pensión líquida
	Máximo descuento

	Monto máximo de endeudamiento
	8 veces renta o pensión

	Ingreso líquido inferior o igual al monto de la PBS (Pensión básica solidaria $80.500)
	5% del Ingreso Líquido

	Ingreso líquido mayores a PBS e inferior o iguales al IMFNR (Ingreso Mínimo para Fines no Remuneracionales, aproximadamente $120 mil)
	15% del ingreso líquido

	Ingreso líquido superior al IMFNR e inferiores al IM (ingreso mínimo).
	20% del ingreso líquido

	Para ingreso líquido superiores o iguales al IM entre 18 y 65 años.
	25% del ingreso líquido

	Casos excepcionales (salud, educación, vivienda) solo para afiliados con ingreso líquido superior o igual a IM.
	30%  del ingreso líquido



	Para pensionados, considerando dividendos de los créditos sociales de consumo, hipotecario y en conjunto.
	 40% del ingreso líquido



	Para trabajadores, considerando dividendos de los créditos sociales de consumo, hipotecario en conjunto.
	50% del ingreso líquido



Llamó la atención, a modo de ejemplo, respecto de la situación de una persona que recibe una pensión básica solidaria, que según el cuadro precedente, no se le puede otorgar un crédito por más de un 5% del ingreso líquido. Al dictar la regulación se discutió si estas personas debían ser sujetos de crédito, es un tema complejo, si se presenta una emergencia económica para esa persona, y necesita recurrir a un préstamo, parece mejor que se le otorgue un crédito social que está regulado, y cuyas cláusulas han sido cuidadosamente estudiadas en conjunto con el SERNAC, eliminando cualquier cláusula abusiva.


Explicó que, tratándose de los créditos hipotecarios, como se observa en los dos últimos recuadros, no se ven como un gasto sino como una inversión, razón por la que se puede aumentar el porcentaje del ingreso líquido destinado a este fin.


En relación al impacto que han tenido las circulares de la Superintendencia de Seguridad Social respecto al otorgamiento de estos créditos sociales, presentó algunas cifras:

Número de Créditos Otorgados en el Sistema de C.C.A.F. durante los últimos 6 años (flujo de operaciones)
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Monto de Créditos Otorgados en el Sistema de C.C.A.F. durante los últimos 6 años (flujo de operaciones en miles de pesos)
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Se observa una disminución en el otorgamiento de esos créditos en el año 2012, particularmente en el caso de los pensionados, que se vieron limitados en cuanto a los montos máximos de endeudamiento por las regulaciones de la Superintendencia. Pero ello se traduce en que la cartera es mucho más sana, y se ha disminuido el nivel de reclamos en la Superintendencia de Seguridad Social. También hay una disminución en el monto de los créditos otorgados el año 2012, que impacta principalmente a los pensionados.


En relación a las tasas cobradas, recordó que no pueden discriminar por riesgo, por lo que una Caja no tiene una tasa mínima o máxima que cobra por un crédito social. El siguiente gráfico muestra la relación de la tasa de interés CCAF pensionados v/s tasa de Interés corriente y TIMC.

[image: image12.png]6,00%
5,00%
4,00%
3,00%
2,00%
1,00%

0,00%

|

|

Enero

Febrero

Marzo

Abril

Mayo
Junio
Julio

Afio 2012

Agosto

Septiembre

Octubre

Noviembre

Diciembre

Enero

Febrero

2013

Marzo

——PROMEDIO
~@-P. MAXIMO
——P. MINIMO
—A—MAXIMA

CONVENCIONAL
——TASA CORRIENTE





FUENTE: Superintendencia de Seguridad Social


La tasa cobrada por las CCAF es de 2%, bastante inferior a lo cobrado por los bancos y otras entidades financieras.


Tasas de interés CCAF trabajadores v/s Tasa de Interés corriente y TIMC:
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FUENTE: Superintendencia de Seguridad Social


Se observa que tratándose de los trabajadores la brecha con el interés corriente se acorta, pero aun así la tasa es inferior.


La señora Superintendenta profundizó lo relativo al riesgo del crédito social que se otorga a un pensionado, crédito que, según se afirma habitualmente, es “cero riesgo”. En su parecer, el riesgo es menor, pero existe.


Dio cuenta del Índice de Provisiones por CCAF en segmento  “Pensionados”:

Índice de Provisiones por CCAF en segmento  “Pensionados”

C.C.A.F.
Índice de provisiones
Cartera con sobre







 90 días de mora

De Los Andes

0,58%



0,91%

La Araucana

0,46%



0,83%

Los Héroes

0,83%



0,91%

18 de Septiembre

2,09%



3,55%

Gabriela Mistral

1,81%



3,20%

Sistema 

0,78%



1,11%


En el cuadro anterior es posible apreciar el índice de provisiones de las CCAF (provisión/monto colocación) en el segmento pensionados y el porcentaje de cartera que posee mora a más de 90 días en el caso de pensionados. Es posible apreciar que el riesgo de crédito no es cero en este segmento, por ejemplo, por el cambio en el tipo de pensión.


Mostró el Índice de Provisiones por CCAF (trabajadores y pensionados):
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En el cuadro anterior se aprecia las provisiones totales de las CCAF, considerando trabajadores y pensionados. En algunas CCAF las provisiones son inferiores a las de la banca, pero hay otras Cajas, de carteras más riesgosas, en que el nivel provisiones es similar al promedio de la banca y de las Cooperativas. 


La señora Zaldívar señaló que, tratándose de los pensionados, esto se debe fundamentalmente por errores del sistema en que no se descuenta la cuota correspondiente en un determinado mes; y aquellos casos en que se acaba el saldo de la pensión, tratándose del retiro programado.


El Honorable Senador señor Tuma hizo algunos comentarios. En primer término, en relación a los riesgos de estos créditos sociales, tratándose de pensionados, consideró que no se debe castigar a todo el sistema por errores de diseño. Por otra parte, el “riesgo” de término del saldo de la pensión en el caso de un retiro programado no es tal pues, como su nombre lo dice, está programado hasta cuando se les paga pensión. Recordó que la fiscalización de estas Cajas corresponde a la Superintendencia.


En el caso de los trabajadores, consultó los requisitos que se les exige antes de otorgar el crédito social, por ejemplo, contar con un aval u otra garantía, y cuál es el criterio en esta materia.


La Superintendenta de Seguridad Social puntualizó que se han dado instrucciones a las Cajas respecto a verificar aspectos como el saldo de la pensión en forma previa a otorgar el crédito social. Pero aun así existen estas situaciones, por ejemplo, en créditos reprogramados.


Se refirió luego al caso de los trabajadores afiliados a las Cajas que, como señaló precedentemente, presentan una situación de mayor vulnerabilidad, por la posibilidad de licencia médica, despidos, entre otros. Señaló que no necesariamente se les solicita algún tipo de garantía para su crédito, recordó que se busca facilitar el crédito a los trabajadores, se analiza caso a caso.


El Honorable Senador señor García pidió se entregue la información del índice de provisiones en forma separada, según se trate de trabajadores o de pensionados.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, hizo presente que los cuadros que se han tenido a la vista grafican las provisiones de las CCAF, que como tales, se revierten si no se materializa el riesgo. En su parecer, el indicador de riesgo más interesante es la tasa de castigo de los créditos.


El Honorable Senador señor Tuma pidió se remita a la Comisión la información relativa a la tasa de castigo de los créditos de las Cajas de Compensación.

Continuando con su exposición, la señora Superintendenta se refirió al impacto en las CCAF del proyecto en estudio, en particular aquella norma que incorporó la Cámara de Diputados, estableciendo una Tasa Máxima Convencional (TMC) preferencial para los créditos que se cobran por planilla, es decir, las CCAF tendrán una TMC más baja que el resto. El proyecto de ley incorpora en el caso de las CCAF factores aditivos que se suman a la tasa de interés corriente (TIC): diez puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones otorgadas a trabajadores deudores de crédito social en las CCAF, y cinco puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones otorgadas a pensionados deudores de crédito social en las CCAF.


El siguiente gráfico muestra el efecto que esta disposición tendría para las Cajas de Compensación:
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Al comparar el tramo relevante en el caso de pensionados es posible apreciar una diferencia de 15 puntos porcentuales en relación a oferentes sin descuento por planilla. Al limitar la tasa de interés, el financiamiento que los pensionados no puedan conseguir deberán obtenerlo a una tasa muy superior en otros oferentes.


La señora Zaldívar recordó en este punto que las Cajas de Compensación, para poder prestar dinero, tienen que endeudarse con el sistema bancario, por lo que tienen como costo de fondo el crédito bancario. Este costo asciende aproximadamente a un 0,7 % mensual.


El Honorable Senador señor Tuma mostró su desacuerdo con esta afirmación. La tasa base es el interés corriente de los créditos de 200 a 5 mil UF, tasa que sin duda representa un buen negocio para las entidades financieras. Una Caja de Compensación no se verá impedida de prestar a una tasa que está cinco o diez puntos por sobre de un índice que ya representa un negocio rentable para las entidades financieras, más aun si se considera que son instituciones sin fines de lucro, y con un costo de fondo de menos de dos dígitos. Consultó el rol de la Superintendencia respecto  a la existencia o no del lucro en el otorgamiento de créditos sociales, y cuáles son las acciones que la Superintendencia ha efectuado al respecto.


La Superintendenta de Seguridad Social reiteró que las Cajas no captan recursos del público a diferencia de lo que ocurre en los bancos. También puso de relieve que el crédito social es un medio que tienen las CCAF para poder cumplir con otras necesidades de sus afiliados y prestaciones sociales que deben otorgar. Además todos los gastos de operación de las Cajas de Compensación se financian vía créditos sociales.


Respecto de la fiscalización que realiza la Superintendencia de Seguridad Social, en relación a que se trate efectivamente de entidades sin fines de lucro, anunció que enviará todos los antecedentes y fiscalizaciones que se han hecho en esta materia.


Señaló que el beneficio del descuento por planilla no garantiza una baja en las tasas de interés, lo que resulta evidente por ejemplo en el caso de las Compañías de Seguro, y de los bancos ( cuando se otorga mandato para el descuento inmediato de la cuenta corriente), tratándose de estos segmentos de la población. Reiteró que se trata de un segmento particular, que en el sistema financiero tendría que pagar tasas altísimas.


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró que el tema no es sólo de un tema de riesgo de la operación, sino el costo de la misma. La tasa máxima se fija considerando una parte de riesgo pero también forma parte de esta tasa el costo de la operación.


La señora Superintendenta continuó con su exposición respecto del impacto de esta normativa.

IMPACTO TRABAJADORES
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Total 77.284.649.433 30.039.725.315 107.324.374.748 27,99%





Un 27,99% de las colocaciones fue otorgada a una tasa de interés superior a la TIC + 10% en el caso de trabajadores, constituyen crédito otorgados a plazos cercanos a 60 meses.

IMPACTO PENSIONADOS
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Un 39,05% de las colocaciones fue otorgada a una tasa de interés superior a la TIC + 5% en el caso de pensionados. Corresponde a pensionados de menores ingresos y que piden a plazos cercanos a 5 años, donde la tasa de interés supera el nuevo interés máximo convencional. Serían créditos que no podrían ser otorgados considerando la nueva TMC


El Honorable Senador señor Tuma pidió a la Superintendenta que justifique aquella afirmación conforme a la cual, con las tasas máximas que se establecen en la iniciativa en comento, las CCAF no podrían haber otorgado un 40% de créditos sociales. Si la razón es porque se excederían sus costos, o existe alguna otra explicación.


La Superintendenta señaló que efectivamente se superan los costos del crédito, en especial en aquellos de plazo de 60 meses. Se llega a esa conclusión revisando la información de la Central de Riesgo de Crédito Social.


El Honorable Senador señor Tuma precisó que, lo que afirma la Superintendencia, es que no se hubieran otorgado esos créditos porque su tasa excedería del nuevo máximo interés que se establece. Pero es indispensable considerar que, sin lugar a dudas, el mercado financiero va a cambiar una vez que el proyecto en estudio sea despachado por el Congreso Nacional, pues se trata de una iniciativa que regula tasas máximas para todos.


No existe, en su opinión, ninguna base que indique que es inviable para las Cajas otorgar créditos a estas nuevas tasas.


La Superintendenta de Seguridad Social expresó que el análisis que se ha hecho y expuesto es en base a la situación actual. Pero lo relevante de estos gráficos es si considerando las tasas que cobran actualmente las Cajas de Compensación, que según información del SERNAC son las más bajas para este segmento, se podrían otorgar o no esos créditos según sus costos, y si esos afiliados podrán tener acceso a estos créditos sociales o tendrán que recurrir al sistema financiero con tasas mucho más altas.


Efectivamente las Cajas tienen el beneficio del descuento por planilla, que está asociado a dos obligaciones que no tienen los otros actores: no hay utilidades sino que los excedentes tienen que reinvertirse en beneficio de esos mismos afiliados, y en segundo lugar que no pueden discriminar por riesgo como lo hacen el resto de las instituciones. Su costo de fondo es mayor pues no obtienen dinero del público, y la tasa máxima que podrán cobrar es bastante inferior a la de las entidades financieras.


Finalmente, la señora María José Zaldívar manifestó que si bien las Cajas de Compensación pueden hacer frente a nueva TMC de descuento por planilla dado que tasa de interés promedio es inferior a los nuevos máximos propuestos, por lo que hay un porcentaje de créditos que sí se podrían otorgar, será necesario reordenar el sistema, y un gran porcentaje de trabajadores y pensionados que acceden a plazos más largos, sobre los treinta y seis meses, verán reducidas sus opciones de financiamiento, debiendo optar a menores montos y a menores plazos, dados los actuales límites normados por SUSESO y la nueva restricción de la tasa máxima convencional, o bien tendrán que recurrir al sistema financiero y sus tasas más altas.


Ante alguna situación desfavorable de la economía (incremento desempleo) o en situaciones de mayor restricción o encarecimiento de financiamiento, las CCAF se encontrarán imposibilitadas de ajustar sus tasas para captar los riesgos del crédito.


Asimismo, es claro que existirán menos excedentes, y ello generará menores niveles de prestaciones adicionales y por lo tanto, menor dividendo social y menores recursos para otorgar nuevos créditos. Se trata de prestaciones requeridas y muy apreciadas por los trabajadores.


La señora Superintendenta hizo presente otro tema que es importante para la institución que encabeza, cual es que las Cajas de Compensación, al otorgar créditos sociales, deberán ser fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. En su parecer eso no es lo más adecuado, porque las Cajas de Compensación no son entidades financieras y no deben responder a esa lógica. Son instituciones de previsión social que permiten a los trabajadores y pensionados acceder a créditos de una manera distinta, regulada y protegida, con la Superintendencia de Seguridad Social cuidando que no se vulneren sus derechos.


El señor Salvador Valdés precisó que el Ejecutivo, en materia de fiscalización, ha sido de la idea que la normativa de tasa máxima convencional sea fiscalizada por una misma entidad, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Esto no es algo extraño, por ejemplo los créditos hipotecarios que otorgan las Cajas de Compensación son fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros.


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró que el Ejecutivo debe presentar una visión uniforme de este tema.


La Superintendenta precisó que el punto que pretende hacer valer es que las CCAF son instituciones de previsión social y no entidades financieras, lo que no obsta que una determinada materia sea fiscalizada por otra entidad como ya ocurre en la actualidad en ciertos aspectos, como los ya señalados créditos hipotecarios.

ASOCIACIÓN DE CAJAS DE COMPENSACIÓN DE CHILE A.G.


El Vicepresidente de la Asociación, señor Mauricio Orleans, realizó una presentación en power point, que en lo fundamental señala:


Las Cajas de Compensación son entidades de previsión social que contribuyen al bienestar familiar; crean y administran prestaciones destinadas a mejorar la calidad de vida de sus trabajadores y pensionados afiliados, en áreas tales como: financiamiento, salud, educación, vivienda, turismo, cultura y recreación. Son entidades sin fin de lucro, y los excedentes que obtienen son un medio para otorgar prestaciones a sus afiliados, y no un fin.


Actualmente se encuentran afiliados a las Cajas, 6,3 millones de trabajadores y 1,4 millones de pensionados.


Las CCAF también administran regímenes básicos de seguridad social: asignación familiar, licencias médicas y subsidio de cesantía por cuenta del Estado, y apoyan a las  PYMES en capacitación y bienestar integral.


Se refirió luego al crédito social y sus características, se trata de un crédito que permite el acceso al financiamiento a personas de menores ingresos (C2, C3, D y E), incluidos los sectores más vulnerables (68% de la población atendida es C3, D y E). En su otorgamiento, no se discrimina por edad, renta, ni por antecedentes comerciales; no se exige estado de situación ni indaga acerca del patrimonio del deudor, y las tasas se fijan con criterios de solidaridad, no pudiendo discriminar la tasa por riesgo de las personas. El crédito social está acotado en plazo y capacidad de endeudamiento, según normas que ha dictado la Superintendencia de Seguridad Social, es un sistema regulado que promueve el acceso responsable al crédito.


Afirmó que el crédito social no está exento de riesgos, tiene morosidades y normas de provisiones (las que ascendieron a MM$55.000 en 2012). 


Las CCAF no reciben aportes del Estado, ni de las empresas afiliadas, ni de los trabajadores. Reciben sólo el 1% de los pensionados. El crédito social financia a las Cajas para que otorguen beneficios en bienestar social; es solicitado sólo por una parte de la población afiliada, pero financia beneficios para todos los trabajadores y pensionados. El crédito social se financia a través del sistema bancario o la emisión de bonos.


El señor Orleans destacó que, las Cajas, históricamente, han fijado tasas inferiores a la máxima convencional. Presentó las siguientes cifras:

[image: image18.emf]Sistema 04-01-13 18-01-13 15-02-13 29-03-13 26-04-13

Tasa Máxima Legal 57,12 56,94 57,21 56,85 56,46

Divisiones Consumo Bancos 52,32 49,28 52,32 52,32 52,32

Bancos 42,60 42,60 42,60 42,60 42,60

Cooperativas 40,68 40,68 40,68 40,92 41,52

Cajas de Compensación 24,60 24,60 25,20 25,20 25,20

(*) Fuentes: Página web de SBIF e información remitida por Cajas a SUSESO

Sistema 04-01-13 18-01-13 15-02-13 29-03-13 26-04-13

Tasa Máxima Legal 100 100 100 100 100

Divisiones Consumo Bancos 92 87 91 92 93

Bancos 75 75 74 75 75

Cooperativas 71 71 71 72 74

Cajas de Compensación 43 43 44 44 45

(*) Elaborado por Subgerencia de Finanzas (*) Fuentes: Página web de SBIF e información remitida por Cajas a SUSESO
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Agregó que, de aprobarse el proyecto de ley, en particular la existencia de una tasa máxima convencional especial para las Cajas, ello afectaría los excedentes y disminuiría los beneficios que se otorgan a trabajadores y pensionados. Además, tanto trabajadores como pensionados verían disminuida su capacidad de financiarse en las Cajas; en efecto, de haber estado en aplicación la TMC especial el año 2012, 401.400 créditos equivalentes a casi $330.000 millones, habrían excedido esta tasa especial, lo que habría significado una pérdida de ingresos netos anual de $22.540 millones, lo que equivale a un 64% de los beneficios de 2012. En este escenario, sus afiliados tendrían que buscar financiamiento más caro o en el mercado informal o se verían excluidos del crédito.


En conclusión, el Vicepresidente de Cajas de Chile A.G expresó que dicha entidad concuerda con la propuesta general que establece una TMC que toma como base la TIC del tramo 200 a 5 mil UF, y le suma aditivos de 14 y 21 puntos según el caso, pero no comparten la propuesta especial a las Cajas de Compensación de aditivos de 5 y 10 puntos. Esa norma especial, en su opinión, limita el acceso al crédito a los sectores más vulnerables y perjudica a los trabajadores y pensionados en sus beneficios.


Agregó que las Cajas están  dispuestas a más regulaciones. Pero la disposición que se propone discrimina a las Cajas de Compensación respecto al otorgamiento de créditos y debilita la sustentabilidad del sistema de cajas.

ASOCIACIÓN DE COOPERATIVAS A.G


La señora Siria Jeldes, Gerente General, explicó que la Asociación de Cooperativas A.G nace en el año 2012 para representar al sector cooperativo de ahorro y crédito, estando conformada por las 5 cooperativas supervisadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: Coocretal, Coopeuch, Detacoop, Lautaro Rosas y Oriencoop. Sus operaciones se centran básicamente en los créditos de consumo para sectores de ingresos medios y bajos de la población, además de créditos para la micro empresa. Cuentan con actividad en todo el país y reúnen a más de 1.052.000 socios, a diciembre del año 2012, distribuidos del siguiente modo: COOPEUCH, 570.000 socios; ORIENCOOP, 315.000 socios, DETACOOP, 100.000 socios; COOCRETAL, 60.000 socios; y LAUTARO ROSAS, 7.500 socios.


El total de sus colocaciones se eleva a $1.180.932 millones (USD 2.500 millones).
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El señor Jaime Walls dio a conocer un resumen del potencial efecto para sus socios de una TMC que tienda al 24%. Señaló que el análisis del resultados de las ventas del producto consumo cuota el año 2012 demuestra que para el tramo de 0-50 UF, existe una pérdida del 4% sobre las colocaciones (ROA). Alcanzar el punto de equilibrio implica que la Tasa Colocación tendría que subir del actual 25% a un 35%,  sin embargo, en un escenario de una TMC que fuera  24% , 28% o 32%  no sería factible, implicando la exclusión de 20.000 socios (61% del tramo).


La estratificación por tasas en el rango de 0-200 UF contiene un total de 75.000 socios, con ventas de $ 122.000 millones (enero-noviembre de 2012),  muestra que existen 40.000 Socios (53% del tramo) que poseen una venta de $ 55.031 millones (45%) cuya tasa de crédito es mayor o igual al 25%.


En un escenario de una TMC en torno al 24% se produciría una exclusión de 40.000 socios de la Cooperativa, que representan la mitad del tramo 0-200 UF y el 41% del total consolidado con ventas por $ 58.000 millones al año.


Los socios que se verían afectados y quedarían fuera de las operaciones normales de crédito serían, principalmente, quienes se ajustan al siguiente perfil: personas pertenecientes al sector público; socios en su gran mayoría con antecedentes comerciales negativos que les impediría operar fuera del sistema de descuento por planilla; con rentas inferiores a los $ 500.000.


Presentó el siguiente cuadro con las cifras en que se funda el análisis precedente, correspondientes a los Resultados Consumo Cuota. Descuento por Planilla: Ventas Acumuladas a Nov. 2012.
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Participación en Venta 6% 31% 63% 100%

Venta Neta MM$ 12.550 62.752 127.452 202.755

Tasa Venta 24,76% 23,76% 17,88% 20,13%

N° Operac. Venta 32.544 43.086 24.608 100.238

Particip. en Operac Venta 32% 43% 25% 100%

Saldo Colocación MM$ 14.681 86.288 182.789 283.759

Participación en Saldo Coloc. 5% 30% 64% 100%

Stock Provisión MM$ 421 2.713 5.433 8.566

Indice de Riesgo 2,87% 3,14% 2,97% 3,02%

Saldo Promedio MM$ 9.419 47.225 97.978 154.622

Int. Ganados MM$ 2.293 11.047 17.320

30.660

Tasa Rendim Colocac. 24,34% 23,39% 17,68%

19,83%

Costo de Fondos MM$ 613 3.103 6.504

10.219

Tasa Rendim. COF 6,50% 6,57% 6,64%

6,61%

Spread Financiero MM$ 1.680 7.944 10.816 20.440

Spread: r Coloc - r Cof 17,8% 16,8% 11,0% 13,2%

Comis Reliquidación MM$ 66 197 285

548

Comis Prepago MM$ 17 80 94

192

Comis Seguros MM$ 403 2.017 4.097

6.518

Total Comisiones MM$ 487 2.295 4.476 7.258

Comis / Saldo Prom 5,2% 4,9% 4,6%

4,7%

Margen Bruto MM$ 2.167 10.239 15.292 27.698

Mg Bruto / Saldo Promedio 23,0% 21,7% 15,6% 17,9%



La siguiente lámina explica que ocurre con los costos  y el cargo por riesgo:
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[image: image22.emf]Margen Bruto MM$ 2.167 10.239 15.292 27.698

Mg Bruto / Saldo Promedio 23,0% 21,7% 15,6% 17,9%

Cargo por Provisión MM$ 421 2.713 5.433

8.566

Castigos Brutos MM$ 48 249 178

475

Recuperos (menos) MM$ 0 1 0

1

Cargo Neto Riesgo MM$ 468 2.962 5.611 9.041

Cargo Nt Rgo/Saldo Prom 5,0% 6,3% 5,7% 5,8%

Margen Neto de Riesgo MM$ 1.698 7.278 9.681 18.657

Mg Neto Riesgo / Saldo Prom. 19,7% 16,8% 10,8% 13,2%

Costo Venta Variable MM$ 192 960 1.949

3.101

Costo Venta Fija MM$ 80 401 815

1.296

i) Costo Otorgam Venta MM$ 272 1.361 2.764 4.397

Costo Otorg/Venta Neta 2,2% 2,2% 2,2% 2,2%

a) Gasto Directo Oficina  904 1.197 684 2.785

b) Gto. Centraliz Distribuido 924 1.223 698 2.845

ii) Costo Mantención (a+b) MM$ 1.828 2.420 1.382 5.630

Costo Mant/Saldo Prom 19,4% 5,1% 1,4% 3,6%

i + ii) Costo Otorgam + Mantención MM$ 2.100 3.781 4.146 10.027

Costo Otorg+Mant/Saldo Prom 22,3% 8,0% 4,2% 6,5%

Participación en Resultado Total (5%) 41% 64%

Resultado total MM$ (402) 3.497 5.535 8.630

R.O.A. (Resultado / Saldo Promedio) (4,3%) 7,4% 5,6% 5,6%



Explicó que en el tramo UF 0 a 50, existe un ROA con pérdida de (4%). Hay que preguntarse cuáles son las alternativas para alcanzar el punto de equilibrio:


a) Reducir el Cargo por Riesgo de un 5% a un 1%.  Esto no es factible por el segmento de socios. Es un problema estructural, prácticamente no existirían impagos.


b) Reducción Costo Mantención del 19% al 15%, es decir un 21%: poco factible de lograr por el gasto estructural.


c) Subir  la Tasa Colocación desde un 25% + 4%  =  29%  y  luego para llegar al ROA del 6% se debe agregar un 6% es decir una tasa final del 35% pero si la TMC fuera  24% , 28% o 32%  no sería factible, y habría que desatender a 20.000 socios.


El tramo UF 20 a 200 está sobre el Punto Equilibro con un ROA = 7%, sin embargo, existen 19.975 socios (47%) con una venta de MM$ 42.879 (42%) cuya tasa promedio es 28%  por lo cual si la TMC es 24, entonces una reducción del 4% en la tasa podría dejar a un grupo de socios de este tramo cuyo nivel de riesgo  es cubierto actualmente con el rango de tasa del 25% al 38%.


Las siguientes son las cifras, estratificando según cada tramo:
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> 41 0 0% 0 0% 0 0% 0 0% 0 0% 0 0% 0 0% 0 0%

38 - 40 139 0% 64 0% 42 0% 66 0% 0 0% 0 0% 181 0% 130 0%

34 - 36 794 2% 430 2% 1.289 3% 2.648 3% 0 0% 0 0% 2.083 2% 3.078 1%

30 - 32 6.911 21% 4.329 21% 6.090 14% 11.085 11% 0 0% 0 0% 13.001 13% 15.414 5%

26 - 28 19.767 61% 12.152 59% 19.975 47% 42.879 42% 657 3% 3.376 2% 40.399 41% 58.407 18%

22 - 24 29.318 90% 18.405 89% 34.681 81% 79.452 78% 6.862 28% 45.745 22% 70.861 71% 143.602 44%

18 - 20 32.245 99% 20.272 99% 42.012 98% 99.627 98% 18.052 74% 139.015 68% 92.309 93% 258.914 79%

1 - 16 32.574 100% 20.570 100% 42.714 100% 101.799 100% 24.363 100% 205.824 100% 99.651 100% 328.193 100%

Tramo 32.574 100% 20.570 100% 42.714 100% 101.799 100% 24.363 100% 205.824 100% 99.651 100% 328.193 100%

33% 43% 24% 100%



La señora Jeldes concluyó la exposición señalando que una TMC no acorde con el nivel de riesgo del segmento de los socios y con la estructura de gastos de apoyo, puede producir exclusión de socios que actualmente son atendidos por las Cooperativas. El mecanismo de descuento por planilla reduce el riesgo de crédito contribuyendo a la inclusión de personas que por su nivel de ingresos y segmento no pueden acceder al crédito formal y evitar que ingresen al sector informal. No obstante, el marco legal de los descuentos por planilla, en cuanto a si es voluntario, o no, afecta el nivel de riesgo crediticio. 


Es indudable que se requiere avanzar en un marco normativo para el descuento por planilla que sea homogéneo y en igualdad de condiciones, que contribuya a la competencia y favorezca la inclusión de los segmentos de la población que corresponda.


El señor Alejandro Alarcón complementó lo señalado, ha estudiado el proyecto en profundidad, y además de los efectos ya planteados, en su parecer hay también acá una oportunidad de ampliar en términos legales el descuento por planilla, que baja el costo y los riesgos, para que haya competencia.


El Honorable Senador señor Tuma consultó por la cartera castigada históricamente por las cooperativas. Asimismo pidió la opinión respecto del impacto de las tasas que se están fijando para los pensionados y trabajadores, con descuento por planilla, que se ha señalado que disminuye los costos, sea de origen legal o convencional.


El señor Juan Pablo Rivadeneira hizo presente que en materia de descuentos, hay que distinguir aquellos de origen legal, irrevocables, como es el caso de las Cajas de Compensación, de aquellos descuentos por planilla de las Cooperativas, que son voluntarios y revocables. En el caso de las Cooperativas, el descuento por planilla es voluntario, así se establece en el Código del Trabajo, Estatuto Administrativo y Estatuto de los Empleados Municipales. En cualquier momento la persona puede dejar sin efecto, lo que es un inconveniente, porque cuando se evalúa el riesgo se considera un descuento por planilla, y se transforma en un crédito directo, con un aumento importante del riesgo.


El señor Walls agregó que en estos casos el deterioro no alcanza a cubrir la tasa, pues el riesgo al momento en que se evaluó funcionaba con otro mecanismo. 


La señora Jeldes complementó lo anterior explicando que los créditos deben ser provisionados en su origen.


El Honorable Senador señor García consultó por el efecto que ha tenido en las cooperativas el dictamen de la Contraloría General de la República que estableció un límite al descuento por planilla, del 15%.


La señora Jeldes se refirió brevemente al dictamen de la Contraloría General de la República, y dejó a disposición en la Secretaría de la Comisión antecedentes del efecto que tuvo en materia del producto de consumo “descuento por planilla”.

FECRECOOP


En primer término, intervino el señor Guillermo Aqueveque, quien afirmó que las cooperativas  en Chile son empresas de la economía social, y dio a conocer la visión que tienen de economía social: “Nuestra filosofía de vida se basa, en valores y principios éticos de reconocimiento mundial, que han  existido  desde la creación de la primera Cooperativa en  Inglaterra a principio del siglo 19, donde la dignidad de la persona, el trabajo mancomunado,  la asociatividad  y  la solidaridad, están por sobre cualquier otro fin. La Cooperativa, es una asociación que forma parte de  una economía de mercado, desarrollamos nuestra empresa cooperativa con libertad y con una gran calidad social, es  una  asociación  que pretende la máxima eficiencia técnica,  junto a un reparto justo de los frutos (un orden económico eficiente con un orden social  equitativo y solidario) entre todos sus integrantes”.


Puso de relieve que estos conceptos tienen clarísimas implicancias en el  desarrollo y crecimiento de las personas que forman parte de este modelo de asociación. Las principales objeciones de algunos  detractores de las cooperativas, tienen que ver con funcionamiento del mercado, ya que este tipo de asociatividad, se juega en el uso de determinados instrumentos, como la competencia y los precios libres; la libre iniciativa para el emprendimiento privado y el respeto a dichas reglas por parte de un Estado subsidiario y, a la vez, solidario. 


En la realidad actual y ante la crisis de valores y credibilidad que presentan la banca y el retail, entre otros, ha quedado en evidencia que tanto las entidades fiscalizadoras como el Estado, no fueron eficientes en su cometido, lo que ha significado duros costos para los más vulnerables, y nace la necesidad de instituir nuevas reglas de control, establecer  nuevas reglas del juego que permitan y aseguren el correcto funcionamiento del mercado. Estas reglas, básicamente constitucionales y legales, tienen que ver con la seguridad de los derechos de la persona, de propiedad, la garantía de la competencia, la libre formación de los precios, la libre circulación de bienes, personas y capital. 


Agregó que es su deber señalar que las reglas tienen que ser estables en el tiempo, por lo tanto, cuidadosamente analizadas en su tramitación, sin excluir la posibilidad de cambios y ajustes para perfeccionarlas una vez puestas en marcha el nuevo marco regulatorio. En el intertanto, los entes fiscalizadores deben cumplir eficientemente su rol y que el Estado sea el que ampare a las personas a través de sus órganos fiscalizadores.


El señor Aqueveque dio a conocer que las Cooperativas de Ahorro y Crédito en Chile, nacen bajo el amparo de la Iglesia Católica en los años 50 del siglo pasado, como una forma de permitir que los propios afectados dieran solución a sus problemas mediante el ahorro de sus asociados, lo que le permite comprar juntos desarrollando economías de escala en la adquisición de bienes de uso y consumo, que de otra forma jamás lograrían, ya que ellos  no son sujetos de crédito por parte de la banca. Nacen en ese entonces los Bancos de los Pobres en nuestro país, denominados así por Monseñor Sergio Venegas Harbin, fundador de FECRECOOP en el año 1954.


Hoy día gran parte de sus asociados no están bancarizados, son trabajadores y trabajadoras dependientes e independientes, microempresarios, artesanos, inmigrantes y pueblos originarios entre otros.


Han transcurrido más de 60 años, hoy día existen 48 Cooperativas, cinco de las cuales están fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, situación con lo cual discrepan, ya que al ser fiscalizados por normas dirigidas a la banca, se les discrimina y podrían afectarse sus derechos constitucionales al imponer una forma de negocio dirigido al enriquecimiento de unos pocos que buscan en su negocio como fin principal el  lucro versus un modelo asociativo solidario donde todos sus integrantes son dueños de la cooperativa y de existir excedentes, son distribuidos entre todos conforme a la participación de cada uno de ellos.


Las Cooperativas de Ahorro y Crédito se han desarrollado y crecido en el tiempo, algunas han tenido éxito y han sido eficientes en la administración de sus recursos; sus asociados han sido verdaderos emprendedores y han realizado permanentes innovaciones en su estructura administrativa y logística, lo que les ha permitido un crecimiento sostenido en el tiempo y ocupar un espacio importante a nivel nacional, al tener presencia en gran parte del país. Otras han tenido un desarrollo sostenido en el tiempo, y su crecimiento no ha sido importante, ya sea por decisión de sus asociados, especialmente en las cooperativas de Regiones, en que han privilegiado el bienestar de sus asociados que el crecimiento económico, toda vez que el lucro no forma parte de su visión cooperativa. 


Se refirió luego al proyecto en estudio, afirmando que están muy de acuerdo en que se incluya este tema en la Tabla de la Comisión, a fin que se acabe este abuso.


Explicó que, lamentablemente su sector, el de las cooperativas más pequeñas y que dependen del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía y que son las que conforman la FECRECOOP, es poco conocido, y las tasas a las que otorgan sus créditos muchas veces no se consideran en los estudios. No pueden hacer la promoción que hacen las grandes Instituciones Financieras, el Estado las ha olvidado y no las fomenta, como es el mandato del inciso primero del artículo 108 de la Ley General de Cooperativas.


Asimismo expuso la situación de las cooperativas y su opinión en relación a la reforma a la Ley de Cooperativas actualmente en tramitación en el Congreso Nacional.


La señora María Angélica Muñoz, por su parte, se refirió particularmente a la posición de Fecrecoorp sobre el artículo 6° bis. Precisó que, junto con representar como gerente general de Fecrecoop a las Cooperativas bajo supervisión del Ministerio de Economía, habla en calidad de Coordinadora de la Mesa Nacional Cooperativa, en el entendido que las cooperativas están integradas por hombres y mujeres trabajadores de nuestro país, quienes se unieron en la búsqueda de dar solución a un problema en común, como es el acceso al crédito a través del ahorro, de tal forma de superar la línea de la pobreza y vivir con dignidad. Resaltó que las Cooperativas, tienen como objetivo principal, la calidad de vida de las personas por sobre el lucro.


Lo prescrito en el artículo 6° bis refleja la intención de legislar para evitar el abuso contra los trabajadores más vulnerables, y también contra las cooperativas de menor tamaño, las cuales tienen depositados sus dineros en la banca nacional, no obstante cuando presentan problemas de liquidez, son discriminadas por ser empresas de alto riesgo, y se les aplican fuertes intereses, lo que trae como resultado que son uno de los sectores más de los perjudicados con el actual modelo.


Asimismo hizo un llamado a la Comisión a escuchar a la asociación que representa, cuando se conozca de la Ley General de Cooperativas.


Finalmente, la asesora legal, señora Ximena Castillo, expuso la posición técnica en relación a la normativa en comento. Considerando las ideas matrices del proyecto y que éste se encuentra inspirado en el propósito de reducir las asimetrías que afectan en materia crediticia a nuestra ciudadanía, pero muy particularmente las que afectan a los segmentos más vulnerables, les parece una excelente iniciativa, señaló.


Es interés de Fecrecoop no sólo continuar ofreciendo a los asociados opciones crediticias que les permitan cubrir sus necesidades, sino que además hacerlo en las mejores condiciones posibles, por ello les preocupa que, si la baja en la tasa no va acompañada de otras medidas sistémicas que permitan aplicar la nuevas normas en materia de TMC, se verán enfrentados a una seria complicación derivada de una sobreviniente reducción de capacidad para soportar estas nuevas tasas, dados los costos actuales de la operación.


Si llegara a producirse una situación como la antes descrita, se visualiza como riesgo que con esta nueva norma que, en vez de proteger realmente a los segmentos más vulnerables de excesos y abusos, varios de ellos representativos de usura, sean atraídos por el mercado informal, quedando expuestos al mismo riesgo del que se les quiso proteger, por no existir oferta de alternativas para ellos en el mercado formal.


En su parecer, si realmente se busca proteger a la población más vulnerable, a los segmentos de la ciudadanía que tienen menor educación financiera y menor acceso a otros proveedores financieros por ser considerados en general más riesgosos, ello solo será posible potenciando entidades como las cooperativas que por su filosofía están 100% orientadas a la persona y a una mejor calidad de vida.


Para que esta norma sea eficiente y eficaz, debe poder aplicarse en un escenario financiero y regulatorio que le permita a las cooperativas soportar los efectos de la menor tasa, ya que de lo contrario, y siendo como son las mejor posicionadas para darle vida a las ideas matrices, se verán coartadas por una realidad regulatoria que tiende a aplicarle exigencias que no le son necesariamente propias y pone en riesgo su naturaleza humana y social. 


Junto con lo anterior, el tenor de la norma no resulta fácil de entender, y por ende, de aplicar, generando un riesgo de variadas o erradas interpretaciones que la vuelvan incomprensible o la alejen en la práctica de la idea originaria. No se debe olvidar que esta norma nace en el contexto de un propósito de reducción de asimetrías y de acercamiento de mejores alternativas hacia segmentos de la ciudadanía que por sus características de menor educación financiera y menor acceso a crédito suele tener menores opciones. Estimó que las modificaciones legales deben ser claras para quienes deben aplicarla, y para aquellos que vivirán sus efectos. Además, deben ser sistémicamente armónicas. Si una norma no es clara al entrar al sistema, luego de su inicio de vigencia, se puede volver letra muerta o ver desnaturalizadas sus ideas matrices. En el caso de esta norma, e incluso de todas las que considera el proyecto de ley, se observa una preocupante falta de claridad en su tenor y le parece que ello podría ocasionar, además de variadas interpretaciones, serios inconvenientes de compresión por parte de los deudores, usuarios o consumidores de los productos o servicios financieros. 


Esta falta de claridad impactará en el ámbito de los derechos de los consumidores financieros incorporados y reforzados en la Ley de Protección de los Consumidores por la ley N° 20.555, entorpeciendo fuertemente su ejercicio, por lo que sugiere se consideren las normas de esta nueva ley en los términos más sencillos y simples que sea posible para armonizarla con las normas de protección de todo consumidor financiero, particularmente en materia de información hacia el usuario.

Confederación de Sindicatos de Trabajadores de Empresas Bancarias y Afines de Chile (CSTEBA)


El señor Luis Mesina, luego de agradecer la invitación a exponer ante la Comisión, manifestó que su perspectiva es la de los funcionarios, pues representa a los trabajadores del sector financiero. Compartió lo señalado por los representantes de las cooperativas, el anhelo de que el acceso al crédito sea un derecho fundamental, para lo que es necesario repensar el modelo de la política crediticia de estos últimos años, donde el desarrollo de las cooperativas debe ser parte de la estrategia de un diseño del Estado en esta materia. 


Parece razonable la petición de las distintas organizaciones de cooperativas, en orden a tener garantizado por ley el derecho a efectuar los descuentos por planilla, como ocurre, por ejemplo, tratándose de las Cajas de Compensación. Por otra parte afirmó que si el descuento por planilla implica una reducción de los costos, parece razonable que ese menor costo se traspase a los usuarios del sistema; y si las cooperativas no obtienen ingresos por concepto de comisiones, eso también es un beneficio mirado desde el punto de vista de quien accede al crédito. Hay que considerar que se representa a un porcentaje importante de los trabajadores, cerca del 80% de la fuerza de trabajo del país, y no debiera haber prácticas desleales entre instituciones que compiten en este mismo mercado, y en este punto se refirió expresamente a lo que ocurre con las Cajas de Compensación.


Las CCAF nacieron como parte de la seguridad social en el país, auxiliares en ciertas materias que el Estado no podía satisfacer o cumplir. Sin embargo, con el paso del tiempo las Cajas de Compensación se han convertido en instituciones cuyos ingresos provienen, mayoritariamente, del aumento sostenido del crédito, y que tienen un beneficio adicional, un privilegio, frente a otras instituciones como es el caso de las cooperativas, que es tener garantizado el descuento por planilla, por lo que compiten deslealmente con estas entidades.


La Tasa Máxima Convencional debiera ser un mecanismo que circunscriba a las Cajas de Compensación al objetivo que jamás debieron perder, relacionado básicamente con la seguridad social.


Es importante fiscalizar a las Cajas de Compensación, pues están aumentando considerablemente sus ingresos por productos asociados a los créditos, específicamente los seguros. Los trabajadores que obtienen un crédito tienen que accesar a ese crédito uno o incluso dos seguros, una verdadera venta atada. Es decir, instituciones propias de la seguridad social, entidades que debieran resguardar los derechos de los trabajadores, incurren en prácticas que son repudiadas por la sociedad, que en su conjunto las considera como abusivas.


Debe buscarse un mecanismo que haga coherente el resguardo de aquellos sectores más vulnerables de la población que buscan acceder al crédito, con aquellas instituciones, las cooperativas, que buscan también mantener un beneficio a sus asociados. Es un desafío grande, la regulación en materia de Tasa Máxima Convencional especial podría afectar a un sector importante de trabajadores que pueden acceder al crédito en las cooperativas, trabajadores que podrían ser derivados incluso al sistema informal, lo que es grave para el país. Hay que lograr que la tasa máxima convencional compatibilice el acceso al crédito como derecho fundamental con la existencia de las cooperativas que son, a su juicio, una institución importante, pues su fundamento esencial no es el lucro. 


El Director de Economía de la Confederación Bancaria, señor Patricio Guzmán, agregó que las Cajas de Compensación fueron creadas por ley como instituciones de seguridad social sin fines de lucro, pero al parecer ha sucedido algo similar que lo de algunas universidades privadas, algunas Cajas están lucrando y es necesario ponerle coto a la situación. Es importante una fiscalización que aclare a la sociedad qué instituciones están lucrando y cuales están cumpliendo con la ley.


En una nueva sesión, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor García, puso en votación esta modificación.


El Honorable Senador señor Zaldívar reiteró su voluntad de que esta disposición de analice en la Comisión Mixta, particularmente atendido los riesgos del descuento por planilla que hizo presente la Superintendenta de Seguridad Social. Es un tema a analizar cuál es la tasa conveniente para estos créditos.


El Honorable Senador señor Tuma señaló que está de acuerdo con la norma aprobada con la Cámara de Diputados. Sin embargo, le hace fuerza lo planteado por las Cooperativas en cuanto a que la situación es diferente tratándose de un descuento voluntario y revocable, por tanto habría que determinar si establecer por ley el descuento por planilla para las cooperativas, y que ellas queden comprendidas en esta norma que contempla una tasa máxima especial, o bien, manteniendo la situación actual, circunscribir esta tasa especial a aquellos casos de descuento por planilla con origen legal.


En consideración a lo anterior anunció su rechazo a la modificación.





--Puesta en votación la modificación 1.- al artículo 6° bis, del N° 4 del artículo 1° del Senado, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Pérez, Tuma y Zaldívar. (Rechazada: unanimidad; 4x0)

__________


Luego, la Comisión se abocó al análisis de la  modificación signada con el 2.- al artículo 6° bis,  del N° 4 del artículo 1° del Senado, que agrega en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la frase “de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor” la expresión “o que correspondan a descuento legal”.


Al respecto, la señora Celedón explicó que, en primer trámite constitucional, el Senado había abordado el descuento por planilla y, en tal sentido, el proyecto que aprobó faculta a la Superintendencia para hacer un cómputo de las tasas de aquellas operaciones amparadas por tal mecanismo. El Ejecutivo consideró que lo sancionado por el Senado constituyó un avance en cuanto permitiría considerar un universo más amplio para analizar el nivel de tasas a las cuales se otorgan los préstamos amparados por descuentos por planilla. Lo incorporado por la Cámara de Diputados permite considerar en el señalado cómputo tanto los descuentos por planilla que tengan un origen convencional como aquéllos que correspondan a descuentos legales, como por ejemplo los descuentos que hacen las Cajas de Compensación, que no está soportado en convenio alguno sino que en las facultades que le concede la ley N° 18.833, que establece un nuevo estatuto general para las cajas de compensación de asignación familiar (C.C.A.F.).


En discusión, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, interpretando el sentir de los miembros de la Comisión manifestó estar completamente de acuerdo en que esa información se entregue a todo evento, por lo que correspondería aprobar esta modificación de la Cámara de Diputados al artículo 6° bis.


--Puesta en votación la modificación 2.- al artículo 6° bis, del N° 4 del artículo 1° del proyecto, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Aprobada: unanimidad; 5x0).


3.- Ha introducido el siguiente inciso final, nuevo:


“Los términos aditivos indicados en el inciso primero del presente artículo se rebajarán en un punto porcentual sobre base anual, cuando la Superintendencia incorpore las operaciones originadas en la utilización de tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, a utilizar para efectos de lo dispuesto en este artículo y en el siguiente.”. 

________


En discusión, representantes del Ministerio de Hacienda hicieron presente que esta modificación de la Cámara de Diputados busca elevar la representatividad del cómputo de la tasa corriente al  incorporar las operaciones en tarjetas de crédito bancarias. Para que ello se logre sin afectar el nivel de la TMC en la categoría de 0 a 200 UF, esta modificación establece un mecanismo de ajuste automático de los términos aditivos, consistente en un punto porcentual anual, al momento en que se incorporen las operaciones efectuadas mediante tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de la TIC 200-5.000 UF.


Los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma y Andrés Zaldívar estimaron necesario contar con información oficial acerca si actualmente la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras incorpora las operaciones originadas en el uso de las tarjetas de crédito bancarias en el cálculo de la tasa de interés corriente (TIC), y, de no ser así, cuál sería el impacto de la modificación de la Cámara de Diputados antes transcrita.


Al respecto, el Honorable Senador señor Tuma señaló que si la Superintendencia ya considera este tipo de operaciones en el cálculo de la TIC correspondería rechazar la modificación en debate para que vaya a Comisión Mixta, instancia en la cual debería suprimirse esta norma, y en caso contrario, correspondería mantener la norma que introdujo la Cámara de Diputados.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que, de acuerdo a la información que dispone, el promedio de las operaciones de tarjetas de crédito no bancarias sería de $ 465.000, lo que es muy bajo por lo que no calificarían por su monto, y el correspondiente a las tarjetas de crédito bancarias sería de $3.500.000, es decir, también por debajo del monto de 200 U.F.


Añadió que si la Superintendencia confirma que ya considera a las operaciones originadas en el uso de las tarjetas de crédito bancarias en el cálculo de la tasa de interés corriente (TIC) no tendría razón de ser la rebaja de un punto porcentual de los términos aditivos aprobada por la Cámara.


A su vez, el Honorable Senador señor Novoa hizo presente que podrían existir operaciones originadas en tarjetas de créditos bancarias superiores a 200 U.F. que no se estén informando. El punto es que el monto del total de ese tipo de situaciones sea irrelevante dentro del total, y una situación marginal podría llegar a subir muy poco, y que, de ser así, el ajuste a la baja de un punto porcentual en el término aditivo sea demasiado.


Recogiendo lo solicitado, el señor Presidente, Honorable Senador señor Novoa, recabó el acuerdo de la Comisión para consultar al señor Superintendente sobre el particular, lo que se cumplió por medio del oficio N° 584/E-2013, de 8 de mayo de 2013.


No obstante lo anteriormente expuesto, la señora Celedón indicó que este punto fue trabajado con la SBIF y que, de acuerdo a la información que dispone, que correspondería que fuera confirmada oficialmente por la SBIF, actualmente las operaciones de tarjetas de crédito bancarias no estarían siendo computadas, si bien lo fueron en el pasado. En el año 2002 fueron marginadas del cálculo, por una definición interna. En cuanto a las estimaciones de impacto, adelantó que éste estaría del orden de 0,9 puntos, lo que justificaría considerar una rebaja equivalente a 1 punto porcentual sobre la base anual.


En respuesta a lo consultado, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, señor Raphael Bergoeing señaló por oficio lo siguiente:





“(i)
Actualmente, para efecto del cálculo de la Tasa de Interés Corriente no se considera el tipo de operaciones por las que se consulta.





(ii) Según las estimaciones efectuadas, la incorporación de tal tipo de operaciones tendería a generar un aumento de dicha tasa, el que se compensaría con la reducción del término aditivo planteada en la enmienda del artículo 6° bis del proyecto de modificación de la Ley 18.oio. En efecto:

Cuadro 1

Diferencia entre: tasa de interés promedio calculada con operaciones de crédito asociada a tarjetas de crédito y aquella que se determina sin la inclusión de las mismas.

Operaciones en moneda chilena no reajustables a 90 días o más.

(% anuales: Enero 2013 - Abril 2013)

	Tramos de U.F.
	0-200
	200-5.000
	>5.000

	Enero
	2,3
	1.07
	0.0

	Febrero
	2.8
	1.04
	0.0

	Marzo
	2,5
	1.16
	0.0

	Abril
	2.7
	1.07
	0.0

	Promedio
	+2,57
	+ 1,09
	0,0


Fuente: Elaboración SBIE sobre la base del archivo D30


--Puesta en votación la modificación 3.- al artículo 6° bis, del N° 4 del artículo 1° del proyecto, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar. (Rechazad: unanimidad; 4x0).

EN RELACIÓN AL ARTÍCULO 6° TER


La Cámara de Diputados ha incorporado al artículo 6° ter el siguiente inciso final, nuevo: 


“Lo indicado en los dos primeros incisos se aplicará igualmente a las líneas de crédito que acceden a una cuenta corriente bancaria.”.





El señor Gonzalo Carreño, del Ministerio de Hacienda, hizo presente que la modificación que introduce la Cámara de Diputados aplica a las líneas de sobregiro de cuenta corriente bancaria el régimen de cálculo y vigencia de la T.M.C. establecido en el Senado para las operaciones de líneas de crédito rotativas o refundidas.


Hizo presente también que las líneas de sobregiro de cuenta corriente a las que se refiere la norma comprende tanto las pactadas como las no pactadas. Tales líneas de sobregiro tienen la misma naturaleza de las líneas de crédito rotativas o refundidas. Luego, con la finalidad de aplicar el mismo criterio en estas operaciones, se propuso en la Cámara incorporar este inciso final, en los términos en que fue aprobado.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma recordó que durante la discusión del artículo 6° ter en el Senado se acordó que el interés de las líneas de crédito asociadas a una tarjeta de crédito queda fijado de acuerdo al cupo máximo autorizado para tales operaciones, y que, acogiendo una indicación, la Comisión incorporó un inciso nuevo referido a las operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, disponiendo que, en éstas, la tasa máxima convencional a aplicar se establece en función del monto y del plazo de la operación respectiva, y corresponde a aquélla vigente al momento de efectuarse la misma. 


Respecto de la modificación de la Cámara, se manifestó partidario de aplicar el mismo criterio a las líneas de sobregiro de una cuenta corriente bancaria.


Respondiendo a una consulta del Honorable Senador señor Novoa, el señor Carreño indicó que la modificación de la Cámara no utiliza la palabra sobregiros porque éstos son precisamente líneas de crédito que acceden a una cuenta corriente, e incluyen tanto a los pactados como a los no pactados. En relación a los no pactados, señaló que están autorizados y regulados en la ley sobre cuentas corrientes y cheques, y que acceden, por disposición de la ley, a la cuenta corriente respectiva.


Sobre este punto, el Honorable Senador señor Novoa hizo notar que existe claridad en que se aplicarán las mismas condiciones para las tarjetas de crédito y para los sobregiros en el caso que exista una línea de crédito pactada. Pero la norma no resuelve una hipótesis en la cual no hubiera pacto alguno. Además, no es posible obligar a alguien a pactar una línea de crédito. Por lo tanto, respecto de este último caso hipotético deberá aplicarse la tasa máxima convencional. 


--Puesta en votación la modificación al N° 4 del artículo 1° referida al artículo 6° ter del proyecto, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Aprobada: unanimidad; 5x0).
Número 5)


El N° 5) del artículo 1° del proyecto aprobado por el Senado agrega en el artículo 8° de la ley N° 18.010, sobre Operaciones de Crédito de Dinero, que dispone que se tendrá por no escrito todo pacto de intereses que exceda el máximo convencional, y establece como sanción que tales intereses se reducirán al intereses al interés corriente que rija al momento de la convención, el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de la sanción establecida en el inciso primero y de otras sanciones establecidas en ésta y otras leyes, cuando se trate de operaciones realizadas por bancos, o por cualquiera de las instituciones colocadoras de fondos señaladas en el artículo 31 de esta ley, en las cuales el interés exceda el máximo aplicable, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras aplicará a la entidad infractora una multa a beneficio fiscal por un monto equivalente al capital de la operación multiplicado por tres veces la tasa de interés anualizada aplicada.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el N° 5) por el siguiente:


“5) Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación de la palabra “convención” y antes del punto aparte (.) la oración “o al momento en que se devenguen los respectivos intereses, en las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter”.


En discusión, la Comisión tuvo presente que la Cámara de Diputados reemplazó el N° 5 del texto aprobado por el Senado por otro de un tenor distinto. A consecuencia de tal modificación, elimina la norma del Senado cuyo contenido era sobre otra materia, como queda de manifiesto con la lectura de ambos textos anteriormente transcritos.


La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio, señora Rosario Celedón, precisó que en esta modificación la Cámara de Diputados, por una parte, complementa el inciso primero del artículo 8° de la ley N° 18.010, para precisar que la sanción en cuanto reducción al interés corriente, en el caso de las operaciones del artículo 6° ter, que trata de los créditos que se originen en la utilización de tarjetas de crédito así como también a la las líneas de crédito que acceden a una cuente corriente bancaria, se hará al momento en que se devenguen los respectivos intereses; y, además, suprime la norma aprobada por el Senado en cuanto facultaba a la Superintendencia a aplicar una multa a beneficio fiscal en los casos que señalaba, por cuanto la Cámara trasladó a los artículos 31 y siguientes, toda la normativa relativa a la fiscalización de la Superintendencia, facultades, sanciones, procedimientos y multas. Es decir, las materias relacionadas con fiscalización y sanción, que el proyecto aprobado por el Senado contemplada en un nuevo inciso final al artículo 8°, con las modificaciones de la Cámara de Diputados son reguladas en forma orgánica en los artículos 32, 33 y 34, nuevos.


El Honorable Senador señor Novoa adelantó su abstención basado en que al otorgarse una línea de crédito en determinadas condiciones, la entidad financiera asume un compromiso, y puede, a su vez, estar tomando fondos a una tasa. Normalmente no debería presentarse problema alguno, pero también podría ocurrir que en momentos gran volatilidad de tasa, si, por ejemplo, una entidad financiera toma operaciones al 10% y compromete líneas de crédito al 12% o incluso con un diferencial o spread distinto, si la tasa baja al momento de hacer efectiva la línea de crédito podría ocasionar un problema. Desde otra perspectiva, hizo notar se exige a los bancos un calce entre las operaciones activas y pasivas, es decir, que los compromisos de los bancos e instituciones financieras sea a tasas equivalentes a aquéllas que aplican en lo que prestan. La norma de la Cámara de Diputados los obligaría a descalcarse, y desconoce qué efectos e impactos eso podría ocasionar.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que, entendiendo la línea argumental del Senador Novoa, es necesario tener presente que la hipótesis en la cual se sustenta la norma es haber infringido la tasa máxima, por lo que el banco o la institución financiera de que se trate deberá asumir el costo de no haber calzado adecuadamente su operación.


Al respecto, el Honorable Senador señor Novoa hace notar que el descalce se produce por el lapso que hay entre el momento que el cupo de la tarjeta de crédito o el uso la línea de crédito fue autorizado y el momento en que éstas fueron giradas. Sin perjuicio de lo anterior, hace presente que no dimensiona cuán relevante pueda ser como punto sistémico.


En respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Novoa sobre cómo es la práctica la materia de este debate, Rosario Celedón señaló que la práctica es precisamente lo que aprobó el Senado y que es complementada, en la misma línea, por la Cámara de Diputados, en el sentido que la tasa se fija al momento en que se hace el giro. Destaca que, en consecuencia, hay coherencia tanto respecto de lo que ocurre en la práctica como en la norma complementaria sancionada por la Cámara de Diputados respecto del artículo 6° ter.


Luego, el señor Gonzalo Carreño indicó que el Ministerio de Hacienda hizo un sondeo sobre la materia, y constató que existía mucha incertidumbre al respecto. En todo caso, se pudo observar que las instituciones usan el criterio recogido en el artículo 6° ter, tanto la banca como el retail. El fundamento de ello es que produce mayor incertidumbre al prestador aplicar para siempre la tasa del momento de la convención que aplicar la tasa del momento en que se hace el giro, porque incluso en períodos de gran volatilidad, el prestador puede protegerse con distintos mecanismos, como, por ejemplo, pactando una tasa flotante. Con las modificaciones que introduce el proyecto sobre esta materia introduciendo el artículo 6° ter, se otorga mayor certeza jurídica a una práctica que era la más extendida dentro del sistema. De este modo, la aprobación de la señalada norma no introducirá mayores alteraciones a la situación existente.


El Honorable Senador señor Novoa hace presente que la norma contenida en el artículo 6° ter sólo se aplica a las operaciones de tarjetas crédito, independiente de su monto. Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la Superintendencia está de acuerdo con la norma.


Po su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que esta norma debería ser conocida por la Comisión Mixta, porque es necesario que alguien tome una decisión en relación al momento en que se fija el interés, el banco o, en su caso, la institución financiera, o el titular de la tarjeta de crédito.


Sobre el particular, el señor Carreño hizo notar que el artículo 6 ter dispone que el momento es el devengo de los intereses, y la única regla, que no es pactable, es que rige la fecha vigente. Precisó que no debe existir duda en cuanto a que este momento no es el correspondiente al giro, porque es posible realizar muchas operaciones en tarjeta de crédito que no devengan intereses, particularmente aquéllas en la tarjeta es utilizada como medio de pago.


Luego, el Honorable Senador señor Novoa explicó que el sentido de la norma es que la TMC no se puede exceder en el momento de la convención ni en el momento del giro o el devengo de intereses, es decir, la norma pone un tope respecto de esas dos situaciones.  


Por su parte, la señora Rosario Celedón explicó que la intención del Ejecutivo respecto de esta materia se basa en que dado que el artículo 6 ter establece una norma especial para las tarjetas de crédito, respecto de cuyas operaciones la tasa a aplicar no es la momento de la convención sino que del momento que es usada. En tal sentido, la modificación en análisis al artículo 8° sólo buscar completar la norma en el misma línea, para guardar la debida coherencia tratándose de una norma de excepción. Así, la sanción a aplicar ante una infracción es consistente con lo aprobado respecto del artículo 6 ter, así la reducción de la tasa será a aquélla que regía al momento del devengo de intereses. Recordó que en el caso de las tarjetas de crédito, si el titular paga el total de lo utilizado oportunamente dentro del ciclo de pago no alcanza a ser una operación de crédito, sino que es sólo un instrumento de pago.


En una sesión posterior, el señor Gonzalo Carreño reiteró que el único sentido de la modificación aprobada por la Cámara de Diputados es incorporar en la lógica del artículo 8° de la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, la nueva normativa contemplada en el artículo 6° ter respecto de las tarjetas de crédito tanto bancarias como no bancarias. En la línea de lo dispuesto en la norma actualmente vigente, se tendrá por no escrito todo pacto de intereses que exceda el máximo convencional, y en el caso las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter, es decir, créditos que se originen en la utilización de tarjetas de crédito mediante una línea de crédito previamente pactada, los intereses se reducirán al interés corriente que rija al momento en que se devenguen los respectivos intereses.


Por su parte, el señor Salvador Valdés, en la misma línea de lo señalado por el señor Carreño, hizo presente que la modificación en debate sólo corrige una omisión que hubo en el primer trámite respecto de este punto, en el sentido que ls norma del 6° ter debía tener una coordinación con el artículo 8° de la ley vigente.


El Honorable Senador señor Pérez Varela destacó que la norma del artículo 6° ter es muy clara al respecto, por cuanto establece que la TMC “corresponderá a aquella vigente al momento a partir del cual se devengan los respectivos intereses”. Hizo notar que la Cámara agregó una norma relativa a las líneas de crédito que acceden a una cuenta corriente bancaria, pero no dispuso respecto de éstas una sanción similar a la que añade la modificación signada con el número 5), referida al artículo 8° de la ley vigente porque está referida únicamente a las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter, y no a las inciso final del mismo artículo.


Si bien hubo consenso en el aceptar el fondo de la modificación, a proposición de los Honorables Senadores señores Tuma y Zaldívar, la Comisión estimo conveniente hacer una modificación en la redacción, en el sentido de precisar que la reducción al interés corriente que rija al momento en que se devenguen los respectivos intereses es “en el caso” de las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter.


Al respecto, hubo acuerdo de dejar constancia en el informe que éste es el único motivo por el cual la Comisión propone al Senado rechazar la modificación de la Cámara de Diputados.


--Puesta en votación la modificación al N° 5 del artículo 1°, referido artículo 8° de la ley N° 18.010, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar. (Rechazada: Unanimidad; 5x0).
_________________

Número 7)


Esta disposición está referida al artículo 30 de la ley N° 18.010, que fija reglas relativas operaciones de dinero que contengan cláusulas de aceleración.


Al respecto, el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“7) Agrégase, en el artículo 30, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto: 


“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea inferior a doscientas unidades de fomento no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos treinta días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá como no escrito.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha reemplazado por el siguiente:


“7) Agrégase, en el artículo 30, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea igual o inferior a dos mil unidades de fomento no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos noventa días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá como no escrito.”.”.


En discusión, el señor Coordinador de Políticas Macroeconómicas del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, explicó que la modificación aprobada por la Cámara en esta materia se originó en una indicación parlamentaria y que amplía considerablemente el plazo durante el cual no se pueden hacer efectivas las cláusulas de aceleración de créditos morosos, toda vez que extiende de 30 a 90 días el plazo aprobado por el Senado y se amplía el espectro de operaciones sujetas a esta restricción desde 200 UF a 2.000 UF.


Señaló que la SBIF ha manifestado su opinión técnica señalando que el plazo debe ser entre 30 y 60 días desde la mora, para que no se vea afectada: la recuperación del crédito; el comportamiento de pago de los deudores y, en general, la solvencia del sistema.


Asimismo, aumentar a 2.000 UF el límite puede afectar a oferentes de crédito en la cartera hipotecaria.


Por lo anteriormente expuesto, indicó que el Ejecutivo recomienda rechazar la propuesta y modificar el artículo en la Comisión Mixta.


Por su parte el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que los proyectos de ley que sustituyen el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de activos de empresas y personas aborda una parte de esta materia, aumentando de 90 a 120 días corridos el plazo en el que una persona deudora podrá someterse a un procedimiento concursal de renegociación si tuviere dos o más obligaciones, actualmente exigibles, provenientes de obligaciones diversas, cuyo monto total sea superior a 80 unidades de fomento, junto a otros requisitos.


Respecto de la modificación aprobada por la Cámara de Diputados de aumentar el plazo de 30 a 90 días corridos puede producir efectos muy negativos, entre otros, respecto del propio endeudamiento de la gente. Considera que un plazo de 90 días corridos es demasiado y que es necesario reducirlo. 


Tampoco se mostró partidario de aumentar el monto de 200 a 2.000 unidades de fomento, porque cambia el sentido de la disposición, que es favorecer a pequeños deudores.


--Puesta en votación la modificación al N° 7 del artículo 1°, fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, y Zaldívar, y una abstención, correspondiente al Honorable Senador señor Tuma. (Rechazada: Mayoría; 3x1 abstención).
_____________


Número 8)


El Senado aprobó la siguiente disposición:


“8) Insértanse los siguientes artículos 31 y 32:


“Artículo 31.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley respecto de los bancos y de aquellas instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva aquéllas que, habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional durante el año calendario anterior, determine un decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y visado por el Ministerio de Economía. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales. Dichas instituciones estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y se regirán por las normas que sean impartidas por dicha Superintendencia en cuanto al cumplimiento de lo establecido en esta ley.


Para efectos de confeccionar estadísticas y estudios, la Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional fijado por esta ley, mediando un período no inferior a tres meses entre cada solicitud. Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, cualquier institución que preste servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero y diferentes de tal operación. Para estos efectos, la Superintendencia deberá informar a las instituciones solicitadas los requisitos de entrega de dicha información, y en caso de incumplimientos en la oportunidad y calidad de la entrega, podrá aplicar multas de hasta cinco mil unidades de fomento a dichas instituciones, por cada infracción. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.


Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.


La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N° 19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos, los datos deberán entregarse siempre disociados de los titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.


El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el inciso primero.


La Superintendencia, así como sus funcionarios y toda otra persona que haya tenido acceso a la información a que se refiere este artículo deberán ceñirse a las obligaciones que establece el Título XVI de la Ley General de Bancos.


Artículo 32.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro, que hagan referencia a tasas de interés corriente, interés máximo convencional o a tasas de interés máximo convencional, se entenderá que hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.”.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones:





1.- Ha reemplazado el encabezado del número por el siguiente:


“8) Incorpóranse los siguientes artículos 31, 32, 33, 34, 35 y 36:”.


2.- Ha sustituido el nuevo artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, aquéllas que habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, durante el año calendario anterior, cumplan con las condiciones y requisitos que se establezcan mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales de operaciones de crédito de dinero inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales, sin perjuicio de que a su respecto establezca que dichos montos globales deban ser determinados para conjuntos de personas relacionadas, según este término es definido en el artículo 100 de la ley N°18.045. Las señaladas instituciones estarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, exclusivamente en lo que se refiere al cumplimiento de lo dispuesto en esta ley y solamente en relación a las operaciones a que se refieren los artículo 6° bis y 6° ter, y de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero de este artículo. Ello, sin perjuicio de las demás funciones y facultades que otras disposiciones de esta ley otorgan a la mencionada Superintendencia.


La Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional de acuerdo a las disposiciones de esta ley, con las periodicidades y en los formatos que determine mediante norma de carácter general, pudiendo distinguir entre tipos de instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, la institución cuando presta servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero o diferentes de tal operación. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.


Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis y 6° ter. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos sujetas a las disposiciones del presente artículo, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.


La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N°19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos, los datos deberán entregarse siempre disociados de los Titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N°19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso. La Superintendencia confeccionará anualmente la nómina de las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que quedarán sujetas a lo dispuesto en este artículo durante el año calendario siguiente, y notificará a cada una de dichas instituciones de la circunstancia de estar incluidas en dicha nómina antes del 30 de julio de cada año.


Los funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y toda otra persona que, con ocasión de lo dispuesto en la presente ley, haya tenido acceso a la información a que se refiere el presente artículo, deberán mantener absoluta reserva de la misma y no podrán darla a conocer a terceros ni aún después de haber cesado en sus cargos. La infracción a esta prohibición será sancionada con la pena señalada en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.


3.- Ha intercalado, a continuación del artículo 31, los siguientes artículos 32, 33, 34 y 35 nuevos, pasando el actual artículo 32, a ser 36:


“Artículo 32.- La Superintendencia deberá adoptar las medidas de organización interna necesarias para cautelar la reserva y controlar el adecuado uso de la información recabada de conformidad con lo dispuesto en el artículo precedente.


Artículo 33.- Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de esta ley y en el artículo 472 del Código Penal, las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que incurrieren en infracción a lo dispuesto en la presente ley, con relación a las operaciones a que se refieren los artículos 6° bis o 6° ter; o el artículo 31 de la misma o de las normas que la Superintendencia emita en cumplimiento de dichas disposiciones, podrán ser objeto por parte de ésta, de una o más de las siguientes sanciones:


1) Amonestación o censura.


2) Multa a beneficio fiscal de hasta 5.000 unidades de fomento. En el caso de tratarse de infracciones reiteradas de la misma naturaleza, podrá aplicarse una multa de hasta cinco veces el monto antes expresado.


El monto específico de la multa a que se refiere el número 2) se determinará apreciando fundadamente la gravedad y consecuencias del hecho, el capital involucrado en las operaciones respectivas y si el infractor hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en los últimos 12 meses. Esta circunstancia no se tomará en cuenta en aquellos casos en que la reiteración haya determinado por sí sola el aumento del monto de la multa básica.


Previamente a aplicar alguna de las sanciones establecidas en este artículo, la Superintendencia requerirá un informe de la entidad involucrada, a la cual, además, podrá solicitar la remisión de los antecedentes que estime pertinentes respecto del hecho u operaciones de que se trata. Para ello, establecerá un plazo máximo de 20 días hábiles, quedando facultada para imponer la respectiva sanción en caso de no recibir los antecedentes requeridos en tiempo y forma.


Artículo 34.- La entidad afectada podrá reclamar de la aplicación de la multa establecida en el numeral 2) del artículo anterior o de su monto ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde que la Superintendencia notifique su resolución mediante el envío de carta certificada.


Una vez presentada la reclamación, la Corte dará traslado al Superintendente por diez días hábiles y, evacuado dicho trámite o acusada la correspondiente rebeldía, la Corte dictará sentencia sin ulterior recurso.


Luego de ejecutoriada la sentencia de la Corte, en el caso de que ésta confirme la sanción aplicada, o transcurrido el plazo del inciso primero sin que la entidad afectada efectúe la reclamación pertinente, deberá procederse al entero de la multa en la Tesorería General de la República.


Si la multa no fuere pagada, la Superintendencia podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado de letras en lo civil competente, acompañando copia de la resolución que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá por sí sola mérito ejecutivo.


Artículo 35.- La Superintendencia no podrá iniciar un proceso destinado a aplicar multa a un infractor luego de un año de ocurrido el hecho u omisión o celebrada la operación de que se trate.


La acción de cobro de la multa prescribe en el plazo de un año, contado desde que se hizo exigible.”.

_________


En discusión, la Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señora Rosario Celedón, se refirió, en primer término, a la modificación de la Cámara que sustituye el artículo 31, nuevo, de la ley N°18.010. Indicó que la nueva disposición establece que la SBIF debe confeccionar la nómina de instituciones colocadoras de fondos de manera masiva de acuerdo a lo que haya dispuesto el decreto del inciso primero como umbral para su calificación. Asimismo, precisa el tipo penal aplicable en caso de infracción al deber de reserva de información a que está sujeto el personal de SBIF y toda otra persona que hubiere accedido a esta información. 


Destacó los mayores cambios en relación al artículo 31 aprobado por el Senado, en cuanto a que, en primer trámite, la disposición establecía se haría conforme a las normas que impartiera la SBIF, pero en la Cámara ese criterio cambió por otro según el cual las facultades de la SBIF en materia de fiscalización deben quedar especificadas en la propia ley. Así, el artículo 31 aprobado por la Cámara precisa que la fiscalización recaerá sobre las operaciones especificadas en los artículos 6° bis y 6° ter, además de lo dispuesto en los artículos 2° y 3°.


Asimismo, destacó que la Cámara cambió la norma relativa a la reserva que deben observar los funcionarios de la SBIF respecto a la información a la que hayan tenido acceso, en el sentido que el Senado lo refería al Título XVI de la Ley General de Bancos, mientras que la Cámara junto con precisar en esta misma ley el contenido de tal deber de reserva también hace aplicable a los funcionarios de la SBIF tipos penales en que puede incurrir cualquier funcionario público que no cumple con esta prohibición.


Respecto los artículos 32, 33, 34 y 35, nuevos, que la Cámara de Diputados introduce en la ley N°18.010, señaló que, en general, establecen un marco regulatorio de la forma como podrá fiscalizar la SBIF. En tal contexto se consideró necesario precisar sobre la obligación de todas las instituciones colocadoras de crédito  de dinero de manera masiva de reportar a la SBIF, para lo cual el proyecto dispone que la información que entregarán tales instituciones será usada sólo para las siguientes tres finalidades: para fiscalización de la tasa máxima convencional (TMC); para cómputo de la tasa de interés corriente (TIC), y para compendio y estadísticas. Lo anterior sin perjuicio del intercambio de información entre SBIF y el SERNAC.


Complementando lo anteriormente expuesto, destacó lo siguiente:


-El nuevo artículo 32 obliga a SBIF a disponer de mecanismos apropiados de resguardo de la información considerando mayores facultades que le confiere el artículo 31 para recabar información de los otorgantes de crédito.


-Por su parte, los nuevos artículos 33, 34 y 35 regulan en forma orgánica las sanciones que puede aplicar la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, SBIF, en caso de infracción de ley N° 18.010 y procedimiento sancionatorio aplicable, así como los mecanismos de reclamación de las resoluciones administrativas emanadas por dicha Superintendencia en este contexto, y de la prescripción de las infracciones y de las sanciones.


Particularmente en relación al artículo 33 señaló que, a diferencia de la norma aprobada en su oportunidad por el Senado que establecía como sanción única una multa a beneficio fiscal, la Cámara establece una escala de sanciones: amonestación, censura y multa. Ello, en aras de replicar la norma correspondiente que contiene la ley de bancos.


Por su parte, el artículo 34 consagra un recurso de reclamación, que fue informado desfavorablemente por la Excelentísima Corte Suprema.


Finalmente, el artículo 35 consagra una norma especial en materia de prescripción para que la SBIF inicie un proceso destinado a aplicar una multa respecto de infracciones a esta ley.


Destacó que estas materias fueron planteadas en la Cámara de Diputados por el Ejecutivo vía indicaciones presentadas por S. E. el Presidente de la República y que, para tal efecto, el Ministerio trabajó en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma indicó que, en general, está de acuerdo con las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados en relación a la incorporación de los artículos 31 a 35.


No obstante lo anterior, solicitó a representantes del Ejecutivo precisar el sentido y alcance del artículo 31, particularmente en lo relativo en los flujos de la información que recibe y entrega la SBIF. Estaría de acuerdo que la SBIF reciba información detallada en cuanto debe cumplir un rol fiscalizador respecto del cumplimiento de las normas sobre tasa máxima convencional, pero quiere dejar especial constancia que tal flujo de información es hacia la SBIF y que en caso alguno ésta podría entregarla sin vulnerar la ley sobre protección de datos personales. Respecto de esto último, la entrega de la información debe ser siempre global y agregada. 


Relacionado con lo anterior, hizo presente su aprensión en cuanto a la interpretación que la Ley General de Bancos en esta materia no se vería afectada por la Ley de Protección de Datos Personales, lo que iría en contra del ánimo de este proyecto en cuanto ir en protección de los consumidores, en este caso, los consumidores de operaciones de crédito de dinero, en todos sus aspectos.


Al respecto, el señor Salvador Valdés indicó es necesario distinguir el ámbito en el cual la información es utilizada. Así, en todo lo relativo a la función fiscalizadora de la SBIF, la información necesariamente debe ser individual porque potencialmente una infracción puede ocurrir en una sola operación y cometida por una institución en particular. Luego, la ley debe otorgar a la SBIF instrumentos que le permitan llegar al caso individual.


En la misma línea, la señora Rosario Celedón precisó que, efectivamente, en el ámbito de la fiscalización es indispensable que la SBIF reciba información de cada una de las operaciones de crédito de dinero de parte de todas las instituciones. Esta vía es la única que le permitirá fiscalizar en cada operación en particular si la tasa que se cobra no supera el interés máxima convencional (TMC).


Continuando con su explicación, indicó que en cuanto a la información que puede salir de la SBIF, el proyecto dispone que ésta siempre tendrá el carácter de información agregada. Uno de estos flujos de información que emanan de la Superintendencia es por medio de la elaboración de estadísticas, que contiene sólo información agregada.  Otro flujo de información hacia afuera es el que se generará en el intercambio de información entre la SBIF y el SERNAC, respecto del cual el proyecto establece expresamente que “los datos deberán entregarse siempre disociados de los titulares a que dichos dato se refiere y con pleno respeto a lo establecido en el ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada”.


Luego, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Zaldívar señalaron que si bien entienden el punto planteado por el Honorable Senador señor Tuma, consideran que el proyecto aborda y resuelve bien la materia sobre el manejo de la información. Destacaron también la responsabilidad que recae en los funcionarios de la Superintendencia, quienes deben mantener absoluta reserva de la información a que hayan tenido acceso, aún después de haber cesado en sus cargos, y que, en tal sentido, les son aplicables los artículos 246 y 247 del Código Penal.


En relación al artículo 34, que crea un recurso de reclamación, la Comisión tuvo presente un informe de la Excelentísima Corte Suprema, remitido por oficio N 37-2013, que en la parte pertinente señala lo siguiente:


“Tercero: Que el conflicto que podría producirse con motivo de la aplicación de una multa por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras daría lugar a un nuevo contencioso administrativo, que se judicializa a través de un recurso de reclamación de competencia, en única instancia, de la Corte de Santiago y referida a una cuestión que deriva del incumplimiento de las normas previstas en determinadas disposiciones de la N° 18.010.


La situación anterior ha sido siempre objetada por este Tribunal en consideración a la multiplicidad de asuntos administrativos que se judicializan a nivel de tribunales superiores de justicia, cuando lo razonable es que ello ocurra, a través de un debido proceso, en sede de jueces de letras con competencia en materia civil.


Cuarto: Que, no obstante lo antes expresado, en el presente caso la situación resulta aún más compleja y contradictoria, puesto que la Ley General de Bancos, en lo que dice relación con la aplicación de las multas, contempla un procedimiento de reclamación en el artículo 22.


En efecto, dispone este precepto que todas las multas que las leyes establecen que corresponda aplicar a la Superintendencia serán impuestas administrativamente por el Superintendente al infractor y deberán ser pagadas dentro del plazo de diez días contado desde que se comunique la resolución respectiva. En seguida la norma señala que “el afectado podrá reclamar ante la Corte de Apelación correspondiente al domicilio de la expresa, salvo que ella tenga oficina en Santiago, caso en el cual será competente la Corte de Apelaciones de Santiago”. En lo que se refiere al procedimiento, es casi idéntico al que se propone en el proyecto.


De esta forma, la situación del reclamo contra la multa o su monto que se dispone en el proyecto en consulta, desde el punto de vista de la competencia y procedimiento, estaba absolutamente resuelta en el aludido citado artículo 22 de la Ley General de Bancos y, por lo tanto, una nueva regulación resulta absolutamente ociosa.


En estas condiciones, estima la Corte Suprema que no se justifica la regulación jurisdiccional y procedimental propuesta, por encontrarse expresamente la cuestión en la ley.”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que este asunto debería ser analizado por la Comisión Mixta, para tener presente lo manifestado por la Excelentísima Corte Suprema en su informe. Destacó especialmente que no es posible recargar a la Corte de Apelaciones de Santiago como único tribunal competente, lo que se aparta de la regla general en materia competencia, la cual se funda en el lugar en que se comete la infracción. También señaló que correspondía adecuar la disposición a lo establecido sobre el particular en la Ley General de Bancos, para que exista armonía en cuanto a enfrentar y resolver una situación equivalente.


Respecto del artículo 35, los Honorables Senadores señores García y Tuma señalaron estar en desacuerdo con  que la prescripción de corto plazo que contempla el inciso primero, que impide a la Superintendencia iniciar un proceso destinado a aplicar una multa a un infractor luego de un año de ocurrido el hecho u omisión o celebrada la operación de que se trate.


Al respecto, el Honorable Senador señor García indicó que le parecía un plazo extremadamente limitado y que podría generar situaciones muy injustas si la infracción es descubierta después de transcurrido un año, plazo que estima del todo insuficiente dado la complejidad de la materia de que se trata. Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma indicó que consagrar una norma especial que otorga un verdadero privilegio a los bancos e instituciones financieras es totalmente contradictorio con el objetivo principal del proyecto cual es la protección de los consumidores en materia de operaciones de crédito de dinero, por lo que propone suprimirla y que rija al respecto la norma general. 


En el mismo sentido se manifestó el Honorable Senador señor Zaldívar señalando que esta norma debía ser analizada con mayor profundidad y detención en la Comisión Mixta, instancia en cual propondrá replicar las normas de la Ley General de Bancos sobre esta materia, que contempla un plazo de prescripción de 3 años.


--Puestas en votación las modificaciones 1.- 2.- y 3.- al N° 8 del artículo 1° del proyecto aprobado por el Senado, se obtuvo el siguiente resultado:


La número 1.- fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar. (Rechazada: Unanimidad, 4x0);


La número 2.- fue aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar (Aprobada: Unanimidad, 4x0).


En relación a la número 3.-: 


-Fue aprobada en cuanto a los artículos 32 y 33, nuevos, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar (Aprobada: Unanimidad, 4x0), 


-Fue rechazada en relación a los artículos 34 y 35, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar. (Rechazada: Unanimidad, 4x0).

Artículo 32


Ha pasado a ser artículo 36, sin modificaciones.”.


--Fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar (Rechazado: Unanimidad, 4x0).
Artículo 3°


El artículo 3° del Senado introdujo modificaciones en la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.

N 1)


Respecto del artículo 37 de la señalada ley, referido operaciones de consumo en que se conceda crédito directo a consumidor, el Senado aprobó las siguientes modificaciones:

Letra a)


“a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“No podrá cobrarse, por concepto de gastos de cobranza extrajudicial, cualesquiera sean la naturaleza de las gestiones, el número, frecuencia y costos en que efectivamente se haya incurrido, incluidos honorarios de profesionales, cantidades que excedan de los porcentajes que a continuación se indican, aplicados sobre el capital adeudado a la fecha del atraso, conforme a la siguiente escala progresiva: en obligaciones de hasta diez unidades de fomento, 9%; por la parte que exceda de diez y hasta cincuenta unidades de fomento, 6%, y por la parte que exceda de cincuenta unidades de fomento, 3%. Los porcentajes indicados se aplicarán transcurridos los primeros veinte días de atraso, y por una sola vez, mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad. En ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial podrán devengar un interés superior al corriente ni se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados reemplazó en el literal a), la frase “capital adeudado a la fecha del atraso”, por la siguiente: “monto de la deuda vencida a la fecha del atraso a cuyo cobro se procede”, y la frase “por una sola vez, mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad” por la siguiente: “no corresponderá su imputación respecto de saldos de capital insoluto del monto moroso o de cuotas vencidas que ya hubieren sido objeto de la aplicación de los referidos porcentajes”.

Letra b)


El Senado intercaló en el artículo 37 de la ley N° 19.496, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:


“El proveedor del crédito deberá realizar siempre a lo menos una gestión que garantice el debido y oportuno conocimiento del deudor sobre la mora o retraso en el cumplimiento de sus obligaciones, dentro de los primeros quince días siguientes a cada vencimiento impago. Si el proveedor no realizara dicha gestión, la cantidad máxima que podrá cobrar por los gastos de cobranza extrajudicial indicados en el inciso anterior, se reducirá en 0,2 unidades de fomento.”.


Por su parte, la Cámara introdujo las siguientes modificaciones:


“2.- Ha reemplazado, en el literal b), la expresión “que garantice”, por la siguiente: “útil, sin cargo para el deudor, cuyo fin sea”.


3.- Ha intercalado, en el literal b), entre la frase “no realizara oportunamente dicha gestión” y la coma (,) que le sigue, las siguientes expresiones: “dentro del referido plazo” y entre las palabras “extrajudicial” e “indicados”, la expresión “efectivamente incurridos”.”.


En discusión, la Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señora Rosario Calderón explicó los objetivos de las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados en relación al artículo 3° del proyecto, que introduce diversas modificaciones al artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:


-La N° 1 precisa que los porcentajes límites de los cobros por cobranza extrajudicial se calculan sobre la deuda efectiva a la fecha del atraso, y no sobre el capital originalmente convenido en la operación crediticia o en el capital más los intereses no devengados aún. 


También precisa que el cobro único de los gastos de cobranza que establecía el texto aprobado por el Senado, se refiere a que un mismo monto no puede ser objeto de aplicación de cobro por gastos de cobranza, más de una vez.


-Por su parte, en los N° 2 y N° 3 se complementa la redacción del artículo para explicitar que debe tratarse de una gestión útil, sin cargo al deudor y la procedencia de rebaja de los gastos máximos de cobranza que puede aplicar el acreedor en caso que dicha gestión no sea realizada oportunamente.


--Puesta en votación la modificación N° 1- (1.-, 2.- y 3.-) al artículo 3° del proyecto aprobado por el Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar (Aprobada: Unanimidad, 4x0).
____________

Número 2)


Está referido al artículo 39 de la ley N° 19.496, sobre protección de derechos de los consumidores, que dispone lo siguiente:


“Artículo 39.- Cometerán infracción a la presente ley, los proveedores que cobren intereses por sobre el interés máximo convencional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010, sin perjuicio de la sanción civil que se contempla en el artículo 8º de la misma ley.”.


El Senador eliminó la expresión “el artículo 6º de”.


Por su parte, la Cámara de Diputados agregó, después del punto final (.) que pasa a ser coma (,) lo siguiente: “y agrégase la siguiente frase a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto y coma (;): “y la sanción penal que resulte pertinente.”.”.


--Puesta en votación la modificación N° 2-  al artículo 3° del proyecto aprobado por el Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar (Aprobada: Unanimidad, 4x0).
_____________________

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


A continuación, vuestra Comisión de Economía procedió a conocer las modificaciones de la Cámara de Diputados a los artículos transitorios. 


Las referidas modificaciones son las siguientes:

AL ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


En primer trámite el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo primero.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N° 18.010, en el Código Tributario contenido en el decreto ley N° 830, del Ministerio de Hacienda, de 1974 y en la ley N° 19.496 se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, a contar del primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.”.

Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo primero.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N°18.010, en el decreto ley N°830, de 1974, y en la ley N°19.496, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.


Representantes del Ejecutivos señalaron que el nuevo texto aprobado por la Cámara explicita que la entrada en aplicación de la ley rige a contar de su publicación, pero respetando la vigencia del período mensual de tasas vigentes que pudiera estar en curso.

AL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


En primer trámite el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- La fiscalización del cumplimiento de la ley N° 18.010 respecto a las instituciones identificadas en el artículo 31 que no son bancos se aplicará a contar del primer lunes del séptimo mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo segundo.- Las instituciones identificadas en el artículo 31 de esta ley que no son bancos estarán obligadas a informar a la Superintendencia de las operaciones que efectúen sujetas a interés máximo convencional para efectos del cálculo de la tasa de interés corriente, según lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N°18.010, a contar del quinto mes siguiente al de la fecha de publicación de esta ley.


La fiscalización del cumplimiento de la ley N°18.010, respecto de las instituciones identificadas en el citado artículo 31, que no son bancos, se realizará a partir del primer lunes del séptimo mes siguiente al de la fecha de la publicación en el Diario Oficial de esta ley.”.


Representantes del Ejecutivo señalaron que este artículo se refiere a la obligación de reporte y fiscalización de los oferentes de crédito distintos de bancos. El inciso primero fija como plazo para dichas instituciones para comenzar a informar sus operaciones a SBIF, el 5° mes contado desde la publicación de la ley. Por su parte, el inciso segundo establece que la fiscalización de dichas entidades  comenzará a partir del séptimo mes contado desde la publicación de la ley.

AL ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO


En primer trámite el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo cuarto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° bis de la ley N° 18.010 será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el referido artículo del modo siguiente:

i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual.


ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.


Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el mencionado artículo 6° bis será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de dos semanas.


Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio, para cada uno de estos períodos de doce semanas.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el término aditivo asignado al segundo período de doce semanas posterior a la publicación de esta ley será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida definida en el inciso primero de este artículo para el respectivo segmento y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte para un segmento inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad al artículo 6° bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.”.

_________


Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° bis de la ley N°18.010 será la tasa de interés máxima convencional vigente en el momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el artículo 6° bis de la ley N°18.010 del modo siguiente:


i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual.


ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.


Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el artículo 6° bis de la ley N°18.010, será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de cuatro semanas.


El término aditivo asignado al segundo período de doce semanas posterior a la publicación de esta ley será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida, definida en el primer inciso de este artículo para el respectivo segmento, y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, el término aditivo de cada segmento se determinará deduciendo del término aditivo que haya regido en el período anterior, para el mismo segmento, el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual por el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte, para un segmento, inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad artículo 6° bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.”.


Representantes del Ejecutivo destacaron que en consistencia con artículo 6°, se adecúa la periodicidad de ajuste de la TMC desde 2 semanas a cada 4 semanas, manteniéndose el plazo total de transición aprobado en el Senado.

AL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO


En primer trámite el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


Artículo quinto.- El factor de protección ante contracciones del crédito, definido para cada período de doce semanas, a que se refiere el artículo cuarto transitorio, no podrá exceder de la unidad, y será la cifra mayor entre cero y la proporción obtenida dividiendo un numerador único para todos los segmentos por un denominador único. 


El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° bis de la ley N° 18.010, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por dicho artículo y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones identificadas por el artículo 6° bis realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° bis. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.


La proporción indicada en el primer inciso podrá obtenerse aplicando la siguiente fórmula:
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, donde
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 proporción obtenida para el período t de doce semanas;
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= monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas inmediatamente anteriores a la semana anterior al período t de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones identificadas por el artículo 6° bis y cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por el citado artículo 6° bis, y
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 monto de referencia, definido en el inciso segundo de este artículo.

__________


Por su parte, la Cámara de Diputados ha reemplazado su inciso segundo por el siguiente:


“El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal, en unidades de fomento, registrado para el conjunto de las operaciones de crédito de dinero afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas por el artículo 6° bis de la ley N°18.010, realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente para las operaciones identificadas por el señalado artículo, y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal, en unidades de fomento, registrado para el conjunto de las operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas en el mismo artículo 6° bis de la ley N°18.010, realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio de esta ley, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones identificadas por el referido artículo. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.”.


Representantes del Ejecutivo señalaron que la Cámara introdujo modificaciones de redacción meramente formales al inciso segundo del artículo quinto transitorio.

° ° °

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO, NUEVO


La Cámara de Diputados ha incorporado el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo, pasando el actual sexto transitorio a ser séptimo transitorio, sin enmiendas:


“Artículo sexto.- A contar de la fecha de publicación de esta ley, y simultáneamente con la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de su artículo cuarto transitorio, la Superintendencia deberá incluir las operaciones de tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de las tasas de interés corriente previsto en el artículo 6° de la ley N°18.010. Lo anterior, sin perjuicio de todas las facultades que dicho artículo concede a la Superintendencia en la determinación de las tasas de interés corriente.”.


Sobre esta nueva disposición, representantes del Ejecutivo señalaron que establece que en la primera fijación de tasas posterior a la entrada en vigencia de la ley, la SBIF debe incorporar en el cálculo de las tasas de interés corriente a las operaciones realizadas por medio de tarjetas de crédito bancarias. 


También se relaciona con el nuevo inciso final del artículo 6° bis, incorporado por la Cámara de Diputados y que la Comisión de Economía propone rechazar para efectos de mejorar su redacción, que establece que al incorporarse las tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de la TIC 200-5.000 UF, los términos aditivos aplicables a operaciones inferiores a 200 UF deben rebajarse en un punto porcentual.

° ° °


El artículo sexto transitorio pasa a ser artículo séptimo transitorio, sin modificaciones.

° ° °

ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO, NUEVO


La Cámara de Diputados ha incorporado el siguiente artículo octavo transitorio:


“Artículo octavo.- La tasa máxima para las operaciones de crédito amparadas en un convenio o que correspondan a un descuento legal en el marco de la ley N°18.833 y a que se refiere esta ley, entrarán en vigencia a contar del primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación del interés promedio ponderado por montos para las operaciones que estén amparadas por un convenio a que se refiere el inciso quinto del artículo 6° bis que se incorpora en la ley N°18.010 mediante la presente ley.


La tasa de interés para dicho período corresponderá a la tasa de interés corriente vigente para las operaciones no reajustables en moneda nacional noventa días o más, inferiores o iguales al equivalente a 200 unidades de fomento, disminuida en 7 puntos para ambos segmentos a que se refiere el referido inciso quinto del artículo 6° bis.


Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor o que correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto del artículo 6° bis aludido, será la tasa vigente para estas operaciones disminuida en 2 puntos. Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, la tasa de interés será la tasa vigente para este segmento de operaciones disminuida en 2 puntos.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo al presente artículo para el segmento de operaciones efectuadas al amparo de convenios, o correspondan a descuento legal al amparo de la ley N°18.833, resulte inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad al artículo 6° bis de la ley N°18.010 para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor, o correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto del mencionado artículo 6° bis, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.”.”.


Representantes del Ejecutivo indicaron que por medio de una indicación parlamentaria se incorporó en la Cámara este nuevo artículo transitorio que dispone: (i) una entrada en vigencia específica para los términos aditivos especiales que se establecieron para las operaciones con descuento por planilla; (ii) una rebaja inicial de 7 puntos porcentuales para los términos aditivos especiales de las operaciones que gozan de descuento por planilla; (iii) un mecanismo escalonado para la total entrada en régimen de los términos aditivos especiales de las operaciones con descuento por planilla. 


Agregaron que la posición del Ejecutivo es recomendar el rechazo de estas modificaciones y abordar esta materia en el contexto de la discusión de las mociones parlamentarias actualmente en trámite referidas a descuento por planilla (Boletines N° 6991-13 y 7092-13). Hicieron presente, además, que tal materia no es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

°°°


Vuestra Comisión de Economía acordó debatir en su conjunto las modificaciones a los artículos transitorios, dado lo relacionadas que están una de otras y por la coherencia que deben guardar con el texto permanente.


En discusión, el señor Valdés indicó que el sentido de las modificaciones a los artículos transitorios es coordinar de mejor manera la puesta en marcha de la ley. 


Así, el proyecto primitivo consideraba respecto de su entrada en vigencia “el primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley”. Lo anterior, como fecha para la entrada en vigencia de las modificaciones en la ley N° 18.010, en el Código Tributario contenido en el decreto ley N° 830, del Ministerio de Hacienda, de 1974 y en la ley N° 19.496, respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan. 


Pero tal fecha no resulta del todo coherente con otras disposiciones transitorias que disponían la reducción en etapas del término aditivo. Luego, el plazo de tres meses para su entrada en vigencia no encajaba correctamente con el procedimiento de rebaja del término aditivo. Fue así como se estimó necesario hacer cambios tendientes a coordinar adecuadamente los distintos artículos transitorios.


En ese entendido el artículo primero transitorio aprobado por la Cámara de Diputados, y que sustituye el del Senado, señala como entrada en vigencia de esta ley la conclusión del período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Así, por ejemplo, si ya fue publicada la tasa convencional de junio y la ley es publicada a mediados del mismo mes, la entrada en vigencia tendrá que esperar que termine el período de aplicación de la tasa máxima antigua y una vez que ello ocurra comenzarán a aplicarse las modificaciones respecto a las nuevas operaciones, es decir, cuando termina la vigencia anterior. Así se evita que se produzca una descoordinación entre las tasas máximas que se rigen bajo la ley vigente y las tasas máximas que regirán una vez que entre en vigencia esta ley.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma manifestó estar de acuerdo con la explicación dada por el señor Valdés, en el sentido que la modificación de la Cámara es evitar que exista cualquier tipo de confusión en relación a cuál es la tasa de interés vigente. En función de lo anterior indicó que le parece más adecuado que la norma sobre la entrada en vigencia de la ley indique que la tasa de interés vigente a la fecha de publicación de la ley regirá hasta el primer día del mes siguiente. El tal sentido  hace un llamado a ordenar esta materia y que la periodicidad de las tasas sea mensual, en términos de mes calendario.


Sobre tal proposición el señor Valdés indicó que lo plazos que considera el proyecto de ley no son de meses sino que de 4 semanas, a diferencia de lo que ocurre actualmente en la ley vigente, que sí contempla períodos mensuales, aunque no necesariamente meses calendarios.


Por lo anteriormente expuesto, el señor Valdés indicó que la posición del Ejecutivo es que toda la materia de los artículos transitorios pase a la Comisión Mixta para que sea analizada en forma integral.


En el mismo sentido se manifestó del Subsecretario, señor Julio Dittborn, lo que fue recogido por la totalidad de los miembros presentes de la Comisión y procedieron a rechazar todas las modificaciones a las disposiciones transitorias.


--Puestas en votación la totalidad de las modificaciones de la Cámara de Diputados a los artículos transitorios del proyecto, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar (Rechazadas: Unanimidad, 4x0).
__________

PROPOSICIONES DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA


En mérito a los acuerdos antes señalados, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponer al Senado, adoptar los siguientes acuerdos respecto de las modificaciones de la Cámara de Diputados en relación los proyectos de ley sobre interés máximo convencional:

AL ARTÍCULO 1°

N°1


Rechazar el N° 1.- (Unanimidad; 5x0).

N° 3

Letra a)


Rechazar el 1.- (Unanimidad; 5x0); y aprobar los N°s 2.- y 3.- (Unanimidad 5x0).

Letra b)


Rechazar las modificaciones signadas con los N°s. 1.- y 2.- (Unanimidad; 5x0).

Letra c)


Rechazar la modificación. (Unanimidad; 5x0).

Letra e).


Rechazar la modificación. (Unanimidad; 5x0).

N° 4

Al Artículo 6° bis


-Rechazar la modificación signada con el número 1.-. (Unanimidad; 4x0). 


-Aprobar la modificación signada con el número 2.- (Unanimidad; 5x0). 


-Rechazar la modificación signada con el número 3.- (Unanimidad; 4x0). 

Al Artículo 6° ter


Aprobarla (Unanimidad; 5x0). 

N° 5


Rechazar la modificación. (Unanimidad; 4x0).

N° 7


Rechazar la modificación. (Mayoría; 3x1 abstención).

N° 8


-Rechazar la modificación signada con el número 1.- (Unanimidad; 4x0). 


-Aprobar la modificación signada con el número 2.- (Unanimidad; 4x0). 


-En relación a la modificación signada con el número 3.-: aprobarla respecto de intercalar los artículos 32 y 33, nuevos (Unanimidad; 4x0); y rechazarla respecto de intercalar los artículo 34 y 35, nuevos (Unanimidad; 4x0).

Artículo 32

Ha pasado a ser artículo 36, sin modificaciones-


Rechazarlo (Unanimidad; 4x0). 

AL ARTÍCULO 3°

N°1


Aprobar las modificación signadas con los número 1.-, 2.- y 3.- (Unanimidad; 4x0). 

N°2


Aprobarla (Unanimidad; 4x0). 

A LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Rechazar la totalidad de las modificaciones a las disposiciones transitorias (Unanimidad; 4x0).

______________


Acordado en sesiones de fechas 6, 8 Y 15 de mayo y 5 de junio del año en curso, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente) (Víctor Pérez Varela), Alberto Espina Otero, José García Ruminot, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.





Sala de la Comisión de Economía, a 10 de junio de 2013.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,

Abogado Secretario de Comisiones
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PONE TÉRMINO A LA EXISTENCIA LEGAL DE LA EMPRESA DE ABASTECIMIENTO DE ZONAS AISLADAS (EMAZA)

 (8786-27)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 17 de abril de 2013, pasando a la Comisión de Economía, y a la Comisión de Hacienda, en su caso.


El Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, con el carácter de “suma”. 


A la sesión en que la Comisión trató este proyecto concurrieron, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Félix De Vicente.


También asistieron, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Subsecretario, señor Tomás Flores; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Juan José Bouchon, y el Asesor Legislativo, señor Alejandro Arriagada.



- - - - - - - - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa apunta a poner término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, EMAZA, y dispone su liquidación.

- - - - - - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:


- Decreto con fuerza de ley Nº 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la empresa del Estado denominada “Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas”.


- Decreto ley N° 1.939, de 1977, que fija normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado.

B. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con que se dio inicio a la tramitación de este proyecto de ley da a conocer los siguientes antecedentes tomados en consideración para legislar sobre este tema.



Señala que la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, en adelante EMAZA, es una empresa del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de duración indefinida, que se relaciona con el Gobierno a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Creada por el decreto con fuerza de ley Nº 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, la empresa nació como consecuencia de la necesidad, a esa época, de permitir que  zonas aisladas de los principales centros de comercio y servicio del país, pudiesen contar con productos calificados como esenciales o de primera necesidad, dada la falta de proveedores particulares de los mismos.


Dicho objetivo fue cumplido por décadas de manera ininterrumpida. Sin embargo, esa necesidad actualmente ya no encuentra vigente, toda vez que esos requerimientos han venido siendo cubiertos crecientemente por  pequeños y medianos comerciantes, estableciendo en dichas zonas del país, locales comerciales o pequeño comercio, a través de los cuales suministran bienes y servicios a la población, los que se han constituido en una alternativa de abastecimiento para dichas zonas, junto con representar una fuente de empleos e ingresos insustituible para miles de familias chilenas que habitan esas zonas aisladas de nuestro territorio nacional. PYMES que se dedican a abastecer de bienes a la población, cumpliendo con la misma función confiada en los años 60 a EMAZA por el legislador.


La ley cuya derogación se propone, dispone que el objeto de la empresa es atender el abastecimiento de productos esenciales a la población en las comunas aisladas que no cuenten con proveedores particulares de dichos bienes, condición que en la actualidad, dadas las circunstancias imperantes en el comercio detallista a lo largo y ancho del país, ya no se cumple. En una sociedad más desarrollada y suficiente en la cual  existe el interés y la capacidad de pequeños y medianos comerciantes por proveer a la mayor cantidad de población posible de bienes, mucho más allá de los denominados esenciales, la operación de EMAZA quedó fuera de los límites legales que autorizaron su funcionamiento, resultando además, innecesaria. Más aun, su sola existencia la transforma en una competencia desleal, al constituirse en un obstáculo al desarrollo de estas actividades económicas emprendidas por comerciantes medianos y pequeños que abastecen las zonas aisladas del país, con lo que en los hechos, se excede el mandato legal que la creó, constituido por el exclusivo objeto de proveer de bienes esenciales a la población en comunas aisladas que no cuenten con proveedores particulares de dichos bienes. Al existir tales proveedores particulares, desaparece uno de los elementos esenciales de la autorización del legislador para que el Estado, a través de EMAZA, pueda desarrollar esta actividad empresarial, conforme al inciso segundo del N° 21 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. 


El Mensaje precisa que Isla de Pascua es la única zona en que aún EMAZA mantiene operaciones comerciales, y ahí tampoco se cumplen con las condiciones  dispuestas en su propia ley orgánica que le permitían operar, pues en la referida comuna existen numerosos proveedores particulares no sólo de productos esenciales, sino que de toda otra clase de bienes.


Concluye que por ello, resulta además de necesario y urgente, procedente y pertinente poner término a la actividad empresarial del Estado en este caso específico, al no existir las condiciones que justificaron su creación y fundamento de su objeto.


El Mensaje destaca un segundo punto a considerar. La ley exige a EMAZA el cumplimiento de una serie de obligaciones que minan gravemente su eficiencia y que distraen recursos necesarios para el Estado de Chile, sin que tengan relación con la extensión de su actividad.  En efecto, la Empresa está obligada por su ley orgánica a tener su domicilio en Santiago; a ser administrada por un Consejo compuesto por cinco integrantes, cuyos honorarios están establecidos en la referida ley; a contar con un Vicepresidente Ejecutivo remunerado, como así también con un Gerente General y un Jefe del Departamento Legal, también remunerados; a tener un Servicio de Bienestar; a disponer de personal y de antecedentes para los requerimientos de la Contraloría General de la República, en cuanto único ente autorizado para auditarla; a tener un sitio web permanentemente actualizado en que publiquen las obligaciones de información establecidas en la ley N° 20.285, sobre Acceso a la información Pública, a atender los requerimientos de otros entes públicos tales como la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Hacienda; a publicar anualmente sus balances en el Diario Oficial, entre otras.


Lo anterior provoca que el balance de la Empresa arroje pérdidas cada año, las cuales, por lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley Nº 274, de 1960, son cubiertas en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, con el consiguiente menoscabo del erario público. 


El Mensaje pone de relieve que se han hecho esfuerzos para mejorar la eficiencia en la utilización de los recursos de EMAZA, tales como el proyecto de racionalización y de mejoramiento de la gestión elaborado por el Ministerio de Economía, el Sistema de Empresas-SEP y la empresa, implementado a partir del año 2000, que determinó el proceso de cierre de los locales a raíz de la existencia de comercios particulares en las comunas donde estaba. EMAZA cerró los locales y transfirió a privados los almacenes de ventas, con excepción de Isla de Pascua que es atendida en forma directa por la empresa
. La ley Nº 20.219, por su parte, definió el destino de los funcionarios de EMAZA, lográndose disminuir la planta de personal, a objeto de irse adecuando a los actuales niveles de operación. 


Continúa señalando que estas iniciativas permitieron mejorar los horarios de atención al público consumidor, diversificar la oferta de productos, disminuir los costos de control y registros, disminuir la dotación de personal de la empresa y optimizar el uso de los recursos financieros fiscales, pero no han sido suficientes para poner término a su progresivo e irremediable deterioro financiero y patrimonial. Informa que  durante el 2013 se contempla un aporte equivalente a $ 189.691.000, de acuerdo a la ley N° 20.641, de Presupuestos del Sector Público para el año 2013.


Este déficit crónico de la empresa ha sido constatado periódicamente a través de las constantes auditorías practicadas por la Contraloría General de la República. En efecto, tal como se consigna en el Informe Final N° 9 de 2012, sobre Dictamen de Auditoria al 31 de diciembre de 2011, efectuada en la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, EMAZA, por el área de Empresas, de la División de Auditoria Administrativa del órgano de control, la Entidad registra pérdidas recurrentes en sus operaciones y tiene un déficit patrimonial y de capital de trabajo, lo que lleva a razonar a la Contraloría General de la República, que “existen dudas importantes con respecto a la capacidad para continuar como empresa en marcha”, y que “Los estados financieros no incluyen ningún ajuste que pudiera resultar de la resolución de esta incertidumbre.”. A mayor abundamiento, el referido informe de auditoría sostiene que la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas al 31 de diciembre de 2011, tiene la gestión directa de solo una agencia y/o punto de venta, correspondiente a la Sub Agencia de Isla de Pascua. Sin embargo, con fecha 27 de octubre de 2010, el Subsecretario de Bienes Nacionales solicito a EMAZA analizar la transferencia del inmueble de propiedad de la Empresa, ubicado en calle Atamu Tekena s/n de Isla de Pascua, con el objeto de dar cumplimiento a lo que habría sostenido el Vicepresidente de la República, con fecha 23 de octubre de 2010, en el sentido que se entregaran a las familias de Isla de Pascua las tierras que reclaman de acuerdo a sus derechos ancestrales. Dicho terreno y construcciones forman parte del patrimonio de la Entidad, cuya entrega por parte del Estado en cumplimiento de las obligaciones asumidas con la etnia pascuense, representa una incertidumbre adicional respecto a la continuidad de la Empresa, toda vez que desaparecería su único local de ventas operativo.


De lo expuesto, por una parte que han desaparecido las condiciones que se establecieron para la existencia legal de EMAZA, y por otra, su permanente déficit patrimonial y financiero que la han transformado en una pesada carga para el erario nacional, el Mensaje concluye que es clara la necesidad de legislar en esta materia. La Empresa, al haber sido creada por ley, y formar parte de la Administración del Estado, por aplicación del inciso segundo del artículo 1º de la ley N° Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo  texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, sólo puede ponérsele término mediante una norma de igual rango. 

- - - - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, agradeció a la Comisión que esté considerando el proyecto y realizó una breve introducción del mismo. Luego solicitó a la Comisión escuchar al Subsecretario, lo que fue acogido unánimemente.

El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, comenzó señalando que la Empresa de Abastecimiento del Estado, EMAZA, es una empresa pública creada por el decreto con fuerza de ley 
N° 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, de duración indefinida, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y 100%  de propiedad del Estado. Los objetos, copulativos, de la Empresa son: 

-  Abastecer de productos esenciales; 

-  A la población de comunas aisladas;

- Que no cuenten con proveedores particulares.

Fue una empresa de gran importancia en el pasado, y desde el gobierno del ex Presidente señor Lagos se ha experimentado su cierre paulatino.

Hizo una breve síntesis histórica. En 1960 se crea la Empresa de Comercio Agrícola, y en 1989 se crea Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, EMAZA, continuadora de la anterior. Su objeto es el abastecimiento de productos esenciales a la población en comunas aisladas. Hacia 1996 existían 56 almacenes  de ventas, distribuidos de norte a sur, la empresa contaba con un personal de 195 funcionarios, y el aporte fiscal era MM$885 (reajustados a la fecha). En  1999 son 49 los almacenes  de ventas, 248 funcionarios y MM$1.009 (reajustados a la fecha) de aporte fiscal, es decir, se observa un considerable aumento en su costo para el Estado.

El año 2000 se da inicio al Plan Estratégico de Cierre de la Empresa, que tiene como objetivos disminuir las operaciones de la Empresa a través del cierre de almacenes; adecuar la operación de EMAZA a la nueva realidad de acceso de la población al comercio privado; motivar el emprendimiento y la creación de microempresas por parte de los ex-trabajadores de Emaza, y racionalizar los recursos fiscales. 

Para ello, se consideraron las siguientes bases para su implementación:

- Incentivar jubilaciones voluntarias del personal.

- Entrega de estímulos para retiro de trabajadores.

- Cierre de locales de venta.

- Arriendo a un bajo costo de locales propios y comodato de inmuebles de bienes nacionales y municipales.

- Arriendo de maquinaria e instalaciones en los locales de venta.

Como resultado de este Plan Estratégico, entre los años  2000 a 2006, se cierran 48 de los 49 almacenes, manteniéndose sólo la operación del local de Isla de Pascua; se disminuyó la dotación de personal en un 86%, desde 248 a 34 funcionarios; se disminuyó el gasto en remuneraciones en un 59% los gastos de administración, y ventas en 63%, y los gastos generales en un 71%, y el aporte fiscal disminuyó en un 29%. 

Entre el 2006 y el 2010, se enajenaron 3 inmuebles, y bienes muebles de 13 locales, a ex trabajadores de EMAZA que operan como microempresarios, y se redujo la planta del personal de la Empresa de 29 a 5 funcionarios, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 6º, de la ley Nº 20.219, de octubre de 2007.

Durante la administración del Presidente señor Piñera (marzo 2010 a la fecha), se vendieron 4 inmuebles y el equipamiento y maquinaria de 8 locales a ex trabajadores que operan como microempresarios.

Con fecha 3 de Octubre de 2012, se cerró el local de ventas de Isla de Pascua, que era la última agencia en operación. Lo anterior no ha generado problemas en la población pues la Isla cuenta con bastante comercio. Se permutó con Bienes Nacionales el local de Isla de Pascua por una propiedad en Santiago, con el objeto de dar cumplimiento al compromiso del Gobierno de entregar a las familias de Isla de Pascua las tierras que reclaman de acuerdo a sus derechos ancestrales.

Asimismo, se firmó un convenio con la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, para ocupar una oficina en sus dependencias, sin costo para EMAZA. 

Actualmente la Empresa cuenta únicamente con un trabajador, su Vicepresidenta Ejecutiva. La Empresa no tiene operaciones comerciales, dado que no existen comunas aisladas en donde no existan proveedores particulares de bienes de primera necesidad. Tiene activos fijos, al 31 de marzo de 2013, por MM$347, de los cuales el terreno y construcción del inmueble que tiene en Santiago es de MM$330. El aporte fiscal del Año 2013 es de MM$102,6.

Llamó la atención de que existe un costo administrativo de mantener la Empresa de MM $5,5 mensuales. Esto se explica pues por ley debe  haber un Consejo, que está ejerciendo sus funciones ad-honorem, un Vicepresidente Ejecutivo, Fiscal (también ejerce ad-honorem) y un Servicio de Bienestar (lo presta el Bienestar del Ministerio de Economía). Igualmente se deben entregar antecedentes a la Contraloría General de la República, a la Dirección de Presupuestos y a las Superintendencias de Valores y Seguros (FECU Trimestral y Memoria Anual) y de Previsión Social (Balance del Servicio de Bienestar).

La Empresa mantiene un déficit acumulado. Al 31 de marzo del año 2013, la pérdida acumulada fue de MM$8.850.

El señor Subsecretario indicó que, como ha dejado en evidencia, ya no es posible cumplir el objeto con el que fue creada EMAZA, pues no existen comunas aisladas donde no exista abastecimiento de productos esenciales. Por lo mismo, la Empresa se transforma en un obstáculo al desarrollo del emprendimiento en las comunas que eventualmente opere, contraviniendo con ello el artículo 19 N° 21 de la Constitución.

Agregó que la Empresa es comercialmente inviable. La Contraloría ha señalado que “existen dudas importantes con respecto a la capacidad para continuar como empresa en marcha”. Y aun cuando sus operaciones comerciales se hayan reducido a cero, sus obligaciones legales implican que ésta siga reportando déficit.

La Empresa, al haber sido creada por ley, debe necesariamente terminarse mediante una norma de igual rango.

En consideración a lo expuesto, el proyecto pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimento de Zonas Aisladas; autoriza al Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción, para que designe a un liquidador que estará a cargo de la liquidación de la Empresa; autoriza al liquidador para poner término a los servicios de los trabajadores de la Empresa (actualmente hay un trabajador, la Vicepresidenta Ejecutiva, que va a pasar a formar parte de la planta de la Subsecretaría de Economía). 

El proyecto dispone que el producto que resulte de la liquidación, así como los bienes de cualquier clase no enajenados o liquidados, se transfieran en dominio a la Corporación de Fomento de la Producción por el sólo ministerio de la ley; se trata básicamente de una casa en el barrio Lastarria, que fue objeto de la permuta, y dos activos pequeños en regiones.

Finalmente, la iniciativa deroga el decreto con fuerza de ley Nº 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó haber estudiado a fondo el tema, y consideró que se está adoptando el camino correcto, puesto que el proyecto de ley en debate sólo viene a culminar un proceso de varios años y que ha ido cumpliendo todas las etapas.

El Honorable Senador señor Tuma, por su parte, puso de relieve que, en los hechos, la empresa ya no tiene operaciones ni patrimonio, por lo que esta ley sólo constata jurídicamente lo que ya es una realidad.


-- Sometida a votación la idea de legislar, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía propone aprobar en general, y que corresponde al contenido en el oficio de la Cámara de Diputados: 

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1°.- Pónese término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, en adelante, la Empresa, a contar de la designación del liquidador a que se refiere el artículo siguiente.





Para el solo efecto de su liquidación, la empresa se entenderá subsistente por el plazo máximo que fija el artículo 6°.





Artículo 2°.- Por acuerdo del Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción, se designará a un liquidador que estará a cargo de la liquidación de la Empresa, en las condiciones que establece la presente ley y las especiales que pueda fijar el Consejo en el ámbito de ésta, dentro del plazo máximo de treinta días hábiles, a contar de la fecha de su entrada en vigencia. Mediante igual procedimiento se podrá remover al liquidador, nombrando a uno en reemplazo, por el período que reste hasta completar el plazo señalado en el artículo 6°.





En el mismo acto, el Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción establecerá los honorarios del liquidador. La condición de ser funcionario o asesor de la Corporación de Fomento de la Producción no es incompatible con la designación de liquidador; sin embargo, la remuneración u honorario que se perciba por tal condición será incompatible con la que se obtenga en la calidad de liquidador.





El liquidador estará sujeto a las normas de probidad administrativa previstas en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo incorporarse una cláusula que así lo disponga en su designación, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de su función.





Artículo 3°.- Corresponderá al liquidador la dirección y administración de la Empresa para el solo efecto de su liquidación, con las siguientes facultades y obligaciones:





a)
Enajenar a título oneroso los bienes de la Empresa.





b)
Continuar y concluir las operaciones pendientes.





c)
Liquidar las cuentas con terceros y pagar las deudas de la Empresa.





d)
Cobrar los créditos y ejercer los demás derechos que correspondieren a la Empresa.





e)
Representarla judicial y extrajudicialmente, con las facultades que se mencionan en los dos incisos del artículo 7° del Código de Procedimiento Civil.





f)
Otorgar y revocar mandatos.





g)
Contratar la prestación de los servicios que sean estrictamente necesarios para efectuar la liquidación.





h)
Celebrar, con los trabajadores a que refiere el artículo 5°, toda clase de transacciones, judiciales o extrajudiciales, destinadas a poner término a litigios pendientes o a precaver litigios eventuales, relativos, unos y otros, al cobro de indemnizaciones o de otras prestaciones a que eventualmente tengan derecho dichos trabajadores, de acuerdo con las disposiciones legales y convencionales vigentes y que deriven de la relación laboral existente entre las partes.





i)
Poner término y transigir, en las condiciones que acuerde, los juicios que la Empresa tenga pendientes, sea como demandante o demandada, y celebrar transacciones destinadas a precaver litigios eventuales de cualquier especie relacionados con las actividades que la Empresa haya desarrollado.





j)
En general, otorgar, celebrar y realizar todos los actos, contratos y operaciones que estime convenientes para el cumplimiento de la liquidación.





Artículo 4°.- La enajenación de los bienes muebles de la Empresa se regirá por lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 24 del decreto ley Nº 1.939, de 1977.





La enajenación de los bienes inmuebles se realizará de acuerdo con lo establecido en el título IV del mismo cuerpo legal.





Sin perjuicio de lo anterior, la Corporación de Fomento de la Producción podrá autorizar al liquidador a donar los bienes de la Empresa al Fisco de Chile, conforme a lo previsto en los artículos 36, 37 y 38 del mencionado decreto ley.





Artículo 5°.- Autorízase al liquidador para poner término a los servicios de los trabajadores de la Empresa, entendiéndose otorgadas, por el solo ministerio de la ley, para los casos que corresponda, las autorizaciones administrativas y judiciales que el Código del Trabajo y sus leyes complementarias exigen para la desvinculación laboral, colectiva o individual, de los trabajadores.





Artículo 6°.- Transcurridos seis meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley, el liquidador pondrá término a sus funciones, haya o no haya terminado la liquidación, y deberá rendir cuenta de su cometido, en la que incluirá un inventario de todos los recursos, bienes y deudas de la Empresa en liquidación, indicando el estado en que se encuentran.





En todo caso, el liquidador podrá rendir cuenta antes del período indicado, si estima que ha concluido su labor.





El Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción deberá pronunciarse sobre dicha cuenta y, en caso de aprobarla, deberá hacerlo mediante acuerdo.





Si la cuenta no fuere aprobada, el liquidador deberá continuar desempeñándose hasta subsanar totalmente las observaciones y reparos formulados por el Consejo, dentro del plazo que éste le fije.





No obstante, si durante dicha extensión de plazo se estimare necesario, podrá reemplazarse al liquidador conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 1°, exclusivamente por el período de extensión previamente fijado.





Artículo 7°.- Sin perjuicio de los organismos de control que en materia financiera y contable corresponda, la Contraloría General de la República examinará y juzgará, con posterioridad, la gestión financiera y contable del proceso de liquidación.





Artículo 8°.- Pónese término al Servicio de Bienestar de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas.





Los ex trabajadores de la Empresa que, a la fecha de publicación de esta ley, sean afiliados al Servicio de Bienestar de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas serán incorporados, por el sólo ministerio de la ley, al Servicio de Bienestar del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.





Artículo 9°.- El producto que resulte de la liquidación, así como los bienes de cualquier clase no enajenados o liquidados, se transferirán en dominio a la Corporación de Fomento de la Producción por el solo ministerio de la ley. 





Cuando se trate de inmuebles o de otros bienes cuya transferencia de dominio requiera de inscripción en registros públicos, los conservadores respectivos procederán a inscribir las transferencias a que se refiere el inciso anterior, sirviendo de título suficiente la presente ley.





Artículo 10.- Adoptado el acuerdo requerido por el inciso tercero del artículo 6°, la Corporación de Fomento de la Producción será, para el solo efecto del término total del proceso de liquidación, la continuadora legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas.





Artículo 11.- Derógase el decreto con fuerza de ley Nº274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la empresa del Estado denominada “Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas”.





Artículo transitorio.- El mayor gasto que signifique la aplicación de la presente ley será de cargo exclusivo de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiarse con los referidos recursos.”.

- - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 5 de junio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente accidental), Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 7 de junio de 2013.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES Y LEYES COMPLEMENTARIAS, PARA ESTABLECER UN SISTEMA DE APORTES AL ESPACIO PÚBLICO APLICABLE A LOS PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN 

(8493-14)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

.


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


A una o más de las sesiones en que la Comisión  analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Kuschel y Letelier.


Concurrieron, especialmente invitados, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Ministro, señor Rodrigo Pérez Mackenna; el Subsecretario, señor Francisco Irarrázaval; la asesora, señora Lily Muñoz, y el asesor, señor José Ramón Ugarte. De la Cámara Chilena de la Construcción, el abogado, señor Gonzalo Bustos y el Coordinador de Estudios Territoriales, señor Tomás Riedel. Del Centro de Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica, la Coordinadora de Pro Urbana, señora Pía Mora y la investigadora, señora Ignacia Polanco. El arquitecto, señor Iván Poduje. De la Cámara Chilena del Bío Bío, el Presidente, señor Miguel Ángel Ruíz-Tagle y la abogada, señora Muriel Sciaraffia. De la Cámara Chilena de Centros Comerciales, el Presidente, señor Manuel Melero; el Presidente de la Mesa de Trabajo Construcción, señor Carlos Espinoza, el asesor legal, señor Cristóbal Fernández; el integrante de la Mesa de Sociedades Rentas Falabella, señor Cristian Ferrari y el arquitecto, señor Pablo Bolgeri. De Empresas Valmar, el Presidente, señor Nicolás Imschenetzky. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Danielle Courtin y los asesores, señores Pedro Pizarro y Marcelo Núñez. De la Fundación Jaime Guzmán, la asesora, señora Ericka Farías. Del Instituto Libertad, el abogado, señor Felipe Holmes y el asesor, señor Gustavo Díaz. El asesor de la Honorable Senadora señora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez y la periodista, señora Loreto Paredes.

OBJETIVO DEL PROYECTO

 
Lograr ciudades equilibradas entre proyectos privados y espacios públicos, de modo que estos sean proporcionales al número de personas que habitan en un lugar. Con tal fin, se modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y otros cuerpos legales relacionados, creando un sistema que permita a todos los proyectos de construcción la cesión de terrenos, otorgando la posibilidad de pagar el aporte en dinero o en obras.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los artículos 1°, numerales 1), 3), 4), 5) y 10); 2°, numerales 1), 2), 3) y 4); 4°, número 3, y 5° permanentes, y el primero transitorio, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 118, inciso quinto, de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

- - -


Todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

2.- Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está fijado por el decreto con fuerza de ley N°1-19.704, de 2006, del Ministerio del Interior.


3.- Ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.


4.-  Ley N° 8.946, sobre Pavimentación Comunal.


5.- Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio del Interior.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO





El Mensaje señala que el espacio público y las edificaciones que se levantan en sus bordes constituyen uno de los aspectos centrales del urbanismo y de la legislación de formación de ciudades.

 



En nuestro país, añade, desde la promulgación de la primera ley sobre construcciones y urbanización, el año 1931, se estableció que cualquier proyecto debía contemplar cesiones gratuitas de una parte del terreno para ser destinado a calles, plazas y edificaciones de equipamiento, que complementaran las construcciones del propio proyecto. El fundamento de dicha exigencia es que son estos últimos los que deben ir formando las urbes, haciendo que las ciudades se desarrollen de forma equilibrada y respondiendo a las distintas necesidades de sus habitantes.

 



Al mismo tiempo, agrega, en dicha ley se regulaba la disposición o el emplazamiento de tales cesiones de terreno, con el fin de que siguieran un ordenamiento general, previamente definido en los “planos de urbanización” o “planos de ciudad”, hoy llamados Planes Reguladores.

 



Recuerda que las disposiciones sobre cesiones, como muchas otras, fueron formuladas de acuerdo a las necesidades propias de la época, la primera mitad del siglo XX, por lo que trataron la materia como una obligación aplicable a toda nueva urbanización, es decir, a los proyectos que consistían en incorporar a la ciudad existente nuevos terrenos, que generalmente tenían hasta entonces usos agrícolas o semirurales.





Posteriormente, se han realizado modificaciones con miras a perfeccionar estas disposiciones, siendo las más importantes las que se enuncian a continuación:


 


1. D.F.L. N° 345, de 1931, Ley General de Construcciones y Urbanización.

 



Entró en vigencia con aplicación obligatoria mediante el decreto supremo N° 4.882, de 20 de noviembre de 1935, estableciendo en su artículo 59 que: “Todo proyecto de urbanización deberá ajustarse estrictamente a los trazados que consulte el plano oficial de la ciudad o población, y a las demás condiciones que fijan las leyes y ordenanzas. La Municipalidad podrá exigir que se destine a calles, plazas y plazuelas hasta un treinta por ciento de la superficie a urbanizar y, además, hasta un siete por ciento de dicha superficie, a parques, jardines o espacios públicos.”.





La norma anterior, explica, era complementada por el artículo 60, del mismo cuerpo legal: “Además de las vías y espacios públicos que figuren en el plano oficial podrán los particulares abrir otras en las condiciones que apruebe la Municipalidad. En caso alguno podrá autorizarse la apertura de calles de menos de siete metros de ancho”. Luego, el artículo 62 disponía que: “La Municipalidad podrá exigir que en toda urbanización de un área superior a cinco hectáreas se ceda gratuitamente al dominio municipal y con el exclusivo objeto de destinarla a escuelas, mercados u otros fines de carácter público, una extensión de terreno cuya superficie corresponda hasta un tres por ciento del área total.”.


 


2. D.F.L. N° 2, de 1959, sobre viviendas económicas.





En este decreto con fuerza de ley, que formaba parte del “Plan Habitacional” lanzado por el Presidente Jorge Alessandri, se fijaron condiciones especiales para los “conjuntos de vivienda económica”, remitiendo al Reglamento Especial de Viviendas Económicas, las condiciones de urbanización aplicables.





En dicho reglamento fueron eximidas de cumplir con cesiones de terreno, salvo las partes destinadas a calles en el respectivo Plan Regulador. Sin embargo, junto con lo anterior se reglamentaban los anchos mínimos de las vías interiores de los conjuntos y la superficie libre mínima por habitante que debía cumplirse en el conjunto.


 


3. D.F.L. N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.





Fijó el texto actualizado de los textos legales anteriores e introdujo un cambio relevante, consistente en delegar al reglamento de la ley -la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones-, el monto de las cesiones obligatorias de terreno. La disposición quedó recogida en el artículo 70 de la ley, con el siguiente texto: 





“En toda urbanización de terrenos, se destinarán gratuitamente a circulación, áreas verdes y equipamiento las superficies que señale la Ordenanza General. En estas superficies quedarán incluidas las correspondientes áreas verdes de uso público, ensanches y apertura de calles, que se contemplaren en el Plan Regulador. La Municipalidad podrá permutar o enajenar los terrenos recibidos para equipamiento, con el objeto de instalar las obras correspondientes en una ubicación y espacio más adecuados.





La exigencia establecida en el inciso anterior será aplicable proporcionalmente en relación a las densidades que establezca el Plan Regulador, bajo las condiciones que determine la Ordenanza General de esta ley.”. 





Con lo anterior, acota, todos los requisitos relativos a cesiones de terreno quedaron remitidos al ámbito reglamentario, a la Ordenanza General -en el caso de los loteos no acogidos al decreto con fuerza de ley N° 2-, y al Reglamento Especial de Viviendas Económicas, para los conjuntos de viviendas acogidas a dicho decreto.


 


4. D.S. N° 47, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1992, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.





En este decreto se incluyó también un nuevo Reglamento Especial de Viviendas Económicas, dejando en un solo texto las normas aplicables a todas las construcciones.





En el caso de los loteos no acogidos al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, se regula en un capítulo especial lo referente a las cesiones gratuitas de terreno, exigiéndolas para los dos casos que se definen en el artículo 2.2.1., del citado capítulo: el crecimiento urbano por extensión y/o densificación requerirá previamente de la dotación o incremento de la respectiva urbanización; y la densidad que establezca el instrumento de planificación territorial respectivo, para luego establecer: 





“Para satisfacer las necesidades de áreas verdes, equipamiento, actividades deportivas y recreacionales y circulación que se generen por el crecimiento urbano, sea por extensión y/o por densificación, se   cederán gratuitamente las superficies de  terreno que resultan de la aplicación de los porcentajes indicados en las tablas siguientes, según los usos de suelo señalados.”.





En seguida, prescribe que dichas cesiones de terreno corresponderían, según la densidad del proyecto, hasta un 44% de su superficie, que se descompone en hasta 10% para áreas verdes, hasta 4% para equipamiento municipal y hasta 30% para vialidad. El porcentaje específico exigible a cada proyecto se determina sobre la base de la cantidad máxima de habitantes que el respectivo Plan Regulador consideraba según la superficie de terreno del proyecto, lo que técnicamente se conoce como “densidad”.





En el mismo capítulo se avanza, en el artículo 2.2.7., en una medida importante, permitiendo que en casos justificados las superficies de terreno a ceder se cumplan fuera del terreno propio del proyecto, en zonas consultadas por el plan regulador para áreas verdes o equipamiento.





Por su parte, en el Reglamento Especial de Viviendas Económicas, que se incorporó como “Título 7” de la Ordenanza, se dispuso que los loteos de viviendas acogidos al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, también deberían cumplir con un estándar de cesiones de terreno, para los mismos destinos que la norma general, es decir para áreas verdes, equipamiento y vialidad, fijándolo en hasta un 40% de la superficie del terreno del proyecto, calculando el porcentaje sobre la base de la cantidad de habitantes contemplados en el propio proyecto de viviendas.

 



Aclara que lo anterior significaba que la superficie de terreno a ceder dependía de las características del proyecto y que no era una exigencia uniforme según el tamaño del terreno total del proyecto y el número máximo de habitantes fijado en el Plan Regulador, como fue la regla general para los proyectos no acogidos al citado decreto con fuerza de ley N° 2. 


 


5. Decreto supremo N° 59, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 2001, que modificó la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.





En este decreto, vigente hasta hoy, se obligó a que determinados proyectos de densificación deban, antes de obtener su correspondiente permiso de edificación, aprobar un Estudio de Impacto sobre el Sistema de Transporte Urbano (EISTU).

 



Dicho estudio requiere, para su aprobación, que el propietario del proyecto comprometa la ejecución de obras en el espacio público -en la vialidad vinculada al proyecto-, que deberá ejecutar antes de obtener la recepción definitiva por parte de la Dirección de Obras Municipales.


 


Tal disposición, añade el Mensaje, no resulta del todo adecuada ni suficiente para abordar el tema del equilibrio que debe existir entre los proyectos de construcción y el espacio público con el que se relacionan.





Por una parte, la norma establece una exigencia cuya procedencia puede ser discutible, a la luz del principio de reserva legal contemplado en la Constitución Política. Al efecto, añade, es útil tener presente el fallo del Tribunal Constitucional que declaró inconstitucional el decreto N° 1, de 8 de enero de 2003, que intentó innovar en la materia (STC Rol N° 370, de 2003). 





Además, se aplica sólo a una parte de los proyectos, aquellos con destino no residencial que contemplan más de 150   estacionamientos, y aquellos con destino residencial con más de 250, que en su conjunto representan solo el 5% de los permisos de edificación del país.





Destaca que al referirse dicho decreto supremo a la aprobación de estudios individuales para cada proyecto, traslada al ámbito privado, caso a caso, una materia que debiera ser resuelta por la autoridad con una mirada de conjunto del sistema, como una materia urbanística cuyo centro sea el espacio público y las personas, y no solo los automovilistas.





Expresa que este proyecto de ley propone rescatar el principio original de la legislación urbanística chilena, en cuanto a que todos los proyectos de construcción en los que habitarán personas colaboren en la conformación de ciudades equilibradas, en las cuales no solo los recintos privados sean los adecuados, sino también los espacios públicos, puesto que son los lugares donde transcurre gran parte de la vida de las personas, tienen carácter de colectivos y dan sentido a la idea de “civitas”, haciendo que una ciudad sea más que una simple aglomeración de construcciones y que, a su vez, sus habitantes se conviertan en “ciudadanos”.





Señala que en el desarrollo de nuestra legislación sobre la materia, el núcleo ha sido la relación entre lo privado y lo público, entre las construcciones y las calles, plazas y avenidas. En otros términos, entre los espacios que habitan las personas durante su vida, interiores, privados y exteriores o públicos.





Agrega que la necesidad de espacio público debe ser siempre proporcional al número de personas que habitan un determinado sector de la ciudad, en las distintas formas de ocupar las edificaciones, no solo en el caso de las viviendas. Contar con un espacio público de calidad es un requisito para las casas, los departamentos, las oficinas o los centros comerciales. 





Por ello, se reconocen como adecuados los dos conceptos que recoge el actual artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en cuanto a exigir cesiones gratuitas de terreno, tanto para las nuevas urbanizaciones, es decir, los loteos, como para los edificios, esto es, cuando se da el crecimiento urbano por densificación. 





El ejemplo más habitual de esto último, indica el Mensaje, se da cuando en unos terrenos con casas individuales de uno, dos o hasta tres pisos, luego se construye un edificio de departamentos u oficinas, aumentando varias veces la cantidad de personas y, por tanto, generando una mayor demanda sobre el espacio público.





Dicha realidad, expresa, es una de las principales causas del diagnóstico generalizado en cuanto a los proyectos de densificación: áreas que se han formado con edificios muestran carencias en la calidad del espacio público, con un precario equilibrio que finalmente afecta a las personas en su vida diaria.





Agrega el Mensaje que, en consideración a lo anterior, en materia de aportes al espacio público, el proyecto persigue dos objetivos principales:


 


1) Generar un sistema que posibilite las cesiones de terrenos por todos los proyectos de construcción.




Este objetivo apunta a obtener un sistema que haga posible el cumplimiento de la obligación de cesión de terrenos por parte de todos los proyectos de construcción; incluidos edificios y obras como centros comerciales o de servicios, y otros que por su envergadura o características requieren de un mejoramiento o de aumento de capacidad del espacio público y equipamiento al que afectan y del cual se sirven. 


 


El sistema de aportes se regirá por los siguientes principios:





a.- Equidad: todos los proyectos deben aportar, sean públicos o privados, grandes o pequeños.





b.- Proporcionalidad: los aportes deben ser equivalentes al efecto que los proyectos producen en el espacio público.





c.- Objetividad: el cálculo de los aportes debe efectuarse conforme a reglas objetivas y de conocimiento público.





d.- Predecible: el monto a aportar debe poder calcularse con anticipación a la decisión de inversión en un proyecto determinado.





e.- Singularidad: el aporte debe ser uno solo, para el  destino que fue creado, sin duplicidades.





f.- Orientación: a las personas y a sus necesidades urbanas.





2) Obtener un mejoramiento del espacio público: 





Se complementa lo anterior con una serie de modificaciones parciales a la propia Ley General de Urbanismo y Construcciones y a otras leyes relacionadas, con la finalidad de lograr un adecuado funcionamiento del sistema y la formación o el mejoramiento del espacio público. 





Entre dichas enmiendas parciales, aclara, se plantea también incorporar, dentro de las obligaciones de urbanización reguladas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, los proyectos desarrollados en “áreas isla”, desconectados de la trama vial existente.


 


En seguida, el Mensaje detalla el contenido del proyecto de ley:


 


I) Modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones:


 


a) Aportes para el espacio público aplicables a los proyectos de construcción.

 



Se dispone que la cesión gratuita de terreno por parte de los proyectos también podrá cumplirse mediante el pago a la municipalidad respectiva del valor equivalente de la superficie a ceder, por medio de tres formas: pago en dinero; pago en obras en el espacio público, o pago con la cesión de terrenos para áreas verdes o equipamiento, incluso en un lugar distinto al del proyecto, contando en éste último caso con el acuerdo previo de la municipalidad.

 



b) Medidas para implementar el sistema de aportes: 





Se establece como condición para exigir los aportes que las municipalidades elaboren y aprueben un “Plan de Inversiones en el Espacio Público”, que incluya todos los ensanches y aperturas viales contemplados en el respectivo Plan Regulador Comunal, además de obras de mejoramiento de las avenidas, calles y plazas, de construcción de parques y áreas verdes, y obras de equipamiento público. 





Los montos de los aportes que las municipalidades recauden por aplicación de esta iniciativa, deberán administrarse en una cuenta única y ser invertidos íntegramente en la ejecución del Plan de Inversiones en el Espacio Público, y su administración.





Subraya que el Plan de Inversiones deberá elaborarse sobre la base del Plan Regulador Comunal vigente, es decir, considerando las obras de dotación y de mejoramiento del espacio público necesarias para una adecuada inserción de las construcciones en los distintos sectores, especialmente en aquellos en que el Plan Regulador admite proyectos que por su envergadura requerirán adecuar el espacio público circundante. La Ordenanza General establecerá las reglas para elaborar dichos planes, velando porque contemplen las obras viales para recibir edificaciones de escala mayor que puedan afectar las redes de transporte. También podrán considerarse en el Plan de Inversiones sistemas de transporte colectivo fijos  en el espacio público, como tranvías, teleféricos, ascensores, escaleras mecánicas o cintas transportadoras.





Por otra parte, acota, se establece que el Plan de Inversiones en el Espacio Público deberá ser elaborado por la municipalidad respectiva y antes de someterlo a la aprobación del Concejo Municipal, requerirá contar con autorización de la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, para supervisar su calidad técnica y los aspectos relacionados con las obras de carácter intercomunal, especialmente aquellas referidas a la infraestructura vial. Para tal efecto, dicha Secretaría deberá tener en cuenta el informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.





Para compatibilizar las obras contenidas en el Plan de Inversiones en el Espacio Público con el desarrollo de nuevos proyectos de edificación, se prescribe la obligación de actualizarlo cada 5 años, plazo que se acorta a 3 años cuando el Plan Regulador no cuenta con un Estudio de Capacidad Vial actualizado. Este proceso requerirá nuevamente el pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y del informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.





También se establece que el Plan de Inversiones deberá incluir la totalidad de los ensanches y aperturas viales contemplados en el Plan Regulador, lo que permitirá utilizar parte de los fondos que se recauden en expropiaciones para materializar las obras viales.





c) Actualización de los Planes Reguladores.

 



Informa que se incorpora, por primera vez, como materia de estos instrumentos, la posibilidad de fijar el número máximo de estacionamientos que podrá tener un proyecto de edificación.





Lo anterior, sostiene, facilitará una completa revisión de los Planes Reguladores y su correspondiente estudio de capacidad vial, teniendo presente el crecimiento explosivo del parque automotriz, que obliga a tener especial cuidado en los instrumentos de planificación, al especificar la cantidad de estacionamientos admitida en los sectores más congestionados.





Puntualiza que se trata de una medida de fondo que, al igual que en países desarrollados, permitirá limitar los automóviles que ingresen al interior de las áreas más densas de la ciudad, sin que ello signifique restringir el tamaño de los proyectos, sino los modos de transporte de los usuarios, privilegiando los medios colectivos por sobre los individuales.

 



d) Monto de los aportes, su forma de cálculo y alternativas de pago: 





El aporte se calculará mediante una tabla que definirá la Ordenanza General, considerando tres aspectos básicos: la ubicación del proyecto, su tamaño y su destino. 





Sobre la base de dichos parámetros se establecerá la demanda de espacio público asociada a cada proyecto y, por tanto, el monto del aporte que deberá efectuar, equivalente al valor de la superficie de terreno que le correspondería ceder.

 



Asimismo, se resuelve el caso de proyectos en que el espacio público en el cual influyen pertenece a más de una comuna, situación habitual en las ciudades de mayor tamaño, donde las grandes avenidas coinciden con el límite comunal y suelen emplazarse los proyectos de mayor dimensión. Por tal motivo, se prescribe que la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, teniendo a la vista el proyecto específico a construir, y contando con el informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones, se encargará de fijar la proporción del aporte que corresponderá a cada comuna.

 



Las formas de pago podrán consistir en dinero o en obras, a saber:

 



i) Pago en dinero: irá a la cuenta especial que deberá tener para este efecto la municipalidad, generándose un fondo para financiar las obras contempladas en el Plan de Inversiones de acuerdo a las normas de la Ordenanza General, incluyendo aquellas que se requieran para adecuar la capacidad vial asociada a los nuevos proyectos.

 


 
ii) Pago en obras: deberán formar parte del Plan de Inversiones y su ejecución o constitución de garantías, deberá materializarse por el aportante con anterioridad a la recepción definitiva de la construcción que generó el aporte. Tratándose de proyectos de escala mayor, el pago en obras estará regulado por la Ordenanza General.





Explica el Mensaje que como no es factible que los Planes de Inversiones en el Espacio Público contengan todas las obras que teóricamente se necesitarían para los distintos proyectos posibles de desarrollar en cada sector de acuerdo al Plan Regulador, se contempla que los interesados en ejecutarlas propongan a la municipalidad la incorporación de obras adicionales al Plan de Inversiones, cuando se justifiquen para obtener una adecuada relación urbanística entre el nuevo proyecto y el espacio público que afecta.

 



De forma complementaria, añade, se establece un beneficio para los propietarios que acuerden con la municipalidad ceder anticipadamente la porción de su terreno que se encuentre afecta a utilidad pública, en términos de eximirlos de la futura urbanización de tal superficie, trasladando la obligación al municipio. Lo anterior permitirá a la municipalidad contar con los terrenos para ejecutar una nueva vía sin tener que esperar su cesión, que estaría sujeta al desarrollo de un proyecto de construcción en el predio.

 



Finalmente, se prescribe que no podrán formularse otras exigencias de pagos o de ejecución de obras o contribuciones, respecto de las actuaciones a que se refiere la presente ley, distintos a los contemplados en ella.


 


e) Medidas complementarias necesarias para el funcionamiento del sistema.

 



Se consideran diversos aspectos; todos relacionados con el propósito de facilitar la dotación y el mejoramiento del espacio público:





i) Se permitirá efectuar enmiendas y precisiones en los Planes Reguladores Comunales e Intercomunales referentes a los trazados viales, espacios públicos y ubicación del equipamiento, por medio de un procedimiento simplificado, acotado sólo a dichas materias.





ii) Se incorpora como materia de los planos seccionales la determinación, por parte de las municipalidades, de “las áreas de intensidad de utilización del suelo”, para diferenciar los montos de los aportes aplicables en cada una.





iii) Se faculta para que las cesiones de áreas verdes y equipamiento aplicables a los loteos, en casos especiales, puedan subrogarse por el sistema de aportes.





iv) Se exime del pago de derechos municipales a los planos de subdivisión destinados a segregar una porción de terreno que se contemple ceder gratuitamente para espacio público.





f) Obligaciones de urbanizar.

 



Connota el Mensaje que se complementan las obligaciones actualmente existentes en la ley -bajo los mismos principios-, en cuanto a que los nuevos proyectos deben hacerse cargo de las obras de urbanización que aseguren su adecuada inserción con la trama vial del resto de la ciudad.





Para ello, la Ordenanza General podrá incorporar requisitos y estándares de urbanización fuera del terreno propio, en caso de proyectos que se ubiquen en sectores no conectados o insuficientemente empalmado con la vialidad existente.

 



En el mismo sentido, se autoriza a los Planes Reguladores Comunales e Intercomunales para establecer -en caso que se proponga la creación de una nueva área urbana mediante la modificación del límite de extensión urbana o un nuevo límite urbano-, condiciones especiales para tal efecto, en cuanto a las obras de urbanización y de equipamiento que serán exigibles a los proyectos al interior de esas áreas, asegurando que su desarrollo no significará una futura carga para el Estado en estas materias.

 


II) Modificaciones introducidas a otros cuerpos legales:

 



a) Administración de los fondos obtenidos por el sistema de aporte y autorización a las municipalidades para delegar su administración. 

 



Entre los destinos de los fondos que las municipalidades recauden según la iniciativa de ley en estudio, se comprenden los gastos de administración del Plan de Inversiones, fijándose un límite para éstos de hasta un 10% del fondo, de acuerdo a las reglas de la Ordenanza General.

 



Para facilitar la administración del sistema de aportes, se faculta a los municipios para delegar la administración de los fondos 

que se recauden por este concepto a otras entidades, con o sin fines de lucro.





b) Nuevas atribuciones municipales en materia de pavimentación comunal.

 



Se prescribe la posibilidad de que, a solicitud del Ministro de Vivienda y Urbanismo, los Servicios de Vivienda y Urbanización puedan delegar en la municipalidad la aprobación y fiscalización de los proyectos de pavimentación, en caso que cuenten con la capacidad profesional suficiente.

 



Asimismo, se autoriza a la administración comunal para definir las características de las calzadas y aceras de las vías de la comuna, de acuerdo al diseño que se establezca en un Plano Seccional.





c) Adecuaciones a la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.

 



Se eliminan las menciones a la obligación de cumplir con las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, dado que ésta se aplica a todas las edificaciones, independientemente de si la obra pertenece a una o más personas. Asimismo, se enmienda la norma referida a la cuota mínima de estacionamientos para los condominios de viviendas sociales, permitiendo que los Planes Reguladores contemplen excepciones, como sería el caso de proyectos emplazados en terrenos que no permiten acceso de vehículos o que se ubican en localidades sin parque vehicular.

DISCUSIÓN EN GENERAL





El representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo efectuó una presentación que se adjunta como anexo a este informe.





Puso de relieve que la iniciativa de ley trata sobre la relación entre los proyectos privados y el espacio público, una de las materias centrales del urbanismo. 

 



Explicó que en Chile, desde el año 1931, existe la obligación de que toda nueva urbanización ceda gratuitamente parte de su terreno para destinarlo a calles, áreas verdes o equipamiento. Recordó que la Ley General de Urbanismo y Construcciones establece que este deber puede llegar hasta el 44% de la superficie del terreno del proyecto; sin embargo, la exigencia se aplica sólo a los nuevos loteos y no a los edificios (llamados proyectos de densificación), simplemente por un vacío o debilidad de la norma legal, que no puede ser resuelta a nivel reglamentario.

 



Lo anterior, porque se prescribe que la obligación sólo puede cumplirse mediante la cesión de parte del terreno propio, sin la facultad de hacerlo en otro lugar o de pagar el equivalente del terreno a entregar. No contempla que los edificios están imposibilitados de ceder parte del predio propio ya que, de ser así, no se podrían construir.

 



Resaltó que en los proyectos en extensión (loteos), el aporte al espacio público es de hasta el 44% de la superficie; en tanto que en los proyectos de densificación (edificios), ha sido de un 0 %, y que sólo 5% hace mitigaciones hoy.

 



Aclaró que en este último caso, los aportes viales se exigen únicamente a los proyectos sometidos a Estudios de Impacto sobre el Sistema de Transporte Urbano (EISTU) -equivalentes a un 5% del total-, destacando que se trata de un sistema sin base legal, lo que hace débil y engorrosa su aplicación, además de ser altamente subjetivo y sólo para vialidad, en circunstancias de que según el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las urbanizaciones deben aportan hasta un 44% de su terreno para circulación, áreas verdes y equipamiento.





Señaló que el proyecto de ley persigue hacer aplicable el referido  artículo 70, que dispone que “En toda urbanización de terrenos se cederá gratuita y obligatoriamente para circulación, áreas verdes, desarrollo de actividades deportivas y recreacionales, y para equipamiento, las superficies que señale la Ordenanza General, las que no podrán exceder del 44% de la superficie total del terreno original. Si el instrumento de planificación territorial correspondiente contemplare áreas verdes de uso público o fajas de vialidad en el terreno respectivo, las cesiones se materializarán preferentemente en ellas. La municipalidad podrá permutar o enajenar los terrenos recibidos para equipamiento, con el objeto de instalar las obras correspondientes en una ubicación y espacio más adecuados. 

 



La exigencia establecida en el inciso anterior será aplicada proporcionalmente en relación  con la intensidad de utilización del suelo que establezca el correspondiente instrumento de planificación territorial, bajo las condiciones que determine la Ordenanza General de esta ley, la que fijará, asimismo, los parámetros que se aplicarán para las cesiones cuando se produzca crecimiento urbano por densificación.”.

 



A continuación, resumió las materias reguladas en la iniciativa:





1) Las cesiones de terreno a que se refiere el artículo 70 se podrán cumplir pagando su valor a la municipalidad (valor comercial). 





2) Dicho pago puede ser en dinero o en obras. 





3) Para exigir los aportes, la municipalidad debe tener un “Plan de Inversiones en el Espacio Público” (P.I.E.P.).





4) En caso de pago en obras, éstas deberán formar parte del mencionado Plan de Inversiones.





5) Los dineros que recaude la municipalidad se administran en cuenta aparte, y solo podrán ocuparse para los siguientes fines:





a) Ejecución de las obras identificadas en el Plan de Inversiones. 





b) Pago de expropiaciones para materializar dichas obras (Art. 59). 





c) Actualización del Plan de Inversiones.





d) Gastos de administración del mismo Plan (con limitaciones).




6) Las obras deben estar ejecutadas o garantizadas antes de la recepción definitiva del proyecto.





7) En los proyectos de “escala mayor”, el Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo determinará el área de influencia directa y eventualmente la proporción del aporte correspondiente a cada comuna. 





8) La municipalidad puede delegar la administración de los fondos a otra entidad pública o privada (artículo 5° bis Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades).





9) El artículo transitorio permite el cobro por dos años, aun cuando no exista el Plan de Inversiones. Hasta un tercio de lo recaudado en este período se podrá utilizar en la elaboración del Plan.

 



Luego, el representante del Ejecutivo se refirió al sistema de fijación de los aportes, enfatizando que esta materia la determinará la Ordenanza General, de acuerdo a los siguientes principios rectores:





1) Aplicación equitativa o universal: todos contribuyen, ya sean proyectos públicos o privados, grandes o pequeños.





2) Proporcionalidad: los aportes deben ser equivalentes a los efectos provocados por los proyectos sobre el espacio público.





3) Objetividad: el cálculo de los aportes debe efectuarse de acuerdo a reglas objetivas y de conocimiento público.





4) Predecible: el monto del aporte se debe poder calcular con anticipación a la decisión de inversión.





5) Singularidad: el aporte debe ser uno solo, para el destino que fue creado, sin duplicidades.





6) Focalizado: en las personas y sus necesidades urbanas (no solo en los automovilistas).

 



Puso de relieve que el pago será desde un 0% hasta el 44% del valor equivalente al terreno a ceder. Para ello, la Ordenanza General establecerá el monto del aporte basado en una tabla, que considerará tres variables en cada proyecto:





1) Tamaño (superficie edificada).





2) Destino (vivienda, oficinas, comercio, educación, etc.).





Ambas variables se combinan en el concepto de “densidad”, que se aplica respecto de la superficie del terreno en que se emplaza el proyecto.





3) Localización (áreas de mayor o menor densidad, fijadas por la municipalidad en un plano).





La tabla permitirá conocer el monto a aportar antes de cualquier decisión de inversión, con los datos de la posible obra y del terreno.

 



Por último, mencionó las materias complementarias incluidas en el proyecto de ley con el fin de:





1) Autorizar a los Planes Reguladores Comunales para fijar la dotación máxima de estacionamientos en caso de sectores congestionados.





2) Permitir a los Planes Reguladores establecer obligaciones de urbanización fuera del terreno propio, exigiendo estándares de conectividad vial que estarán previamente definidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

 


Precisó que esta norma será aplicable tanto para nuevas áreas urbanas -Zonas de Desarrollo Urbano Condicionado (ZODUC) o Proyectos de Desarrollo Urbano Condicionado (PDUC)-, como para loteos o condominios dentro del área urbana, cuando estén alejados o separados de la vialidad existente.





El Honorable Senador señor Sabag manifestó su opinión favorable a la iniciativa; no obstante, acotó que podría significar un encarecimiento del valor de las construcciones, lo que es particularmente relevante respecto de conjuntos de viviendas sociales.





El representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que es necesario tener en cuenta que la sociedad paga costos enormes por proyectos que producen congestión, contaminación e impacto vial. Citó como ejemplo el barrio El Golf de Santiago, conocido como “Sunhattan”, donde se han construido enormes inmuebles, que incluso han ocupado los espacios públicos del sector.

 



Insistió en que los aportes van desde un 0% hasta el 44% del valor del terreno a edificar; y que no siempre se aplicará el máximo porcentual, ya que se calculará de manera proporcional, según las características de cada proyecto, en base a una tabla objetiva.





El Honorable Senador señor Sabag recalcó que la iniciativa encarecerá el valor de las viviendas, lo que se verá agravado por el incremento de las contribuciones de bienes raíces.





El Honorable Senador señor Letelier recordó que esta materia se puso de relieve luego de la construcción del Mall Costanera Center, en la Región Metropolitana. Opinó que la iniciativa legal es justa y ecuánime, por cuanto equilibra el impulso privado con los espacios públicos. Agregó que sería conveniente aprovechar esta oportunidad para analizar una práctica de algunas inmobiliarias, consistente en pagar por la eliminación de las áreas verdes.





Manifestó que hay proyectos que aportan para construir avenidas amplias para el expedito desplazamiento de vehículos, y que luego los municipios permiten estacionar en las nuevas vías, haciendo perder la efectividad de la inversión vial. En consideración a lo anterior, llamó a velar por la racionalidad de la inversión pública.





El representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo destacó que la iniciativa contempla un mínimo de estacionamientos para las edificaciones ubicadas en zonas de baja densidad; en tanto que también habrá un tope máximo para aquellas localizadas en un área de alta densidad, con el fin de mitigar el impacto vial, dependiendo de las características del sector.





Por su parte, el representante de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gonzalo Bustos, expresó su apoyo al proyecto de ley, argumentando que va en la dirección correcta al otorgar claridad a los inversionistas y disminuir la discrecionalidad. Sin embargo, hizo las observaciones que se indican a continuación.
 



a) En cuanto al manejo de las externalidades urbanas, explicó que los  aportes deberían tener como base seis principios orientadores:

 



1.- La aplicación del cobro debe ser equitativa y universal, todos los desarrollos pagan, sean privados o públicos, grandes o chicos.

 



2.- El cobro debe ser proporcional al impacto generado.

 



3.- Se debe excluir el déficit previo de infraestructura.

 



4.- El aporte debe ser predecible ex-ante, no sujeto a negociación.

 



5.- No debe haber duplicidad de cobros en otros impuestos o contribuciones.

 



6.- Al implementar la metodología deben imputarse las cesiones de terreno y otras obras que se consideren como mitigación. 





Luego, enunció una serie de aspectos de la iniciativa en estudio que a juicio de la Cámara Chilena de la Construcción merecen ser revisados: en primer término, en relación al mecanismo de cálculo de los aportes, se señala que será definido en la Ordenanza General, pero debería estar en la ley. Respecto de la forma de pago, expuso que se asocia a los aportes para mitigación, en virtud de la obligación de cesión de terrenos de los desarrollos en extensión, por lo que sería conveniente explicitar la posibilidad del pago en terrenos, según lo dispuesto en al artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
 



En relación al destino de los dineros recaudados, acotó que se debe garantizar que los fondos se utilizarán, en primer lugar, en mitigar los impactos del propio proyecto que los genera, respetando el espíritu de la ley; de lo contrario pasaría a ser un impuesto.
 



Además, dijo, se debe restituir la prohibición expresa de emplear los fondos recaudados por el municipio en obras de conservación vial, y garantizar que los recursos se asignarán a inversión, y en ningún caso a gastos corrientes.
 



Sugirió incorporar en el cuerpo legal un límite no superior al 15% del fondo para realizar estudios de actualización del Plan de Inversiones, o para efectuar estudios de ingeniería o de detalle para la ejecución de proyectos e inversiones.
 



Hizo presente también que el aporte debe mitigar los impactos de un determinado proyecto, pero en ningún caso reparar el déficit histórico previo, que debe ser abordado por toda la sociedad.


 


En su opinión, la iniciativa y su reglamento deben incorporar mecanismos que excluyan este déficit de la base de cálculo, así como del Plan de Inversiones en el Espacio Público.

 



Acerca de la permanencia de los EISTU, indicó que su realización debiera ser una facultad de los desarrolladores que no consideren correcto el aporte resultante a efectuar, derivado de la aplicación del mecanismo creado por esta ley. Ello garantizaría, además, que las obras o aportes vayan en directa mitigación de los impactos y externalidades del proyecto respectivo.

 



Agregó que, en el entendido de que esta ley reemplazará el sistema vigente, el EISTU incluso podría quedar exento de límites, pudiendo un desarrollador elaborar estudios para proyectos que consideren una carga menor a la actualmente exigida.
 



En relación al límite de estacionamientos, consideró errado fijar un número máximo, ya que podría provocar importantes distorsiones en el mercado.





Asimismo, la fijación de límites máximos por zona y el mantenimiento del mínimo obligatorio, generará que ciertas áreas urbanas queden congeladas para cualquier nuevo desarrollo, sin importar su tamaño o destino.




En su opinión, la ciudad debe ser capaz de adaptarse a este nuevo escenario, para lo cual sugirió las siguientes medidas:

 



- Eliminar el mínimo de estacionamientos, al menos en las zonas que sean calificadas de alta intensidad de uso, según la definición que determine la Ordenanza.

 



- Suprimir los estacionamientos de superficie (especialmente en vía pública), y fiscalizar el cumplimiento de esta prohibición.

 



- Incentivar la construcción de estacionamientos subterráneos o centralizados.

 



- Promover mejoras en el transporte público y la densificación del entorno de ejes de transporte masivos (metros, tranvías, corredores segregados).




Añadió que en caso de insistir en esta limitación se deben restringir las zonas afectadas, con criterios conocidos para determinarlas.
 



Asimismo, señaló que para evitar la duplicidad de cobros, los proyectos ubicados en predios que ya hayan realizado cesiones al espacio público deben imputarlas al aporte; de lo contrario, podría superarse el 44% legal.
 



También sugirió eliminar la posibilidad de que el Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, en el proceso de aprobación del proyecto, pueda hacer solicitudes que no estén contempladas en el Plan de Inversiones, o que excedan a las necesidades de una determinada comuna.




Estimó, además, que es imprescindible definir claramente los contenidos, alcances y plazos de los informes técnicos que debe emitir la Secretaría Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones, evitando demoras y discrecionalidades en su actuar.
 



Hizo notar que el artículo 15 bis de la iniciativa -que busca resguardar a los desarrolladores de exigencias ajenas al sistema de aportes que se propone implementar-, no guarda relación con su ubicación en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, ya que está referida al sumario administrativo, y recomendó incorporarlo en las normas sobre atribuciones de las Direcciones de Obras Municipales.
 



Respecto del nuevo artículo 8º de la Ley de Copropiedad Inmobiliaria, que permite no cumplir con el estándar de estacionamientos en viviendas sociales, si así lo dispone el respectivo PRC, aseveró que podría originar un nuevo déficit de infraestructura urbana.
 



En relación a la nueva exigencia de consulta al Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil, expresó que el artículo 70 bis D, modificado por la Cámara de Diputados, señala que el Plan de Inversiones requerirá autorización de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, y que luego se aprobará de acuerdo al procedimiento aplicable a los Planos Seccionales, conforme a la Ordenanza General, previa consulta al Consejo, en sesión citada expresamente para este efecto. 

 



Aseguró que incorporar este requisito duplica las instancias, ya que el procedimiento aplicable a los Planos Seccionales contempla una etapa de participación ciudadana, así como la aprobación del Concejo Municipal.





El Honorable Senador señor Tuma consultó si la iniciativa exigirá algún aporte a los grandes proyectos habitacionales de viviendas sociales construidos en terrenos aislados y de difícil acceso, con derecho de servidumbre, es decir, quién financiará el acceso a ellos.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo contestó que todos los proyectos habitacionales edificados fuera de la conectividad vial existente tendrán la obligación de efectuar el empalme pertinente, según los estándares mínimos regulados en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, con lo cual terminarán los denominados proyectos “isla”.





La Honorable Senadora señora Lily Pérez agregó que existen conjuntos habitacionales aislados en diversas comunas, por lo que destacó la trascendencia de la iniciativa en este aspecto.






Su Señoría resaltó la importancia de que las viviendas sociales consideren la infraestructura, el equipamiento y los servicios necesarios para que sus habitantes tengan una buena calidad de vida. Indicó que si la iniciativa implica un mayor costo para las viviendas subsidiadas por el Estado, también mejorará sustancialmente su conectividad y las condiciones de vida de las personas; en definitiva, redundará en una mayor rentabilidad social.





El Honorable Senador señor Tuma mostró su preocupación por la situación de los comités de vivienda con terrenos ya comprados para la construcción de conjuntos sociales, en relación con la aplicación de esta normativa, que implicará un mayor costo de los proyectos. Solicitó analizar esta materia y disponer un período de transición, para excluir a las agrupaciones que ya han adquirido suelos de las nuevas exigencias. Añadió que luego de publicada la ley, el siguiente llamado para los subsidios debería considerar los mayores costos de esta ley.





Por su parte, la Coordinadora de ProUrbana del Centro de Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica, señora Pía Mora, realizó una presentación que se adjunta como anexo al informe.





En base a ella, efectuó el siguiente diagnóstico:

 
 


- Los espacios privados generan impacto sobre el espacio público, y ambos deben responder adecuadamente a las necesidades de las personas.

 



- Hoy los proyectos en extensión (loteos) hacen un aporte al espacio público, no así los proyectos en densificación, que sólo realizan aportes viales cuando se someten a un EISTU -correspondiente a un porcentaje mínimo de los casos-, sistema que no tiene base legal, es débil, engorroso y muy subjetivo.

 



- La iniciativa persigue que todos los proyectos hagan un aporte al espacio público, en base a reglas claras, objetivas y conocidas.

 



- No busca solucionar todas las externalidades posibles de un proyecto, o resolver el déficit de financiamiento municipal, ni ser una herramienta redistributiva.

 



Luego, enunció los principales contenidos del proyecto de ley, destacando que el artículo 70 bis que se incorpora tiene por finalidad hacer operativo el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en lo que se refiere a los aportes al espacio público tratándose de proyectos de densificación.
 



A la opción de cesión en terreno, sostuvo, se agregan otras alternativas, como el pago en dinero u obras (según valor comercial), cuyo monto se determinará considerando la ubicación, el tamaño y el destino del proyecto.
 



Destacó que para recibir los aportes, las municipalidades -basándose en reglas establecidas en la Ordenanza General-, deberán elaborar y aprobar un Plan de Inversiones en el Espacio Público que, sobre la base del Plan Regulador Comunal vigente, contemple obras a nivel vial, áreas verdes y equipamiento público.
 



Añadió que los montos recaudados deberán administrarse en una cuenta única, y solo podrán destinarse a la ejecución, actualización y administración de dicho Plan. La SEREMI de Vivienda y Urbanismo respectiva deberá autorizarlo antes de que sea aprobado por el Concejo Municipal.
 



Finalmente, señaló que se introducen modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcciones y a otras leyes vinculadas, para que la propuesta pueda implementarse.
 



A continuación, hizo las siguientes observaciones:

  



- Las enmiendas a la la Ley General de Urbanismo y Construcciones, relativas a las declaratorias de utilidad pública y a los aportes al espacio público por parte de los proyectos de densificación, abordan problemas relevantes para las ciudades actuales. En el primer caso, advirtió, se enfrenta la necesidad de que las urbes cuenten con áreas verdes y vialidad; en el segundo, se promueve que las construcciones hagan aportes que sean proporcionales al impacto que causan, situación que hoy no ocurre. Es fundamental que ambas materias se discutan conjuntamente

 



- No obstante lo anterior, dijo, existe la sensación de que el proyecto de ley no responde adecuadamente a los desafíos antes referidos.
 



- En todo caso, representa un avance, en la medida que genere criterios objetivos y conocidos para el establecimiento y el pago de los aportes. Sin embargo, desvirtúa su sentido original el que se permita que se efectúen en dinero, y que se hagan en un área distinta de aquélla donde el proyecto impacta directamente. En ese sentido, sugirió que las obras de gran envergadura realicen sus aportes necesariamente en el área de su influencia.





- Más allá de los cambios en la legislación, es imprescindible apoyar a los municipios para la adecuada formulación de su Plan de Inversiones en el Espacio Público




Por su parte, el arquitecto, señor Iván Poduje, acompañó su exposición con una presentación en power point, que se adjunta como anexo.





Expresó que la iniciativa se sustenta en que los proyectos de edificación deben mitigar sus impactos sobre bienes nacionales y ceder terrenos, que incluyan mejoramientos en el espacio público, obras o recursos. Además, las cesiones y mitigaciones son conocidas con anterioridad y se asocian a un plan de inversión comunal denominado Plan de Inversiones en el Espacio Público (P.I.E.P). Todos los proyectos pagan, a diferencia de lo que ocurre hoy con los Estudios de Impacto sobre el Transporte Urbano (EISTU).

 



Respecto del articulado, indicó que el artículo 15 bis permitirá conocer las exigencias de urbanización antes de solicitar el permiso o autorización de las obras, además de exigir que todas las obligaciones estén definidas en la ley. Estimó conveniente esta disposición, ya que obliga a predefinir condiciones y requisitos, lo cual, conforme a su entender, sería preferible hacerlos en el P.I.E.P.

 



En cuanto a las iniciativas de desarrollo condicionado, que no caben dentro del concepto del Plan de Inversiones (ZUDC, PDUC o PRMS 100), quedarían resueltas en el artículo 134 bis, y recomendó que sería óptimo fusionarlas en los Planes Reguladores Comunales. 

 



Sobre el artículo 37 bis del proyecto de ley, manifestó que simplificará el trámite de modificación de los Planes Reguladores Intercomunales mediante enmiendas en trazados, límites de zonas-áreas y textos y planos. Consideró estas enmiendas positivas y explicables sólo en cuanto al trazado vial, pero opinó que deberían precisarse en la Ordenanza.

 



En relación a las “zonas”, expresó su desacuerdo, debido a las implicancias en la urbanización, impactos y conflicto ciudadano que de ellas pudieran derivarse. Además, no se entiende la relación de ajuste de zonas con los aportes. Planteó precisar este artículo.

 



Acerca de los artículos 70 bis y 70 bis A que permiten pagar en dinero cesiones para vialidad, equipamientos y áreas verdes, aseveró que el orden lógico sería definir primero en el articulado de la iniciativa el “Plan de Inversiones en el Espacio Público”. También señaló que las cesiones de suelo no guardan relación con los impactos adicionales que motivan los aportes y, por tanto, no deben traspasarse a otros sectores.

 



Agregó que muchos municipios no tienen la capacidad para administrar ni fiscalizar el uso de grandes recursos, y propuso eliminar la atribución de las municipalidades para enajenar el suelo cedido para equipamiento (artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones).

 



Indicó que el artículo 70 bis B establece el método para fijar los aportes respecto de los proyectos de “escala mayor” y de los que involucren dos o más comunas, pero no especifica ninguna exigencia para proyectos que no califican como tal.

 



Añadió que el informe de la SEREMI de Transporte y Telecomunicaciones constituiría una duplicidad con el EISTU, salvo que éste se reemplace por el Plan de Inversiones, lo que debería plasmarse en la ley.

 



Consideró recomendable reemplazar los EISTU (análisis caso a caso) por obras en el Plan de Inversiones, donde las medidas estén predefinidas.
 



Sobre los artículos 70 bis C y 70 bis D, explicó que definen y establecen las características generales del referido Plan, y estimó conveniente que sea un instrumento compatible y coordinado con el Plan Regulador Comunal.
 



Hizo presente que, además de las “afectaciones de utilidad pública”, el P.I.E.P. debería incluir obras para mitigar impactos, salvo que estén en el Plan Regulador Comunal.
 



Sugirió precisar si la “densificación” incluye loteos de extensión urbana y si abarca obras no calificadas como de “escala mayor”. Asimismo, el informe del SEREMI de Transporte y Telecomunicaciones no debería ser vinculante en la aprobación del P.I.E.P, por lo que planteó precisar el texto.
 



En relación a los artículos 70 bis E y 70 bis F, acotó que permiten que particulares propongan ajustes al citado instrumento de planificación y establecen las cesiones como método de aporte. Reseñó que no es conveniente que el Plan se modifique por solicitudes de particulares en cualquier plazo, ya que esto retrasará la aplicación del instrumento y elevaría la discrecionalidad para aprobar o rechazar cambios. Indicó que las solicitudes de privados deberían recogerse durante el diseño del Plan, cada cinco años.
 



Por otra parte, hizo notar que imputar cesiones es muy complicado, ya que podría afectar la consolidación de los perfiles viales si el propietario destina este monto a otro fin.
 



Respecto del artículo 134 bis, que permite fijar condiciones y exigencias para proyectos de extensión urbana, opinó que en los Planes Reguladores Comunales las exigencias deberían formar parte del Plan de Inversión en el Espacio Público. En los Planes Intercomunales, el método para determinar condiciones y requisitos debe ser análogo al P.I.E.P.
 



Concluyó su exposición expresando que el Plan de Inversiones es un instrumento positivo y necesario para nuestras ciudades, ya que agrupa y especifica las obras que deben ejecutar privados, y establece reglas claras para la edificación, reduciendo los problemas que representan los EISTU, como la incertidumbre y el análisis caso a caso.
 



Agregó que el proyecto de ley valida el “desarrollo condicionado”, que es una herramienta que favorece el crecimiento urbano sustentable. Además, conforme a la nueva normativa todos los proyectos pagan, pero esto no queda explícito en el articulado.
 



Por último, observó que las modificaciones simplificadas de los planes reguladores no tienen relación con la iniciativa en discusión, ni son aconsejables.
 



Asimismo, advirtió que se anticipan problemas operacionales y de discrecionalidad en el aporte con dinero, por lo que propuso que todo pago se haga en obras. También destacó que las cesiones de urbanización no equivalen a aportes por mitigación, por lo que ambas exigencias deberían diferenciarse.
 



Añadió que todos los proyectos deben incluirse en los P.I. E. P., los que además deben considerar las exigencias para las zonas de expansión. Reiteró que existe riesgo de duplicidad con los EISTU, y llamó a eliminar de forma explícita este instrumento de la Ordenanza.





El Honorable Senador señor Tuma consultó si el plazo que prescribe la iniciativa para la entrada en vigencia de la ley será suficiente, especialmente en atención a los municipios que deberán diseñar los P.I.E.P., o que aún no cuentan con ellos.





Asimismo, preguntó la razón por la cual se elimina la facultad de las municipalidades para la venta de suelos denominados “basura”.





El Honorable Senador señor Sabag reiteró su opinión en cuanto a que la normativa aumentará los costos de los proyectos, tanto para los inversionistas como para los compradores. Sugirió incrementar los subsidios habitacionales entregados por el Estado en vista de esta nueva regulación.





El Honorable Senador señor Pérez Varela concordó con la opinión del arquitecto señor Poduje, en cuanto a que la idea central del proyecto de ley radica en el Plan de Inversiones en el Espacio Público, por lo que hizo un llamado a regular con mayor precisión los detalles de este nuevo instrumento en la ley.





El Honorable Senador señor Muñoz Aburto hizo notar la importancia de que los proyectos de edificación respeten las zonas patrimoniales, mencionando casos como el terreno del Hipódromo de Punta Arenas. Concluyó que esta nueva legislación será muy favorable para las regiones.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo anunció la elaboración de una minuta con las principales observaciones efectuadas al proyecto de ley por los invitados, y la manera de solucionarlas, según el Ejecutivo.





Agregó que el artículo primero transitorio de la iniciativa regula precisamente la consulta formulada por el Honorable Senador señor Tuma, en cuanto a que se otorga un plazo de dos años desde la publicación de la ley para que los municipios aprueben sus respectivos Planes de Inversión en el Espacio Público y Planos Seccionales.





Destacó que existen comunas pequeñas que no cuentan con los equipos profesionales o técnicos necesarios para la elaboración de estos Planes, o bien poseen pocos recursos, o tienen un escaso desarrollo inmobiliario, en cuyo caso el Plan podrá consistir en una simple enunciación. Añadió que generalmente estos municipios carecen de Planes Reguladores Comunales.





Sobre las cesiones de equipamiento, opinó que más que eliminarlas, habría que limitarlas. Por otra parte, señaló que la iniciativa dispone que todos los proyectos de densificación aportarán al espacio público, para lo cual la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones regulará diversas exigencias, dependiendo del tamaño de la localidad donde se desarrolle el proyecto específico y sus características. Acotó que para estos efectos, se introducirá un capítulo especial en la Ordenanza que regulará el P.I.E.P., conforme al cual se determinará el piso y las características de cada aporte.





También se refirió al pago en dinero de los aportes contemplados en el artículo 70 bis del proyecto de ley, y explicó que esta alternativa no se puede eliminar por cuanto los proyectos de mediana o poca envergadura carecen de la posibilidad de pagar en obras y menos en terreno. Añadió que no tiene sentido exigir como aporte a una edificación pequeña que ensanche una calle en 10 metros y a la siguiente obra, otros 10 metros más.





Por otra parte, acotó que la participación ciudadana para presentar enmiendas o adecuaciones al Plan de Inversiones en el Espacio Público sólo dice relación con precisiones en los límites de zonas, pero no con un cambio sustancial.





El Honorable Senador señor Tuma consultó por el grado de participación que habrá para modificar la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones como consecuencia de la aprobación de esta iniciativa, a lo que el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo contestó que, por lo general, si bien se trata de la potestad reglamentaria del Presidente de la República, en caso de enmiendas importantes, como la de la especie, se convoca a una mesa técnica con invitados profesionales del área.





El señor Poduje manifestó que la iniciativa dispone que todo proyecto pagará un aporte -que encarecería el costo de la construcción-, pero debe considerarse que la contribución será proporcional al impacto que se genere en el espacio urbano.

 



Hizo notar que para algunos municipios es complejo administrar recursos financieros y es muy fácil desviarlos a otros fines, debido a las múltiples necesidades existentes. Propuso traspasar su administración a los Gobiernos Regionales o al SERVIU.





En cuanto a la modificación de límites de las zonas a propuesta de particulares, advirtió que es importante contar con la cartografía detallada, que aún no se encuentra disponible. Por ello, resultaría peligroso otorgar esta facultad, sin contar con los instrumentos oficiales que determinen con claridad estos deslindes. 





En atención al compromiso adquirido con la Comisión, el señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo presentó una minuta, que se adjunta como anexo, en la cual se hizo cargo de las principales observaciones efectuadas por los invitados.





Respecto de lo expresado por la Cámara Chilena de la Construcción: 

 



- Observación 1: se debe establecer la prohibición expresa de que los municipios utilicen los fondos recaudados por aportes en obras de conservación vial. Del mismo modo, debe garantizarse que los recursos se destinen a inversión y en ningún caso a gastos corrientes.

 



Sobre el particular, el Subsecretario indicó que la iniciativa prescribe que los fondos recaudados deberán administrarse en una “cuenta única”, destinada sólo para los fines que señala la ley. Además, se incluye expresamente dentro de la cuenta pública anual de los alcaldes la obligación de informar detalladamente sobre los aportes y las obras de inversión.

 



En cuanto a la “conservación vial”, explicó que no está considerada dentro de las materias propias de los Planes de Inversiones en el Espacio Público, ya que el concepto de inversión es diferente al de “gasto corriente”.

 



- Observación 2: se debe autorizar en el cuerpo legal un límite no superior al 15% de los fondos para estudios de actualización del Plan de Inversiones, o para estudios de ingeniería o de detalle para la ejecución de proyectos e inversiones.

 



El Subsecretario afirmó que la iniciativa considera, para esos efectos, un límite del 10%, en el artículo 70 bis A.

 



- Observación 3: el aporte debe estar destinado a mitigar los impactos de un determinado proyecto y en ningún caso a reparar un déficit histórico, que debe ser asumido por toda la sociedad. Deben incorporarse mecanismos que excluyan este arrastre de la base de cálculo, así como del P.I.E.P.

 



La referida autoridad ministerial aclaró que no es correcto lo aseverado, ya que si el espacio público que enfrenta un proyecto no está urbanizado, o tiene escasa urbanización, es lógico que pueda hacer su aporte completando la urbanización faltante.

 



- Observación 4: la realización de los Estudios de Impacto sobre el Sistema de Transporte Urbano (EISTU) debería ser una alternativa facultativa de los desarrolladores que no estimen correcto el aporte resultante de la aplicación del mecanismo.

 



Sobre el particular, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo manifestó que el proyecto de ley plantea la sustitución de los EISTU por un sistema objetivo, sin “negociaciones” con la autoridad. Hizo notar que los aportes estarán regulados, por lo que no sería correcto permitir que a algunos se les exima de la aplicación de sus normas.

 



- Observación 5: la fijación de máximos de estacionamientos es una medida equivocada, que podría generar importantes distorsiones en el mercado.

 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo respondió que la iniciativa no determina un límite de estacionamientos, sino que faculta a las municipalidades para hacerlo en el Plan Regulador, cuando se trate de zonas urbanas congestionadas. Acotó que la administración del transporte es una materia de interés público, lo que justifica la existencia de reglas que influyen directamente en los índices de congestión.

 



- Observación 6: aquellos proyectos ubicados en predios que ya hayan realizado cesiones al espacio público, deben imputar dicha cesión al aporte; de lo contrario, podría superarse el 44% del valor del terreno establecido en la ley.

 



La citada autoridad contestó que la nueva normativa se refiere a los proyectos de densificación, los que por definición se ubican en espacios que fueron parte de un loteo que en su oportunidad hizo cesiones, pero en consideración al número de personas, que obviamente es distinto en cada caso.

 



- Observación 7: la SEREMI de Vivienda y Urbanismo, en el proceso de aprobación del proyecto, no debe hacer solicitudes que no estén contempladas en el Plan de Inversiones, o que excedan a las necesidades de una determinada comuna.

 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo indicó que la labor de la SEREMI no consistirá en establecer exigencias, sino que, tal como contempla la iniciativa, definir qué parte del aporte debe ir a cada comuna, cuando se trata de grandes proyectos ubicados en un límite comunal (caso habitual en las áreas metropolitanas dado que los límites comunales generalmente coinciden con las mayores avenidas).

 



- Observación 8: el artículo 15 bis propuesto, que busca resguardar a los desarrolladores de exigencias ajenas al sistema de aportes, no guarda relación con la ubicación que se le da en la Ley General de Urbanismo y Construcciones; y debería estar considerado en la parte referida a las atribuciones de las Direcciones de Obras Municipales.

 



En este punto, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo explicó que el comentario no tiene asidero, ya que el artículo 15 bis regula una materia distinta a la del artículo 15 que le precede. Por otra parte, acotó, se trata de una regla de aplicación general y no sólo para las Direcciones de Obras, por lo que no corresponde incorporarlo en las normas relativas a sus facultades.

 



- Observación 9: el nuevo artículo 8º de la ley N° 19.537 contenido en la iniciativa, establece la posibilidad de no cumplir con el estándar de estacionamientos para las viviendas sociales, si así lo permite el respectivo Plan Regulador Comunal, lo cual podría generar otro déficit de infraestructura urbana.

 



La autoridad ministerial indicó que se faculta a los Planes Reguladores para hacer “excepciones” a la obligación relativa al número de estacionamientos, considerando que hay lugares que por su geografía -como  los  cerros  de Valparaíso- o por no tener parque automotriz -como la Isla Juan Fernández- justifican esta exclusión. Coincidió en que para evitar el mal uso de esta norma, podrían señalarse explícitamente los casos en la ley.

 



- Observación 10: el artículo 70 bis D, modificado por la Cámara de Diputados, prescribe que los Planes de Inversiones requerirán autorización de la SEREMI de Vivienda y Urbanismo y luego se aprobarán de acuerdo al procedimiento aplicable a los Planos Seccionales, conforme a la Ordenanza General, previa consulta al Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil en sesión citada expresamente para este efecto. Se estimó que al agregarse esta exigencia se duplican instancias, puesto que el procedimiento de los planos seccionales contempla una etapa de participación cívica, así como la aprobación del Concejo Municipal.

  



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo estuvo de acuerdo con este planteamiento, entregándolo a la consideración de la Comisión.

 



En cuanto a las sugerencias del señor Iván Poduje, puntualizó lo siguiente:

 



Observación 1: sobre el artículo 37 bis, en que consideró adecuado contemplar un procedimiento simplificado para enmiendas de los Planes Reguladores y cuestionó la necesidad de incluir la posibilidad de “precisar zonas o áreas de los planes”, en atención a los eventuales cambios de las reglas de la zonificación y sus efectos sobre los vecinos.

 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo aseguró que el concepto de “enmienda” será explicitado en detalle en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Añadió que no se trata de cambiar las reglas sin participación ciudadana, sino de hacer precisiones en caso de planes antiguos sin base cartográfica o de georreferenciación. Por definición, añadió, las enmiendas no son cambios importantes, sino ajustes que facilitan la aplicación de un Plan Regulador, sin necesidad de someterlos al extenso procedimiento creado para la formulación de planes o sus modificaciones (actualmente el plazo promedio de es de 4 a 7 años).

 



Además, la iniciativa de ley contempla usar el mismo procedimiento de aprobación de los Planos Seccionales, que incluye un período de 30 días de exposición al público con reglas de difusión por medios de prensa y la posibilidad de efectuar observaciones, para que los vecinos o cualquier interesado pueda participar, antes de su aprobación por el Concejo Municipal.

 



- Observación 2: respecto de los artículos 70 bis y 70 bis A, en cuanto a que “muchos municipios no tienen capacidad para administrar ni fiscalizar uso de recursos”, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo respondió que los P.I.E.P. consideran las diferentes realidades de los 345 municipios. Es posible, ejemplificó, que un Plan de Inversiones pueda contener solo de una frase: “Materializar los ensanches y aperturas de calles contemplados en el Plan Regulador.”.

 



- Observación 3: se recomienda eliminar la atribución para enajenar suelo cedido para equipamiento (artículo 70 de la LGUC).

 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo indicó que la Ordenanza General se modificará una vez aprobado el proyecto de ley, limitando la posibilidad de que las municipalidades vendan los terrenos recibidos para equipamiento, debiendo utilizar estos recursos sólo en otros terrenos o edificaciones destinados a equipamiento (servicios, comercio, educación, cultura o salud, pública o privada).

 



- Observación 4: el informe de la SEREMI de Transporte y Telecomunicaciones podría constituir una duplicidad con los Estudios de Impacto Vial (EISTU), salvo que estos se reemplacen por el nuevo sistema de aportes y los Planes de Inversiones en el Espacio Público, lo cual debiera quedar en la ley.

 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo respondió que el tema está resuelto en el proyecto de ley, por cuanto los actuales EISTU no tienen respaldo legal. Añadió que el artículo 15 bis despeja el tema, al prescribir que “no se podrán formular exigencias que no estén expresamente contempladas en la ley”. Es innecesario y no corresponde que una ley se refiera a un precepto que no tiene asidero legal, bastando con dicha aclaración.

 




Observación 5: en relación a los P.I.E.P., el informe de la SEREMI de Transporte y Telecomunicaciones no debiera ser vinculante para su aprobación.

 



El representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo manifestó que dicho informe no será obligatorio. Recordó que en derecho público los órganos del Estado solamente tienen las facultades expresamente establecidas en la ley.

 



Observación 6: acerca de que no es recomendable que el Plan de Inversiones se modifique ante solicitudes de particulares en cualquier plazo, porque retrasaría su aplicación y elevaría la discrecionalidad del regulador para aprobar o rechazar cambios y que sería más apropiado que las solicitudes de privados sean recogidas en el diseño del Plan de Inversiones, cada cinco años, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo señaló que el proyecto de ley regula claramente esta materia, cualquiera sea el origen de las solicitudes de modificación. 

 



- Observación 7: en cuanto a que imputar cesiones es muy complicado, ya que podría afectar la consolidación de los perfiles viales si el propietario destina dicho monto a otro fin, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo estuvo conteste con lo planteado, enfatizando que la iniciativa no permite que los cesionarios puedan decidir respecto del destino de los terrenos cedidos. 

 



- Observación 8: la ubicación del articulado sobre regulación del Plan de Inversión en el Espacio Público, en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, no es la más adecuada.

 



El representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que la descripción del Plan está bien situada en el proyecto de ley, al permitir que las cesiones de terreno que regula el artículo 70 de la LGUC, cuando se trate de proyectos de densificación, puedan efectuarse pagando su valor equivalente a la municipalidad. Luego se establecen los destinos que podrán tener los fondos recaudados, que quedarán sujetos a un Plan de Inversiones en el Espacio Público, previamente aprobado por la municipalidad. A continuación, se describe dicho Plan. Precisó que la Ordenanza General incorporará un Capítulo especial sobre los P.I.E.P.





- Observación 9: se anticipan problemas operacionales y de discrecionalidad en el pago de aportes con dinero; para evitarlos todos los recursos deberían ser invertidos en obras.

 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo reiteró que todos los proyectos de densificación deberán efectuar aportes, y que dentro de ellos hay que considerar especialmente los de menor tamaño, que no tienen capacidad para ejecutar obras en el espacio público dada su complejidad y que aportarán montos que no alcanzarán para una construcción completa. Agregó que es más lógico establecer un sistema de “bolsa” en la que se acumulen los fondos, hasta que alcancen para financiar íntegramente una obra o, por ejemplo, una expropiación para ejecutar un ensanche vial. 

 



Sobre los comentarios del Centro de Políticas Públicas de la Pontifica Universidad Católica de Chile, señaló lo siguiente:

 



- Observación 1: la iniciativa permite que los aportes se hagan en dinero y se realicen en un área distinta a la que el proyecto impacta directamente, pero las obras de gran envergadura deberían efectuar su aporte necesariamente en el área de su influencia.
 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo compartió este planteamiento, e indicó que el artículo 70 bis B de la iniciativa de ley faculta a la SEREMI para establecer que en estos casos el aporte se haga precisamente en el área del proyecto.

 



- Observación 2: es fundamental que el proyecto de ley sobre declaratoria de utilidad pública de los Planes Reguladores se analice en conjunto con esta iniciativa. Las declaratorias de utilidad pública (DUP), deberían anexarse a los mecanismos de financiamiento que permitan llevarlas a cabo, de manera que no sean sólo una manifestación de buenas intenciones. 

 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo estuvo de acuerdo en que ambos proyectos de ley están relacionados. Anunció que espera el pronto despacho en la Cámara de Diputados de la iniciativa sobre las declaratorias de utilidad pública que establece compensaciones para los afectados mediante recursos que, en parte, provendrán de los aportes.

 



- Observación 3: los municipios deberían recibir más apoyo técnico para la adecuada formulación de sus Planes Reguladores y zonas de utilidad pública, como también para la elaboración de los P.I.E.P. Además, se debería avanzar en la agilización de los procedimientos para actualizar los Planes Reguladores Comunales.

 



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo concordó con lo anterior; por ello, anunció que se regulan apoyos concretos para las municipalidades que lo requieran, en el artículo tercero transitorio de la iniciativa.





El Honorable Senador señor Tuma puso énfasis en que se trata de una gran iniciativa que mejorará la calidad de vida de los ciudadanos. Solicitó el listado de los municipios que tienen Plan Regulador Comunal y los que no, por comuna.





Por otra parte, aseveró que en la actualidad los barrios antiguos no cuentan con plazas, lugares comunes o mobiliario urbano, y que muchas veces están rodeados de sitios eriazos. Consultó si serán beneficiados por el proyecto en estudio. 





La Honorable Senadora señor Pérez preguntó si la iniciativa contempla incentivos para que los aportes se hagan en comunas saturadas. Manifestó su preocupación en cuanto a que los municipios de menor tamaño queden atrás en este nuevo sistema por falta de recursos y de profesionales para confeccionar sus Planes Reguladores y el Plan de Inversiones. Finalmente, quiso saber si existirán estímulos para que los privados construyan en comunas pequeñas.





El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo indicó que el nuevo sistema de aportes constituirá una fuente de recursos frescos para los municipios. Agregó que hoy existe solamente la obligación de urbanizar dentro del terreno del propietario, pero la autoridad no tiene facultades legales para exigir al urbanizador obras fuera de los deslindes correspondientes.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que de los 345 municipios del país, sólo 233 tienen Plan Regulador Comunal, y recordó que hay un plan ministerial de ayuda a las comunas para que confeccionen estos instrumentos.




El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo aclaró que el Ministerio colabora para que todas las comunas -principalmente las más pequeñas- cuenten con su Plan Regulador Comunal, mediante apoyos y asesorías. Añadió que se trabaja en un Programa de Subsidio de Equipamiento Barrial, que contempla, entre otros objetivos, construir 200 plazas anuales, y que en conjunto con el Programa de Mejoramiento de Barrios contribuirá a desarrollar el entorno de los barrios antiguos.





En una sesión posterior, el Presidente de la Cámara Chilena de Centros Comerciales efectuó una exposición, que se adjunta a este informe.





Explicó que la Organización representa a los polos o sub centros de equipamiento con una amplia oferta de servicios, comercio y esparcimiento para la comunidad, siendo parte del 5% que históricamente ha aportado al espacio público -como resultado de los EISTU-, versus el 95% de las construcciones que no lo hace.

 



Compartió los objetivos generales del proyecto de ley; sin embargo manifestó algunas dudas acerca de sus efectos.

 



Afirmó que el sistema único de aportes en dinero u obras que figuren en el Plan de Inversiones perjudicará a quienes ya han participado en proyectos, porque el aporte previsible -44% del valor del terreno- es excesivo e injustificado desde el punto de vista técnico, económico y urbanístico. Añadió que si se revisan los distintos casos analizados por el gremio, los EISTU no superan el 10% de la tasación fiscal, en tanto que la propuesta supera en 2 a 6 veces las inversiones que han realizado, sin que se registren casos en que se acerque al 44% del valor comercial del terreno.
 



Recalcó que la iniciativa desconoce el sistema histórico de aportes definidos en estudios viales específicos y que la propuesta no exime a los Centros Comerciales de implementar medidas adicionales, duplicando de este modo la inversión.




 
Hizo presente que existen diferencias entre el precio del suelo del centro y de la periferia, al igual que en el grado de consolidación, los aportes históricos y los elementos espaciales de dichas áreas. Reseñó que la proporción de cesión de terrenos hasta en un 44% de su valor responde a las características y a las necesidades del loteo y no de la densificación, porque el 30% del aporte se destina a circulaciones o vialidad del propio proyecto; el 10% a áreas verdes mínimas, para el propio proyecto, y un 4% a equipamiento a la municipalidad. 

 



Por ende, planteó, hasta el 90% del 44% se emplea en vialidad y espacio público del proyecto; versus el 44% del valor del terreno que establece la iniciativa, disociado del fenómeno de densificación. En consecuencia, este último porcentaje no tiene justificación técnica, económica ni urbana. 

 

También señaló que hay una incongruencia entre la iniciativa en estudio y el desarrollo de centros comerciales, ya que la inserción de estos últimos responde a aspectos específicos de localización de los proyectos. Manifestó que el Plan de Inversiones será incapaz de prever la especialidad y las características de un centro comercial, y de contemplar obras eficaces y eficientes a su respecto, por lo que el aporte del 44% no los exime ni resuelve algunas mejoras que deben realizar en el espacio público para su adecuada inserción; en consecuencia, siempre deberán efectuar estudios y financiar obras complementarios.

  

Puso de relieve que la iniciativa prescinde y no  reconoce los efectos y el mérito de los estudios viales, y aseguró que la posibilidad de proponer a la municipalidad modificaciones o adecuaciones al Plan de Inversiones -prescrito en el artículo 70 bis E-, supone una tramitación dilatada y burocrática, y eventuales influencias externas a las decisiones técnicas.



Connotó que los centros comerciales deberán pagar aportes -que teóricamente comprenden vialidad, áreas verdes y equipamiento-, sin que efectivamente se relacionen las causas de cobro con los efectos de la inversión; además, que deberán hacer obras adicionales en el espacio público, lo que se traduce en un doble pago y en una desigualdad en las cargas públicas no tributables.

 



En efecto, expresó que la Constitución Política de la República, en su artículo 19 número 20°, dispone que la Carta Fundamental asegura a todas las personas “La igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que fije la ley, y 

la igual repartición de las demás cargas públicas.”.

 



Aseguró que el aporte al espacio público es una carga pública que debe ser igualmente repartida; no obstante, en el artículo 70 bis el aporte es distinto proporcionalmente por tamaño, destino y localización. Planteó las siguientes interrogantes: ¿cómo se conoce y define la proporcionalidad en los distintos destinos y localizaciones de los proyectos?; ¿en qué se funda esa diferenciación? y ¿quién la hace?.

 



Se refirió también a la inconstitucionalidad de la delegación de atribuciones, y citó considerandos del fallo N° 370 del Tribunal Constitucional, que reafirman la posición de la Cámara Chilena de Centros Comerciales.
 



De este modo, indicó que el proyecto de ley establece distintas delegaciones:





1) A la potestad reglamentaria -Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones- en el artículo 70 bis: 





a) para definir la fórmula de cálculo del valor comercial del terreno;





b) excepciones que impiden elegir pago en obras a elección del aportante, y





c) proporcionalidad de aportes en función de tamaños, localización y destino;





2) Al Plan de Inversiones (administración local):





a) Artículo 70 bis B: para establecer exigencias de obras, indefinidas en naturaleza y monto, a anteproyectos de equipamiento mayor por parte de las Secretarías Regionales Ministeriales de Transporte y Telecomunicaciones y de Vivienda y Urbanismo.

 



b) a la Ordenanza General y los Planes Reguladores: en cuanto a la definición de condiciones especiales de equipamiento y urbanización en zonas de extensión urbana.





3) A las Secretarías Regionales Ministeriales: 





a) definición de obras y área de influencia de proyectos de escala mayor.




En consideración a lo anterior, sugirió:





1) Revisar el monto de los aportes:





a) realizar un análisis económico de sus efectos.





b) evaluar mecanismos que no consideren el valor del terreno, tales como:





- Proporción respecto de los derechos del permiso de edificación;





- Proporción respecto del número de estacionamientos;





- Porcentaje de utilización del coeficiente de construcción.





2) Incorporar los estudios viales como un instrumento adecuado para la inserción armoniosa de los proyectos de inversión.





3) Reconocer los aportes al espacio público de obras definidas en estudios viales: las inversiones viales que sean necesarias debiesen imputarse al aporte, independientemente de la forma en que se calculen. 





4) Prescindir de la diferenciación de los aportes en función de la localización y el destino, o bien, establecerla en la ley.





Posteriormente, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo efectuó las siguientes precisiones respecto de la exposición de la Cámara Chilena de Centros Comerciales.





En primer término, indicó que no es correcto manifestar que la iniciativa en estudio fije el monto de los aportes, ya que sólo se señalan los parámetros generales que servirán de base para su cálculo, dependiendo del tamaño, el destino y la localización del proyecto; además el 44% del valor del terreno es el tope máximo que puede ser cobrado. Recordó que este porcentaje ya está prescrito en el artículo 70 de la LGUC.





Aseguró que el aporte se fijará proporcionalmente en cada proyecto, según su densidad calculada en base al número de personas por edificación.





Por otra parte, hizo notar que los EISTU se refieren a la mitigación vial de un proyecto específico en función del transporte y de su influencia en el sistema vial, y que los aportes estarán destinados a todo el espacio público. Agregó que el artículo 70 bis de la iniciativa otorga a los interesados en desarrollar un proyecto de envergadura, como un centro comercial, la facultad de proponer a la municipalidad modificaciones o adecuaciones al Plan de Inversiones en el Espacio Público.





Destacó que la Cámara Chilena de Centros Comerciales planteó una inquietud -al igual que varios de los invitados a la Comisión-, respecto de la forma y el modo en que la Ordenanza General reglamentará el cálculo de los aportes, para no caer en irregularidades o en arbitrariedades. Acotó que la regulación permitirá conocer de antemano el monto del aporte, incluso antes de comprar el terreno para ejecutar un proyecto.





Aseveró que la SEREMI de Vivienda y Urbanismo no estará facultada para exigir requisitos adicionales a los proyectos que se presenten, toda vez que el artículo 70 bis B establece que este Órgano sólo podrá disponer que el aporte o parte de éste se efectúe mediante la ejecución de obras en el área de influencia del proyecto. 





La Honorable Senadora señora Lily Pérez opinó que es necesario delimitar de manera precisa en la ley el sistema de cálculo de los aportes, a fin de evitar cualquier tipo de arbitrariedad. 





El integrante de la Mesa de la Cámara Chilena de Centros Comerciales, señor Cristián Ferrari, consultó por la forma como se definió el porcentaje del 44 % del valor del terreno como tope de los aportes al espacio público, y bajo qué parámetros y supuestos, ya que consideró muy elevado este porcentaje.





El asesor legal de la Cámara Chilena de Centros Comerciales, señor Cristóbal Fernández, puntualizó que el actual artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones -que dispone este monto-, ha sido inaplicable en la práctica respecto de los proyectos de densificación. Consultó de qué manera se efectuarán los aportes en las obras que se ejecutan por etapas, y si se reconocerán los EISTU ya realizados.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo concordó con la inoperancia del artículo 70 citado, y aclaró que el Mensaje explica la causa: los aportes sólo permiten la cesión de terrenos propios y los proyectos de gran envergadura no pueden hacerlo por estar limitados en cuanto a la cantidad de terreno que pueden ceder.





Anunció que se hará cargo de las recomendaciones efectuadas en el seno de la Comisión, en orden a velar porque la Ordenanza General regule parámetros objetivos y claros para determinar el monto de los aportes. Asimismo, explicó que reconocer los EISTU ya realizados por las empresas respeto de un proyecto específico resultaría muy engorroso, y que permitir al desarrollador la posibilidad de resolver cómo intervendrá el espacio público es poco apropiado.





El Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción de la VIII Región, señor Miguel Ángel Ruiz-Tagle, acompañó una minuta que se adjunta al informe. 





Destacó que comparte los objetivos generales de la iniciativa legal y, tal como lo hizo en su oportunidad la Cámara Chilena de la Construcción, reiteró algunas observaciones a su respecto.





En primer término, no estuvo de acuerdo con el límite máximo del aporte establecido en el artículo 70 de la LGUC, correspondiente al 44% del valor del terreno, puesto que en el caso de los proyectos de densificación podría significar un gravamen que no necesariamente se haga cargo de las externalidades generadas por él. Acotó que los proyectos de densificación deberían ser tratados de manera distinta a los de extensión. Sugirió revisar el monto del aporte, diferenciando ambas clases de edificaciones y determinar un límite distinto para cada uno, ya que en los de densificación, al tratarse del valor comercial del terreno, el aporte podría ser excesivo.





Por otra parte, manifestó que el sistema debe evitar la acumulación sucesiva de aportes, puesto que podría implicar el pago de un monto mayor al del tope legal; alternativamente, propuso contemplar un porcentaje menor para los proyectos de densificación.





Estimó que sería conveniente establecer que las cesiones efectuadas con anterioridad se puedan imputar como créditos al aporte que la obra actual deba realizar, aplicando el cobro solamente sobre el nuevo impacto que el proyecto inmobiliario genere.





Indicó que los pagos deben destinarse a mitigar efectos propios de un proyecto, pero no a reparar el déficit histórico previo, que debe ser abordado por toda la sociedad. Por ello, sugirió incorporar mecanismos que excluyan este arrastre de la base de cálculo de cobro y del Plan de Inversiones en el Espacio Público.





En cuanto a los EISTU, expresó que este instrumento debería constituir una alternativa facultativa para los desarrolladores que no consideren correcto el monto del aporte resultante. Esto, destacó, garantizaría que las obras que se ejecuten vayan en directa mitigación de los impactos y externalidades del área del proyecto.





Finalmente, reiteró los planteamientos efectuados en su oportunidad por la Cámara Chilena de la Construcción, destacando que el cobro de los aportes debe asegurar la proporcionalidad, la equidad, la transparencia y la publicidad del mecanismo, de manera que sean conocidos de antemano por el desarrollador.





El Honorable Senador señor Tuma preguntó si las obras de urbanización, pavimentación, colectores, etc. de un proyecto se imputarían al aporte respectivo, y cómo se evaluará. El señor Ruiz-Tagle aclaró que esta imputación sería conveniente, ya que todos los proyectos tienen costos asociados.





El Honorable Senador señor Muñoz hizo presente que los aportes deben destinarse a mitigar el impacto de la obra en el mismo espacio público en que se ejecute.





El Honorable Senador señor Kuschel manifestó compartir algunas de las observaciones de la Cámara de la Construcción de la VIII Región, y explicó que este tipo de cobros podría generar un desincentivo al desarrollo económico del sector de la construcción. Añadió que la iniciativa hará aumentar los costos de las edificaciones, impidiendo principalmente a la clase media  optar a mejores viviendas y a una mejor calidad de vida.





Por su parte, la abogada de la Cámara Chilena de la Construcción, señora Muriel Sciaraffia, sintetizó las recomendaciones de la Organización que representa: evitar los aportes sucesivos; tomar los resguardos necesarios para que un proyecto no sobrepase el tope máximo del aporte, al no considerar las externalidades ya realizadas; adoptar mecanismos que excluyan también de dicho cálculo el déficit histórico, y disponer los EISTU como una alternativa facultativa a los aportes para los desarrolladores de proyectos inmobiliarios.



 
El Presidente de Empresas Valmar, señor Nicolás Imschenetzky, expresó que los aportes deben constituir un cobro único, claro, equitativo y universal, y sugirió estudiar la posibilidad de dejar zonas de exención por ser de interés público, para fomentar la inversión y el crecimiento.

 



Añadió que el cálculo debe hacerse tomando en consideración el proyecto y sus impactos, excluyendo los problemas históricos existentes en el lugar.

 



Resaltó, por otra parte, que no debe haber duplicidad de cobros, ya que nuestro ordenamiento jurídico contempla también otras vías de similar naturaleza, como impuestos, contribuciones, peajes y patentes, y las cesiones y obligaciones de urbanización impuestas por los instrumentos de planificación, que por lo general, están más bien destinadas al beneficio común que al proyecto en sí.





Recomendó analizar especialmente la situación de los grandes proyectos y de los proyectos ejecutados por etapas, que no está considerada dentro de la nueva normativa. 

 



Luego, advirtió algunos inconvenientes de la iniciativa, entre ellos: las Direcciones de Obras Municipales no cuentan con una planta funcionaria adecuada ni con sistemas de gestión que aseguraren la capacidad para asumir las nuevas funciones que se les encomiendan; el mecanismo de cálculo de los aportes debería detallarse claramente en la ley, puesto que es una nueva exigencia económica, otorgándole claridad y estabilidad al sistema y que no pueda alterarse fácilmente en el tiempo; es necesario excluir del cálculo del aporte los problemas antiguos de un determinado sector; definir la forma de pago y el tiempo en que las obras se ejecutarán; disponer los planes de obras urbanas y el destino de los dineros recaudados; analizar la derogación o eventual elección de los EISTU; otorgar agilidad al sistema, y evitar las duplicidades de cobros.

 



Por último, se refirió al subsidio habitacional de 2.000 UF para la clase media, el cual podría verse afectado por este nuevo costo para los desarrolladores. Recordó también el cobro del IVA a la construcción, que podría desincentivar las inversiones en el sector, al aumentar los precios de las edificaciones.




En una sesión posterior, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo se hizo cargo de los reparos y planteamientos efectuados por la Cámara Chilena de Centros Comerciales:





Acerca de que el aporte del 44% del valor del terreno es excesivo y constituye un monto injustificado desde el punto de vista técnico, económico y urbanístico; y de que los EISTUS efectuados no alcanzan el 10% de la tasación fiscal, en tanto que la propuesta legislativa supera de 2 a 6 veces las inversiones históricas de estos instrumentos, reiteró que el proyecto de ley se basa en el artículo 70 de la LGUC, que establece que el 44% es el tope de la exigencia del aporte; por tanto, no corresponde afirmar que dicho porcentaje es el monto previsible.

 



Agregó que es importante considerar que esta apreciación errada influye en todo el análisis de la Cámara Chilena de Centros Comerciales. Adicionalmente, dijo, el artículo 70 vigente señala expresamente que la exigencia “debe ser aplicada en forma proporcional”,  reforzando lo señalado.

 



En cuanto a que el proyecto de ley desconoce el sistema histórico de aportes definidos en estudios viales específicos y que el pago no exime a los centros comerciales de implementar medidas adicionales, duplicando la inversión, explicó que, en primer lugar, no existe tal sistema histórico de aportes en estudios viales, sino una norma de rango reglamentario del año 2001, que ha sido objeto de reparos por el Tribunal Constitucional y cuya aplicación ha sido discrecional. Tal como explica el Mensaje, por primera vez se regulan los aportes por densificación.

 



En relación a que el aporte no exime a los centros comerciales de implementar medidas adicionales, duplicando la inversión, indicó que el artículo 15 bis señala que las municipalidades y demás organismos públicos no podrán formular exigencias de pagos, ejecución de obras, garantías, aportes o cualquier otra contribución, en dinero o especies, distintas de las contempladas expresamente en la ley.

 



Destacó que todos los requisitos y condiciones aplicables a un proyecto de construcción, podrán ser conocidos por el interesado con anterioridad a la presentación de solicitudes o permisos.

 



Expresó que la iniciativa terminará con las obligaciones impuestas al desarrollador -habituales en muchas municipalidades y reparticiones públicas- que no tienen un origen legal, y las que teniéndolo, no son conocidas por el interesado antes de cualquier decisión de inversión.

 


 
Sobre la falta justificación del monto del aporte, señaló que la normativa no fija el monto específico, sino un máximo y la forma en que deberá reglamentarse su cálculo. 

 



En relación a que la obligación de ceder terrenos no es comparable con la de pagar dinero adicional, y que los proyectos de densificación no incluyen nuevos territorios, por lo que el aporte debería tener una lógica distinta, indicó que evidentemente son diferentes, por eso el proyecto de ley establece los criterios para calcular los aportes por densificación, que son disímiles a los existentes para los loteos.

 



En cuanto a que, a diferencia del 44% del valor del terreno, la iniciativa establece una carga disociada del tamaño del proyecto o actividad de que se trate, el representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo repitió que el aporte no es el 44% del valor del terreno, sino que será un monto proporcional, por lo que no se entiende la afirmación de que se trata de una carga disociada del tamaño del proyecto o actividad de que se trate, puesto que se dispone expresamente en el artículo 70 bis que “el porcentaje de terreno a ceder aplicable a los proyectos de densificación se fijará proporcionalmente de acuerdo al tamaño del proyecto, su destino y su localización.”.
 


Acerca de que hay una disociación entre el articulado de la iniciativa y el desarrollo de Centros Comerciales, puesto que  el Plan de Inversiones es incapaz de prever su especialidad y características y de considerar obras eficaces y eficientes a su respecto, por lo que el aporte no exime ni resuelve mejoras en el espacio público para la adecuada inserción del subcentro de equipamiento en la ciudad, coincidió con la apreciación de que los Planes no podrán prever los proyectos de mayor envergadura, por lo que se contempla un mecanismo para que puedan incorporarse las obras requeridas, previo estudio que las fundamenten. 

 



En relación a la observación anterior, el representante del Ejecutivo sostuvo que también se señala que los centros comerciales siempre deberán realizar estudios y financiamiento de obras complementarias al Plan de Inversiones. Connotó que la necesidad de efectuar estudios es correcta, dado que el proyecto de ley establece que las solicitudes para incorporar obras al Plan de Inversiones deben ser fundadas, conforme a los requisitos de presentación que regulará la Ordenanza General. Lo que no es exacto, agregó, es la afirmación de que tendrán que financiar obras complementarias. Aclaró que el pago es uno solo y que no se podrán hacer otras exigencias, y que las obras especiales que se requieran se contabilizarán como parte del aporte.
 



Respecto de que la iniciativa prescinde y no reconoce los efectos y el mérito de los estudios viales, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo advirtió que esta afirmación carece de sentido, puesto que se reemplazan dichos estudios por otros diferentes: los necesarios para el Plan de Inversiones en el Espacio Público (estudio de transporte y vialidad de toda la comuna), y los requeridos para fundamentar las obras específicas que los proyectos soliciten incorporar a dichos Plan, que son similares a los que se hacen hoy, pero más completos, incorporando al peatón y al transporte colectivo.

 



En cuanto a que el mecanismo para incorporar obras al Plan de Inversiones propuestas por el propietario de un proyecto en particular, es burocrático y permite influencias extrañas a las decisiones técnicas, estuvo parcialmente en desacuerdo. Explicó que el sistema contempla 2 casos: cuando se trate de solicitudes para efectuar cambios mayores al Plan de Inversiones se deberá seguir el siguiente procedimiento: a) Aprobación de la SEREMI de Vivienda y Urbanismo con consulta a la SEREMI de Transportes y Telecomunicaciones, con un plazo de 60 días; y b) En la municipalidad, exposición al público por al menos 15 días, con posibilidad de efectuar observaciones; c) Consulta al Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil; d) Finalmente, resuelve el Concejo Municipal, teniendo a la vista todo lo anterior. Con la aprobación del Concejo las obras sugeridas pasan a integrar el Plan de Inversiones y, por lo tanto, su costo puede imputarse al monto del aporte.

 



Reiteró que el Ejecutivo considera innecesaria la consulta al Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil.

 



Sobre las modificaciones menores, según se definirá en la Ordenanza General, bastará con el pronunciamiento favorable de la SEREMI de Vivienda y Urbanismo, previa consulta a la SEREMI de Transportes y Telecomunicaciones, con un plazo de 30 días. Además, observó, es imprescindible tener presente que la solicitud de incorporar obras al Plan de Inversiones en el Espacio Público puede efectuarse en cualquier momento, sin esperar a tener el permiso de construcción.

 



Respecto a que los centros comerciales deberán pagar aportes, sin que efectivamente se relacionen las causas del cobro con los efectos de la inversión, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo expresó que es el propio aportante el que decide qué obras del Plan de Inversiones en el Espacio Público se imputarán a su aporte. Lo esperable sería que, en el caso de los centros comerciales -con fuerte dependencia de los automóviles-, el aporte se concentre en obras viales. 

 



Referido a que los centros comerciales deberán hacer inversiones adicionales en el espacio público, constituyendo un doble pago y una desigualdad en las cargas públicas no tributables, explicó que no existe duplicidad, ya que está contemplada la opción de incorporar las obras adicionales que, justificadamente, soliciten agregar los propietarios de proyectos específicos.

 



Indicó que este es un punto sensible para todos los privados, y no solo para los centros comerciales, por lo que propuso reforzar dicha alternativa en el proyecto de ley.

 



Acerca de una eventual inconstitucionalidad de la iniciativa, porque vulneraría el artículo 19 N° 20º de la Carta Fundamental, ya que el aporte al espacio público sería una carga pública que no es igualmente repartida, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo contestó que el Mensaje expresa que el aporte corresponde al concepto de “contraprestación”: se exige sólo a quienes desarrollan proyectos inmobiliarios de densificación y se imputa al espacio público que es afectado por tales proyectos. A mayor abundamiento, aseveró que el control de constitucionalidad de los proyectos de ley que envía el Ejecutivo al Congreso Nacional es parte fundamental del análisis que realiza el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

 



En relación a que la iniciativa establece que el reglamento señalará excepciones que impedirán elegir el pago en obras a elección del aportante, manifestó que se prescribe con toda claridad que es el aportante quien decide las obras que constituirán su aporte, con el solo requisito que estén contempladas o sean agregadas al Plan de Inversiones en el Espacio Público. La única diferencia en caso de los proyectos de escala mayor -que puede haber sido mal interpretada-, es que estos deberán cumplir su aporte en obras dentro del área de influencia del proyecto.

 



Sobre la afirmación de que el proyecto de ley delega al Plan de Inversiones la posibilidad de establecer exigencias de obras a anteproyectos de equipamiento mayor por parte de las SEREMIS de Transporte y Telecomunicaciones  y de Vivienda y Urbanismo, indefinidas en naturaleza y monto, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que la iniciativa no contiene ninguna mención sobre esa materia; al contrario, señala que los aportes serán calculables con antelación a cualquier decisión de inversión. Acotó que no existe el riesgo de que autoridades administrativas -secretarías regionales ministeriales o municipalidad-, establezcan montos de aportes distintos.




 
Luego, señaló que la realización de un análisis económico del efecto de los aportes ya está prevista, para lo cual se contratará a una institución externa, mediante licitación.

 

 

Respecto a evaluar mecanismos que no consideren el valor del terreno, manifestó que no es posible, dado que el proyecto de ley se sustenta en el artículo 70 de la LGUC. En todo caso, dijo entender que la inquietud sería por el monto que podrían alcanzar los aportes, es decir, más que dudas sobre el proyecto de ley, se trata de observaciones acerca de su reglamentación por parte del Ejecutivo.

 



En cuanto a que las inversiones viales necesarias se imputen a los aportes, independientemente de la forma en que se calculen, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que esto también está considerado en el articulado.

 



Referido a la petición de prescindir de la diferenciación de aportes en función de la localización y el destino, o de establecerla en la ley, estuvo en desacuerdo, puesto que los aportes deben ser proporcionales al efecto que los proyectos ocasionen en el espacio público, variando según su localización y destino.





Con posterioridad, el asesor del Ministerio se refirió a las propuestas y observaciones de la Cámara de la Construcción de la VIII Región.





Acerca de que el 44% del valor del terreno puede resultar excesivo y no proporcional a las externalidades que genere un proyecto determinado, reiteró que la iniciativa establece claramente que los aportes deben ser proporcionales, considerando en su cálculo 3 factores: el tamaño del proyecto (metros cuadrados edificados); su destino (si es de oficinas, de comercio, de vivienda, industrial, etc.), y la localización (si es un sector más o menos denso en cuanto a las construcciones que permite el Plan Regulador).





En relación a que el sistema de aportes al espacio público que se plantea debe evitar la acumulación de pagos sucesivos, ya que podría superar el 44% del valor del terreno, y que podría subsanarse si se establece que las cesiones efectuadas con anterioridad se imputan como crédito al aporte que el proyecto actual deba realizar, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que esta materia habría que evaluarla; la idea es que en ningún caso los aportes superen dicho tope, por lo que se estudiará la forma de reconocer las eventuales cesiones anteriores por causa de utilidad pública.

 



Sobre que el aporte debe ir a mitigar los impactos de un determinado proyecto y en ningún caso a reparar un déficit histórico previo, el cual debe ser abordado por toda la sociedad, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo destacó que si el espacio público que enfrenta un proyecto no está urbanizado o tiene escasa urbanización, es lógico que pueda hacer su aporte completando la urbanización faltante.

 



Respecto a que los Estudios de Impacto Vial (EISTU) deberían ser una alternativa facultativa de los desarrolladores que no consideren correcto el aporte resultante de la aplicación del mecanismo propuesto, replicó que el proyecto de ley plantea la sustitución de los EISTU por un sistema objetivo, sin negociaciones con la autoridad. 

 



Luego, el representante del Ejecutivo se hizo cargo de las observaciones de la Empresa VALMAR.

 



Referido a que el cobro debe ser único, claro, equitativo y universal, y que considere los aportes que cada terreno o proyecto ha hecho en el pasado, y en cuanto a estudiar la posibilidad de dejar zonas de exención o de cobros menores por ser de interés público para fomentar la inversión y el desarrollo en esos lugares, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo expresó que lo observado es precisamente lo que propone explícitamente la iniciativa de ley. También considera que no se debe aplicar a los proyectos de viviendas de baja densidad, dado que la obligación de aportes sólo se establece para los proyectos de densificación. Aun así quedarán obligados los proyectos de vivienda de mayor densidad por lo que, cuando se trate de viviendas sociales, está contemplado que los futuros subsidios se adapten al nuevo sistema.

 



Acerca de que el cálculo debe hacerse por el proyecto y sus impactos, no por los problemas históricos existentes en el lugar, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo reiteró que si el espacio público que circunda un proyecto no está urbanizado o tiene escasa urbanización, lo más probable es que haga su aporte completándolo.

 



 En relación a que no debe haber duplicidad de cobros, especialmente cuando se trata de cesiones de fajas afectas a utilidad pública, estuvo conteste con esta observación, y dijo que está considerado reconocer las afectaciones de utilidad pública como parte de los aportes, aspecto que será aclarado en la iniciativa.

 



En cuanto a que se encarecerán nuevamente las viviendas con subsidio, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo enfatizó que el nuevo sistema no se aplicará a los proyectos de vivienda de baja densidad (generalmente loteos con construcción simultánea), en tanto que los proyectos de mayor densidad (edificios) sí tendrán que efectuar aportes, para lo cual los subsidios se adaptarán al nuevo estándar.

 



El Honorable Senador señor Sabag consultó cómo la iniciativa evitará que las Direcciones de Obras Municipales apliquen criterios discrecionales para el cálculo del aporte de un proyecto determinado.





El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo contestó que la Ordenanza implementará un sistema único, nacional, objetivo y público que permitirá calcular dicho monto de manera transparente, evitando que las Direcciones de Obras apliquen pautas apartadas de la ley.






El Honorable Senador señor Tuma preguntó cómo se asegurará que la Ordenanza incluya y contenga todos los parámetros que permitan crear un sistema de cálculo objetivo.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó que el articulado de la iniciativa fija las reglas generales para el cálculo. Recalcó que será un cobro proporcional, que considerará tres elementos: tamaño, destino y localización del proyecto.





Llamó a tomar en cuenta que los aportes son incrementales, es decir, se le resta al proyecto la cantidad de personas por densificación que ya fue considerada en el mismo. Asimismo, el pago tomará en cuenta los aportes efectuados con anterioridad, para lo cual las Direcciones de Obras registran las edificaciones existentes en un loteo o proyecto de densificación.





Acerca de los centros comerciales, advirtió que el Plan de Inversiones no puede prever todo tipo de proyectos. Las obras nuevas tendrán la posibilidad de realizar estudios para mejorar el espacio público, e incluirlos en dicho instrumento.





El Honorable Senador señor Tuma recomendó dejar meridianamente claro en la iniciativa legal el procedimiento de modificación del Plan de Inversiones.





La Honorable Senadora señor Pérez opinó que no sería conveniente dejar fuera del procedimiento de modificación al Concejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil, considerando que la comunidad tiene conciencia de la planificación urbana y quiere participar en este proceso.





El Honorable Senador señor Tuma aclaró que la consulta ciudadana no tiene carácter vinculante.





El Honorable Senador señor Letelier indicó que cualquier cambio al Plan de Inversiones debe ir precedido del mayor debate posible, por lo que coincidió con la Honorable Senadora Pérez en la importancia de mantener la colaboración de las organizaciones comunales en estos temas.





Por otra parte, hizo presente que se deberían precisar y definir ciertos conceptos del proyecto de ley, como las “áreas de influencia” y los tipos de inversiones, para evitar controversias.





El Honorable Senador señor Sabag sugirió establecer un plazo dentro del cual deba requerirse dicha opinión.





El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo respondió que procurará recoger la propuesta de Su Señoría, para evitar dilaciones innecesarias en este proceso.




El Honorable Senador señor Tuma consultó si está contemplado que los aportes de un proyecto se destinen a conectarlo con la vialidad existente, con un nivel de seguridad óptimo desde el punto de vista vehicular y peatonal, o a medidas de mitigación que aseguren que la obra funcione en concordancia con el estándar de la vía a la que se une.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que la iniciativa abarca la totalidad de los espacios públicos, y que las municipalidades determinarán las obras conforme a las particularidades de cada localidad. Recalcó que el Plan de Inversiones no puede prever todas las obras que podrían implementarse en su territorio, y por ello se dispone la posibilidad de que los propietarios efectúen estudios de impacto vial, que consideran la seguridad peatonal y de los conductores.





El Honorable Senador señor Tuma preguntó si los municipios poseen los recursos técnicos, humanos y financieros para elaborar un Plan de Inversiones.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó que, en general, no cuentan con dichos recursos, por eso la iniciativa establece que el Ministerio deberá proporcionar la cartografía y la planimetría necesarias a todas las corporaciones para que tengan su Plan de Inversiones, además de brindarles apoyo técnico para su confección y aprobación. Asimismo, los artículos transitorios señalan que durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los municipios podrán destinar una parte de los fondos de los aportes a la elaboración del Plan y sus Planos Seccionales, y podrán, además, delegar en un profesional u oficina externa el estudio del referido instrumento.





El Honorable Senador señor Tuma planteó que muchas atribuciones consagradas en la iniciativa tienen el carácter de voluntarias, por lo que manifestó su preocupación en cuanto a que será el Director de Obras Municipales quien pueda decidir sobre una serie de materias referidas a los aportes, careciendo en ocasiones de los conocimientos técnicos para ello, como sería el caso de la seguridad vial.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo insistió en que en los proyectos de envergadura serán las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Transporte y Telecomunicaciones las que deberán evacuar un informe técnico del proyecto, siendo el Director de Obras Municipales la persona encargada de verificar las exigencias técnicas. En todo caso, admitió que en las comunas pequeñas se podría cumplir la aprensión de Su Señoría.





La Honorable Senadora señora Lily Pérez expresó que el artículo 70 bis B dispone que en los casos de proyectos de escala mayor, la SEREMI de Vivienda y Urbanismo, previo informe técnico de la SEREMI de Transporte y Telecomunicaciones, podrá establecer que el aporte o parte de éste se efectúe mediante la ejecución de obras en el área de influencia del proyecto; es decir se trata de una facultad y no de una obligación. Hizo un llamado a aclarar este aspecto en el texto del articulado, para dejar claro que la regla general es precisamente que los proyectos de densificación efectúen sus aportes en el área de su influencia, y sólo en el evento de que esto no sea posible, lo hagan en una distinta.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo replicó que en la actualidad la Ley General de Urbanismo y Construcciones no permite efectuar exigencias fuera del terreno propio del proyecto, y que este punto es una innovación de la nueva normativa.





El Honorable Senador señor Víctor Pérez indicó que sería necesario aclarar que la compensación que deberá realizar un loteo será distinta a la que efectúe un edificio, ya que este nuevo mecanismo generará un aumento en el valor de las viviendas. Destacó la importancia de establecer las diferentes formas de compensación, dependiendo del tipo de obra.





El Honorable Senador señor Sabag expresó que el sistema propuesto beneficiará a los grandes municipios, en cuyo territorio se ejecutan obras de envergadura, reportándoles, en definitiva, mayores ingresos por concepto de aportes; por ende, no favorecería a las comunas pequeñas, que tienen poco desarrollo inmobiliario.





El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo expresó que efectivamente en las comunas más consolidadas los grandes proyectos requerirán un alto grado de mitigación y por ende un mayor aporte, y que la nueva legislación tendrá carácter redistributivo para comunas más pequeñas, como El Bosque, San Joaquín y San Pedro de la Paz, que tienen gran cantidad de proyectos de edificación.





El Honorable Senador señor Muñoz reiteró su preocupación acerca de que el articulado permita efectuar el aporte en un lugar distinto al área de influencia de un proyecto de envergadura. Por otra parte, puso de relieve el problema que se presenta en ciertas poblaciones, donde los espacios para estacionamientos son utilizados para ampliar las casas, dejando los vehículos en las calles, obstaculizando el tránsito. 





El Honorable Senador señor Sabag anunció su voto a favor de la iniciativa con la prevención de que el Ejecutivo deberá, en su oportunidad, cumplir con los compromisos adquiridos durante esta discusión, en orden a presentar las indicaciones que recojan las recomendaciones de los invitados y de los señores Senadores, imprescindibles para el perfeccionamiento del articulado.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo contestó que la Cartera se hará cargo de las observaciones planteadas en la Comisión, principalmente previniendo que el cobro de los aportes no sea excesivo, para no impactar el valor de las viviendas, y por ende, en los consumidores.





Para ello, dijo, se procurará relacionar el aporte con el impacto que la edificación producirá en su entorno, cuidando además que la Ordenanza recoja el espíritu de la ley de manera explícita y coordinada, regulando las materias en forma clara y precisa.
- - -


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Pérez Varela, Sabag y Tuma.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

 “Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ley General de Urbanismo y Construcciones, en la siguiente forma:

1) Agrégase el siguiente artículo 15 bis, nuevo:

“Artículo 15 bis.- Las municipalidades y demás organismos públicos no podrán formular, respecto de una solicitud de cualquiera de las actuaciones a que se refiere la presente ley, otras exigencias de pagos, ejecución de obras, garantías, aportes o cualquier otra contribución, en dinero o especies, distintas de las contempladas expresamente en la ley.

Todas las exigencias, requisitos y condiciones aplicables a un proyecto de construcción podrán ser conocidas por el interesado con anterioridad a la presentación de cualquiera de las solicitudes de autorización o permiso a que se refiere esta ley.”.

2) Agrégase el siguiente artículo 37 bis:

“Artículo 37 bis.- Podrán aprobarse enmiendas a los planes reguladores intercomunales, mediante el procedimiento simplificado que establezca la Ordenanza General, cuando se trate de las siguientes materias:

1.- Ajustes en los trazados viales.

2.- Precisiones respecto de la delimitación de las zonas o áreas establecidas en el plan.

3.- Textos refundidos, ordenados y sistematizados de la ordenanza y planos.

Para estos efectos, el plazo de pronunciamiento de las municipalidades a que se refiere el artículo 36 será de treinta días.”.

3) Modifícase el inciso segundo del artículo 45, en la siguiente forma:

a) Reemplázase el encabezado por el siguiente:

“Sin embargo, las municipalidades podrán aprobar enmiendas al Plan conforme al procedimiento simplificado que señale la Ordenanza General, cuando se trate de las siguientes materias:”.

b) Reemplázase el número 2.-, por el siguiente:

“2.- Ajustes en los trazados viales.”.

c) Intercálanse, a continuación del número 3, los siguientes números 4 y 5:

“4.- Dotación mínima y,o máxima de estacionamientos que deberán cumplir los proyectos.

5.- Textos refundidos, ordenados y sistematizados de la ordenanza y planos.”.

4) Intercálase, en el inciso primero del artículo 46, a continuación de la expresión “zonificación detallada,” la siguiente frase: “las áreas de intensidad de utilización del suelo,”.

5) Intercálase, antes del artículo 65, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 1°

De las disposiciones generales”.

6) Intercálase, a continuación del artículo 70, el siguiente Párrafo 2° y los siguientes artículos 70 bis a 70 bis F, nuevos:

“Párrafo 2°

Del cumplimiento de las cesiones mediante aportes al espacio público.

Artículo 70 bis.- Las cesiones de terreno a que se refiere el artículo 70 también se podrán cumplir pagando el valor equivalente al terreno a ceder a la municipalidad respectiva, de acuerdo al valor comercial, conforme a las reglas que establece la Ordenanza General.

El cumplimiento de dicha obligación podrá efectuarse en dinero o mediante la ejecución de obras, valorizadas de acuerdo a la Ordenanza General. La opción de escoger una u otra forma de pago corresponderá al aportante, con las excepciones que determine la Ordenanza General.

Además de la intensidad de utilización del suelo a que se refiere el inciso segundo del artículo 70, el porcentaje de terreno a ceder aplicable a los proyectos de densificación se fijará proporcionalmente de acuerdo al tamaño del proyecto, su destino y su localización.

Artículo 70 bis A.- En caso de pagos en dinero, los fondos que las municipalidades recauden conforme a lo dispuesto en el artículo 70 bis deberán administrarse en cuenta aparte y sólo podrán destinarse a los siguientes fines:

1) Ejecución de obras de desarrollo comunal identificadas en el Plan de Inversiones en el Espacio Público.

2) Pago de las expropiaciones que sean necesarias para la materialización de dichas obras.

3) Actualización del Plan de Inversiones, sus respectivos Planos Seccionales y proyectos de las obras.

4) Gastos de administración del Plan de Inversiones, hasta por el 10% de los fondos recaudados, de acuerdo a las reglas que establece la Ordenanza General.

En caso de pago mediante la ejecución de obras, éstas deberán formar parte del Plan de Inversiones a que se refiere el presente artículo, y se deberán ejecutar o garantizar antes de la recepción definitiva de la construcción, sin perjuicio de su ejecución o garantía parcial en caso de recepciones definitivas parciales. Con todo, en caso de proyectos de escala mayor, dichas obras deberán cumplir los requisitos establecidos en la Ordenanza General.

Los órganos del Estado deberán otorgar las autorizaciones necesarias para la ejecución de las citadas obras, cuando corresponda.

Artículo 70 bis B.- En los casos de los proyectos que, de acuerdo a la Ordenanza General, califiquen como de escala mayor, deberá aprobar un anteproyecto previo a la solicitud de permiso de construcción, y luego presentar los antecedentes de éste ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo. Dicha Secretaría, previo informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones, podrá establecer que el aporte o parte de éste deba efectuarse mediante la ejecución de obras en el área de influencia del proyecto.

En caso que el área de influencia del proyecto involucre más de una comuna, el pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo establecerá la proporción del aporte que corresponderá a cada comuna. Dicho pronunciamiento deberá emitirse en un plazo máximo de treinta días.

Artículo 70 bis C.- El Plan de Inversiones en el Espacio Público deberá ser elaborado por la municipalidad respectiva, sobre la base del Plan Regulador Comunal, conforme a los requisitos y metodología que establecerá la Ordenanza General, e incluirá al menos la totalidad de las afectaciones de utilidad pública contempladas en el citado Plan y las obras viales asociadas a los futuros proyectos de densificación.

Asimismo, establecerá una priorización de las obras, conforme a las reglas que establece la Ordenanza General, debiendo considerar, especialmente, aquellas asociadas a las áreas cuya normativa permite proyectos que por su envergadura requerirán adecuar el espacio público con el que se relacionarán.

Artículo 70 bis D.- Los Planes de Inversiones en el Espacio Público requerirán autorización de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y luego se aprobarán de acuerdo al procedimiento aplicable a los Planos Seccionales, conforme a la Ordenanza General, previa consulta al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, en sesión citada expresamente para este efecto. Asimismo, previo a su pronunciamiento, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá requerir un informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones. Con todo, el pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá emitirse en un plazo máximo de sesenta días.

El mismo procedimiento aplicará para las modificaciones de los Planes de Inversiones, salvo que se trate de ajustes o enmiendas conforme a la Ordenanza General, en cuyo caso se podrán autorizar con el informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, previa consulta a la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones. En estos casos, el pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá emitirse en un plazo máximo de treinta días.

Los Planes de Inversiones en el Espacio Público deberán actualizarse, sucesivamente, en un plazo no mayor a cinco años, siguiendo el mismo procedimiento aplicado para su aprobación.

Artículo 70 bis E.- Cualquier interesado en desarrollar un proyecto podrá proponer a la municipalidad modificaciones o adecuaciones al Plan de Inversiones en el Espacio Público, especialmente cuando se trate de proyectos que por su envergadura requerirán adecuaciones al espacio público con el que se relacionarán, cumpliendo los requisitos de presentación y fundamentación de las propuestas que establece la Ordenanza General.

En caso de aceptar una propuesta de modificación, la municipalidad podrá requerir que los proyectos de diseño e ingeniería necesarios para la materialización de la obra sean de cargo del proponente.

Artículo 70 bis F.- En caso de cesiones gratuitas de terrenos destinados a vialidad que se acuerden con la municipalidad de forma anticipada a un proyecto de construcción, se podrá imputar dicho terreno al aporte que corresponda a un futuro proyecto en el mismo predio. Tratándose de terrenos afectos a declaratoria de utilidad pública, la obligación de urbanizarlos recaerá en la municipalidad.”.

7) Intercálase, a continuación del nuevo artículo 70 bis F, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°

De la subdivisión, loteo o urbanización de terrenos fiscales”.

8) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 129, la expresión “y adjudicaciones de sitios”, por “y adjudicaciones de lotes, o recepción definitiva de edificaciones,”.

9) Agrégase en el artículo 130, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso nuevo:

“La aprobación de los planos necesarios para cesiones gratuitas voluntarias de terrenos que se acuerden con la municipalidad estará exenta de pago de derechos municipales.”.

10) Modifícase el artículo 134 de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “cuando las obras de alimentación y desagüe que deban ejecutarse”, por la siguiente: “cuando las obras que deban ejecutarse”.

b) Agrégase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“La Ordenanza General establecerá los estándares mínimos de obras de urbanización exigibles fuera del terreno propio, cuando se trate de proyectos desvinculados de la vialidad existente, para los efectos de su adecuada inserción urbana.”.

11) Intercálase el siguiente artículo 134 bis, nuevo:

“Artículo 134 bis.- Cuando se trate de la incorporación de nuevas áreas de extensión urbana mediante modificación del límite de extensión urbana, o la creación de nuevas áreas urbanas mediante un nuevo límite urbano, a través de una modificación de Planes Reguladores Intercomunales o Comunales, dichos instrumentos de planificación territorial podrán establecer condiciones especiales de urbanización y equipamiento para el desarrollo de proyectos en estas nuevas áreas, incluyendo la ejecución de obras de urbanización fuera del terreno en que se emplaza el proyecto, conforme a las reglas que establecerá la Ordenanza General.”.

12) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 135, la locución “artículo anterior” por la expresión “artículo 134”.

Artículo 2°.- Modifícase la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado por el decreto con fuerza de ley N°1-19.704, de 2006, del Ministerio del Interior, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en el artículo 3°, a continuación de la letra b), la siguiente letra c), nueva, pasando las actuales letras c), d), e) y f) a ser letras d), e), f) y g), respectivamente:

“c) Elaborar, aprobar y modificar el Plan de Inversiones en el Espacio Público, conforme a la ley General de Urbanismo y Construcciones;”.

2) Agrégase en el artículo 5°, a continuación de la letra k), la siguiente letra l):

“l) Gestionar la materialización del Plan de Inversiones en el Espacio Público, en concordancia con el plan comunal de desarrollo.”.

3) Intercálase, a continuación del artículo 5°, el siguiente artículo 5° bis, nuevo: 

“Artículo 5° bis.- Los fondos que la municipalidad recaude por concepto de aportes al espacio público, a que se refiere la ley General de Urbanismo y Construcciones, podrán ser administrados por ésta directamente o delegar su administración a otra entidad pública o privada, con o sin fines de lucro, previo mandato específico o convenio, respectivamente.

Opcionalmente, también podrá administrar dichos fondos de la siguiente forma:

1) Entregándolos como aportes a personas jurídicas de carácter público o privado, conforme a la letra g) del artículo 5°, sin aplicar el límite del 7%.

2) A través de una asociación con otra municipalidad.

3) Contratando directamente profesionales para dicha función, los cuales tendrán carácter de agentes públicos.

La administración de los fondos a que se refiere este artículo tendrá como objeto materializar el Plan de Inversiones en el Espacio Público, a que se refiere la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

4) Intercálase en el artículo 67, a continuación de la letra e), la siguiente letra f), nueva, pasando las actuales letras f) y g), a ser letras g) y h), respectivamente:

“f) Una relación detallada de los aportes recibidos para la ejecución del Plan de Inversiones en el Espacio Público a que se refiere la ley General de Urbanismo y Construcciones, la asignación de aportes en dinero a obras específicas, las obras ejecutadas, los fondos disponibles en la cuenta especial, y la programación de obras para el año siguiente;”.”

Artículo 3°.- Modifícase la ley N°19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, del siguiente modo:

1) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- Los condominios de viviendas sociales a que se refiere el Título IV de esta ley, de hasta tres pisos de altura, deberán contar, a lo menos, con un estacionamiento cada dos viviendas, sin perjuicio de las excepciones que contemple el respectivo Plan Regulador.

Los terrenos de dominio común y los sitios de dominio exclusivo de cada copropietario no podrán subdividirse ni lotearse mientras exista el condominio, salvo que concurran las circunstancias previstas en el inciso tercero del artículo 14.”.

2) Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:

“Artículo 9°.- Las calles, avenidas, plazas y espacios públicos que se incorporarán al dominio nacional de uso público conforme al artículo 135 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, serán sólo aquellos que estuvieren considerados en el respectivo plan regulador. Tratándose de los condominios a que se refiere el Título IV de esta ley, se aplicará lo dispuesto en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones para las viviendas sociales.”.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°8.946, sobre Pavimentación Comunal, de la siguiente forma:

1) Elimínase el inciso segundo del artículo 11.

2) Intercálase en el artículo 77, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso, nuevo, pasando los actuales incisos segundo a cuarto, a ser tercero a quinto, respectivamente:

“Sin embargo, cuando se trate de vías urbanas de nivel comunal, que forman parte de un Plano Seccional, se estará a las características de las calzadas y aceras establecidas en dicho instrumento.”.

3) Incorpórase el siguiente artículo 92, nuevo:

“Artículo 92.- A solicitud del Ministro de Vivienda y Urbanismo, los Servicios de Vivienda y Urbanización, mediante resolución, podrán delegar a las municipalidades que así lo hubieren requerido, de manera parcial o total, las funciones a que se refieren los artículos 11 y 77 de la presente ley.

En caso que dicha delegación se refiera a las labores de inspección, los derechos de inspección se pagarán a la municipalidad, al igual que la entrega de las garantías por correcta ejecución y conservación.

Para los efectos de catastro, las municipalidades deberán informar al Servicio de Vivienda y Urbanización los respectivos proyectos, con anterioridad al inicio de las obras.”.

Artículo 5°.- Intercálase en la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio del Interior, en su artículo 36, letra c), inciso cuarto, después de la oración “el pronunciamiento deberá emitirse dentro del plazo de sesenta días”, la siguiente expresión: “, plazo que se reducirá a treinta días cuando se trate de enmiendas”.

Disposiciones transitorias.

Artículo primero.- En tanto las municipalidades no aprueben sus respectivos Planes de Inversiones en el Espacio Público y los correspondientes Planos Seccionales, durante el plazo de dos años contados desde la fecha de publicación en el Diario Oficial de la presente ley, podrán cobrar los aportes a que se refiere el artículo 70 bis incorporado a la ley General de Urbanismo y Construcciones por esta ley, de acuerdo a los requisitos y procedimiento que fijará la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. En caso de pagos en dinero, podrán destinar hasta un tercio de tales aportes a la elaboración del Plan de Inversiones y sus correspondientes planos seccionales.

Las municipalidades que no cuenten con un Plan de Inversiones aprobado dentro del plazo señalado en el inciso anterior, no podrán exigir los aportes a que se refiere el mencionado artículo 70 bis.

Artículo segundo.- La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones adecuará las exigencias, condicionamientos y requisitos que establecen los planes reguladores, aplicables para la modificación de dichos planes o a proyectos que se localicen en áreas de extensión urbana o nuevas áreas urbanas, a los términos que establece la presente ley.

Artículo tercero.- Para los efectos de confeccionar los Planes de Inversiones en el Espacio Público a que se refiere esta ley, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo proveerá la planimetría necesaria, sin costo para las municipalidades que así lo requieran.

Asimismo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales, prestará los apoyos técnicos que requieran las municipalidades para la confección y aprobación de los señalados planes de inversiones, así como para la elaboración de los planos seccionales que se requieran y la actualización de los respectivos planes reguladores en materias relacionadas con el espacio público.

Artículo cuarto.- La ejecución de construcciones y de obras de urbanización con permisos otorgados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, se regirá por las disposiciones vigentes a la fecha del respectivo permiso, salvo que el propietario decida acogerse a las nuevas disposiciones.

Artículo quinto.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo dictará el reglamento de la presente ley, dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -



Acordado en sesiones celebradas los días 12 y 19 de marzo; 2, 9 y 30 de abril, y 7 y 14 de mayo de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidenta) y señores Pedro Muñoz Aburto, Víctor Pérez Varela, Hosaín Sabag Castillo y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 7 de junio de 2013.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERMITE AMPLIAR PLAZO PARA QUE LAS CONCESIONARIAS DE RADIODIFUSIÓN DE MÍNIMA COBERTURA PUEDAN ACOGERSE A LA LEY N° 20.433, QUE CREA LOS SERVICIOS DE RADIODIFUSIÓN COMUNITARIA CIUDADANA 

(8817-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Hasbún; Bodadilla; García, don René Manuel; Kort; Latorre; Rojas; Tuma; Velásquez; Venegas, don Mario, y la Diputada señora Alejandra Sepúlveda, con urgencia calificada de “suma”, el 4 de junio de 2013.

- - - - - - 


Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido por vuestra Comisión en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Senado el día 14 de mayo de 2013.

- - - - - - - - - 


Al estudio de este proyecto de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el Honorable Senador señor Kuschel.


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González; del Asesor Legislativo del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez; del Jefe de Gabinete de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señor Pablo Urquizar y de la Asesora Jurídica de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Katia Aguilera.


Además fueron especialmente invitadas las siguientes entidades:


- Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI). Concurrió el Presidente señor Luis Pardo.


- Asociación Nacional de Radios Comunitarias y Ciudadanas de Chile (ANARCICH A.G.). Asistieron el Presidente Nacional, señor Alberto Cancino; el Vicepresidente Nacional, señor César Ramos; el Tesorero, señor Mario Pérez y el Periodista, señor Hernán Mella.


- Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC). Participó en representación de la Presidenta, el periodista señor Raúl Rodríguez.
OBJETIVOS DEL PROYECTO APROBADO POR LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS


Su objetivo es ampliar el plazo para que las concesionarias de radiodifusión en mínima cobertura vigentes al momento de entrada en vigencia de la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana, puedan acogerse a esta última, a fin de evitar la extinción de casi un tercio de tales concesionarias que no presentaron en plazo su solicitud, con el consiguiente perjuicio, para sus titulares, como también especialmente para la audiencia, derivada del abrupto cese de las transmisiones.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 20.433, de 4 de mayo de 2010, crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.

Artículos 3º permanente y 2º y 5º, transitorios.


2.- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones


Artículo 21.


3.- Ley Nº 20.566, de 27 de enero de 2012, que extiende los plazos de los Servicios de Radiodifusión Comunitaria para adecuarse a la normativa en materia de concesiones.


Artículo único.


4.- Ley Nº 19.733, de 4 de junio de 2001, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.


Artículo 38

5.- Decreto Nº 126, de 19 de febrero de 1998, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones que aprueba el Reglamento de Radiodifusión Sonora, y


6.- Decreto 122, de 30 de mayo de 2011, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, que aprueba el Reglamento de la ley Nº 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


A. Fundamentos de la Moción.


1.- La ley N° 20.433 creó, bajo régimen concesional, la categoría de los Servidos de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, llamada a reemplazar a las Concesiones del Servicio de Radiodifusión Sonora de Mínima Cobertura, estableciendo los requisitos para su otorgamiento, modificación y operación.


2.- Dicha norma, en su artículo 2° transitorio, establece que los concesionarios de servicios de radiodifusión de mínima cobertura que al momento de la publicación de la misma mantuvieran vigente su concesión conforme a la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, podrían acogerse a sus disposiciones, para lo cual deberían acreditar ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 365 días contado desde la entrada en vigencia del reglamento de la citada ley, el cumplimiento de los requisitos que la misma establece para el funcionamiento de los Servicios de Radiodifusión Comunitaria.


3.- Que dicho plazo posteriormente fue prorrogado por 180 días, hasta el 15 de noviembre de 2012, mediante la ley N° 20.566, publicada en el Diario Oficial el 27 de enero de 2012, surgida de una moción parlamentaria apoyada por el Ejecutivo, que tuvo en especial consideración las dificultades producidas en la implementación de la ley y para la dictación del reglamento correspondiente, debido a la ausencia de normas que regularan el régimen transitorio aplicable, lo que hizo necesario que la autoridad sectorial requiriera el pronunciamiento de la Contraloría General de la República.


4.- Que no obstante la ampliación del plazo para acogerse a la ley Nº 20.433, llegada la nueva fecha máxima para ello, un número significativo de concesionarias de mínima cobertura no han ejercitado dicho derecho, lo que conllevaría a la extinción de 114 radioemisoras de este tipo, que representan casi un tercio de las existentes, buena parte de las cuales cumplen efectivamente con los requisitos para ser radios comunitarias ciudadanas, mientras que otras no han podido transferir a tiempo sus concesiones por no haberse hecho cargo la reiterada ley Nº 20.433 de la limitación que a tales efectos impone el inciso segundo del artículo 21 de la ley Nº 18.168, con el subsiguiente perjuicio no sólo de las mismas radioemisoras sino también de sus oyentes, lo que resulta particularmente grave en el caso de aquellas comunas alejadas y aisladas, donde la radio local es un medio de comunicación fundamental, cumpliendo un rol de integración social insustituible.


5.- Es por ello que, en lo inmediato, mediante el proyecto que se presenta, se propone aumentar, por una última vez, el plazo para acogerse a la ley Nº 20.433, por un nuevo plazo de 180 días a contar de la publicación de la ley que en su caso se apruebe, así como los demás plazos asociados a dicho proceso de transformación de las radioemisoras de mínima cobertura en radios comunitarias ciudadanas.


6.- Que lo anterior, exige, de un lado, eliminar la exigencia de resolución simultánea de todas las solicitudes de acogerse a la ley Nº 20.433 que se presenten, a fin que sea posible avanzar paulatinamente en el proceso de transformación en radios comunitarias ciudadanas, y, de otro, adecuar igualmente el plazo para proceder al despeje del segmento espectral reservado a los nuevos servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana, por parte de los concesionarios de frecuencia modulada, de manera que los procesos interdependientes de despeje y acogerse a la ley estén coordinados en el tiempo. Por ello, el proyecto ajusta el plazo de despeje al de resolución de las solicitudes para acogerse, estableciéndose ambos en 180 días desde la expiración del plazo para presentar las correspondientes solicitudes.


7.- Por otra parte, la ley Nº 20.433 no previó un procedimiento especial para facilitar la transferencia de las concesiones de mínima cobertura de cara al procedimiento para acogerse a la ley, las que para tales efectos se someten a las normas generales dispuestas, en especial, por el artículo 21 de la ley Nº 18.168. El inciso segundo de la recién citada disposición, modificado por la ley N° 20.335, establece una prohibición de dos años para poder solicitar dicha transferencia, con el objeto de impedir que quienes se presentasen a los concursos para el otorgamiento de las respectivas concesiones lo hicieren con el solo objetivo de transferirlas inmediatamente después, sin siquiera llegar a implementar las radioemisoras. La vigencia de dicha limitación temporal ha impedido a algunas concesionarias de mínima cobertura, cuyos titulares actuales no pueden acogerse a la ley N° 20.433, transferir sus concesiones a tiempo para que el adquirente pueda ejercer el derecho de acogerse que reconoce a esas concesionarias la ley, lo que, particularmente en el caso de las concesiones otorgadas en los concursos inmediatamente anteriores a la entrada en vigencia de aquélla, ha supuesto, en la práctica, privarles de ese derecho. En atención a lo anterior es que el presente proyecto pretende eliminar para estos casos la prohibición referida, que aquí no cumple el objetivo por el cual fue incorporada a la ley.


8.- Que, por último, la ley Nº 20.433 no previó régimen transitorio alguno en relación a las concesiones de mínima cobertura cuyos decretos de otorgamiento ya se encontraran dictados al momento de la entrada en vigencia de aquélla, faltando únicamente la publicación de dichos actos administrativos en el Diario Oficial para producir plenos efectos, y encontrándose el concesionario en plazo para ello al momento en que sobrevino la publicación de la ley Nº 20.433, situación que debe corregirse.


B. Contenido del proyecto.


Con la finalidad antes indicada, se propone, por un lado, fijar un nuevo plazo para que las radioemisoras comunitarias puedan solicitar acogerse a la nueva categoría radial de radiodifusión comunitaria ciudadana, adecuándose a los requisitos establecidos por la ley Nº 20.433 para ser titular de dichas concesiones, y, por otro, facilitar a las concesionarias de mínima cobertura que así lo deseen que puedan transferir sus concesiones, sin la limitación de los dos años, para acogerse al nuevo régimen. El proyecto se hace cargo de la necesidad de adecuar al nuevo plazo propuesto el previsto en la ley Nº 20.433 para resolver el despeje del segmento especial de espectro reservado a los servicios de radiodifusión comunitaria y ciudadana, siendo que ambos procesos están íntimamente interrelacionados y deben seguir cauces paralelos, de manera que las concesionarias de mínima cobertura que deban cambiar sus frecuencias al segmento reservado no podrán hacerlo hasta que se resuelva el proceso de despeje del mismo. Asimismo, elimina la exigencia establecida en el artículo 2° transitorio de la ley Nº 20.433, pensado en el contexto temporal originario del proceso, de manera que pueda avanzarse paulatinamente en la transformación a la nueva categoría radial de las concesiones de mínima cobertura en aquellos casos en que existen todos los antecedentes técnicos necesarios para proceder a la misma. Por último, se reconoce la vigencia al momento de publicarse la ley Nº 20.433, y a los efectos de acogerse a la misma, de las concesiones de mínima cobertura cuyos decretos fueron dictados al tiempo de la citada publicación, aun cuando los correspondientes actos administrativos se hubieren publicado con posterioridad a la ley.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados está estructurado sobre la base de dos artículos permanentes. 

Artículo 1º


Otorga un plazo suplementario de 180 días, contado desde la publicación de la presente ley, para que los titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura soliciten acogerse a la ley N° 20.433, conforme a lo dispuesto en el artículo 2° transitorio de la citada norma. Este plazo suplementario será considerado para los efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo 2° transitorio de la ley N° 20.433.


Su inciso segundo agrega que el plazo previsto en el artículo 2° transitorio de la ley N° 20.433, para resolver dichas solicitudes, así como el establecido en el inciso primero del artículo 5° transitorio para tramitar de oficio, pero con acuerdo del titular, la modificación de elementos de la esencia de una concesión de radiodifusión sonora, para los efectos de la ejecución del artículo 3° de la misma norma, se contarán a partir del vencimiento del plazo suplementario a que se refiere el inciso precedente.

Artículo 2º


Introduce mediante tres numerales las siguientes modificaciones a la ley N° 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana:

Número 1)


Elimina en el inciso segundo del artículo 2° transitorio, la expresión "en forma simultánea,".

Número 2)


Reemplaza en el inciso primero del artículo 5° transitorio, la expresión "dos años", por "un año contado desde la expiración del plazo para acogerse a la presente ley".

Número 3)


Incorpora los siguientes artículos transitorios, nuevos:

Artículo 7º transitorio


Establece que los concesionarios de radiodifusión sonora de mínima cobertura vigentes a la fecha de publicación de la presente ley, y que no hayan sido sancionados con la caducidad por resolución firme con posterioridad a dicha fecha, podrán transferir sus concesiones sin que a los mismos resulte aplicable la limitación temporal establecida en el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. Sin embargo, en aquellos casos en que exista un procedimiento de cargo por infracción que pudiera ameritar la caducidad de la concesión, ésta no podrá transferirse en tanto no se resuelva el mismo.

Artículo 8º transitorio


Prescribe que para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 2° transitorio, se entenderán como vigentes al momento de la publicación de la presente ley aquellas concesiones otorgadas con anterioridad a la citada publicación, aun cuando el decreto respectivo haya sido publicado con posterioridad a la publicación de la ley, siempre que ello haya ocurrido dentro del plazo que establece sobre el particular la ley N° 18.168.
DISCUSIÓN EN GENERAL 

Presentación del Subsecretario de Telecomunicaciones


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el Ejecutivo comparte los planteamientos contenidos en esta Moción que emana de la ley relativa a las radios comunitarias, que fue promulgada a comienzos del año 2010.


En Chile existen 345 radios de mínima cobertura, que de acuerdo a la ley pueden transformarse en radios comunitarias. Dicha ley estableció la dictación de dos reglamentos; uno que fue dictado por el Ministerio Secretaría General de Gobierno y otro, que se refiere a la normalización de la radiodifusión sonora. Ambos reglamentos han tenido una larga tramitación en la Contraloría General de la República, con lo cual muchas radios no alcanzaron a cumplir con los plazos establecidos en la ley.


En consecuencia, mediante la dictación de otra ley, se extendió el plazo por 180 días y cuando se cumplió el nuevo plazo se detectó que de 345 radios, hay 114 que no se acogieron a ese trámite, con lo cual desde el punto de vista legal perderán sus concesiones, por lo que se presentó esta nueva Moción.


El Ejecutivo ha constatado la existencia de situaciones muy especiales que afectan a estas 114 radios, algunas se ubican en zonas fronterizas y aisladas, como es el caso de la radio de mínima cobertura de la Isla de Juan Fernández.


En seguida, solicitó la aprobación de este nuevo plazo, por un año y anunció la presentación de una indicación puesto que la ley emplea el término “simultáneo” para que una vez terminado el plazo que permite que las radios de mínima cobertura se acojan a la nueva figura de radios comunitarias, se pueda hacer la migración o limpieza del espectro. 


La Subsecretaría de Telecomunicaciones ha trabajado, desde hace prácticamente dos años, con todas las radios comerciales y con la Asociación Nacional de Radios Comunitarias y Ciudadanas de Chile (ANARCICH), porque hay que trasladar radios comerciales de un segmento del dial a distintos puntos en todas las localidades del país, lo que significa que las radios comerciales, para poder despejar el espacio para las radios comunitarias, deben cambiar de frecuencia y para las radios regionales su ubicación en el dial es una verdadera marca.


De esta forma, se ha realizado un trabajo complejo para alcanzar un acuerdo en este programa de migración para limpiar el segmento de las radios comunitarias y además, realizar el traslado de las radios comunitarias que se acogieron al nuevo sistema. Se trata de un cambio técnico y la Subsecretaría de Telecomunicaciones estima que junto con la aprobación de este nuevo plazo se debe permitir que se inicie la migración.


Así, las 114 radios que no se acogieron, lo pueden hacer dentro del nuevo plazo de un año y, al mismo tiempo, se realiza la migración y limpieza de espectro, con lo cual se avanzará técnicamente. Esta proposición obedece a un acuerdo, puesto que la ley no obliga a las radios comerciales a cambiarse y existe consenso en un 99% y si se deja transcurrir un año, seguramente esos acuerdos van a perder vigencia y será más compleja la limpieza del espectro.


Desde hace tres años no se han realizado concursos porque se ignora el espacio disponible y existen muchos requerimientos. En caso de que la norma no se modifique pasarán casi 5 años en que no se realizarán concursos, con lo cual sólo se produce un rechazo en la comunidad y aumentan las radios y las transmisiones ilegales.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que la situación de las radios comunitarias debe separarse de la discusión entre la Asociación Nacional de Radiodifusores de Chile (ARCHI) y las radios comunitarias y las radios de provincia, incluso deben consignarse en normas legales diferentes. En su opinión, no existe ninguna necesidad de ordenar el espectro de las radios comerciales, sin antes analizar las situaciones que afectan a las radios de las provincias frente a las cadenas.


Recordó que la situación que afecta a las radios comunitarias se la planteó al señor Subsecretario y el problema se agudizó con el cambio de alcaldes, porque muchos alcaldes nuevos, pretendían adueñarse de las radios comunitarias que los alcaldes salientes habían procurado traspasarlas a instituciones sin fines de lucro, en algunos casos se las traspasaron a instituciones sin fines de lucro afines a ellos mismos.


En seguida, consultó al Ejecutivo cuál es el modelo más adecuado para la administración de las radios comunitarias. Agregó que este proyecto de ley pretende evitar la caducidad de las radios que no cumplieron con el procedimiento dentro del plazo legal, sin embargo, se debe reflexionar para asegurar que las radios comunitarias tengan realmente esa calidad, tienen que cumplir con una doble finalidad, son caja de resonancia de las políticas municipales y, al mismo tiempo, vincularse con las situaciones de emergencia que ocurren en las comunas, con una autonomía suficiente para que no sean usadas para las campañas políticas.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que el Ejecutivo apoya esta Moción porque un 40% de todas las radios de mínima cobertura no se acogieron al nuevo procedimiento, con lo cual pasan a ser ilegales y tienen que ser caducadas. En ese grupo de radios hay muchas que son radios comunitarias ubicadas en sectores aislados, incluso insulares, como es el caso de la Isla de Juan Fernández.


De esta forma, se consideró plausible apoyar la Moción, que contiene el otorgamiento de un segundo plazo y en consideración a que se ha acordado en forma voluntaria un ordenamiento completo del espectro, lo que conlleva un trabajo técnico complejo, que implica cambios de estaciones, de lugares, realizar en forma simultánea la migración. Al trabajo técnico realizado se han destinado cerca del 70% de los recursos de radiodifusión para la realización de las reuniones en cada localidad del país, con participación de todos los organismos involucrados. El Ejecutivo estima que al dejar transcurrir un año más de plazo el acuerdo se puede perder.


La ley establece que el Ministerio Secretaría General de Gobierno determina si una entidad, sin fines de lucro, puede obtener una radio comunitaria, materia que es diferente al apoyo a las radios regionales, en que se han presentado diversas Mociones y el Ejecutivo está de acuerdo en estudiar la situación.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que se está solicitando la aprobación de un nuevo plazo para regularizar el cumplimiento de la ley y efectuar la migración de las radios comunitarias que están en poder de los municipios hacia entidades sin fines de lucro.


La Asesora del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la moción no sólo amplía el plazo para postular, sino que también aplaza el plazo para el procedimiento de migración de las radios comerciales desde el segmento que corresponde a las radios comunitarias. 


El Honorable Senador señor Letelier manifestó sus dudas en relación a la existencia de un acuerdo entre todas las radios comerciales, haciendo presente que ha constatado como algunas radios comerciales han recibido privilegios en la ubicación del dial. Por lo tanto, en este proyecto de ley se están analizando tres materias diferentes y es necesario saber cuál es la idea matriz principal de lo que se va a votar, una situación es la que afecta a aquellas radios comunitarias que no terminaron su proceso para el traspaso y se pretenden regularizar; otro tema consiste en despejar el espectro para las radios comerciales y quién decide en qué lugar se ubican y el conflicto entre las cadenas, que a juicio de algunos radiodifusores han sido privilegiadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, por sobre las radios de regiones.


En esta materia se produce un conflicto, porque en el caso de Radio Cooperativa tiene el dial 93.3 en Santiago y en Rancagua hay una radio que también tiene la misma ubicación en el 93.3. A su vez, la Radio Rancagua que está establecida como la radio más antigua del país,  choca con otras instalaciones y se tiene que mover del espectro. Quién define los criterios para resolver estas situaciones, cuáles son los criterios objetivos, se trata de conflictos de intereses.


Agregó que no está de acuerdo en otorgar una carta blanca sin tener mayores antecedentes porque la consecuencia de despejar el espacio para las radios comunitarias genera un efecto secundario que es necesario abordar. Por lo que propuso sólo aprobar los plazos y posteriormente analizar estas situaciones.


La Asesora del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, informó que la posición oficial de la Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC) que agrupa a las radios comunitarias, es que no por el hecho de que existan 114 radios que no han cumplido con el procedimiento se suspenda el proceso para las que postularon dentro del plazo legal. Se debe dar curso a las postulaciones de las que se han regularizado y realizar el proceso de migración.


Agregó que esta postura fue explicitada por el representante de AMARC ante la Comisión de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, reiteró que el Ejecutivo apoya esta Moción porque de otra forma se producirá la caducidad de 114 radios y el proceso de migración debe hacerse cuando se cumpla el plazo para regularizar. Como ese plazo está vigente, se puede realizar el proceso de migración completo, sin embargo, ello implica la caducidad de 114 radios.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones ha realizado un trabajo, que consta en actas públicas, se trata de un trabajo técnico que se ha realizado en forma pública, hay actas de trabajo de todas las organizaciones en que figuran la ANARCICH, ARCHI, radios que no son parte de la ARCHI y representantes de regiones.


El Jefe de Gabinete de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señor Pablo Urquiza, expresó que el 15 de noviembre de 2012, venció el plazo para que las radioemisoras de mínima cobertura se acogieran a la ley Nº 20.433, con lo cual 114 radioemisoras están funcionando de manera irregular y la participación ciudadana es muy importante para el Ministerio Secretaría General de Gobierno y una demora podría significar la ilegalidad y la extinción de esas radios de mínima cobertura.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, expresó que será muy complejo establecer discriminaciones en esta materia porque se van a afectar radios comunitarias que pueden producir un aporte importante en las respectivas comunas.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no es una discriminación arbitraria establecer que para renovar la concesión se tiene que tratar de una persona jurídica que sólo detente una concesión, porque el hecho de tener más de una concesión demuestra que se está violando el espíritu de la ley que regula a estas radios. Se debe restringir el número de concesiones para evitar que mediante esta prórroga se generen efectos indeseados, porque hay sociedades comerciales que han abusado de las redes comunitarias, usan a las radios comunitarias porque son más baratas para transmitir.


Se debe asegurar que no queden fuera de la aplicación de esta iniciativa legal radios que son comunitarias. Asimismo, es necesario analizar si el plazo inicial de seis meses puede resultar excesivo y propuso eliminar el procedimiento ante la Fiscalía Nacional Económica.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que el Ejecutivo ha considerado la situación que afecta a las municipalidades en que muchas de ellas han tenido que crear personas jurídicas para efectuar las transferencias de las radios, puesto que no pueden hacerlo a corporaciones municipales. La creación de personas jurídicas ha demandado un plazo mayor, no sólo por la transferencia, sino porque se requiere del informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica.


El trámite ante la Fiscalía Nacional Económica está consagrado en la ley de prensa, que exige que cada vez que se realice una transferencia de concesiones de medios de comunicación, tanto para radio como para televisión, debe constar un informe favorable de esa Fiscalía para su análisis de competencia.


El Honorable Senador señor Letelier propuso eliminar el informe de la Fiscalía Nacional Económica, puesto que se trata de radios comunitarias y como se establecerá la limitación de que las personas jurídicas sólo pueden tener una radio comunitaria, como requisito para el traspaso, ese informe sería innecesario puesto que la intervención de la Fiscalía es para evitar la concentración. De esta forma, se puede abreviar el procedimiento.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, señaló que puede existir el caso de una persona jurídica que se constituyó con el objeto de generar una radio comunitaria y establecer otra limitación para someterse a la aplicación de esta iniciativa legal puede resultar complejo.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que de 114 radios comunitarias que no se acogieron al proceso de regularización, hay 24 entidades sociales, básicamente clubes deportivos, de las cuales 6 realizaron la transferencia y les falta cumplir con el trámite ante el Ministerio Secretaría General de Gobierno y 18 que no han efectuado ningún trámite.


De 21 entidades religiosas, sólo 3 han realizado la transferencia y les falta cumplir con el trámite ante el Ministerio Secretaría General de Gobierno y 17 no lo han efectuado. 


De 35 entidades comerciales, sólo 6 realizaron el trámite sin concluirlo por vencimiento del plazo; 4 entidades lo efectuaron en su totalidad y 25 no han efectuado ninguna tramitación.


Las municipalidades son los casos más complejos y son 31 las afectadas por esta situación, de las cuales sólo 9 realizaron la transferencia sin cumplir con la inscripción ante el Ministerio Secretaría General de Gobierno y 22 no han efectuado ninguna regularización.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que existe un tema práctico que dice relación con los sujetos a los que se les aplicará esta nueva ley. La posibilidad de caducar todas las concesiones no es viable y solicitó la nómina de los concesionarios que no han concluido su proceso.


Luego, solicitó eliminar la participación del Ministerio Secretaría General de Gobierno en este procedimiento.


Se explicó que ese Ministerio otorga el certificado y verifica que se cumplan los fines comunitarios.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que esa función es un verdadero intervencionismo político en el ámbito radial y el Ministerio no puede verificar el cumplimiento de los fines comunitarios en las regiones, sólo administra un fondo de telecomunicaciones.


Agregó que siempre ha criticado la participación del Ministerio Secretaría General de Gobierno en las radios comunitarias, dicho Ministerio representa un instrumento de política pública muy útil en las organizaciones comunitarias, sin embargo, esta actividad se refiere a la política de medios, por lo que no resulta apropiado para la libertad de expresión. No es bueno que ese Ministerio esté involucrado en una materia que es propia de las telecomunicaciones.


Se explicó que el Ministerio creó un grupo que se encarga de esta materia y revisa el cumplimiento del contenido de los estatutos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, hizo presente que no se puede mediante esta iniciativa legal, que tiene un carácter esencialmente transitorio, resolver todos los problemas de regulación de las radios. Se trata de resolver problemas puntuales de las concesiones.


Agregó que comparte diversos planteamientos efectuados, sin embargo, este proyecto de ley no pretende ser una ley que resuelva todos los conflictos, por lo que solicitó al Ejecutivo que los temas que son complejos se deben abordar en otra iniciativa legal.


En su opinión, se debe establecer que para la regularización sólo exista una concesión por persona jurídica, las demás limitaciones que se pretenden imponer pueden generar complicaciones a personas que constituyeron legítimamente una concesión, como puede ser el caso de la Radio Picaflor Rojo de la Isla de Juan Fernández.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que se debe establecer un plazo para regularizar la situación que afecta a 114 radios y debe hacerse con un procedimiento simplificado, evitando la intervención del Ministerio Secretaría General de Gobierno, porque es una dificultad real para las radios comunitarias. Asimismo, se debe analizar la participación de las entidades religiosas en las radios comunitarias.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, expresó que el procedimiento contenido en la ley Nº 20.433 es anterior a este gobierno. Se ha realizado un trabajo complejo y transparente con todas las asociaciones que representan a las radios y claramente se advierte que el Ministerio Secretaría General de Gobierno no tiene participación en las regiones y de la nómina de las 114 radios que no se acogieron a este nuevo procedimiento la mayoría corresponde a las regiones alejadas, como es el caso de la XI Región, por la dispersión geográfica.


Es necesario abordar diversas materias y el Ejecutivo está de acuerdo en presentar una indicación que limite las radios comunitarias a una concesión, en consideración a su naturaleza, que se otorguen las facilidades para las concesionarias que no han realizado su proceso de regularización y se permita la migración. 


La radiodifusión local está siendo perjudicada por lo que es necesario establecer restricciones para evitar que se use con fines comerciales.


En cuanto a la posibilidad de eliminar la intervención de la Fiscalía Nacional Económica en este procedimiento de regularización, manifestó que se presentarán problemas porque hay 240 radios comunitarias que cumplieron con la ley y esa modificación podría considerarse el otorgamiento de una facilidad. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, precisó que esta iniciativa legal tiene por finalidad modificar algunas normas transitorios de la ley Nº 20.433, por lo tanto, no cambia el régimen permanente, con lo cual la eliminación de la intervención de la Fiscalía Nacional Económica o el otorgamiento del certificado por parte del Ministerio Secretaría General de Gobierno, no resuelve el tema de fondo, sólo se aplicaría a las concesionarias que no realizaron la regularización dentro del plazo legal.


Es preferible otorgar un plazo razonable para las concesionarias que deben regularizar. El plazo debe ser suficiente para evitar el otorgamiento de una nueva prórroga y poder realizar la migración.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que el plazo debería ser menor.

Presentación de la Asociación Nacional de Radios Comunitarias y Ciudadanas de CHILE

(ANARCICH A.G)


El Presidente de la Asociación Nacional de Radios Comunitarias y Ciudadanas de Chile (ANARCICH), señor Alberto Cancino, expresó que a pesar de que la ley Nº 20.433, que creó los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana fue publicada en el Diario Oficial con fecha 4 de mayo de 2010, aun no puede ser aplicada y la presentación de esta nueva iniciativa legal significa un nuevo aplazamiento para que 114 concesionarios de radio de mínima cobertura puedan cumplir con la ley.


La Asociación que representa, agrupa alrededor de 300 emisoras a nivel nacional y frente a esta nueva iniciativa legal formuló los siguientes planteamientos:


1.- Al igual que sucedió con la Moción anterior, ANARCICH no fue consultada en relación a otorgar un nuevo aplazamiento para que los concesionarios de radios de mínima cobertura puedan acogerse a la ley.


2.- La mayoría de las radios comunitarias cumplieron con su deber en los plazos señalados, se acogieron alrededor de 280 emisoras, quedando 114 emisoras que no cumplieron a pesar de contar con alrededor de dos años y medio para realizar la tramitación, por lo que no es claro que lo puedan hacer en seis meses.


3.- Los concesionarios que quedaron fueran no pertenecen a organizaciones sociales u organismos territoriales. La mayoría de esas radios son de municipalidades, empresas privadas e iglesias evangélicas, éstas últimas con más de 10 concesiones en el país. La ley Nº 20.433 pretende establecer que el concesionario sea un organismo de la sociedad civil, que ejerce su derecho y expresa sus ideas en forma independiente, con motivaciones distintas al ánimo de lucrar, del proselitismo político o religioso.


4.- Detrás de esta nueva propuesta de aplazamiento del plazo que venció el 15 de noviembre de 2012, están las municipalidades, empresas privadas y otros. La Subsecretaría de Telecomunicaciones les comunicó que sus emisoras dejarían de operar en febrero de 2013, a lo que han hecho caso omiso, pues las fiscalizaciones no llegan a esos concesionarios sino que sólo a los más débiles. El nuevo plazo solicitado de 180 días, en caso de aprobarse, permitirá que todas las emisoras se mantengan vigentes, lo que privilegia, fuertemente a todas las empresas privadas y municipios para recuperar vigencia durante este año, lo que resulta muy conveniente puesto que es tiempo de elecciones políticas. Las empresas privadas tendrán suficiente tiempo para volver a crear organismos sin fines de lucro y recuperar sus concesiones, para lucrar de ellas y tergiversar el sentido comunitario.


5.- El nuevo aplazamiento demorará la aplicación de la ley. Han transcurrido dos años y medio en espera de que se aplique. Mientras tanto, a los concesionarios que han cumplido con la ley se los obliga a permanecer en el “limbo de las comunicaciones”, pues, por una parte existe un marco regulatorio de mínima cobertura que ya no existe y por otra, una ley que no puede ser aplicada en espera de la migración y de los decretos que otorgan los nuevos derechos para funcionar.


Esta situación los expone a fiscalizaciones permanentes por transgredir la ley en materia de potencia, altura de antenas, difusión de menciones comerciales, todos derechos logrados con la nueva ley. Aplicación de procedimientos (cargos), sanciones y demandas efectuadas en los años 2010 y anteriores que buscan caducar concesiones vigentes. Cobro y embargo de equipos a radios que no han pagado el derecho al espectro radioeléctrico, con multas que van de $ 1.000.000 a $ 5.000.000. 


Tampoco se realizarán concursos públicos en las comunas requeridas, en espera de la migración y ordenamiento del espectro.


Muchos actores sociales de organismos sin fines de lucro esperan esta nueva oportunidad para regular su situación y postular para obtener su concesión para sus comunas. Al mismo tiempo, deben esquivar las permanentes persecuciones, amedrentamientos, y ser tratados como verdaderos delincuentes por ejercer el derecho a la comunicación y de expresión que otorga el derecho internacional y la Constitución Política.


6.- ANARCICH aspira a que esta nueva iniciativa legal no perjudique los plazos de quienes se han acogido con tiempo, esmero y sacrificio para cumplir con la norma y obtener los decretos para el funcionamiento de acuerdo a la nueva ley.. En su opinión, se debe solicitar el aceleramiento de la aplicación de la ley Nº 20.433 y solicitó a la Comisión que interceda ante la Contraloría General de la República para que se considere a las radios comunitarias una continuidad de la radiodifusión de mínima cobertura y se exima del trámite de toma de razón a las concesionarias que han ingresado los proyectos ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Junto con lo anterior, que se ponga término a las fiscalizaciones permanentes a las emisoras comunitarias hasta que se aplique la ley.


7.- En seguida, solicitó la modificación de los siguientes artículos de la ley Nº 20.433, que son importantes para el gremio que representa y para el desarrollo de la radio comunitaria del país:


- Artículo 13, que establece que podrán difundir menciones comerciales o de servicios que se encuentren en su zona de servicio. La ley otorga ese derecho, pero a la vez lo regula y lo discrimina en materia de libertad económica, al disponer que se entenderá por menciones comerciales el saludo o agradecimiento a una unidad, empresa, establecimiento o local comercial, indicando únicamente su nombre y dirección.


- Artículo 17, instaura un proceso de severas sanciones mucho más rígidas, drásticas y arbitrarias, que para el resto de las concesiones de telecomunicaciones. No contempla amonestaciones, suspensión temporal del servicio, ni multas, sino caducidad inmediata determinada por un juez de policía local y comunicada posteriormente a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


-. Otros artículos que se refieren a la prohibición de hacer cadenas nacionales, aplicación de multas que van de “5 a 100 UTM” y pago de espectro radioeléctrico y poder contar con un Fondo de Fomento y Financiamiento para las radios comunitarias. 


8.- ANARCICH no está de acuerdo con los argumentos que justifican este nuevo aplazamiento, sin embargo, no se oponen y no deben afectar los plazos de los concesionarios que cumplieron con la normativa.


9.- ANARCICH está de acuerdo en otorgar un nuevo plazo en defensa de las emisoras comunitarias, para que las municipalidades y empresas privadas transfieran sus concesiones a organismos sin fines de lucro de sus propias comunas y no a organismos “pantalla” para seguir operando, lucrando y tergiversando el sentido de la comunicación comunitaria.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que de acuerdo a la ley Nº 20.433 es necesaria la dictación de dos reglamentos, uno, corresponde al Ministerio Secretaría General de Gobierno, que regula las condiciones que deben cumplir estas radios de mínima cobertura y que tuvo una tramitación que duro un año y medio, con lo cual el plazo establecido en la ley quedaba reducido a seis meses. El otro reglamento se refiere al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República.


En seguida, señaló que es necesario lograr un acuerdo entre las radios de mínima cobertura y comerciales para despejar el espectro, haciendo presente que la ley no obliga a las radios comerciales a cambiar su ubicación. Despejar el espectro es complejo, puesto que se deben abordar las diferentes situaciones de cada localidad y en las regiones la ubicación de las radios en el dial constituye una verdadera marca, las radios se identifican con el número que ocupan en el dial.


En la actualidad, como no se puede aplicar la ley tampoco se pueden realizar llamados a concursos en aquellas localidades en que existe espacio.


Para el Ejecutivo reviste gran importancia la situación que afecta a las radios de mínima cobertura ubicadas en zonas geográficas aisladas, insulares y limítrofes, por lo que esta situación de indefinición no se puede mantener.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, consultó al presidente de ANARCICH si son partidarios de la reubicación en el dial.


El Presidente de ANARCICH, señor Alberto Cancino, respondió que ANARCICH respeta el trabajo que se ha realizado para despejar el espectro, no obstante, el espacio destinado a las radios de mínima cobertura es insuficiente.

Presentación de la Asociación Nacional de Radiodifusores de Chile (ARCHI) 


El Presidente de la Asociación Nacional de Radiodifusores de Chile (ARCHI), señor Luis Pardo, manifestó que la entidad que representa no se opone al otorgamiento de un nuevo plazo para que las concesionarias de radios de mínima cobertura se puedan acoger a la ley Nº 20.433, que ordena el espectro y soluciona diversos problemas. No obstante, esta nueva prórroga se debe aprobar conjuntamente con la Indicación que presentará el Ejecutivo para que no se detenga el proceso de ordenamiento del espectro.


El otorgamiento de esta nueva prórroga beneficiará a las empresas que son concesionarias de radios de mínima cobertura. En ese sentido recordó que la ley N° 20.433, que crea el Servicio de Radiodifusión Comunitaria y Ciudadana fue publicada en el Diario Oficial de 4 de mayo de 2010 y contempla entre otras materias:


- El establecimiento de un segmento especial que alojará a las radios comunitarias, con lo cual se solucionará el problema permanente de interferencias entre radios de mínima cobertura y de frecuencia modulada, y se les otorga a las primeras una zona exclusiva protegida.


- De acuerdo a la ley sólo pueden optar a esta categoría las organizaciones de la sociedad civil sin fines de lucro; el legislador excluyó expresamente a las Municipalidades y las empresas particulares.


- Además de reconocer a las radios de mínima cobertura legalmente, les otorga mayor estabilidad, puesto que aumenta de 3 a 15 años la duración de las concesiones, se otorgan mayores potencias (hasta 25 Watts) y se permite el financiamiento a través de menciones comerciales.


La ley Nº 20.433 fue ampliamente debatida en el Congreso Nacional, fue votada transversal y mayoritariamente ya que resultó de un trabajo conjunto de la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI), de la Asociación Nacional de Radios Comunitarias y Ciudadanas de Chile (ANARCICH), de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y de las respectivas Comisiones Parlamentarias.


La ley Nº 20.566, iniciada en moción parlamentarias, otorgó un nuevo plazo a los concesionarios de radiodifusión sonora de mínima cobertura, dilatando la entrada en vigencia de la ley y este nuevo plazo sería la segunda prórroga que se otorga.


Para que la ley Nº 20.433 entre en vigencia se ha trabajado conjuntamente con la Subsecretaría de Telecomunicaciones, ARCHI y ANARCICH para lograr los siguientes objetivos:


1. Generar un complejo plan de despeje, que implica el desplazamiento de más de 100 radios FM que además de perder sus actuales frecuencias, deberán incurrir en gastos para adaptarse a sus nuevas posiciones en el dial.


2. Establecer un plan de migraciones para trasladar las actuales radios de mínima cobertura a su nueva ubicación en el segmento especial que les otorga la ley.


De esta forma, 117 radios de frecuencia modulada han aceptado trasladarse y se han preparado para ello, en tanto 276 radios de mínima cobertura, de un total de 391, han hecho todos los estudios y preparativos técnicos, como así también la adecuación legal, para acogerse a la nueva ley.


Las radios de mínima cobertura que no se han acogido a la ley son en su mayoría aquellas que no cumplen con los requisitos establecidos en la ley. 


Tanto AMARC como ANARCICH y la ARCHI han manifestado que no se oponen a que se otorgue un nuevo plazo, vale decir, una tercera oportunidad, a aquellas radios de mínima cobertura que no han adoptado las medidas para acogerse a la nueva ley, pero que ello se haga sin detener el proceso en curso. Es decir, sin perjudicar a las 272 radios de mínima cobertura y a las 117 radios de frecuencia modulada que han hecho su trabajo y cumplido con todos los plazos establecidos en la ley.


La indicación que presentará el Ejecutivo permite precisamente otorgar ese nuevo plazo, sin interrumpir el proceso que conduce a la plena vigencia de una ley que fue publicada el año 2010 y que se sigue postergando en perjuicio, principalmente, de las propias radios comunitarias.

Presentación de la Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC)


El representante de la Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC), señor Raúl Rodríguez, informó que la entidad que representa agrupa a 4.000 radios comunitarias en el mundo y en el mes de abril del año en curso, emitieron una declaración en que rechazaban la ampliación del plazo de 180 días porque estimaron que la ley promulgada con fecha 4 de mayo de 2010, que aún no entra en vigencia, y que pretende beneficiar a los actores sociales, de mejorar los marcos regulatorios en forma democrática de inclusión dentro del sistema de medios que está muy concentrado en todos los soportes, permitiría avanzar en una dirección correcta.


La ley no se ha podido aplicar por lo que es importante apurar ese proceso, para lo cual han consensuado con la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI), con la Asociación Nacional de Radios Comunitarias y Ciudadanas de Chile (ANARCICH) y con la Subsecretaría de Telecomunicaciones, el otorgamiento de una nueva prórroga de plazo de 180 días, porque de otra forma no se puede iniciar el proceso de migración, como tampoco se pueden realizar concursos públicos, con lo cual muchos actores no han podido ingresar al sistema. 


En ese sentido, relató que la Universidad de Chile tenía una concesión que se perdió porque el decreto de renovación es del mes de febrero, época en que la Universidad está cerrada y la publicación se realizó fuera de plazo. En el tercer cuatrimestre del año 2009 postularon a un concurso, sin embargo, como consecuencia de la entrada en vigencia de la nueva ley todos los concursos quedaron sin efecto. De esta forma, desde el año 2009 han intentado postular a nuevos concursos y no ha sido posible, con lo cual no han podido ingresar al sistema, como le ha ocurrido a otros actores, por lo que es necesario apurar el proceso de migración e iniciar la aplicación de la ley Nº 20.433.


En ese contexto AMARC accedió a apoyar la ampliación de plazo a 180 días con la exigencia de que el proceso de migración comience a la brevedad y las radios que se transfirieron al 15 de noviembre de 2012 puedan iniciar dicho proceso.


Respecto del plazo de ampliación de 180 días manifestó que hay diversos postulantes y el espíritu de la ley de poder otorgar las concesiones a los actores sociales reconociendo el mal uso del espectro de mínima cobertura que se ha realizado durante 16 años, principalmente por actores comerciales que usaban frecuencias comunitarias y también tenían, en algunos casos, más de una concesión, no se ha logrado en su totalidad. 


Pese a lo anterior, con la postergación del plazo solicitada los actores municipales podrán transferir su concesión a una organización social, por lo que los 22 casos a que se refirió el señor Subsecretario de Telecomunicaciones tienen una oportunidad de acogerse a la nueva ley.


AMARC apoya el proceso de transferencia de acuerdo a la nueva ley y estimó que es importante otorgar las garantías a los actores sociales y municipales, que no son comerciales, para que puedan regirse por la nueva ley.


Finalmente, expresó que debe considerarse que se trata de un proyecto de ley que emana del Gobierno de la ex Presidenta señora Bachelet y en su oportunidad se reunió con la ex Ministra señora Pilar Armanet y le solicitó la modificación del reglamento de aplicación de la ley que se demoró un año. El proceso fue muy extenso y se producían problemas con la certificación, por otra parte, se establecieron muchas trabas a las comunidades indígenas para poder tener una concesión, en el reglamento se les solicitaba que debían contar con un experto en programación para sus radios.


En seguida, expresó que Chile es uno de los países más regresivos en América Latina respecto del sistema de medios, en Argentina, Uruguay, Ecuador y Bolivia, se ha avanzado en una ley de telecomunicaciones. En Chile, la ley de telecomunicaciones data de la época del Gobierno Militar y es necesario contar con un marco más democrático.


AMARC está de acuerdo en realizar la migración, otorgar las facilidades a los actores de naturaleza comunitaria e intentar restringir a la obtención de una sola concesión para aquellas entidades que tienen otros fines como comerciales o religiosos.


Finalizada la discusión en general, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, anunció que el Ejecutivo presentará una indicación tendiente a reducir el plazo suplementario que se otorgará nuevamente para que los titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura puedan acogerse a la ley Nº 20.433. Agregó que se eliminará, sólo para estos efectos, la intervención de la Fiscalía Nacional Económica consignada en el artículo 38 de la ley Nº 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, y se limitará a uno el número de concesiones de mínima cobertura por titular.


- Sometido a votación en general este proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad, de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Durante la discusión en particular, se presentaron dos indicaciones:

1.- Indicación del Ejecutivo

Artículo Primero


a) En el inciso primero, reemplácese el guarismo “180” por “90” y agréguese a continuación de “norma” y antes del punto seguido lo siguiente: “a las municipalidades y a los concesionarios que al vencimiento del plazo previsto en dicho artículo cumplían los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 9 de la mencionada ley”.


b) Reemplácese el inciso segundo por los siguientes:


“Este plazo suplementario también será aplicable a aquellos titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura cuyas solicitudes para acogerse a la ley N° 20.433 presentadas dentro del plazo previsto en ella, hubieren sido declaradas inadmisibles. 


Todas las solicitudes que se presenten para acogerse al plazo suplementario establecido en el presente artículo, serán resueltas, en forma simultánea, por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, previa declaración de admisibilidad, en el plazo de 180 días contado desde el vencimiento del plazo señalado en el inciso primero del presente artículo, siendo aplicable a las solicitudes lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° transitorio de la ley N° 20.433. 


En el tiempo que intermedie entre la publicación de la presente ley y la resolución de la Subsecretaría a que se refiere el inciso anterior, dicho organismo podrá reemplazar las frecuencias de las concesionarias a las que les fuere aplicable la presente ampliación de plazo, con el objeto de facilitar la ejecución de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 20.433 y la factibilidad técnica de la futura solicitud y será aplicable a dichas concesiones lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 2° transitorio de la mencionada ley.”

Artículo Segundo


1) Elimínase el numeral 1.


2) Sustitúyase el numeral 2 por el siguiente:


“2.- En el inciso primero del artículo 5° transitorio de la ley N° 20.433, reemplácese la expresión “dos años” por “tres años””.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, propuso introducir diversas modificaciones a esta indicación. La primera dice relación con la reducción del plazo inicial suplementario contemplado de 180 a 90 días contado desde la publicación de esta iniciativa legal para que los titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura soliciten acogerse a la ley Nº 20.433. La reducción de este plazo se fundamenta en el hecho de que el número de los concesionarios que se acogerán a esta regularización es reducido, puesto que la mayoría de los titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura se acogió a la regularización. 


Asimismo, en este plazo suplementario, los procesos de transferencia de las concesiones de mínima cobertura que se realicen para acogerse por parte de los nuevos titulares a la ley Nº 20.433, no se les aplicará lo establecido en el artículo 38 de la ley Nº 19.733, que hace exigible el pronunciamiento de la Fiscalía Nacional Económica. Esta excepción se establece con la finalidad de hacer más expedito el procedimiento.


Se deja constancia que la tramitación ante la Fiscalía Nacional Económica se elimina para estos casos, puesto que sólo se pueden acoger a la ley Nº 20.433 aquellos titulares de una sola concesión de radiodifusión sonora de mínima cobertura.


Junto con lo anterior, se reduce el plazo de 180 a 30 días, para que la Subsecretaría de Telecomunicaciones se pronuncie sobre las nuevas solicitudes y el proceso de migración se realizará una vez finalizado el plazo de 90 días y no en forma simultánea, como inicialmente se propuso.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.  
2.- Indicación del Honorable Senador señor Chahuán


Para agregar el siguiente artículo 9º transitorio:


“Artículo 9º transitorio.- Los adjudicatarios de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura que no hubieren podido ejercer sus derechos dentro de los plazos establecidos, por razones ajenas a su voluntad, podrán acogerse a las disposiciones del artículo 2º transitorio de esta ley.”.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la ley Nº 20.433 no consideraba un régimen transitorio, por lo que fue necesario establecer las normas aplicables para ese período con la Contraloría General de la República. Uno de los temas más difíciles de resolver fue determinar qué sucedería con aquellos concesionarios que tenían en trámite sus concesiones, es decir, los concursos estaban abiertos y se encontraban en distintas etapas del proceso. Una concesión termina, de acuerdo a la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, cuando se publica en el Diario Oficial el decreto supremo que otorga la concesión. Antes la concesión sólo cuenta con un título precario.


La Contraloría General de la República estima que no habiendo un título de concesión ésta no existe, por lo tanto, todas las frecuencias que estaban en esos procesos se entendió que no tienen titulares. Por otra parte, la Contraloría estableció que la Subsecretaría de Telecomunicaciones no puede otorgar nuevas concesiones de mínima cobertura porque la categoría jurídica no existe, se suprimió.


Esta situación se intentó resolver con la ley anterior que otorgó un nuevo plazo, en la cual se agregaron nuevas causales en el artículo 2º transitorio en virtud de las cuales se entendía que se mantenían vigentes las concesiones hasta que tuviera lugar un hito. En la letra d), se incorporó el caso de las renovaciones que se encontraran en proceso, es decir, el titular tenía un derecho y su renovación quedó pendiente, por lo que se estimó que esos casos se deberían resolver manteniendo la vigencia de esas concesiones. 


Respecto de las concesiones nuevas se estimó que nunca existieron.


La indicación presentada se refiere a los adjudicatarios que es una categoría que la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones no establece. La ley señala que con posterioridad al concurso se otorga la concesión, se dicta un acto administrativo, sin embargo, se trata de un título precario porque después se pueden presentar observaciones y revertirse la asignación. Cuando se resuelve esa tramitación se concede la concesión y se toma razón, se publica y se otorga un título válido.


En síntesis, de acuerdo a la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, el adjudicatario tiene una mera expectativa, por lo que no es posible reconocerlo de manera definitiva.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, explicó que en muchos casos se realizaron los concursos, los sorteos y lo único que faltaba era el decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, por lo que es importante saber qué sucederá con esos postulantes.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que se realizó una presentación a la Contraloría General de la República para analizar estas situaciones y se estimó que estas concesiones no existen. Sin embargo, debe considerarse que se trata de concursos de mínima cobertura, por lo tanto, no son aplicables las condiciones de las radios comunitarias y esos concursos están abiertos y las frecuencias están disponibles porque no se han entregado nuevas concesiones y no se puede abrir ningún concurso hasta que finalice el proceso de migración establecido en esta iniciativa legal. En esa oportunidad, se realizarán nuevos concursos en las mismas frecuencias en los segmentos especiales.


Los nuevos concursos se regirán por la nueva ley y sus reglamentos.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, acotó que el caso del postulante que contaba con un decreto que no alcanzó a publicar antes de la ley Nº 20.433 se resolverá mediante la aplicación del artículo 8º transitorio que se propone introducir.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, retiró la indicación, no obstante, reiteró la necesidad de establecer un derecho preferente para los postulantes que se encuentran en la situación descrita en la indicación, que participaron en los concursos. 

- - - - - - - - - 

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:



Artículo 1º


--- Sustituir  su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 1º.- Otórgase a las Municipalidades y a los concesionarios que al vencimiento del plazo previsto en el artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.433, cumplían los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 9º de la mencionada ley, un plazo suplementario de 90 días contado desde la publicación de la presente ley, para que dichos titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura soliciten acogerse a la ley Nº 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, conforme a lo dispuesto en el artículo 2º transitorio de la citada norma. Este plazo suplementario será considerado para los efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo citado. 


(Unanimidad 3 x 0)


---Reemplazar, su inciso segundo, por los siguientes:


“Todas las solicitudes que se presenten para acogerse al plazo suplementario establecido en el presente artículo, serán resueltas, en forma simultánea, por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, previa declaración de admisibilidad en el plazo de 30 días contado desde el vencimiento de dicho plazo, siendo aplicable a estas solicitudes lo dispuesto en el artículo 5º transitorio de la ley Nº 20.433.


En este plazo suplementario, en los procesos de transferencia de las concesiones de mínima cobertura que se realicen para los efectos de acogerse por parte de sus nuevos titulares a la ley Nº 20.433, no se aplicará lo dispuesto en el artículo 38 de la ley Nº 19.733.


(Unanimidad 3x0.)



Artículo 2º



Nº 1


--- Suprimirlo.


(Unanimidad 3x0)



Nº 2


--- Pasó a ser Nº 1, sustituído, por el siguiente:


“1.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 5º transitorio la expresión “dos años” por “tres años”.


(Unanimidad 3x0)



Nº 3


--- Pasó a ser Nº 2, sin enmiendas.

- - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Otórgase a las Municipalidades y a los concesionarios que al vencimiento del plazo previsto en el artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.433, cumplían los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 9º de la mencionada ley, un plazo suplementario de 90 días contado desde la publicación de la presente ley, para que dichos titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura soliciten acogerse a la ley Nº 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, conforme a lo dispuesto en el artículo 2º transitorio de la citada norma. Este plazo suplementario será considerado para los efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo citado. 


Todas las solicitudes que se presenten para acogerse al plazo suplementario establecido en el presente artículo, serán resueltas, en forma simultánea, por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, previa declaración de admisibilidad en el plazo de 30 días contado desde el vencimiento de dicho plazo, siendo aplicable a estas solicitudes lo dispuesto en el artículo 5º transitorio de la ley Nº 20.433.


En este plazo suplementario, en los procesos de transferencia de las concesiones de mínima cobertura que se realicen para los efectos de acogerse por parte de sus nuevos titulares a la ley Nº 20.433, no se aplicará lo dispuesto en el artículo 38 de la ley Nº 19.733.



Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 20.433, en el sentido que se indica: 


1) Reemplázase en el inciso primero del artículo 5º transitorio la expresión “dos años” por “tres años”.


2) Incorpóranse los siguientes artículos transitorios:


“Artículo 7°.- Los concesionarios de radiodifusión sonora de mínima cobertura vigentes a la fecha de publicación de la presente ley, y que no hayan sido sancionados con la caducidad por resolución firme con posterioridad a dicha fecha, podrán transferir sus concesiones sin que a los mismos resulte aplicable la limitación temporal establecida en el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. Con todo, en aquellos casos en que exista un procedimiento de cargo por infracción que pudiera ameritar la caducidad de la concesión, ésta no podrá transferirse en tanto no se resuelva el mismo.


Artículo 8°.- A los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 2° transitorio, se entenderán como vigentes al momento de la publicación de la presente ley aquellas concesiones otorgadas con anterioridad a la citada publicación, aun cuando el decreto respectivo haya sido publicado con posterioridad a la publicación de la ley, siempre que ello haya ocurrido dentro del plazo que establece sobre el particular la ley N° 18.168.”.”.

- - - - - - - 


Acordado en las sesiones celebradas los días 30 de abril de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Francisco Chahuán Chahúan (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda y Juan Pablo Letelier Morel; 14 de mayo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Francisco Chahuán Chahúan (Presidente), señora Lily Pérez San Martín (Carlos Cantero Ojeda) y señor Juan Pablo Letelier Morel, y 5 de junio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahúan (Presidente), Carlos Cantero Ojeda y Guido Girardi.


Sala de la Comisión, a 7 de junio de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE TRINIDAD Y TOBAGO SOBRE AUTORIZACIÓN PARA QUE LOS DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, TÉCNICO Y ADMINISTRATIVO DE LAS MISIONES DIPLOMÁTICAS Y CONSULARES REALICEN ACTIVIDADES REMUNERADAS, SUSCRITO EN PUERTO ESPAÑA, TRINIDAD Y TOBAGO, EL 29 DE MARZO DE 2012

 (8843-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 21 de enero de 2013.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de marzo de 2013, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Este instrumento establece el marco jurídico para el ejercicio de una actividad remunerada a los dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo de las Misiones Diplomáticas y Consulares, sobre la base de un tratamiento recíproco.


Añade el Ejecutivo que se reconocen, de esta manera, los vínculos de amistad y el interés de ambas Partes de permitir el mejoramiento de las condiciones de vida de dichos funcionarios, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre las sociedades de Chile y de Trinidad y Tobago.





3.- Instrumento Internacional.- Este Acuerdo consta de un Preámbulo y 8 artículos.





El artículo 1 define determinados conceptos para los efectos del Convenio: “Miembro de una misión diplomática o consular” corresponde al miembro del personal del Estado acreditante -salvo nacionales o residentes permanentes en el Estado receptor- que ocupen un cargo oficial en una misión diplomática o consular en el Estado receptor; “Dependiente” es el Cónyuge, los hijos dependientes solteros menores de 21 años o hijos dependientes solteros menores de 25 años que vivan con sus padres y realicen estudios en centros de educación superior reconocidos por el Estado receptor, e hijos dependientes  solteros que vivan con sus padres y que sufran alguna discapacidad física o mental.





A su vez, el artículo 2 autoriza a los dependientes del personal diplomático, consular, técnico o administrativo de las misiones diplomáticas y consulares de Chile en Trinidad y Tobago y a los de Trinidad y Tobago en Chile, para ejercer actividades remuneradas en el Estado receptor, en las mismas condiciones que los nacionales de dichos Estados, sujetos a la autorización que habrá de otorgarse en conformidad con las disposiciones de este Convenio.





El artículo 3 norma los procedimientos para obtener la referida aprobación. Establece que la contratación de un dependiente para realizar una actividad remunerada en el Estado receptor estará supeditada a la aprobación de las autoridades competentes. Se señala, además, que dicha autorización no libera al dependiente de ningún requisito, formalidad o condición que se imponga para una contratación. Asimismo, la autorización puede ser denegada en los casos en que, por razones de seguridad, sólo puedan ser contratados nacionales del Estado receptor. Consigna, a continuación, que las disposiciones de este Convenio no podrán ser interpretadas como una forma de reconocimiento de títulos, diplomas o estudios en cualquiera de los Estados. Finalmente, indica que la autorización para realizar la actividad remunerada cesará cuando finalice la misión del funcionario diplomático, consular, técnico o administrativo acreditado.





Por su parte, el artículo 4 regula el alcance de la inmunidad de jurisdicción civil o administrativa de que goza el dependiente, disponiendo que no se aplicara a ninguna acción u omisión respecto de las actividades realizadas en la actividad remunerada, quedando sometidas a la jurisdicción civil o administrativa del Estado receptor.





El artículo 5 se refiere a la inmunidad de jurisdicción penal de que goza el dependiente, estableciendo que continuará aplicándose a cualquier acto realizado en el desempeño de la actividad. Sin embargo, en el caso de delitos graves cometidos en el ejercicio de tal actividad, el Estado acreditante a solicitud del Estado receptor, considerará seriamente la posibilidad de renunciar a la inmunidad de jurisdicción penal de ese dependiente en el Estado receptor. Dicha renuncia, en todo caso, no se extenderá a la ejecución de la sentencia para lo cual se precisa una renuncia específica, en la cual el Estado acreditante deberá considerar seriamente la posibilidad de renunciar a esta última inmunidad.





Luego, el artículo 6 estipula, con respecto a la legislación aplicable en materia tributaria y de seguridad social, que el beneficiario de este Convenio estará sujeto en materias relacionadas con su actividad remunerada a la legislación nacional del Estado receptor.





El artículo 7 prescribe que cualquier diferencia relativa a la interpretación o aplicación de este Convenio se resolverá mediante consultas entre las Partes.





Finalmente, el artículo 8 dispone que el Convenio entrará a regir treinta días después de recibirse la última nota en que las Partes se comuniquen el cumplimiento de los requisitos legales internos; que tendrá una duración indefinida y que cualquiera de las Partes podrá denunciarlo, por la vía diplomática, en cuyo caso producirá efectos seis meses después de recibir la notificación.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio colocó en discusión el proyecto.


La Comisión valoró la celebración de este Convenio, pues permite a los familiares dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo realizar actividades remuneradas en el país de destino.


Asimismo, destacó la relevancia de suscribir un Acuerdo con un país de la zona del Caribe, por ser un área de creciente interés político y comercial para nuestro país.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Tuma y Walker (don Ignacio).

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Autorización para que los Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Consulares realicen Actividades Remuneradas”, suscrito en Puerto España, Trinidad y Tobago, el 29 de marzo de 2012.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 4 de junio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 4 de junio de 2013.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE OTORGA LA NACIONALIDAD CHILENA A LOS HIJOS, NACIDOS FUERA DE CHILE, DE REFUGIADOS QUE HAYAN OBTENIDO CARTA DE NACIONALIZACIÓN 

(8985-17)

Exposición de motivos.

Nuestra Constitución Política establece en su artículo 10, quienes son chilenos, tanto por lugar de nacimiento, como aquellos extranjeros que adquieran la nacionalidad chilena, ya sea por opción, como por obtención de carta de nacionalización o por especial gracia de nacionalización por ley, según se contempla en  sus numerales 3º y 4º.

Se establece en el inciso final de esta norma, que corresponde a la ley reglamentar los procedimientos de opción por la nacionalidad chilena, de otorgamiento, negativa y cancelación de las cartas de nacionalización y la formación de un registro de todos estos actos.

El texto refundido de la ley a que alude esta disposición, se encuentra contenido en el Decreto Supremo Nº 5142, del Ministerio del Interior, publicado el 29 de octubre de 1960. 

Su artículo 2º, inciso primero, dispone que “podrá otorgarse carta de nacionalización a los extranjeros que hayan cumplido 21 años edad, que tengan más de cinco años de residencia continuada en el territorio de la República y que sean titulares del permiso de permanencia definitiva”.

Por su parte, el inciso cuarto de este mismo artículo 2º, establece que “podrá otorgarse también carta de nacionalización a los hijos de padre o madre chilenos nacionalizados, que hayan cumplido 18 años de edad y que reúnan los demás requisitos indicados en el inciso primero”.

Al tenor de estas disposiciones, cabe concluir que los extranjeros, hijos de padre o madre chilenos nacionalizados, solo pueden obtener la nacionalidad chilena, cuando alcancen la mayoría de edad, y que tengan asimismo cinco años de residencia continuada y que cuenten con un permiso de permanencia definitiva.

Como se puede apreciar, ni en este cuerpo legal ni en la Carta Fundamental se considera que los refugiados, reconocidos como tales por nuestro país, y sus hijos menores de edad, nacidos en el extranjero, puedan obtener la nacionalidad chilena.

En este orden de ideas, es del caso señalar que en nuestro país existen actualmente alrededor de dos mil refugiados, de distintas nacionalidades, y que han obtenido la condición de tales, al amparo de las disposiciones de la ley Nº 20.430, publicada el 15 de abril de 2010.

En los artículos 17 y 18 de la citada ley, se contemplan las causales de cesación, renuncia o revocación de la calidad de refugiado, sin que se considere para tal efecto, el hecho de obtener carta de nacionalización chilena,

Por tal motivo, estimamos que los refugiados deben tener igualmente derecho a obtener  la nacionalidad chilena, una vez cumplidos los requisitos de edad, tiempo de residencia continuada y permiso de permanencia definitiva, pero que el otorgamiento de dicha nacionalización se haga extensiva a sus hijos menores de edad, nacidos en el extranjero, ya que de otro modo se produce la injusta situación que su padre o madre accedan a la nacionalidad chilena, y dichos menores queden en condición de apátridas.

En tal virtud, se hace necesario modificar la Constitución Política, agregando esta forma de obtención de nacionalidad, para quienes hayan sido acogidos por nuestro país como refugiados, y reconocidos como tales, incluyendo a sus hijos, en las condiciones descritas precedentemente.

Por las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

Artículo único: Modifíquese el artículo 10 de la Constitución Política de la República, agregando un numeral 5º nuevo, del siguiente tenor:

“5º.- Los refugiados, reconocidos legalmente como tales y que obtengan carta de nacionalización, en conformidad a la ley, la que por esta sola circunstancia, también se otorgará a sus hijos menores de edad, nacidos en el extranjero”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR LARRAÍN FERNÁNDEZ, SEÑORA VON BAER Y SEÑORES CHAHUÁN, GARCÍA-HUIDOBRO Y URIARTE, CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE DEROGA EL ARTÍCULO 394 DEL CÓDIGO PENAL QUE TIPIFICA EL DELITO DE INFANTICIDIO 

(8987-07)

Según la reciente información proporcionada por el Servicio Nacional de Menores (Sename), entre el año 2009 a la fecha, se contabilizan 79 niños muertos a golpes, a manos de sus padres (El Mostrador, junio 6 de 2013).

Tal práctica es reveladora de que, no obstante los avances institucionales para enfrentar la violencia en el seno de nuestras familias, lamentablemente el infanticidio sigue siendo una realidad que merece atención e intervención estatal.

El infanticidio es un delito de lesión, de tipo privilegiado que atenta contra el bien jurídico vida del recién nacido ocurrido de las 48 horas siguientes al parto y que debe ser cometido por una persona calificada respecto de este, como son la madre, padre o ascendientes de la criatura.

Como tal, se encuentra descrito y sancionado en el Libro II, Título VIII del Código Penal denominado "Crímenes y simples delitos contra las personas" específicamente en el artículo 394 del Código Penal en los términos: "Cometen infanticidio el padre, la madre o los demás ascendientes legítimos o ilegítimos que dentro de las cuarenta y ocho horas después del parto, matan al hijo o descendiente, y serán penados con presidio mayor en sus grados mínimo a medio".

En relación con la pena asociada al ilícito, esta parte desde los 5 años y un día pudiendo llegar hasta los 15 años. Aun cuando se trata de un delito que atenta contra el bien jurídico vida, llama la atención que la sanción asociada al delito resulta ser menor que otros casos en que también se produce la muerte de una persona existiendo también relaciones de parentesco involucradas. Tal es el caso del parricidio que contenido en el artículo 390 del Código Penal que sanciona al que mateare a su hijo con una sanción de 10 años y un día, hasta 15 años.

Al respecto "Se piensa que los motivos son históricos porque la disposición del infanticidio fue tomada del Código Penal español de 1848 que se fundaba en que las madres de hijos ilegítimos se veían impulsadas a darles muerte para "resguardar su honra"1. La norma, en todo caso, considera una posición mejorada para los sujetos activos del delito de infanticidio vinculado a la aceptación social de lo obrado por la madre -a la que supone bajo estado mental alterado- en relación con la pena que lleva asociada su comisión. A ello se suma una diferenciación respecto del recién nacido al establecer el plazo perentorio de 48 horas desde el parto.

__________________________________________________

1 Hernán Corral: La paradoja del infanticidio: a propósito del asesinato del niño por la secta de Colliguay, Publicado el 5 mayo, 2013.

Tales discriminaciones evidencian un modelo tutelar de protección estatal que solo vela a los niños como objetos de protección y no como sujetos de derecho, lo que claramente debe ser rectificado. No es admisible la diferencia legal de trato entre seres humanos que no se correspondan con su única e idéntica naturaleza.

El homicidio de un recién nacido constituye un injusto igual que el mismo delito respecto de cualquier otra persona. La noción de que el que no ha cumplido cuarenta y ocho horas de edad es menos digno de protección contra sus parientes homicidas que el mayor de esa edad, es claramente discriminatoria y contraviene los estándares internacionales a los que Chile adhiere.

El artículo 3° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce la personalidad jurídica de todas las personas y esto, por supuesto, incluye a los infantes. Así también artículo 1° de la Convención sobre los Derechos del Niño indica que "niño [es] todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad"2. En particular, el Comité de los Derechos del Niño ha señalado expresamente que el tratado incluye en su protección la primera infancia a todos los niños pequeños "desde el nacimiento" y exige respecto de ellos los máximos cuidados, por la vulnerabilidad y la indefensión en que se encuentra, que los hacen totalmente dependientes de sus progenitores3.

La exigencia de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano, es inseparable de la dignidad esencial de la persona, siendo imperativo entonces derogar el criterio discriminador de 48 horas que establece el artículo 394 del Código Penal. Aun cuando la madre pudiera sufrir un estado de alteración psicológica (estado pos puerperal) que afectare su conducta en relación con su hijo, tal es una circunstancia de hecho a considerar por los jueces en el marco del tipo penal de parricidio u otro para atenuar, conforme a las reglas generales sobre responsabilidad penal, el grado de reproche de culpabilidad.

En atención a lo anterior vengo en presentar la siguiente moción legislativa que tiene por objeto la derogación del artículo 394 del Código Penal, de modo de equipar el valor jurídico da vida, de manera independiente la edad de una persona determinada. Tal es por demás el avance que durante los últimos años se ha integrado en el derecho internacional de los derechos humanos

PROYECTO DE LEY

Artículo único:

"Derogase el artículo 394 del Código Penal".

_________________________________________________

2 Opinión Consultiva OC-17/2002 de 28 de agosto de 2002, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

3 OBSERVACIÓN GENERAL N° 7 (2005), Realización de los derechos del niño en la primera infancia CRC/C/GC/7/Rev.1, 20 de septiembre de 2006.

(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Senador.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON EL QUE PIDE A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO QUE RECONOZCA A LOS OFICIALES POLICIALES, ACOGIDOS A RETIRO DURANTE EL PERÍODO QUE INDICA, SU DERECHO AL SOBRESUELDO DE 35% POR DESEMPEÑO EN LAS UNIDADES POLICIALES ESPECIALIZADAS QUE ESTABLECIÓ LA LEY N° 17.700, HACIÉNDOLO EXTENSIVO AL BENEFICIO DE MONTEPÍO 

(S 1584-12)

Considerando:

1º.-
Que con fecha 4 de agosto de 1972, se publicó la ley Nº 17.700, que le otorgó al personal en retiro y los beneficiarios de montepío de Investigaciones de Chile el derecho a gozar de los sobresueldos por las especialidades señaladas en los artículos 115º del decreto con fuerza de ley 1, del Ministerio de Defensa Nacional, 46º letra i) y 48º del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio del Interior, ambos de 1968, los que incrementarán sus respectivas pensiones de retiro o montepío mediante el cálculo del beneficio en la misma forma en que se realiza para el personal en servicio activo, siempre que de acuerdo con la reglamentación que se dicte al efecto, acrediten poseer todos los requisitos que se les exijan.

2º.-
Que el reglamento a que dicha disposición legal alude, solo fue dictado en el año 1984, mediante la dictación del Decreto Supremo Nº 10, de ese año, de la entonces Subsecretaría de Investigaciones del Ministerio de Defensa Nacional, y en su artículo 1º dispuso que los beneficios establecidos en la ley Nº 17.700 solo favorecen al “personal retirado con anterioridad a la fecha de vigencia del Decreto Nº 70, de 1979, de la Subsecretaría de Investigaciones, y los beneficiarios de montepío del personal fallecido antes de la vigencia de dicho texto”.

3º-
Que por su parte el Decreto Supremo Nº 70 de 24 de abril de 1979, a que se refiere el artículo 1º del reglamento antes citado, que reguló los sobresueldos para el personal en servicio activo de dicha institución policial, dispuso en su artículo 9º que “el sobresueldo por unidades policiales especializadas, se otorgará de acuerdo con los fondos que se consulten en la ley de presupuesto”, situación que sólo se hizo efectiva a contar desde la dictación del Decreto Supremo Nº 108, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Investigaciones.”  

4º.-
Que tal situación trajo como consecuencia que los Oficiales Policiales que también prestaron servicios en unidades policiales especializadas, pero que se acogieron a retiro con anterioridad al pago efectivo del beneficio, ordenado por el citado Decreto Supremo Nº 108, de 30 de junio de 1992, no pudieron acceder al goce de este sobresueldo de 35% sobre el sueldo base, como tampoco han podido hacerlo al amparo del decreto supremo Nº 10, de 1984, que reglamentó el beneficio previsto en la ley Nº 17.700. 

5º.-
Que resulta indudable que ello dio origen a una discriminación e injusticia que no se compadece con el principio de igualdad ante la ley que se encuentra consagrado en nuestra Constitución Política, respecto al personal de Oficiales Policiales, que se desempeñó en las unidades especializadas de dicha institución en el periodo de trece años, comprendido entre el 24 de abril de 1979 y el 30 de junio de 1992, fecha de vigencia de los textos normativos ya señalados.

6º.-
Que esta situación afecta a un universo de 524 casos, de los cuales 335 corresponden a Oficiales en retiro y 189 a beneficiarios de montepío, para cuyo efecto el Consejo Superior del Personal en Retiro de la Policía de Investigaciones de Chile, hizo llegar en el año 2011 al Ministerio Secretaría General de la Presidencia, una minuta con los antecedentes necesarios para elaborar un proyecto de ley que solucione esta situación, que hasta ahora no ha sido enviado a este Congreso Nacional, y que se requiere tramitar.

En virtud de las consideraciones expuestas:

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S. E., el Presidente de la República el envío al Congreso Nacional, de un proyecto de ley que repare la situación que afecta a los Oficiales Policiales que se acogieron a retiro entre el 24 de abril de 1979 y el 30 de Junio de 1992, que no pudieron acceder al sobresueldo de 35% por desempeño en unidades policiales especializadas, establecido en la ley Nº 17.700 del año 1972 y reglamentado por el Decreto Supremo Nº 10 de 1984, disponiéndose el pago de dicho sobresueldo, el que se hará extensivo a los beneficiarios de montepío del mismo personal policial.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.

9

PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE LOS CANALES DE TELEVISIÓN DE LIBRE RECEPCIÓN DE TRANSMITIR PROPAGANDA ELECTORAL PARA LAS ELECCIONES PRIMARIAS PRESIDENCIALES EN LOS TÉRMINOS QUE INDICA 

(8895-06)

Oficio Nº 10.778

VALPARAÍSO, 11 de junio de 2013

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8895-06.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Incorpórase en la ley N°20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, el siguiente Título IV, nuevo, pasando el actual a ser Título V:

“Título IV

De la transmisión de propaganda electoral por los canales de televisión

Artículo 42 bis.- En las elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República, los canales de televisión de libre recepción deberán destinar gratuitamente quince minutos diarios de sus transmisiones a propaganda electoral, los que se distribuirán en partes iguales entre los partidos o pactos que participen.

Para estos efectos, los canales de televisión determinarán, en conjunto con los partidos o pactos que participen, el horario en que se efectuarán las transmisiones. En caso de desacuerdo, la propuesta de los canales deberá ser aprobada por el Consejo Nacional de Televisión. 

La transmisión de la propaganda electoral a que se refiere el inciso anterior sólo podrá efectuarse desde el décimo octavo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria.”.

Artículo transitorio.- Para las elecciones primarias correspondientes al año 2013, la propaganda electoral señalada en el artículo anterior sólo tendrá lugar desde el octavo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria.”.

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos único y transitorio del proyecto de ley, fueron aprobados en general con el voto favorable de 91 diputados, en tanto que en particular lo fueron con el voto afirmativo de 69 diputados, en ambos casos de un total de 120 diputados en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS, ESTABLECIENDO LA FACULTAD DE EXCUSARSE DE LA OBLIGACIÓN DE SER VOCAL DE MESA PARA LAS MUJERES EN ESTADO DE EMBARAZO Y PUERPERIO (8644-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que la Comisión se ocupó de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, y la Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Viviana Paredes.

- - -

OBJETIVO


Establecer como causal de excusa para ejercer el cargo de vocal de mesa receptora de sufragios la circunstancia de estar la ciudadana electora en estado de embarazo o de puerperio.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que este proyecto de ley fue objeto de una sola indicación formulada por el Honorable Senador señor Jaime Orpis, que éste retiró durante la discusión en particular de la iniciativa.

CUESTIÓN PREVIA


En su oportunidad, este proyecto de ley fue discutido en general y en particular por esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. La Sala de Senado, con fecha 2 de enero de 2013, aprobó sólo en general la iniciativa y dispuso la apertura de un plazo para formular indicaciones. Cual se ha dicho, la única indicación recaída en el proyecto fue retirada por su autor, de modo que,  de conformidad con el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, han de darse por aprobados todos los preceptos del proyecto en los mismos términos en que lo fueran durante la discusión general.


(A mayor abundamiento, hacemos constar que la indicación –retirada- tenía por objeto suprimir la letra a) del N° 1 del artículo único, que incluye entre las excusas para desempeñar el cargo de vocal de mesa la de haber sido designado el elector o electora miembro del colegio escrutador).

LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL


Esta iniciativa tiene el rango de ley orgánica constitucional pues incide en la organización y funcionamiento del sistema electoral, de acuerdo con el artículo 18 de la Constitución Política.

- - -


Atendida la relación precedente, el proyecto que se propone aprobar queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 44:


a) Sustitúyese en el número 1) el punto y coma (;), por la siguiente expresión: “, o haber sido designado miembro del colegio escrutador;”.


b) Sustitúyese en el numeral 5) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


c) Reemplázase en el numeral 6) el punto aparte (.) por una coma (,) y agrégase la conjunción “y” a continuación de ésta.


d) Agrégase el siguiente numeral 7):


“7) Estar la mujer en estado de embarazo o de puerperio dentro de las seis semanas previas al parto y hasta veinticuatro semanas siguientes a éste, circunstancia que deberá acreditarse mediante certificado médico, o con la documentación que acredite estar recibiendo el subsidio a que se refiere el artículo 198 del Código del Trabajo.”.


2) Introdúcese en el inciso cuarto del artículo 57, antes del primer punto seguido (.), la frase “y que no estén afectos a las causales de excusabilidad establecidas en el artículo 44”.


3) Agrégase en el artículo 138, a continuación de la  expresión   “dos  a  ocho  unidades  tributarias  mensuales”,  la siguiente: “, salvo que teniendo una excusa válida de las señaladas en el artículo 44, no hubiese podido presentarla oportunamente”.


Artículo Transitorio.- En el proceso eleccionario correspondiente al año 2012, la sanción establecida en el artículo 138 no se aplicará a quienes, teniendo una excusa válida de las señaladas en el artículo 44 o de las incorporadas por esta ley, no hubiesen podido presentarla oportunamente.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de junio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Eduardo Frei, Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 11 de junio de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, 

Secretario de la Comisión
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(5917-18 Y 7007-18)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en dos Mociones presentadas ante la Cámara de Diputados, la primera, contenida en el Boletín N° 5.917-18, de los ex Diputados señores Álvaro Escobar Rufatt y Esteban Valenzuela Van Treek, con la adhesión de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Órbenes y señores Ramón Barros Montero, Sergio Bobadilla Muñoz y Jorge Sabag Villalobos y de los ex Diputados señora Ximena Valcarce Becerra y señores Juan Bustos Ramírez, Francisco Chahuán Chahuán y Eduardo Díaz del Río, y la segunda, contenida en el Boletín N° 7.007-18, del Honorable Diputado señor Gabriel Ascencio Mansilla, con la adhesión de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D’Albora y María Antonieta Saa Díaz y señores Sergio Ojeda Uribe, Marcelo Schilling Rodríguez y Mario Venegas Cárdenas. Dichas Mociones fueron refundidas durante el primer trámite constitucional y tienen urgencia calificada de “suma” para su tramitación.

- - -


La Cámara de Diputados, Cámara de Origen, en sesión de 11 de abril de 2013 designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señoras Claudia Nogueira Fernández, María Antonieta Saa Díaz y Marcela Sabat Fernández y señores Gabriel Ascencio Mansilla e Issa Kort Garriga.


El Senado, por su parte, en sesión de fecha 16 de abril del mismo año, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 de su Reglamento, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que conforman su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 8 de mayo de 2013, con la asistencia de sus miembros, los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores José García Ruminot (en reemplazo del Honorable Senador señor Alberto Espina Otero), Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto, y los Honorables Diputados señoras Claudia Nogueira Fernández, María Antonieta Saa Díaz y Marcela Sabat Fernández y señores Gabriel Ascencio Mansilla y Felipe Ward Edwards (en reemplazo del Honorable Diputado señor Issa Kort Garriga).


En dicha oportunidad, se eligió como Presidenta a la Honorable Diputada señora Marcela Sabat Fernández.


A una de las sesiones en que la Comisión discutió la iniciativa concurrió, además de sus integrantes, la Honorable Diputada señora María Angélica Cristi Marfil.


Asistieron, por el Servicio Nacional de la Mujer, la Ministra Directora señora Loreto Seguel; la Subdirectora, señora Viviana Paredes; la Jefa (S) de Reformas Legales, señora Susan Ortega; la Profesora señora María Sara Rodríguez, y los asesores señoras Alejandra Illanes, Paula García-Huidobro y Lilí Orell y señor Mathias Theune. Asistieron, también, la Jefa del Departamento de Comunicaciones, señora Paola Delgado, y las asesoras del mismo Departamento, señoras Inés Fernández y María Fernanda Gómez.


Participaron, especialmente invitados, los Profesores señoras Carmen Domínguez y Fabiola Lathrop y señor Cristián Lepín. Asimismo, concurrió la Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni. Estuvieron presentes, además, los Profesores señoras María José Arancibia, Carolina Salinas, Alejandra Illanes y Daniela Oliva y señor Hernán Fernández.





Asistieron, igualmente, la asesora del Honorable Senador Walker (don Patricio), señora Paz Anastasiadis; los asesores de la Honorable Senadora Alvear, señores Jorge Cash y Héctor Ruiz; el asesor del Honorable Senador Espina, señor Cristóbal Mena; el asesor del Honorable Diputado señor Ascencio, señor Darío Cabezas; la asesora del Honorable Diputado señor Kort, señora Margarita Risopatrón; los asesores de la Honorable Diputada señora Saa, señora Nicol Garrido y señor Leonardo Estradé-Brancoli; el asesor del Comité de Senadores RN, señor Hernán Castillo; los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señoras Pamela Andrade y Danielle Courtin y señor Tomás Celis, y los asesores de la Fundación Jaime Guzmán, señores Héctor Mery y Gustavo Rosende.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que la proposición de la Comisión Mixta no considera el inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil propuesto por el Senado en segundo trámite constitucional, regla que fijaba un plazo para que los tribunales adoptaran su resolución en relación al cuidado personal de los hijos de padres separados y que había sido considerada norma de quórum orgánico constitucional. Al quedar eliminado dicho precepto en el trámite de Comisión Mixta, el proyecto queda integrado únicamente por disposiciones que deben aprobarse como ley común.

- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA


La Presidenta de la Comisión Mixta, Honorable Diputada señora Sabat, dio por iniciado el análisis de la discrepancia suscitada entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley en estudio.


Ésta deriva de lo siguiente:

Artículo 1°

Número 1 de la Cámara de Diputados,

Número 2 del Senado

Inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil


En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó, como tal, el siguiente:


“Mientras no haya acuerdo entre los padres o decisión judicial, a la madre toca el cuidado personal de los hijos menores, sin perjuicio de la relación directa, regular y personal que deberán mantener con el padre.”.


En segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó dicha disposición por otra del siguiente tenor:



“Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio de lo anterior y mientras no exista acuerdo, el juez deberá resolver dentro de sesenta días quién tendrá a cargo el cuidado del hijo. En el intertanto, éste continuará bajo el cuidado de la persona con quien esté residiendo, sea ésta el padre, la madre o un tercero.”.


En tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la norma propuesta por el Senado.


Analizada la divergencia producida, se produjo un intercambio de pareceres entre los miembros de la Comisión Mixta acerca del contenido del precepto que fuera desechado por la Cámara de Diputados en tercer trámite, recordándose las objeciones a que éste dio lugar en la Sala de dicha Corporación.


Se advirtió que aun cuando se trata de un único inciso de un determinado precepto, éste consagra y desarrolla materias que dicen relación directa con las ideas matrices del proyecto. En efecto, esta norma se refiere a las responsabilidades y derechos de los padres respecto de los hijos comunes cuando hay separación; a la persona que –al no haber acuerdo entre los padres- ejercerá el cuidado personal de aquellos hasta que el juez resuelva, y al plazo de que dispondrá el tribunal para adoptar tal decisión. Se tuvo en consideración que estas materias tienen diversas y variadas connotaciones, ampliamente analizadas durante los trámites constitucionales ya cumplidos por el proyecto.


Se precisó que, en consecuencia, la adopción de la fórmula necesaria para solucionar las inquietudes que esta regla motiva podrá significar no solamente enmendar el inciso que fuera rechazado, sino que también introducir modificaciones complementarias a otros preceptos del proyecto. Se entendió que se trata, en definitiva, de proponer una normativa que sea orgánica y que desarrolle de una manera armónica los propósitos buscados por la iniciativa en estudio.


Una vez aclarado este punto, la señora Presidenta de la Comisión Mixta procedió a ofrecer la palabra a la señora Viviana Paredes, quien en la primera de las sesiones celebradas por la Comisión Mixta participó en calidad de Ministra Directora(S) del Servicio Nacional de la Mujer.


Contextualizando el trabajo de la Comisión Mixta, la señora Paredes señaló que en marzo del año 2011, el SERNAM decidió impulsar un proyecto de ley basado en dos Mociones parlamentarias completamente transversales, presentadas, una en el año 2008 y la otra el año 2010. Recordó que ambas iniciativas se refundieron y enriquecieron mediante el trabajo conjunto entre los Parlamentarios y el Gobierno, para asegurar que en Chile se ponga fin a los estereotipos de género que dificultan la corresponsabilidad de padre y madre en el cuidado de los hijos, modernizando nuestra legislación para que el menor pueda contar siempre con la presencia regular y permanente de ambos progenitores en su vida.


Agregó que el pasado 11 de abril, la Cámara de Diputados aprobó en forma unánime el proyecto de ley y rechazó el inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil que venía desde el Senado.


Indicó que a través de este proyecto, se ha querido cambiar el foco de la ley actual con los siguientes propósitos:


•
La presencia regular del padre y madre sea un derecho de los hijos;


•
Se priorice el acuerdo entre los padres, y


•
Los derechos sobre el cuidado de los niños no faculten a los padres a utilizarlos a ellos como moneda de cambio.


Manifestó que el principio de corresponsabilidad ya ha sido recogido y aprobado desde que el artículo 224 del Código Civil incorporó dicho concepto y, a su vez, con ocasión de las modificaciones introducidas en el llamado derecho de visitas. Hizo presente que el inciso cuarto del artículo 229 dispone expresamente que el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad del padre y la madre en la vida del hijo, estableciendo condiciones que fomenten una relación sana y cercana.


Añadió que la discusión se centra en qué sucederá con el cuidado personal del hijo en caso que los padres se encuentren separados y no estén de acuerdo.


Expresó que para resolver este asunto, necesariamente deben considerarse situaciones presentes en la vida de las chilenas y chilenos, tales como:


•
El sinnúmero de niños que viven solos con su madre o su padre;


•
La efectiva participación que los padres tienen en la educación de sus hijos;


•
Los casos de abuso sexual;


•
Los casos de violencia intrafamiliar;


•
El aumento en las demandas de pensiones de alimentos, que al año 2012 eran aproximadamente 215 mil, y


•
La conveniencia de evitar el aumento en la judicialización de las causas, entre otras.


Concluyó su intervención señalando que, en síntesis, el proyecto moderniza la legislación actual, adaptándola a las necesidades y la realidad de las familias chilenas de hoy.


A continuación, hizo uso de la palabra la Abogada Jefa (S) del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Susan Ortega, quien basó su exposición en un documento del siguiente tenor:

“PROPUESTA PARA LA COMISIÓN MIXTA

I.- ANTECEDENTES


Con fecha 11 de abril de 2013, en tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó en forma unánime el proyecto de ley, pero rechazó el inciso cuarto del artículo 225 que venía desde el Senado, por lo que éste pasó a Comisión Mixta.

II.- CONTEXTUALIZACIÓN DEL PROBLEMA


Hoy, el artículo 225 del Código Civil dispone que si ambos padres viven separados, por regla general, el cuidado personal de los hijos toca a la madre, estableciendo que cuando el interés de éstos lo haga indispensable, sea por descuido, maltrato u otra causa calificada, el juez puede entregar el cuidado al otro de los padres.


La crítica surge ya que a partir de este supuesto, más allá de la atribución preferente a favor de la madre, la práctica forense acusa discriminación en la aplicación de la norma en perjuicio del padre, existiendo casos en que objetivamente los hijos estarían mejor con éste que con la madre.


En el año 2011 los Tribunales de Familia registraron 27.692 causas por cuidado personal. De ellas, varias se han utilizado como estrategia de litigación, consistente en la demanda reconvencional en caso de pensión de alimentos. A su vez, el año 2011 se registraron 211.692 demandas por pensión de alimentos. Es decir, el problema que ha generado el reclamo en la aplicación de la atribución legal supletoria a favor de la madre está situado en las 27.692 demandas referidas.


A pesar de la existencia de padres que desean participar activamente en la crianza y educación de sus hijos, una encuesta realizada por el SERNAM a padres de familia en el 2010, ante la pregunta por la principal persona responsable de los hijos cuando están en casa revela que:


•
77% de los encuestados considera que la madre es la principal responsable del cuidado de los hijos/as.


•
11% reconoce a los abuelos y abuelas como segundos responsables.


•
En tercer lugar, se reconocen como responsables a ellos mismos con un 8%.


Es decir, el problema que se propone solucionar con este inciso responde a un 8% de los padres chilenos. ¿Qué sucede con el otro 92%?


A mayor abundamiento, la encuesta ENCLA 2011 revela que sólo un 2,5% de los padres trabajadores se toma el derecho a los 5 días de postnatal que les entrega el Código del Trabajo.


Es decir, en Chile la mayoría de los padres no se responsabiliza de sus hijos, pudiendo hacerlo, ya que:


•
Apenas un 8% de los padres dice ser el responsable del cuidado de sus hijos cuando están solos.


•
Tan sólo el 2,5% de los trabajadores se toma su derecho al descanso de 5 días una vez que el hijo nace.


•
Tenemos un promedio de 211.000 demandas de pensión de alimentos al año.


La propuesta de cambiar esta situación a través de una norma que obligue a los padres a responsabilizarse del cuidado personal a todo evento pareciera atractiva, pero de acuerdo a cifras de la CASEN 2011, en Chile existen 1.925.455 familias con jefatura monoparental. Referencialmente, de acuerdo a las cifras del CENSO 2012, en Chile existen 1.605.873 niños que viven sólo con su madre. En tanto, hay 289.991 niños que viven sólo con su padre. En consecuencia, la solución a este artículo debe necesariamente considerar estos casos, que muchas veces desconocen el paradero real del otro padre o madre.


Asimismo, la solución no puede dejar de lado los casos de violencia intrafamiliar, reconociéndose que al menos un 33% de las mujeres en Chile han sido víctimas de VIF y que tan solo el año 2012 se registraron 114.916 denuncias por VIF a mujeres y 20.011 denuncias por VIF a hombres. Se trata de víctimas que no podemos obligar a negociar en condiciones de igualdad con su agresor o agresora, aun si se trata de las decisiones concernientes a sus hijos.


Finalmente, más allá de la discusión pendiente en la Comisión Mixta, es necesario destacar que el proyecto ya incorporó en nuestra legislación el principio de corresponsabilidad, por el que se propende a que ambos padres tengan una participación activa en la crianza de los hijos, con independencia de la relación entre ellos, y con ocasión del fortalecimiento del régimen de relación directa y regular, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad del padre y la madre en la vida del hijo, estableciendo condiciones que fomenten la relación sana y cercana.

III.- INCISO CUARTO DEL ARTÍCULO 225 DEL CÓDIGO CIVIL


La norma rechazada en el tercer trámite constitucional es la siguiente:


“Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio de lo anterior y mientras no exista acuerdo, el juez deberá resolver dentro de 60 días quien tendrá a cargo el cuidado del hijo. En el intertanto, éste continuará bajo el cuidado de la persona con quien esté residiendo, sea éste el padre, la madre, o un tercero.”.


En términos generales, los fundamentos del rechazo fueron los siguientes:


•
Subsanar la inconsistencia que produce el cuidado personal compartido a todo evento.


•
Solucionar los problemas que produce el plazo de 60 días.


•
Concordar el derecho en caso de existir deudas de pensiones de alimentos (de modo que un deudor de pensión de alimentos no tenga derecho al cuidado personal del hijo).


•
Resguardar el derecho en caso de violencia intrafamiliar y abusos sexuales.

IV.- OBSERVACIONES


Para efectos didácticos, el inciso ha sido dividido en las siguientes cuatro partes:

PRIMERA PARTE


1.- “Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto de los hijos comunes.//”


Esta primera parte debe eliminarse por los siguientes motivos:


La propuesta plantea que el cuidado personal se debe ejercer a todo evento, lo que resulta contrario al principio que se ha recogido durante toda la tramitación del proyecto, cual es que el cuidado personal compartido SÓLO PUEDE PROCEDER POR ACUERDO DE LOS PADRES, ya que si ellos no se pueden poner de acuerdo en lo macro, menos podrán hacerlo en cuestiones cotidianas. En caso de desacuerdo, se debe reemplazar la actual regla supletoria a favor de la madre, debiendo establecerse que el juez confíe el cuidado del hijo al padre o la madre. En consecuencia, no es posible obligar a los padres a ejercer el cuidado personal de los hijos por disposición legal, así como tampoco por sentencia judicial.


De esta manera, nacen las siguientes observaciones:


a.- La redacción del inciso cuarto presenta inconsistencias importantes en relación al ejercicio del cuidado compartido.


Las inconsistencias de técnica legislativa son las siguientes:


i.
El inciso primero dispone el cuidado personal convencional, pero, a su vez, el inciso cuarto dispone el cuidado personal obligatorio a todo evento, por lo que:


- O pierde sentido el inciso primero, cual es la idea del proyecto,


- O pierde sentido el inciso cuarto, que es contradictorio con el inciso primero.


ii.
Si se mantiene la primera parte del inciso cuarto, el cuidado personal compartido sería obligatorio por ley, pero un juez jamás podría pronunciarse a su respecto.


b.- Con esta redacción no existe límite en caso de hijos de madres o padres sentenciados por violencia intrafamiliar o abuso sexual en contra de sus hijos.


Por el principio del interés superior del niño, es necesario establecer límites que resguarden la seguridad del hijo, de manera que no tengan derecho a ejercer el cuidado personal aquellas madres o padres que han sido previamente condenados por sentencia firme y ejecutoriada en casos de violencia intrafamiliar o abusos sexuales; así como asegurar que el régimen de relación directa y regular en estos casos sea siempre resguardado.


c.- Esta redacción permite que un padre o madre que tiene pensiones de alimentos impagas tenga derecho al cuidado personal de su hijo igualmente.


Con la redacción actual del inciso cuarto del artículo 225, el padre o madre que, pudiendo, no contribuyó a la mantención de su hijo mientras estuvo al cuidado del otro padre o madre, tendrá igualmente derecho al cuidado personal de su hijo, lo que importa un retroceso normativo y, a la vez, un premio a favor del deudor.


d.- Se está obligando a las víctimas de violencia intrafamiliar a negociar sobre las decisiones de cuidado personal de sus hijos en condiciones de igualdad con sus agresores o agresoras.


En Chile, aproximadamente el 33 % de las mujeres ha sido víctima de violencia intrafamiliar. Cifras de la Subsecretaría de Prevención del Delito del año 2012 registraron 114.916 denuncias por VIF a mujeres y 20.011 denuncias por VIF a hombres. Si se establece el cuidado personal compartido a todo evento, estas personas quedarán desprotegidas en caso de ser padres de hijos en común.

SEGUNDA PARTE


“//Sin perjuicio de lo anterior y mientras no exista acuerdo, el juez deberá resolver dentro de 60 días quien tendrá a cargo el cuidado del hijo.//”


Esta norma de carácter procesal debe eliminarse o bien trasladarse a la Ley N° 19.968 por los siguientes motivos:


a.- Se está incorporando en el Código Civil un plazo para juicios de cuidado personal compartido, lo que provoca un problema de técnica legislativa.


i.- El plazo es una norma de carácter adjetivo o procesal que debería estar en la Ley de Tribunales de Familia y no en el Código Civil, que, por esencia, es una norma sustantiva.


ii.- El plazo de 60 días es superior al plazo establecido, en teoría, en la Ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia (de 45 a 50 días).


iii.- Los 60 días creados, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 50 del Código Civil, son días corridos, a diferencia de la ya mencionada Ley N° 19.968.


iv.- No queda clara la función del nuevo plazo.


•
¿Desde cuándo se cuenta? ¿desde la fecha de la ruptura o desde la fecha en que los padres viven en domicilios distintos? ¿cómo se acreditará esto?


•
¿Es un plazo para recurrir ante el juez a fin de que resuelva quien tendrá el cuidado personal del hijo? Si es así, ¿se suspende mientras el conflicto está en proceso de mediación?  Si las partes no recurren a tribunales ¿su derecho precluye, caduca?


•
¿El plazo incluye la tramitación completa del juicio? ¿desde la interposición de la demanda, pasando por la audiencia preparatoria, audiencia de juicio, hasta la sentencia firme y ejecutoriada? o ¿además se incluye el proceso de mediación? ¿Se está creando un nuevo procedimiento especial en estos juicios, obligando a acortar o extender los plazos normales del procedimiento de familia?


b.- Se está obligando a judicializar los casos en que no exista acuerdo de ambos padres, que, desafortunadamente, al momento de la separación, son la mayoría.


Esto, porque la redacción de la norma obliga a la intervención del juez en caso de desacuerdo. Muchos casos se verán obligados a llegar a acuerdo, en tanto otros se verán obligados a judicializar sus demandas.


De acuerdo a cifras de la CASEN 2011, en Chile existen 1.925.455 familias con jefatura monoparental. Referencialmente, de acuerdo a las cifras del CENSO 2012, en Chile existen 1.605.873 niños que viven solos con su madre. En tanto, hay 289.991 niños que viven solos con su padre. En consecuencia, los casos de estos padres y madres que hasta el momento han asumido solos el cuidado personal de sus hijos y que desconocen el paradero del otro padre o madre, se verán en la obligación de recurrir ante el juez.


¿Las Corporaciones de Asistencia Judicial estarán en condiciones de asumir este tipo de defensas? ¿El sistema de mediación con privilegio de pobreza será eficiente? ¿Cuánto demorarán en promedio los juicios en que no se cuenta con los medios para financiar el patrocinio de un abogado?


c.- Si la norma se elimina, se aplicará el procedimiento de la Ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia. Importante es destacar que el artículo 22 de la ley antes mencionada regula la potestad cautelar del juez, por la que éste, de oficio o a petición de parte, por existir situaciones urgentes, cuando el interés superior del niño lo exija o cuando lo aconseje la inminencia del daño que se trata de evitar, podrá decretar medidas cautelares que podrán llevarse aún antes de la demanda. En consecuencia, la rapidez que se pretende introducir en la norma a través del plazo de 60 días, ya está cubierta. Recordemos que en estos juicios, a partir de la reforma introducida por la ley N° 20.427 (de 15 de septiembre de 2008) los intervinientes deben comparecer patrocinados por un abogado, lo que garantiza que el profesional debe utilizar la herramienta.

TERCERA PARTE


“//En el intertanto, éste continuará bajo el cuidado de la persona con quien esté residiendo, sea éste el padre, la madre, (…)//”.


Debe relevarse la importancia del domicilio.


a.- Esta propuesta continúa vinculada a la judicialización de las causas. Remisión a la letra b) del punto anterior.


b.- Introducir el concepto de residencia importa mayor incertidumbre a la situación del niño. Se propone corregir el artículo incorporando el concepto de domicilio, que de acuerdo al artículo 59 del Código Civil (Título I del Libro I) consiste en la residencia, acompañada real o presuntivamente del ánimo de permanecer en ella.


El domicilio se podrá acreditar con la Ficha de Protección Social, con el certificado del colegio, etc., y servirá para fijar la competencia de los tribunales, entre otras cosas.

CUARTA PARTE


“//En el intertanto, éste continuará bajo el cuidado de la persona con quien esté residiendo, (…) o un tercero.//”.


Debe trasladarse la situación de los terceros al artículo 226.


Es un error de técnica legislativa incorporar en el artículo 225 del Código Civil la regulación de los terceros. La estructura de este Código sigue la siguiente lógica:


•
Artículo 224: cuidado personal del hijo no matrimonial reconocido por uno de los padres, o por ninguno.


•
Artículo 225: cuidado personal en caso que ambos padres vivan separados, con y sin acuerdo.


•
Artículo 226: cuidado personal confiado a terceros (a otra persona o personas competentes).


En consecuencia, se propone eliminar la regulación del derecho de los terceros del artículo 225 y trasladarlo al inciso final del artículo 226.

V.- CONCLUSIONES


De acuerdo a lo expresado:


1.
Se debería eliminar la primera parte (cuidado personal compartido obligatorio a todo evento).


2.
Se debería eliminar el plazo de 60 días.


3.
No puede reponerse la atribución legal supletoria a favor de la madre.


4.
Debe regularse quien tendrá el cuidado personal del hijo cuando los padres estén separados y no exista acuerdo entre ambos. Esta propuesta debe hacerse cargo de los siguientes aspectos:


•
Debe evitarse el aumento en la judicialización de las causas.


•
Debe incorporarse un principio por el que el niño víctima de violencia o abuso sexual vea resguardado su derecho.


•
Debe conservarse el límite para el caso de deudores de pensiones alimenticias.


•
Deben considerarse los casos de VIF y hogares monoparentales con padre o madre ausente del hijo en común.


5.
La situación de los terceros debe ser trasladada al artículo 226.

VI.- PROPUESTA PARA RESOLVER DISCREPANCIAS EN LA REDACCIÓN DEL INCISO CUARTO DEL ARTÍCULO 225

DEL CÓDIGO CIVIL


1.- Respecto del artículo 225, inciso cuarto, se propone lo siguiente:


“Si los padres viven separados, mientras no hubiere acuerdo o decisión judicial, el hijo continuará bajo el cuidado del padre o madre con quien esté domiciliado, sin que esto constituya preferencia legal alguna. El juez, considerando primordialmente el interés superior del niño, en la forma y plazo legal, deberá entregar el cuidado del hijo al padre o madre.”.

EXPLICACIÓN


a.- Se elimina la inconsistencia de establecer el cuidado personal compartido por acuerdo y, además, obligar en caso de desacuerdo.


b.- Se propone una regla de atribución legal supletoria a favor del padre o madre. Esta norma consagra el principio de igualdad entre el padre y la madre, además de evitar la judicialización de las causas.


c.- Se establece que mientras el juez resuelve, el hijo continuará bajo el cuidado del padre o madre con quien esté domiciliado. Se perfecciona el artículo incorporando el concepto de domicilio.


d.- Se incorpora expresamente el concepto del artículo 3º de la Convención sobre los Derechos del Niño con la frase "considerando primordialmente el interés superior del niño". Los efectos son los siguientes:


•
Quedan resguardadas las situaciones de abuso sexual, y


•
Quedan resguardadas las situaciones de violencia intrafamiliar.


e.- Se eliminan los 60 días establecidos originalmente por los motivos antes expresados, siendo más conveniente remitirse a los plazos de la Ley de Tribunales de Familia utilizando la frase “en la forma y plazo legal”.


2.- Respecto del límite en caso de no pago de pensiones alimenticias, se propone lo siguiente:


Dividir el inciso quinto del artículo 225 del Código Civil a efectos de aplicar tanto al inciso cuarto (asignación del cuidado personal en caso de falta de acuerdo) como en el inciso quinto (cambio de titular del cuidado personal):


a.- El límite de la asignación del cuidado personal para aquel padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo, pudiendo hacerlo, mientras estuvo al cuidado del otro padre.


b.- La obligación del juez de fijar un régimen de relación directa y regular con el padre o madre no custodio.


“(Inciso cuarto) Si los padres viven separados, mientras no hubiere acuerdo o decisión judicial, el hijo continuará bajo el cuidado del padre o madre con quien esté domiciliado, sin que esto constituya preferencia legal alguna. El juez, considerando primordialmente el interés superior del niño, en la forma y plazo legal, deberá entregar el cuidado del hijo al padre o madre.”.


(División del inciso quinto)


En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés del hijo lo haga conveniente, el juez podrá modificar lo establecido, para atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo. En todo caso, siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos.”.


3.- Respecto de la situación de los terceros:


Se propone trasladar la regulación del derecho al inciso final del artículo 226 del Código Civil en los siguientes términos:


“Artículo 226. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes.


En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más próximos, y sobre todo, a los ascendientes.


Mientras el juez resuelve, el hijo continuará bajo el cuidado de la persona o personas con quienes esté domiciliado, considerando primordialmente su interés superior.”.


En la sesión siguiente, contextualizando el debate, la señora Viviana Paredes, quien igualmente en esa oportunidad participó en calidad de Ministra Directora (S) del Servicio Nacional de la Mujer, insistió en que si el padre y la madre no logran ponerse de acuerdo en cuanto a las decisiones del día a día vinculadas al cuidado personal de los hijos, es imposible que ellas se alcancen por obligación, sea ésta legal o judicial.


Más aun, dijo, cuando se trata de hogares monoparentales, con ausencia del otro padre o madre, o si se consideran los altos índices de casos de violencia intrafamiliar, en que no corresponde obligar a las víctimas, sean éstas hombres o mujeres, a negociar sobre las decisiones concernientes a sus hijos en condiciones de igualdad con su agresor o agresora.


Agregó que el cuidado personal debe distinguirse del régimen de relación directa y regular –también conocido como visitas-, ya que la mayoría de las demandas sociales que hoy se plantean para reformar la ley dicen relación con el hecho de que uno de los progenitores no permite al otro ver a su hijo, lo que está solucionado con el fortalecimiento del llamado derecho de visitas, que ya fue aprobado.


Sostuvo, por otra parte, que el principio de corresponsabilidad ya ha sido recogido y aprobado desde que el artículo 224 del Código Civil incorporó dicho concepto. A la vez, con ocasión de las modificaciones introducidas en el llamado derecho de visitas, el inciso cuarto del artículo 229 dispone expresamente que el juez asegurará la mayor participación y corresponsabilidad del padre y la madre en la vida del hijo, estableciendo condiciones que fomenten una relación sana y cercana.



En esta sesión, la Abogada señora Ortega presentó una propuesta más afinada en relación al tema en análisis. Dicha proposición tuvo como base el siguiente documento escrito:


“1.
Se debería eliminar la primera parte del inciso rechazado (cuidado personal compartido obligatorio a todo evento).


2.
Igualmente, debería suprimirse el plazo de 60 días.


3.
No puede reponerse la atribución legal supletoria a favor de la madre.


4.
Debe regularse quien tendrá el cuidado personal del hijo cuando los padres estén separados y no exista acuerdo entre ambos. Esta propuesta debe hacerse cargo de los siguientes aspectos:


•
Debe evitarse el aumento en la judicialización de las causas.


•
Debe incorporarse un principio por el que el niño víctima de violencia o abuso sexual vea resguardado su derecho.


•
Debe conservarse el límite para el caso de deudores de pensiones alimenticias.


•
Deben considerarse los casos de violencia intrafamiliar y de hogares monoparentales con padre o madre ausente del hijo en común.


5.
La situación de los terceros no puede mantenerse en el artículo 225 del Código Civil.

PROPUESTA PARA RESOLVER LAS DISCREPANCIAS PRODUCIDAS EN CUANTO A LA REDACCIÓN DEL INCISO CUARTO DEL ARTÍCULO 225 DEL CÓDIGO CIVIL


1.- Respecto del artículo 225, inciso cuarto se propone lo siguiente:


(Inciso cuarto)


“Si los padres viven separados, mientras no hubiere acuerdo o decisión judicial, el hijo continuará bajo el cuidado del padre o madre con quien esté conviviendo, sin que esto constituya preferencia legal alguna. El juez, considerando primordialmente el interés superior del niño, en la forma y plazo legal, deberá entregar el cuidado del hijo al padre o madre.”.


(División del inciso quinto)


“En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés del hijo lo haga conveniente, el juez podrá modificar lo establecido, para atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo. Tampoco podrá confiarse el cuidado personal al padre o madre que hubiese sido sancionado por violencia intrafamiliar o por haber cometido un delito de connotación sexual, por sentencia ejecutoriada. En todo caso, siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, considerando su interés superior.”.

EXPLICACIÓN


1.- Respecto del inciso cuarto:


a.- Se elimina la inconsistencia de establecer el cuidado personal compartido por acuerdo y, además, obligar en caso de desacuerdo.


b.- Se propone una regla de atribución legal supletoria a favor del padre o madre. Esta norma consagra el principio de igualdad entre el padre y la madre, además de evitar la judicialización de las causas.


c.- Se establece que mientras el juez resuelve, el hijo continuará bajo el cuidado del padre o madre con quien esté conviviendo.


Entiéndase “convivencia” como “vivir en compañía de otro u otros” (según la definición de la Real Academia Española).


La propuesta fue tomada de la regla supletoria de patria potestad del artículo 156 del Código Civil Español, que dispone:


“Si los padres viven separados, la patria potestad se ejercerá por aquel con quien el hijo conviva.(…)”.


Ciertamente, la jurisprudencia ha definido el concepto de convivencia para las relaciones de pareja, pero será necesario abrir la definición al caso de los hijos.


d.- Se incorpora expresamente el concepto del artículo 3º de la Convención Sobre los Derechos del Niño con la frase "considerando primordialmente el interés superior del niño". Los efectos son los siguientes:


•
Quedan resguardadas las situaciones de abuso sexual.


•
También quedan resguardadas las situaciones de violencia intrafamiliar.


e.- Se eliminan los 60 días establecidos originalmente por los motivos antes expresados, siendo más conveniente remitirse a los plazos de la Ley de Tribunales de Familia utilizando la frase “en la forma y plazo legal”.


2.- Respecto del inciso quinto:


Se propone dividir el inciso quinto del artículo 225 del Código Civil a efectos de aplicar tanto al inciso cuarto (asignación del cuidado personal en caso de falta de acuerdo) como en el inciso quinto (cambio de titular del cuidado personal):


a.- El límite de la asignación del cuidado personal para aquel padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo, pudiendo hacerlo, mientras estuvo al cuidado del otro padre, y


b.- La obligación del juez de fijar un régimen de relación directa y regular con el padre o madre no custodio.


3.- Respecto de la situación de los terceros:


No es necesario trasladar su regulación, ya que la norma actual no presenta problemas en su aplicación.”.


A continuación, usó de la palabra la Magistrada señora Gloria Negroni.


Informó que, en conjunto con la Profesora señora Fabiola Lathrop, han elaborado una proposición destinada a destrabar las discrepancias que motivaron la formación de esta Comisión Mixta y que tiene por finalidad fundamental resolver las situaciones que sobrevienen cuando los padres están separados.


Expresó que el propósito central en la materia en estudio es intentar evitar la judicialización y fortalecer los acuerdos de las partes. Es decir, precisó, debe ayudarse a los padres que están en una situación compleja como pareja a flexibilizar sus posiciones y a mirar a los hijos comunes desde la perspectiva de la corresponsabilidad.


Puso de relieve que la corresponsabilidad siempre debe ser observada, estando los padres juntos o separados, ya que este principio constituye una de las inspiraciones más profundas de las normas que se vienen modificando.


Indicó que, a falta de acuerdo entre los padres, lo que corresponde es aplicar el artículo 22 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, de manera que el juez intervenga aplicando su potestad cautelar y resuelva sobre el cuidado provisorio de los hijos. Insistió, sin embargo, en que si ambos padres han tomado la decisión de separarse, el criterio previo es que puedan llegar a acuerdo, siempre tomando en consideración el interés superior del niño.


Manifestó, por otra parte, que durante el tiempo intermedio, debe abrirse la posibilidad de que el menor resida incluso con un tercero, sea un familiar u otra persona de confianza.


Por otra parte, estimó que el plazo de 60 días establecido en el texto aprobado por el Senado es muy amplio y puede dar lugar a que una situación de hecho que debería ser transitoria dé lugar a una situación permanente, ya que en muchos casos los padres permanecen con la regulación provisoria y no avanzan hacia la fijación del cuidado personal definitivo.


Concluyó reiterando que la idea principal de la nueva propuesta es no judicializar, prefiriéndose que la norma en estudio no establezca un plazo o un procedimiento, sino que simplemente haga una remisión al artículo 22 de la ley N° 19.968.


Enseguida, usó de la palabra la Profesora señora Fabiola Lathrop.


Señaló, en primer lugar, que la proposición elaborada por el Servicio Nacional de la Mujer parece basarse en temores que son infundados. Manifestó que el Servicio antes mencionado entiende que la oración que reza: “Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto a los hijos comunes”, se refiere al cuidado personal compartido, lo que, a su juicio, constituye un error.


Precisó que la oración en cuestión dice relación con el principio de corresponsabilidad, que inspira todo el proyecto y que no debe confundirse con la institución del cuidado compartido, definida en el inciso segundo del artículo 225. Puso de relieve que afirmar que la redacción del inciso cuarto del artículo 225 establece un cuidado personal compartido y obligatorio a todo evento, es torcer el sentido del proyecto de ley.


Por otra parte, hizo notar que la propuesta del SERNAM no habla de “cuidado personal”, sino que sólo de “cuidado”, resultando indispensable, según su parecer, agregar el término “personal”.


Comentó, asimismo, que parece muy imperativa la frase utilizada por la propuesta del Servicio Nacional de la Mujer, según la cual el juez deberá entregar el cuidado del hijo al padre o madre. Lo anterior, añadió, no resulta acorde con la lógica del proyecto en cuanto a reforzar los acuerdos y a reconocer la autonomía de los padres.


Por último, indicó que dicha propuesta no es clara en cuanto a la forma, al plazo legal y a si se refiere al procedimiento ordinario de la Ley de Tribunales de Familia.


A continuación, propuso a la Comisión Mixta el siguiente texto como inciso primero del artículo 225 del Código Civil, el que supone también eliminar el inciso cuarto aprobado por el Senado:


“Artículo 225. El hecho de vivir separados, no altera los derechos y deberes de ambos padres respecto de sus hijos comunes, los que deberán ejercerse conforme al principio de corresponsabilidad a que se refiere el artículo 224. No obstante lo anterior, a falta de acuerdo o de resolución judicial que regule la titularidad y ejercicio del cuidado personal en virtud de lo establecido en este Título, a la persona que con ellos resida corresponderá su cuidado personal provisorio.”.


Proporcionó las siguientes explicaciones en torno a esta redacción:


- Ella parte del supuesto de que hay separación previa de cuerpos de los padres;


- La primera parte de la misma está tomada casi textualmente de artículo 36 de la Ley de Matrimonio Civil y refuerza la idea de que lo que se ejerce es la corresponsabilidad, colaborando en excluir la idea de que existe cuidado personal compartido a todo evento y obligatorio;


- Esta norma armoniza el articulado al remitirse al artículo 224 y al Título IX del Código Civil;


- En cuanto a la preocupación de qué sucede mientras se acude al tribunal o se llega a acuerdo, cabe señalar lo siguiente:


a) No obstante no alterarse los demás derechos y deberes respecto de los hijos, el cuidado personal, de forma provisoria (a espera del acuerdo o de decisión judicial sobre el fondo), corresponderá a quien resida con ellos (puede utilizarse “conviva”, “habite” u otra expresión que denote una situación de hecho).


b) Es una regla subsidiaria, es decir, se aplica a falta de las demás normas del Título (cuidado personal convencional unipersonal o compartido, judicial, a favor de terceros). Por ello se ubica en el inciso primero.


c) Busca enfatizar que quien reside con el hijo tiene solo el cuidado personal provisorio, de manera que si el otro padre o madre desea participar en dicho cuidado personal o tenerlo exclusivamente, debe llegar a acuerdo o acudir al tribunal demandándolo a su favor en forma definitiva.


d) No se establece un plazo, pues ello no respetaría los tiempos y los procesos naturales que los padres y el hijo requieren para adecuarse a la nueva realidad y porque el plazo plantea dudas sobre su cómputo. Por lo demás, si existe urgencia en su regulación, podrá demandarse el cuidado personal en cualquier momento en conformidad al inciso quinto aprobado, o solicitarse una medida cautelar en los términos del artículo 22 de la Ley de Tribunales de Familia.


e) Finalmente, la redacción presentada se refiere a “la persona que con ellos resida”, porque es importante cubrir la hipótesis de terceros que de hecho hayan asumido el cuidado de los menores luego de la separación de los padres. Precisó que, en este caso, se trata de terceros a quienes la ley no reconoce ni impone derecho-deber alguno y que lo que se regula es una situación de carácter provisorio.


Enseguida, hizo uso de la palabra la Profesora señora Carmen Domínguez.


Señaló que, en primer lugar, es importante recordar lo que el proyecto de ley en discusión incorpora a nuestro ordenamiento jurídico y la reforma que implica, explicando que éste viene a modificar de manera radical las reglas vigentes sobre cuidado personal, introduciendo un principio rector que es el de la corresponsabilidad.


Agregó que el proyecto especifica que la corresponsabilidad es un principio rector para el juez, quien, a la vez, tiene el deber de velar por el bienestar del menor.


Manifestó que, por su parte, en el artículo 225 del Código Civil se eliminan aquellas expresiones que habrían permitido entender que el padre, para poder obtener el cuidado personal del hijo, tenía que demostrar que la madre constituía un mal para este último.


Expresó que en caso de desacuerdo entre los padres, la norma aprobada entrega la determinación del cuidado del menor al juez, conforme al mejor interés del niño. Igualmente, se fija un conjunto de criterios para que el juez pueda decidir y fijar ese interés superior del menor.


Añadió que el proyecto establece un principio nuevo que consiste en que el juez debe propender a que los padres participen en la mayor medida posible en la vida del hijo. Para ello, debe intentar fijar una relación directa y regular lo más participativa posible.


Sostuvo que, además, el proyecto asegura al padre y a la madre iguales condiciones y un derecho a participar de forma activa en la vida de los hijos, vivan juntos o separados.


Indicó, enseguida, que hay una oración que se incorporó al artículo 225, en su inciso cuarto, que da lugar a problemas de interpretación. Es aquella que dice: “Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto de los hijos comunes.” Al respecto, coincidió con la Profesora señora Lathrop, en el sentido de que no estuvo en el ánimo de los distintos Parlamentarios acordar en esta parte del precepto un sistema de cuidado compartido legalmente impuesto.


Agregó que, sin embargo, la redacción quedó de tal manera que se podría inferir de ella una especie de regla supletoria de cuidado compartido. Sostuvo que lo anterior es grave y que debe ser corregido, porque es indudable que el cuidado compartido supone ciertas condiciones y capacidades en los padres y en su relación entre ellos. Recalcó que una regla así impuesta daría lugar a mayores conflictos, afectando la estabilidad del menor.


Manifestó, enseguida, que si se revisa la experiencia comparada, se advierte que lo que falta en el proyecto es aclarar conceptos que no deben ser confundidos. En efecto, dijo, el texto de la iniciativa habla de corresponsabilidad parental y de cuidado compartido, conceptos que no son sinónimos. Opinó que si se persiste en introducir la regla ya consignada en el artículo 225 habría que aclarar los referidos conceptos.


Hizo presente que en las regulaciones de los distintos países, el legislador dejó entregada a la jurisprudencia la tarea de llenar de contenido estas nociones, lo que no en todos los países ocurrió. Por ello, se ha debido completar las normas de manera muy descriptiva, ya que la corresponsabilidad plantea numerosas cuestiones de hecho que requieren que el legislador establezca un mínimo de reglas.


Agregó que en la mayoría de los países que hoy reconocen la corresponsabilidad o el cuidado compartido, este último no constituye la regla general, sino sólo una alternativa a la custodia exclusiva que cuenta con muchas modalidades y opera sólo por acuerdo o, excepcionalmente, por dictamen judicial y siempre sujeto a la supervisión estatal. Puntualizó que los países en que se aplica el cuidado compartido por defecto, a falta de acuerdo y sin dictamen judicial son muy pocos.


Adicionalmente, informó que sólo excepcionalmente se permite el cuidado personal compartido impuesto por el juez, el cual exige condiciones para poder aprobarlo. Además, tiene que haber conductas de diálogo entre los padres y capacidad de llegar a acuerdos.


Hizo presente que si entendemos que lo que se quiere es reafirmar el principio de la corresponsabilidad, bastaría con lo consagrado en el artículo 224. Si no se corrige la redacción, lo que se deja sin contenido es a la noción de cuidado.


Manifestó que en la propuesta del Servicio Nacional de la Mujer se insiste que se está en presencia de una regla provisoria, lo que implicaría que todo cuidado personal debería ser judicializado. A este respecto, preguntó si se ha pensado en el aumento de las causas por cuidado personal que se produciría y si los jueces estarían en condiciones de absorber dicha carga de trabajo. Se preguntó también qué sucedería con las Corporaciones de Asistencia Judicial y si tendrían capacidad para atender todas estas demandas.


Por otra parte, indicó que la pretendida regla supletoria está mal redactada, porque no permite establecer con claridad quien tendrá el cuidado del hijo. Afirmó que una regla legal supletoria que es obscura, no es regla legal y pierde su utilidad.


En relación a la utilización del concepto de “residencia”, señaló que resulta discutible y nos reenvía a la interpretación judicial. Manifestó su preferencia por el término “convivencia”.


Insistió en que la regla supletoria debe quedar clara porque existe un porcentaje importante de personas que no están dispuestas a llevar sus conflictos a los tribunales, de manera que la regla que se redacte debe dar fijeza a estas personas, sean madres solas o personas que no quieren acudir a la justicia. En esta materia, hizo presente que la judicialización de un conflicto familiar provoca un perjuicio al grupo familiar completo y que el escenario ideal es que las personas no concurran a los tribunales, porque el paso por éstos no es inocuo, sobre todo tratándose de las materias en análisis.


En relación a la introducción de un plazo en el Código Civil, opinó que ello es impertinente porque los plazos procedimentales no son propios de una legislación sustantiva. Además, señaló, cuando se acude a un tribunal lo fundamental no es este plazo, sino la calidad del fallo que se dicte y la posibilidad de reunir y presentar la prueba que se necesita para que el juez resuelva en la debida forma sobre el cuidado personal de los hijos.


Destacó, asimismo, que el cuidado personal no lo fija el juez de familia, porque por regla general, las sentencias son apeladas. En consecuencia, los plazos aumentan irremediablemente cuando la causa es vista por la Corte de Apelaciones. Añadió que, por último, la causa también puede ser vista por la Corte Suprema, lo que naturalmente implicará un incremento adicional en dicho lapso.


Finalmente, completó su intervención manifestando que aun cuando el proyecto todavía puede perfeccionarse, su opinión en relación al mismo es favorable.


A continuación, usó de la palabra el Profesor señor Cristián Lepín.


El mencionado académico agradeció la invitación de la Comisión Mixta a participar en este debate y comenzó su alocución señalando que la regla que se incorpora como inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil parece ambigua y confusa y puede generar dificultades prácticas.


Por razones de técnica legislativa, afirmó que lo pertinente es que los principios que fundamentan un proyecto de ley se contemplen al inicio del mismo, en consideración a que éstos inspirarán toda la normativa. Agregó que, por otra parte, el hecho de reiterar dichos principios igualmente puede generar confusión y motivar problemas de aplicación.


Agregó que el principio del cuidado compartido está consagrado en el artículo 224 y en el inciso final del artículo 229, ambos del Código Civil, y también en la Convención sobre los Derechos del Niño.


En cuanto al artículo 225 del mismo Código, señaló que éste tiene que consagrar un modelo de atribución convencional, contemplando, en su inciso cuarto, la atribución legal, porque no se puede forzar a las personas a ir a tribunales para resolver sus problemas.


Insistió que es necesario aclarar la norma en estudio y, en ese sentido, compartió la propuesta presentada por el SERNAM, ya que en ella los padres quedan en igualdad de condiciones.


En relación al cuidado compartido, expresó que en ninguna legislación se establece este sistema como regla supletoria. En esta materia, indicó que hay una confusión entre la regla supletoria de mantener el cuidado con el padre con quien el menor convive, con la regulación del cuidado provisorio.


A la vez, opinó que existe una contradicción entre el inciso cuarto del artículo 225 aprobado por el Senado, que fija un plazo de 60 días para que el juez resuelva quien tendrá a cargo el cuidado del hijo, y las normas procedimentales de la ley N° 19.968, porque de acuerdo al principio de la especialidad, son estas últimas las que priman.


Concluyó señalando que lo que debe priorizarse es el acuerdo de las partes, de manera que sólo si no hay acuerdo entre ellas, resuelva el juez, siempre tomando en consideración el interés superior del niño.


Al finalizar la sesión, la Presidenta de la Comisión Mixta, señora Sabat, instó a las autoridades del Servicio Nacional de la Mujer presentes en la sesión a considerar las distintas inquietudes que se han expuesto y a redactar con los demás especialistas que han proporcionado su asesoría, una nueva fórmula.


Atendiendo a lo solicitado, en la sesión siguiente, la Abogada del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Susan Ortega, presentó una nueva propuesta consensuada entre el SERNAM y los profesionales que han asesorado a la Comisión Mixta.


Dicha proposición consiste en lo siguiente:


1) Sustituir la oración final del inciso primero del artículo 225 por la que sigue:





“Este acuerdo deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, y podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.”.





2) Incorporar como inciso tercero, el siguiente:





“A falta del acuerdo del inciso primero, los hijos continuarán bajo el cuidado personal del padre o madre con quien estén conviviendo.”.





3) Incorporar como incisos quinto y sexto, los que siguen:





“El juez no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiese contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal del otro padre, pudiendo hacerlo.





Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, considerando su interés superior.”.





Explicó que, como línea central, en esta proposición se prioriza la posibilidad de que los progenitores adopten acuerdos en materia de cuidado personal, señalándose que en caso de no alcanzarse dichos acuerdos, estando los padres separados, el hijo permanecerá con el padre o madre con quien estuviere conviviendo. Si la regla anterior no fuere suficiente, el juez resolverá.


Se propone también que el acuerdo contendrá no sólo la regulación del cuidado personal, sino que también la de la relación directa y regular.





Asimismo, atendiendo a las inquietudes planteadas en torno a este punto, se contempla un nuevo inciso quinto en virtud del cual, en ningún caso el juez podrá atribuir el cuidado personal al padre o madre que no hubiese contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal del otro progenitor, pudiendo hacerlo.


En cuanto al plazo de 60 días aprobado por la Sala del Senado, explicó que quedaba eliminado de la propuesta, entendiéndose que los términos consagrados en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, para los efectos de la determinación del cuidado personal, son suficientemente claros y protectores. Advirtió que, complementariamente, el artículo 22 de la mencionada ley consagra la potestad cautelar del juez, el cual podrá asignar el cuidado personal provisorio a uno de los padres.


Declaró que la eliminación de la atribución legal supletoria en favor de la madre y el establecimiento de la norma que atribuye el cuidado personal al padre o madre con quien el hijo estuviere conviviendo no hace distinción de sexo, además de evitar la judicialización e instar a que los progenitores alcancen acuerdos.


Por otra parte, explicó que se suprime la referencia a los terceros que contenía el inciso cuarto del artículo 225, pues la situación de aquellos queda regulada en el artículo 226.


Finalmente, en cuanto a la relación directa y regular en favor de los abuelos, recomendó que la respectiva norma se refiera expresamente a ellos, pues si se habla de los ascendientes de los hijos, la disposición se referirá a los padres, excluyendo a los abuelos.


La Magistrada señora Negroni expresó que en la nueva revisión de los textos en estudio realizada en conjunto con el SERNAM, se tuvieron presentes, como criterios orientadores, que son los padres los primeros responsables de la crianza y educación de los hijos y también la necesidad de facilitar los acuerdos entre éstos.



Aclaró que, sin embargo, la redacción que se sugiere no obliga al juez a atribuir el cuidado personal a uno de los padres en caso que los hijos vivan con sus abuelos o con un tercero. Puntualizó que si éste es el caso, el juez de familia así deberá considerarlo y tomará su decisión teniendo en cuenta fundamentalmente el interés superior del niño.


Añadió que si los padres han tomado responsablemente la decisión de separarse y no llegan a acuerdo, en caso que el hijo viva con otra persona, permanecerá bajo el cuidado de aquella.


Manifestó que lo central es instar a que las personas tomen decisiones responsables. Si no hay acuerdo, el o los menores quedarán bajo el cuidado personal del padre, la madre o la tercera persona con quien estuvieren conviviendo y sólo en tercer lugar aparecerá la opción de la judicialización. La intervención del juez, añadió, queda muy acotada en esta propuesta.


Añadió que la redacción ya comentada dispone también en el artículo 225 que el acuerdo deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos. Ello, dijo, contribuirá también a evitar o solucionar dudas que puedan presentarse a este respecto.


Finalmente, mencionó la existencia de una carta de la agrupación “Amor de Papá”, que hace presente una opinión del Profesor señor Mauricio Tapia, en orden a consagrar en este texto que, a falta de acuerdo, los padres compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto de los hijos comunes. Explicó que dicha fórmula no es diferente a lo señalado como fundamento de la modificación que se propone.


Se refirió, luego, a otro alcance formulado en la referida comunicación de la agrupación y el Profesor antes mencionados. Ellos hacen presente que si se establece la regla según la cual no podrá confiarse el cuidado personal al padre o madre que no ha contribuido a la mantención del hijo pudiendo hacerlo, el juez se verá obligado a atribuirle el cuidado personal al otro padre.


En relación a este punto, aclaró que si el padre que aun cuando no ha cumplido con la obligación ya señalada, es la mejor figura parental en relación al hijo, deberá ser considerado por el juez en virtud del principio del interés superior del niño.


El Profesor señor Lepín opinó que la propuesta en estudio permite contar con un precepto de atribución del cuidado personal a la altura de los países más desarrollados en estas materias. Lo anterior, dijo, evitará el conflicto y la judicialización excesiva de las causas de familia. Agregó que ello refuerza una serie de principios que han sido incorporados por el moderno Derecho de Familia, como lo son los principios de igualdad entre los padres, de corresponsabilidad, de autonomía de la voluntad y del interés superior del niño.


Consideró fundamental la propuesta del nuevo inciso quinto que dispone que “En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres”, ya que si así fuere, se generaría una discriminación arbitraria.


En relación al artículo 229-2, relativo al derecho de visitas de los hijos de parte de otros ascendientes, explicó que como los ascendientes de los hijos son los padres, cabría especificar que la relación directa y regular que se pretende regular en este precepto se refiere a los abuelos.


La Honorable Senadora señora Alvear valoró el esfuerzo realizado por quienes participaron en la elaboración de la propuesta presentada, agregando que, sin embargo, tiene algunas aprensiones respecto a ella.


Señaló, como ejemplo, que no queda absolutamente claro que la regla sobre convivencia que se ha propuesto en el artículo 225 se aplicará al caso de un niño o una niña que vive con sus abuelos. Opinó que debería haber mayor nitidez en torno a esta situación, de manera que aquel menor que ya convive con sus abuelos, al separarse sus padres efectivamente continúe con aquéllos. Sostuvo que la redacción propuesta da lugar a dudas en este punto, agregando que no es suficiente que un aspecto como éste quede entregado a la interpretación judicial o que simplemente quede consignado en la historia de la ley, sino que es preferible regularlo de manera expresa.


Por otra parte, estimó conveniente insistir en el principio de corresponsabilidad de los padres, de manera que ambos asuman por partes iguales las obligaciones propias del cuidado, crianza y educación de los hijos.


Hizo presente que el nuevo inciso sexto que se propone, que dispone que “El juez no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiese contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal del otro padre, pudiendo hacerlo”, importa una sanción para ese padre o madre. Frente a ello, destacó que no se configura una sanción para quien obstruye el régimen de relación directa y regular o para quien no lo cumple.


Finalmente, hizo presente que, en aras de favorecer los acuerdos entre los padres y evitar la judicialización, se elimina el plazo de 60 días que se había fijado para que el juez resolviera sobre el cuidado personal. Manifestó la conveniencia de reconsiderar este punto, recordando que dicho lapso había sido consensuado por la Sala del Senado en atención a la necesidad de no demorar tan importantes definiciones.


La Honorable Diputada señora Cristi connotó los términos de la redacción en análisis e hizo notar la conveniencia de sancionar a quien obstruye la relación directa y personal del otro progenitor con el hijo.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo alusión a un informe evacuado por el Profesor señor Hernán Fernández en relación a las propuestas que se han presentado, en el cual éste hace presente que no se consideran las circunstancias de maltrato o descuido para alterar las reglas sobre cuidado personal y relación directa y regular. Manifestó que sería conveniente profundizar este punto y verificar si la sola aplicación del principio del interés superior del niño efectivamente precave dichas situaciones.


El Honorable Senador señor Espina instó a prestar especial atención a lo expuesto por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, considerando que es preferible que tan relevantes aspectos queden explicitados con claridad en el texto que se acuerde y no solamente entregados a la interpretación del juez.

La Honorable Diputada señora Saa coincidió con las aprensiones manifestadas por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Walker y Espina. Expresó que junto con las expresiones “maltrato y descuido” también debería consagrarse el concepto de violencia, como factor a tomar en consideración al momento de fijar el cuidado personal y la relación directa y regular. Coincidiendo con las sugerencias del Profesor señor Fernández, agregó que para llenar este vacío, bien podría invocarse el artículo 42 de la ley N° 16.618, de Menores.


Analizando la propuesta presentada, el Honorable Diputado señor Chahín sostuvo que el tema de los terceros queda bien resuelto por el artículo 226. Sin embargo, mostró su preocupación respecto al inciso que aborda el tema de la contribución económica, ya que en éste no se determina el grado de incumplimiento de aquel deber para sancionarlo. Agregó que el rango de interpretación en cuanto a este impedimento es muy amplio, por lo que instó a fijar un criterio con mayor precisión en cuanto a su incumplimiento.


Atendidas las inquietudes formuladas en relación a la propuesta presentada, al finalizar la sesión, la Presidenta de la Comisión Mixta, Honorable Diputada señora Sabat, hizo presente que se habían propuesto elementos de gran importancia en el debate y que aun cuando no se había llegado a consenso, las inquietudes se habían perfilado con mayor precisión, lo que permite visualizar las soluciones del caso con mayor facilidad. Instó a las autoridades del SERNAM a considerar los planteamientos antes consignados y a buscar, en conjunto con los demás especialistas, las fórmulas que permitan resolverlos.


En la sesión siguiente, la abogada señora Ortega, del Servicio Nacional de la Mujer, presentó a consideración de la Comisión Mixta una nueva proposición en relación con el artículo 225 del Código Civil, la que contaba con el apoyo de los antes nombrados especialistas. Agregó que, considerando los distintos aspectos que se han abordado durante el debate, esta propuesta introduce modificaciones a los artículos 225-2, 226 y 229-2, que son un complemento necesario y directo del artículo 225.


Para facilitar la comprensión de estas enmiendas y su correspondiente votación, la Comisión Mixta acordó examinar los distintos preceptos que se modifican, revisando cada uno de sus incisos.

Artículo 225


Se procedió a dar lectura al inciso primero, que establecería lo siguiente:


“Artículo 225. Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo establecerá la frecuencia y libertad con que el padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos y podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.”


Este inciso primero, en el cual se modifica su última oración, fue aprobado en forma unánime por los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Saa y Sabat y señores Chahín y Vilches.


Enseguida, se revisó su inciso segundo, cuyo tenor es el que sigue:


“El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.”.


Este inciso fue aprobado unánimemente por los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Saa y Sabat y señores Chahín y Vilches.

Luego, se dio lectura al inciso tercero que se propone, del siguiente tenor:


“A falta del acuerdo del inciso primero, los hijos continuarán bajo el cuidado personal del padre o madre con quien estén conviviendo. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226.”.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que tiene varias dudas respecto a la redacción propuesta. Manifestó que el quiebre familiar se produce, en la mayoría de los casos, mientras los padres están viviendo con los hijos, lo que no queda resuelto con el inciso tercero que se ha propuesto. Agregó que esta redacción no evitará la judicialización e hizo notar su preocupación por la tensión que puede producirse al momento de determinar quién está conviviendo con el o los menores.


La Honorable Diputada señora Saa hizo notar que desde su encabezado, el artículo 225 se sitúa en la hipótesis de que los padres vivan separados, es decir, no se refiere a que ellos están viviendo en el hogar común.


La abogada del Servicio Nacional de la Mujer, señora Ortega, advirtió que la propuesta presentada obedece a un esquema más completo. Recordó que el artículo 224 regula el caso del cuidado personal ejercido por los padres de consuno, en tanto que el artículo 225 se ocupa de la situación de los padres que viven separados y el artículo 226 reglamenta el caso en que los padres tienen alguna inhabilidad física o moral para ejercer el cuidado del niño, el que quedará a cargo de un tercero. Este esquema, dijo, busca mantener un orden en esta materia y evitar situaciones de violencia entre la pareja y respecto a los hijos menores.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, advirtió que comprendía la inquietud planteada por la Honorable Senadora señora Alvear. Expresó, además, que es necesario ocuparse de otras circunstancias excepcionales que pueden presentarse, que hacen aconsejable confiar el cuidado personal a otras personas, sin que haya inhabilidad física o moral de parte de los padres. Opinó que esta dificultad podría resolverse abriendo los términos del artículo 226, el cual en este momento no tendría la amplitud necesaria para comprender los casos de violencia intrafamiliar. Planteó la conveniencia de extender dicha norma a otras hipótesis.


El Honorable Diputado señor Chahín compartió lo señalado por el Honorable Senador señor Larraín y propuso, además, que la frase “Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226” no forme parte del inciso tercero del artículo 225, sino que se transforme en un inciso distinto, para que no sólo rija en los casos en que no hay acuerdo.


El Honorable Senador señor Espina destacó que puede darse la situación de que una madre no quiera irse del hogar común, entendiendo que si lo abandona, podrá interpretarse que es el padre quien convive con los hijos. Dio lectura a una propuesta que incorpora un artículo 22 bis a la ley N° 19.968, del siguiente tenor:


“Artículo 22 bis.- Cuidado personal provisorio. Para los efectos de lo previsto en el artículo 4° del artículo 225 del Código Civil, el juez que deba conocer el fondo del asunto, a petición de parte, deberá resolver provisoriamente quién tendrá a cargo el cuidado del hijo. El juez citará a las partes a una única audiencia dentro de décimo día, en la que se oirá al niño y resolverá con los antecedentes aportados y la asesoría del Consejo Técnico”.


Sugirió, igualmente, establecer un plazo para que el juez fije el cuidado provisorio.


La Magistrada señora Negroni aseveró que la solución propuesta por el Honorable Senador Espina obligará a judicializar, porque cada vez que una persona tenga un problema de convivencia con su pareja, tendrá que recurrir a tribunales para solucionar dicho conflicto.


Por otra parte, estuvo de acuerdo con la posibilidad de ampliar las causales establecidas en el artículo 226 del Código Civil.


El Profesor señor Lepín añadió que la ley que crea los Tribunales de Familia otorga las herramientas suficientes en relación al aspecto en estudio y que las peticiones de cuidado provisorio pueden presentarse antes de la tramitación del juicio respectivo, en aplicación de la potestad cautelar del juez de familia.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, advirtió que el artículo 42 de la ley N° 16.618 contempla varias hipótesis de inhabilidad física o moral, razón por la cual no considera necesario ampliar el artículo 226 del Código Civil.


La Honorable Diputada señora Nogueira coincidió con lo señalado por el Honorable Senador Larraín, don Carlos, y sugirió que la expresión “Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226” se sitúe en el inciso cuarto del artículo 225.


El Honorable Diputado señor Chahín propuso incorporar un inciso cuarto, nuevo, al artículo 225 que disponga lo siguiente:


“Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226.”.


Aclaró que en los casos en que haya acuerdo entre los padres también podrá aplicarse este nuevo inciso, porque el acuerdo puede afectar el interés superior del niño.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que dicha oración debería incorporarse al final del inciso cuarto, ya que, de esa forma, comprendería todas las hipótesis planteadas en el artículo 225. El inciso cuarto diría:





“En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga conveniente, el juez podrá atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226.”.


Hubo unanimidad de parte de los miembros de la Comisión Mixta para aprobar los incisos tercero y cuarto en la forma ya explicada. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Saa y Sabat y señores Chahín y Vilches.

Enseguida, la Honorable Diputada señora Saa propuso incorporar en el inciso cuarto el concepto de violencia intrafamiliar, agregándole la siguiente oración: “Con todo, el juez no deberá atribuir el cuidado al padre que tenga antecedentes de violencia intrafamiliar, crímenes o simples delitos contra las personas, o crímenes y delitos contra el orden de la familia y contra la integridad sexual. Si la investigación se encontrare en curso, la decisión deberá prorrogarse hasta el término del proceso.”.


No se produjo acuerdo en cuanto a esta sugerencia.

Enseguida, se revisó el inciso quinto, que establece lo que sigue:


“En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.”.


Fue aprobado unánimemente por los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Saa y Sabat y señores Bauer y Chahín.

Con igual votación fueron aprobados los incisos sexto y séptimo, cuyo tenor es el siguiente:


“Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, considerando su interés superior, siempre que se cumplan los criterios dispuestos en el artículo 229.


Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.

Artículo 225-2


Enseguida, la abogada señora Ortega informó que, de acuerdo a lo debatido en sesiones anteriores, la propuesta contempla introducir dos modificaciones al artículo 225-2.


La primera consiste en agregar una letra c), nueva, del siguiente tenor:


“c) La contribución a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal del otro padre, pudiendo hacerlo.”.



La Honorable Diputada señora Saa manifestó que cabría agregar el concepto de violencia intrafamiliar en esta disposición, ya que no consta de manera expresa.


La Magistrada señora Negroni destacó que incorporar a esta disposición una redacción que incluya la violencia intrafamiliar vendría a distorsionar el texto de este artículo 225-2 y su armonía con el resto de la normativa aplicable, pues esa materia tiene un tratamiento específico en la Ley de Violencia Intrafamiliar y en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia.


Agregó que, complementariamente, la letra b) del artículo 225-2, al disponer que se considerará para el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, entre otros factores, la aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un entorno adecuado según su edad, está excluyendo toda posibilidad de violencia.


El Honorable Diputado señor Chahín aseveró que las aptitudes parentales están consideradas en la letra b) del artículo 225-2 y que la letra j), a su vez, le da un mayor rango de acción al juez, permitiéndole cubrir distintas hipótesis no contempladas en los demás literales.



La Honorable Diputada señora Nogueira coincidió con lo señalado por la Magistrada señora Negroni y estimó que la violencia intrafamiliar está debidamente recogida.


Por otra parte, sostuvo que la no contribución a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal del otro padre, pudiendo hacerlo, debería constituir una prohibición para otorgar a éste el cuidado personal.



La Honorable Diputada señora Saa reiteró sus aprensiones y sugirió explicitar como un impedimento para obtener el cuidado personal el hecho de incurrir en conductas que importen violencia intrafamiliar.


La abogada del Servicio Nacional de la Mujer, señora Ortega, hizo presente que las inquietudes expresadas por la Honorable Diputada señora Saa son comprensibles, aun cuando el tema ya está salvado en nuestro sistema normativo, a través del artículo 5° de la Constitución, de los tratados sobre Derechos del Niño y Eliminación de todas las Formas de Discriminación en Contra de la Mujer e incluso de la ley N° 20.000.


Puesta en votación la inclusión de la propuesta de la Honorable Diputada señora Saa, fue rechazada por 1 voto a favor y 9 en contra. Se pronunció favorablemente la mencionada señora Diputada. En contra lo hicieron los restantes miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat y señores Bauer y Chahín.

Enseguida, la abogada señora Ortega indicó que también se ha contemplado agregar, al final de la letra d) del artículo 225-2, a continuación de la expresión final “directa y regular”, la oración “para lo cual considerará especialmente lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 229”.


Los miembros de la Comisión Mixta consideraron justificada la oración que se agrega al literal d), por lo cual la acogieron en forma unánime. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Saa y Sabat y señores Bauer y Chahín.
Artículo 226


A continuación, la abogada señora Ortega informó que la propuesta contempla modificar el artículo 226 del Código Civil, para acoger los planteamientos que se han venido formulando en torno a la procedencia del cuidado personal a cargo de terceros.


La proposición reemplaza el señalado artículo por el que sigue:


“Artículo 226. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes, velando primordialmente por el interés superior del niño conforme a los criterios establecidos en el artículo 225-2.


En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más próximos, y sobre todo, a los ascendientes.”.



Recogiendo las inquietudes formuladas anteriormente sobre este particular, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso incorporar al inciso primero del artículo 226, después de la frase “o moral de ambos padres,” y antes de la expresión “confiar el cuidado personal de los hijos”, el siguiente texto: “o cuando excepcionalmente las circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga conveniente,”.


Pidió al Profesor señor Hernán Fernández explicar las razones de esta sugerencia.


El Profesor señor Fernández manifestó que esta proposición deriva de la conveniencia de evitar que se inflijan daños a los menores. Explicó que desde el año 1989 se reconoce por los tribunales superiores de justicia la necesidad de que los niños puedan ser cautelados en el ambiente en que están viviendo. En este sentido, señaló que la norma que consagra que se velará primordialmente por el interés superior del niño busca proteger a las familias de crianza y a aquellas que han ejercido una alta competencia parental en el cuidado de los menores.


Agregó que los casos más graves que reconoce la historia judicial chilena han ocurrido en el contexto de este vacío normativo, porque niños que fueron bien criados, amados y protegidos por personas que no son sus padres, son entregados a éstos, que los recuperan sin disponer las condiciones de bienestar que se les deben asegurar.


Sostuvo que la norma del artículo 226, con la oración que se ha propuesto agregarle, que invoca también el interés superior del niño, permitirá que los cuidadores puedan optar a obtener el cuidado personal del menor.


Concluyó señalando que lo que se pide agregar es una causal que preserva el mejor bienestar del niño y que viene a solucionar y prevenir el sacrificio de menores que pueden quedar expuestos a situaciones graves de descuido, negligencia y maltrato.


La abogada señora Ortega destacó que las causales de inhabilidad consagradas en el artículo 226 no son tan restrictivas como pudiere pensarse ya que el artículo 42 de la ley N° 16.618 contempla expresamente, en su número 7, la ocurrencia de cualesquiera otras causas que coloquen al menor en peligro moral o material. Reiteró que en el artículo 226 se mencionan los criterios establecidos en el artículo 225-2, además de invocarse el interés superior del niño.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso el siguiente texto en reemplazo de aquel propuesto por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio: “o cuando circunstancias excepcionalmente graves lo requieran y el interés superior del hijo lo haga necesario”.

El profesor señor Lepín consideró innecesaria la reforma que se propone, en atención a que, en la práctica, el precepto en estudio se aplica sin problemas. Agregó que el artículo 226 se puede aplicar respecto a cualquier tercero e instó a evitar modificaciones que puedan generar problemas con otras leyes, como, por ejemplo, con la de Adopción.


El Honorable Senador señor Espina analizó tanto el artículo 226 como el 42 de la ley N° 16.618 en cuanto a los conceptos de inhabilidad moral o física y de interés superior del niño. En esta materia, prefirió conservar la regulación que se propone para el artículo 226, de manera de prevenir posibles contradicciones entre las citadas normas.



El Honorable Diputado señor Chahín indicó que la calificación de gravedad que se incorpora en la indicación del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puede provocar que la norma se rigidice. Propuso la siguiente redacción: “o cuando excepcionalmente las circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga necesario,”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, señaló que la modificación propuesta se refiere a grados inferiores de inadecuación parental. Analizada la situación, se manifestó partidario de dejar a los jueces latitud para interpretar la norma.


La Profesora señora Domínguez instó a no perder de vista que lo que se está regulando es el cuidado cuidado personal de los hijos y no la situación del menor vulnerado ni del menor en situación de abandono, ya que estos casos son objeto de otras configuraciones legales y, por ende, de otras medidas y de otros procedimientos.


Hizo presente que el sentido de la modificación propuesta al artículo 226 del Código Civil es incorporar el criterio del interés superior del niño, que es el principio rector en materia de cuidado personal.


La Profesora señora Lathrop advirtió que si bien en el artículo 42 de la Ley de Menores hay causales genéricas para entender que hay inhabilidad por parte de los padres, es muy difícil, en la práctica, alterar la regla de que son éstos quienes tienen el cuidado personal del hijo para pasar a conferírselo a un tercero.


La Presidenta de la Comisión Mixta, Honorable Diputada señora Sabat, instó a pronunciarse, en primer lugar, sobre la redacción presentada por la abogada señora Ortega para el artículo 226 y, luego, verificar si se acogería alguna de las fórmulas adicionales que se ha propuesto incorporarle.


La señalada redacción fue aprobada por unanimidad.


A instancias del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, se acordó, además, reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “sobre todo” por “en especial”, antecedida y seguida de comas.


Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Saa y Sabat y señores Bauer y Chahín.

A continuación, puestas en votación las propuestas del Honorable Senador Larraín, don Hernán, y del Honorable Diputado señor Chahín, fueron rechazadas.


En una primera votación, la redacción del Honorable Senador señor Larraín recibió 4 votos a favor, 4 en contra y 1 abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Nogueira y señor Bauer. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Espina y los Honorables Diputados señora Saa y señor Chaín. Se abstuvo la Honorable Diputada señora Sabat.


Por influir la abstención en el resultado de la votación, ésta se repitió, obteniéndose el siguiente resultado: 4 votos a favor, 5 en contra y 1 abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Nogueira y señor Bauer. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Carlos, y los Honorables Diputados señora Saa y señor Chaín. Se abstuvo la Honorable Diputada señora Sabat.



Igualmente, la propuesta del Honorable Diputado señor Chaín fue objeto de dos votaciones. En la primera, hubo 5 votos a favor y 5 en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señores Bauer y Chahín. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Carlos, y los Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat. Producido el empate y repetida la votación, el resultado fue el que sigue: 4 votos a favor y 6 en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señor y Chahín. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Carlos, y los Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat y señor Bauer.

Artículo 229-2


Finalmente, la abogada señora Ortega informó que en el artículo 229-2 se propone reemplazar la palabra “abuelos” por “ascendientes”. Lo anterior, explicó, porque dada la redacción del precepto, los únicos ascendientes del hijo son los padres, lo que resultaría reiterativo respecto del artículo 229. Complementariamente, dijo, se refuerza la idea central de esta norma, en cuanto a que los abuelos tengan una relación directa y regular con los nietos.


Esta propuesta contó con la aprobación unánime de los miembros de la Comisión Mixta. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Saa y Sabat y señores Bauer y Chahín.
° ° °


A continuación, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, argumentó que la discusión de esta iniciativa hace propicia una modificación al artículo 222 del Código Civil, que tiene por objetivo priorizar en dicha disposición el principio general aludido por su inciso segundo, en virtud del cual la preocupación fundamental de los padres es el interés superior del hijo. Expresó que justamente este principio debe inspirar el Título IX del Libro I del mencionado Código, que regula los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos, que precisamente es encabezado por el referido artículo 222.


Propuso, en consecuencia, invertir el orden de los dos incisos que integran este precepto, quedando el inciso primero como segundo y el segundo, como primero.


Sometida a votación esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Saa y Sabat y señores Bauer y Chahín.
- - -


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, la aprobación de la siguiente proposición:

Artículo 1º

° ° °

Número 1, nuevo





Incorporar, como número 1, nuevo, el siguiente, pasando los actuales numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9, según la numeración del Senado, a ser 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9, 10 y 11, respectivamente:





“1.- Inviértese el orden de los dos incisos que integran el artículo 222, quedando el inciso primero como segundo y el segundo, como primero.”. (Unanimidad, 10 x 0).
° ° °

Número 1 del Senado





Pasa a ser número 2.

Número 1 de la Cámara de Diputados,

número 2 del Senado





Pasa a ser número 3, reemplazando el artículo 225 que contiene, por el siguiente:





“Artículo 225. Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo establecerá la frecuencia y libertad con que el padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos y podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.





El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.





A falta del acuerdo del inciso primero, los hijos continuarán bajo el cuidado personal del padre o madre con quien estén conviviendo.





En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga conveniente, el juez podrá atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226.





En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.





Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, considerando su interés superior, siempre que se cumplan los criterios dispuestos en el artículo 229.





Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”. (Unanimidad, 10 x 0).
Número 3 del Senado





Pasa a ser número 4, introduciendo las siguientes modificaciones al artículo 225-2 que contiene:

Letra c), nueva





Incorporar como tal, la siguiente, pasando las letras c), d), e), f), g), h) e i), a ser d), e), f), g), h), i) y j), respectivamente:





“c) La contribución a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal del otro padre, pudiendo hacerlo.”. (Unanimidad, 10 x 0).
Letra c), que pasa a ser d)





A continuación de la expresión final “directa y regular”, reemplazar el punto que la sigue (.) por una coma (,) y agregar la oración “para lo cual considerará especialmente lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 229”, seguida de un punto (.). (Unanimidad, 10 x 0).
° ° °

Número 5, nuevo





Incorporar como tal, el que sigue:





“5.- Reemplázase el artículo 226 por el siguiente:





“Artículo 226. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes, velando primordialmente por el interés superior del niño conforme a los criterios establecidos en el artículo 225-2.





En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más próximos y, en especial, a los ascendientes.”.”. (Unanimidad, 10 x 0).
° ° °

Número 4 del Senado





Pasa a ser número 6.

Número 2 de la Cámara de Diputados,

número 5 del Senado





Pasa a ser número 7.

Número 3 de la Cámara de Diputados,

número 6 del Senado





Pasa a ser número 8.

Número 7 del Senado





Pasa a ser número 9, sustituyendo, en el artículo 229-2 que contiene, la expresión “ascendientes” por “abuelos”. (Unanimidad, 10 x 0).
Número 4 de la Cámara de Diputados,

número 8 del Senado





Pasa a ser número 10.

Número 5 de la Cámara de Diputados,

número 9 del Senado





Pasa a ser número 11.

- - -


A título meramente informativo, cabe hacer presente que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:





1.- Inviértese el orden de los dos incisos que integran el artículo 222, quedando el inciso primero como segundo y el segundo, como primero.





2.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 224 por el siguiente:





“Artículo 224. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, participarán en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de sus hijos.”.





3.- Reemplázase el artículo 225 por el siguiente:





“Artículo 225. Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo establecerá la frecuencia y libertad con que el padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos y podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.





El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.





A falta del acuerdo del inciso primero, los hijos continuarán bajo el cuidado personal del padre o madre con quien estén conviviendo.





En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga conveniente, el juez podrá atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226.





En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.





Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, considerando su interés superior, siempre que se cumplan los criterios dispuestos en el artículo 229.





Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.





4.- Incorpórase, como artículo 225-2, el siguiente:





“Artículo 225-2. En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, se considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes criterios y circunstancias:





a) La vinculación afectiva entre el hijo y sus padres, y demás personas de su entorno familiar;





b) La aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un entorno adecuado, según su edad;





c) La contribución a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal  del otro padre, pudiendo hacerlo.





d) La actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa y regular, para lo cual considerará especialmente lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 229.





e) La dedicación efectiva que cada uno de los padres procuraba al hijo antes de la separación y, especialmente, la que pueda seguir desarrollando de acuerdo con sus posibilidades;





f) La opinión expresada por el hijo;





g) El resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar.





h) Los acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio.





i) El domicilio de los padres.





j) Cualquier otro antecedente que sea relevante atendido el interés superior del hijo.”.





5.- Reemplázase el artículo 226 por el siguiente:





“Artículo 226. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes, velando primordialmente por el interés superior del niño conforme a los criterios establecidos en el artículo 225-2.





En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más próximos y, en especial, a los ascendientes.”.





6.- Agrégase, en el artículo 227, el siguiente inciso tercero:





“El juez podrá apremiar en la forma establecida en el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil, a quien fuere condenado por resolución judicial que cause ejecutoria, a hacer entrega del hijo y no lo hiciere o se negare a hacerlo en el plazo que se hubiere determinado para estos efectos. En igual apremio incurrirá el que retuviere especies del hijo y se negare a hacer entrega de ellas a requerimiento del juez.”.”.





7.- Derógase el artículo 228.





8.- Sustitúyese el artículo 229 por el siguiente:





“Artículo 229.- El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo tendrá el derecho y el deber de mantener con él una relación directa y regular, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado según las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225 o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.





Se entiende por relación directa y regular aquella que propende a que el vínculo familiar entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo se mantenga a través de un contacto periódico y estable.





Para la determinación de este régimen, los padres, o el juez en su caso, fomentarán una relación sana y cercana entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo, velando por el interés superior de este último, su derecho a ser oído y la evolución de sus facultades, y considerando especialmente:





a) La edad del hijo.





b) La vinculación afectiva entre el hijo y su padre o madre, según corresponda, y la relación con sus parientes cercanos.





c) El régimen de cuidado personal del hijo que se haya acordado o determinado.





d) Cualquier otro elemento de relevancia en consideración al interés superior del hijo.





Sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa y regular o en la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de éstos en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación sana y cercana.





El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, conforme a lo preceptuado en este artículo.





Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”.





9.- Incorpórase, como artículo 229-2, el siguiente:





“Artículo 229-2. El hijo tiene derecho a mantener una relación directa y regular con sus abuelos. A falta de acuerdo, el juez fijará la modalidad de esta relación atendido el interés del hijo, en conformidad a los criterios del artículo 229.”.





10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244:





a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





“A falta de acuerdo, toca al padre y a la madre en conjunto el ejercicio de la patria potestad.”.





b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:





“Con todo, los padres podrán actuar indistintamente en los actos de mera conservación. Respecto del resto de los actos, se requerirá actuación conjunta. En caso de desacuerdo de los padres, o cuando uno de ellos esté ausente o impedido o se negare injustificadamente, se requerirá autorización judicial.”.”.





11.- Modifícase el artículo 245 en el siguiente sentido:





a) Intercálanse en el inciso primero, entre los términos “hijo,” y “de conformidad” las palabras “o por ambos,”.





b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:





“Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse la patria potestad al otro padre o radicarla en uno de ellos si la ejercieren conjuntamente. Además, basándose en igual interés, los padres podrán ejercerla en forma conjunta. Se aplicarán al acuerdo o a la resolución judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.”.





c) Agrégase el siguiente inciso tercero:





“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, se aplicará lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior.”.





Artículo 2°.- Reemplázase, en el artículo 42 de la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000, la frase inicial “Para los efectos” por “Para el solo efecto”.





Artículo 3°.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, por el siguiente:





“En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo menos, el régimen aplicable a los alimentos, al cuidado personal y a la relación directa y regular que mantendrá con los hijos aquél de los padres que no los tuviere bajo su cuidado. En este mismo acuerdo, los padres podrán convenir un régimen de cuidado personal compartido.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 8, 15 y 22 de mayo y 5 de junio de 2013, con la asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero (José García Ruminot), Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva) y Patricio Walker Prieto, y Honorables Diputados señoras Claudia Nogueira Fernández, María Antonieta Saa Díaz y Marcela Sabat Fernández (Presidenta), y señores Issa Kort Garriga (María Angélica Cristi Marfil, Eugenio Bauer Jouanne, Felipe Ward Edwards y Carlos Vilches Guzmán) y Gabriel Ascencio Mansilla (Fuad Chaín Valenzuela).


Sala de la Comisión Mixta, a 10 de junio de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria de la Comisión Mixta

jsk/mrb
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� Según se lee en el cuerpo del informe, actualmente el local de Isla de Pascua también cesó sus operaciones.
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